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Introducción 


A  nadie  se  le  oculta  la  importancia  y  favor  que  supone  para  España 
la  constitución  de  una  Rota  dentro  de  su  suelo.  Autores  como  el  P.  Pi- 
canyol,  el  Excmo.  Sr.  Cantero  y  otros,  han  tratado  más  o  menos  amplia- 
mente el  tema;  sin  embargo,  hasta  la  fecha  podía  afirmarse  que  faltaba 
una  monografía  completa  de  la  institución.  A  este  propósito  escribía 
Mons.  BoNET  en  el  año  1947:  «Cuanto  se  ha  escrito  ha  sido  siempre  a 
base  de  materiales  de  segunda  mano,  y  si  algo  se  ha  investigado,  ha 
sido  siempre  de  una  manera  parcial.  Una  investigación  de  los  archivos 
vaticanos,  escasamente  estudiados  en  este  punto  concreto,  se  impone 
como  labor  primera,  y  un  estudio  crítico  de  las  fuentes  históricas  de 
la  institución  sería  labor  que  prestaría  importante  servicio  al  progreso 
científico  histórico-canónico  no  sólo  en  España,  sino  aún  en  la  Iglesia 
universal»  \  Ello  nos  ha  dado  pie  para  realizar  este  trabajo,  pudiendo 
asegurar  a  los  lectores  que  con  la  mayor  seriedad  hemos  revisado  toda 
la  documentación  existente,  principalmente  en  el  Archivo  Vaticano  y 
en  el  Archivo  de  la  Embajada  de  España  cerca  de  la  Santa  Sede,  hoy  en 
Madrid  (Ministerio  de  Asuntos  Exteriores),  en  un  total  de  cerca  de  200 
legajos,  que  folio  por  folio  hemos  ido  viendo  hasta  el  año  1816,  en  que, 
después  de  tres  años  que  por  las  circunstancias  de  aquel  entonces  per- 
maneció suspendida  su  actividad,  se  restableció  de  nuevo,  volviendo  a  su 
cauce  institucional,  en  el  cual  permaneció  hasta  su  definitiva  supresión 
durante  la  segunda  República  española. 

Finalmente,  ofrecemos  un  último  capítulo  comparativo  entre  la  Rota 
antigua  y  la  que  S.  S.  Pío  XII  se  dignó  instaurar  de  nuevo  con  el  motu 
proprio  «Apostólico  Hispaniarum  Nuntio»  de  7  de  abril  de  1947. 


•  Las  obras  más  importantes  que  hasta  ahora  han  estudiado  esta  institución 
son  las  de  L.  Picanyol  y  P.  Cantero,  citadas  más  adelante,  notas  2  y  20. 

He  aquí  las  siglas  más  importantes  que  utilizamos  en  este  trabajo  ;  A.  G.  S.  = 
Archivo  General  de  Simancas ;  A.  H.  N.  =  Archivo  Histórico  Nacional  de  Madrid; 
B.  O.  =  Boletín  Oficial;  B.  N.  M.  =  Biblioteca  Nacional  de  Madrid;  B.  V.  =  Biblio- 
teca Vaticana;  M.  A.  E.  M.  =  Ministerio  de  Asuntos  Exteriores  de  Madrid.  Otras 
abreviaturas  son  de  fácil  interpretación. 

MONOGRAFIAS.  2 


I 


TRIBUNALES  ECLESIASTICOS  DE  ESPAÑA  Y  CONATOS 
DE  REFORMA  HASTA  EL  CONCORDATO  DE  1717 

Siempre  gozó  España  de  gran  autonomía  en  materia  procesal  ecle- 
siástica, debido  tal  vez  a  su  acendrado  catolicismo,  o  bien  a  su  situación 
geográfica  tan  apartada  del  centro  de  la  cristiandad,  o  a  otras  razones 
políticas,  gracias  a  las  cuales,  aun  después  de  publicadas  las  falsas 
Decretales,  el  Decreto  de  Graciano  y  las  Decretales  de  Gregorio  IX, 
España  continuó  disfrutando  de  la  facultad  de  resolver,  en  última  ins- 
tancia, los  asuntos  eclesiásticos  dentro  de  sus  fronteras '  bis. 

Hubo  tan  sólo  que  modificar  el  tribunal,  que  si  en  el  Derecho 
Canónico  antiguo  solían  ser  los  concilios,  en  el  Derecho  Canónico  nue- 
vo era,  de  ordinario,  un  legado  pontificio,  que,  en  nombre  del  papa,  y 
dentro  de  España,  resolvía  definitivamente  estos  asuntos.  Los  legados 
pontificios  no  tenían,  sin  embargo,  constituido  un  tribunal  permanen- 
te, sino  que  ordinariamente  se  nombraba  una  persona  distinta  para 
cada  caso. 

Aparte  de  otras  trabas  e  inconvenientes  de  tramitación  (mientras  se 
acudía  a  Roma,  nombraba  la  Santa  Sede  el  legado  y  llegaba  a  España), 
solían  ignorar  aquéllos  la  lengua  y  costumbres  patrias,  con  lo  que  se 
dificultaba  notablemente  la  terminación  de  las  causas,  con  grave  per- 
juicio, a  veces,  de  las  partes.  Todo  esto  llevaba  a  los  españoles  a  hacer 
uso  de  su  legítimo  derecho  de  recurrir  directamente  a  Roma  renun- 
ciando a  aquella  autonomía,  tantas  veces  secular,  de  España,  con  lo  que 
fué  poco  a  poco  debilitándose  al  hacerse  ordinarios  los  que,  en  épocas 
anteriores,  habían  sido  recursos  extraordinarios. 

Tomaron  cartas  en  el  asunto  las  Cortes  de  Toledo,  quienes  estudia- 


'  bis  No  consta  aún  si  fué  introducida  por  mera  costumbre  contraria  o  por 
un  auténtico  privilegio  canónico,  como  pretende  Vales  Pailde,  sin  aducir  ningu- 
na prueba  documental ;  cfr.  La  Rota  Española,  discurso  leído  en  el  acto  de  su 
recepción  en  la  Real  Academia  de  Ciencias  Morales  y  Políticas  (Madrid,  1920),  pá- 
ginas 26  ss. 
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ron  detenidamente  el  caso  y  formularon  la  demanda  de  un  tribunal 
permanente,  que  presentaron  al  emperador  Carlos  V,  para  que  la  ele- 
vase a  la  Corte  romana  ^ 

Las  pretensiones  eran  legítimas,  y  como  tales  fueron  benignamente 
acogidas  por  la  Santidad  de  Clemente  VII  en  bula  de  16  de  abril 
de  1529  \ 

Semejante  concesión  no  satisfizo  plenamente  las  aspiraciones  de 
España.  Los  excesos  de  los  nuncios  en  materias  tocantes  a  la  jurisdic- 
ción, provisión  de  beneficios  y  percepción  de  derechos,  provocaron  una 
protesta  general  en  el  episcopado  y  pueblo  español.  Por  ello,  y  como 
único  remedio,  acordó  el  Consejo,  y  se  publicó  en  el  Reino,  la  necesidad 
de  un  asesor  del  nuncio:  «Este  remedio  y  orden  que  se  ha  dado  que 
aya  una  persona  natural  de  estos  Reynos  de  letras  e  auctoridad  e  con- 
giengia  nombrada  y  pagada  por  su  magestad  que  vea  y  señale  los 
despachos  que  del  nungio  emanaren,  y  que  sin  ser  vistos  y  señalado  no 
se  despache  ni  use  de  cosa  alguna...»*. 

La  negociación  en  Roma  de  las  disposiciones  fué  inútil.  El  papa 
no  quiso  ratificar  lo  acordado  por  el  Consejo,  y  el  rey,  después  de 
oponer  grandes  dificultades  a  la  entrada  del  nuncio  \  envió  a  don  Iñigo 
López  de  Mendoza,  conde  de  Tendilla,  pariente  del  rey  y  capitán  gene- 
ral del  Reino  de  Granada,  para  saludar  a  Su  Santidad  y  a  los  miembros 


2  Cfr.  Petición  23  de  las  Cortes  de  Toledo  de  1525,  cit.  por  P.  Cantero,  La 
Rota  Española  (Madrid,  1946),  p.  32. 

'  Arch.  Vat.,  Reg.  Vat.,  leg.  1.438,  ff.  73  v-78 ;  copia  en  Arch.  Vat.,  Miscell., 
arm.  I,  87,  ff.  42-50. 

*  A.  G.  S.,  Estado,  leg.  888,  ff.  127-129.  El  asesor  propuesto  habría  de  revisar 
todos  los  despachos,  así  de  gracia  como  de  justicia,  que  expidiera  el  nuncio.  El 
acuerdo  del  Consejo  se  pretendía  justificar  así  : 

«...  Házese  assimismo  fundamento  justo  para  lo  ordenado  de  que  teniendo, 
como  su  Mag.d  tiene  costumbre  y  preminencia  antigua  y  justíssima  que  los  nun- 
cios de  su  Sanct.d  que  vienen  a  estos  Reynos  no  usen  de  sus  poderes  sin  los  pre- 
sentar en  su  Consejo,  e  que  allí  se  les  dé  orden  que  dizen  restrición  de  los  casos 
y  materias  en  q.  se  deven  abstener  y  no  usar  para  q.  no  se  entrometa  en  lo 
q.  fuere  contra  los  privilegios  e  preminencias  e  costumbres  destos  Reynos  ni  en 
otras  cosas  a  ellos  perjudiciales,  es  claro  q.  en  consequencia  desto  y  para  el  effecto 
de  lo  que  anssi  se  ordena  puede  justamente  ordenarse  que  aya  persona  por  él 
nombrada  que  vea  lo  que  se  despacha,  y  si  se  guarda  lo  que  anssi  se  les  ordena 
e  que  por  el  interés  suyo  y  de  sus  Reynos  asista  con  él  en  la  manera  y  por  la 
forma  que  está  dada.»  A.  G.  S.,  Estado,  leg.  888,  ff .  127  ss. 

'  «Ya  aveis  entendido  la  difficultad  que  aquí  ha  ávido  en  admitir  al  nuncio, 
y  colector  de  Su  Santidad,  y  las  causas  por  que  no  se  ha  hecho,  que  la  principal 
ha  sido  por  no  aver  él  querido  consentir  el  assesor,  que  está  acordado  que  se  le 
dé  para  que  no  se  hagan  los  desórdenes  y  exorbitancias  que  ha  ávido  por  lo 
passado,  y  para  que  no  se  exceda  de  la  orden  y  facultades  que  da  su  Santidad, 
y  por  otras  razones  y  causas  que  se  contienen  en  un  memorial  que  se  dará  con 
ésta...»,  carta  al  conde  de  Tendilla  de  31  de  marzo  de  1560  :  A.  G.  S.,  Estado,  le- 
gajo 887.  f.  73. 

Temió  después  el  conde  de  Tendilla  desagradar  al  papa,  y  declinó  este  negocio 
en  el  embajador  Vargas,  que  gozaba  de  buenas  relaciones  con  Su  Santidad ; 
cfr.  carta  del  conde  de  Tendilla  a  S.  M.  C.  Felipe  II,  de  fecha  13  de  julio  de  1560  : 
A.  G.  S.,  Estado,  leg.  888,  f.  165. 
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ilustres  de  la  corte  romana  e  insistir,  junto  con  el  embajador  Vargas, 
en  las  mismas  pretensiones  de  España,  haciendo  notar  a  Su  Santidad 
que  no  se  pretendía  con  esto  derogar  su  autoridad,  sino  «estorvar  los 
abusos  que  hasta  agora  ha  ávido,  los  quales  tiene  Su  Santidad  tanta 
obligación  de  remediar»  y  protestando,  al  mismo  tiempo,  que  no  pre- 
tendía forzar  al  papa,  si  no  era  de  su  beneplácito  \ 

Los  afanes  de  reforma  no  pararon  aquí.  Emula  España  de  los  privi- 
legios y  prerrogativas  de  su  vecina  Francia,  el  Consejo  Real  presentó 
a  Felipe  II  un  largo  memorial,  de  16  folios,  con  los  puntos  que  habían 
de  negociar  en  la  Corte  romana.  En  él  se  lee  lo  que  sigue: 

«El  ir  las  causas  eclesiásticas  de  los  reinos  de  España  a  la  corte  roma- 
na así  indistintamente,  como  van  en  primera  instancia  y  en  grado  de 
apelación,  y  en  todo  género  de  negocios,  es  muy  notorio  la  bexación  y 
agravio  y  costa  que  desto  resulta  y  en  ningún  gobierno  seglar  se  permite 
tal  modo  de  proceder;  antes  están  ordenados  los  tribunales  y  la  forma 
de  fazer  justicia  de  manera  que  sin  mucha  costa  ni  trabajo  la  puedan 
tratar  y  conseguir  las  partes,  cuanto  más  en  el  gobierno  eclesiástico,  prin- 
cipalmente en  el  de  su  Santidad  y  de  su  Curia  que  ha  de  ser  ejemplo 
y  regla  de  todos  los  demás;  y  el  remedio  que  en  algunas  causas  se  da, 
es  de  delegarlas  y  cometerlas  in  partibus,  no  sólo  no  es  remedio,  pero  es 
peor,  porque  si  jueces  son  traídos  por  las  partes  y  por  el  Ordinario,  son 
tales  personas  que  comúnmente  sentencian  por  quien  los  trae...  y  pa  que 
esto  se  prometiese  y  remediase  se  le  debía  suplicar  fuese  servido  (Su 
Santidad)  que  para  las  causas  eclesiásticas  de  España  se  deputasen  jueces 
en  el  mismo  reino  a  la  manera  en  que  están  en  Francia,  pues  no  sólo 
hay  la  mesma  razón,  pero  aún  mayor  por  ser  la  provincia  más  distante 
de  Roma  y  provincia  tan  obediente  a  la  Sede  Apostólica  y  que,  con  razón, 
debe  de  ser  no  sólo  igual,  pero  abentajado  de  las  otras  y  cuando  Su  San- 
tidad no  quisiere  esto  de  los  jueces  de  la  manera  que  están  en  Francia 
se  tratase  que  fuese  servido  de  poner  una  Rota  en  España  con  los  jueces 
y  oficiales  y  otros  ministros  en  la  manera  que  lo  tienen  en  Roma,  a  donde 
se  tratasen  las  causas  de  España,  dándose  la  orden  y  forma  en  el  modo 
del  proceder  que  conviniese ;  y  porque  sería  dificultoso  impetrar  así  gene- 
ral lo  desta  Rota  pa  que  todas  las  causas,  sin  ir  ninguna  a  Roma,  se 
tratasen  allí,  podríase  por  ahora  tomar  por  medio  que  la  dicha  Rota  se 
pusiese  pa  algún  género  de  negocios,  y  que  otros  se  reservasen  pa  la  corte 
de  Roma,  porque,  aunque  no  se  consiguiese  así  a  principio  enteramente 
esto  de  los  jueces  y  Rota,  sería  de  grande  importancia  haberse  introdu- 
cido y  comenzado  y  adelante  se  podía  esperar  con  el  tiempo  se  proveería 
más  cumplidamente. 

Y  si  para  facilitar  más  esto  de  los  jueces  y  Rota  fuese  necesario  ofre- 
cer, por  lo  que  toca  al  interés  de  los  oficios  y  oficiales,  que  se  creciesen 
algo  los  derechos,  y  aún  se  les  haría  alguna  ayuda,  o,  socorro  por  el  estado 
eclesiástico,  o,  por  S.  M.  para  el  salario  de  los  dichos  ministros,  era  cosa 
que  se  podría  ofrecer  y  hacer  si  por  esto  no  se  había  de  ejecutar. 

Si  esto  de  los  jueces  no  se  pudiese  obtener,  se  podría  tratar  que,  al 
menos,  se  determinase  el  género  de  negocios  eclesiásticos  que  en  España 
se  había  de  tratar  y  no  salir  de  ella,  y  los  que  habían  de  ir  a  Roma,  como 


•    A.  G.  S.,  Estado,  leg.  887,  f.  73. 
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serían  las  causas  matrimoniales  que  no  fuesen  entre  personas  ilustres,  o 
muy  preeminentes  y  las  causas  criminales  en  que  no  hubiese  sentencia 
de  deposición,  o  privación  y  las  causas  beneficíales  que  no  se  subiesen 
una  cantidad  limitada,  y  porque,  habiéndose  de  venir  a  qué  término  y 
modo  de  negocio  de  que  se  determine  y  declare  qué  causas  se  han  de 
determinar  en  Roma  y  qué  causas  se  han  de  determinar  en  España,  habría 
muchas  particularidades  y  puntos  a  que  no  se  puede  dar  instrucción  ni 
regla,  sino  el  que  lo  tratare  en  el  discurso  del  negocio  según  la  disposición 
que  hallare  y  según  lo  que  sintiere  en  los  que  lo  tratan  podrá  guiar  y 
determinar  no  tomando  solución  sin  consultar. 

Y  cuando,  en  esto  que  está  dicho  de  determinar  las  causas  y  que  no 
han  de  salir  de  España,  sino  fenecer  allí,  se  tomase  algún  apuntamiento 
y  Su  Santidad  quisiese  como  cosa  tan  justa  poner  remedio,  sería  necesa- 
rio dar  la  orden  que  se  había  de  tener  en  la  determinación  de  las  causas 
en  España  en  lo  que  por  ahora  ocurre  de  advertir  que  las  dichas  cau- 
sas en  primera  instancia  se  tratasen  ante  sus  tribunales  ordinarios  y  en 
grado  de  apelación  adonde  hay  superiores  metropolitanos  fuese  ante  ellos 
y  adonde  no  hay  los  dichos  metropolitanos,  como  en  los  Obispados  de 
Burgos  y  León,  y  adonde  los  hay  para  el  grado  último  después  de  las 
dos  sentencias,  las  tales  causas  se  cometiesen  en  el  grado  de  apelación 
por  el  Nuncio  que  Su  Santidad  tiene  en  estos  Reinos  y,  en  su  ausencia, 
o  defecto,  por  algún  prelado  que  Su  Santidad  señalase,  guardándose  en 
todo  la  orden  del  derecho  y  conc.  de  Trento  y  lo  que  más  conviniese. 

En  los  delitos  graves  y  atroces  que  hacen  los  eclesiásticos,  principal- 
mente en  ofensa  y  desacato  de  las  justicias,  hay  muy  poco  castigo,  así 
por  los  ordinarios  como  por  los  otros  medios  que  pa  evadir  se  tienen; 
sería  de  gran  importancia  que  en  tales  casos  el  Nuncio  de  Su  Santidad, 
a  requisición  y  petición  de  Su  Majestad  y  de  los  de  su  Consejo,  cometiese 
las  tales  causas  a  personas  eclesiásticas,  a  su  satisfacción,  porque  de  esta 
manera  serían  mejor  castigados;  y  para  éstos  se  había  de  procurar  el 
Breve  y  concepción  que  fuese  necesario,  y,  asimismo,  para  que  de  los 
delitos  cometidos  en  parte  por  eclesiásticos  fuese  juez  el  capellán  mayor 
de  la  capilla  de  Su  Majestad,  que  es  cosa  razonable  y  decente»  \ 

Como  se  ve  por  el  extracto  del  memorial  transcrito,  a  tres  podían 
reducirse  las  pretensiones  fundamentales  de  la  Corona  de  España  en 
materia  jurídico-eclesiástica: 

1.  *   Que  se  deputasen  jueces  en  España  como  estaban  en  Francia 

para  el  conocimiento  de  las  causas  eclesiásticas. 

2.  *   Que,  al  menos,  se  crease  una  Rota,  a  semejanza  de  la  Rota  Ro- 

mana donde  se  conociese,  sin  necesidad  de  acudir  a  Roma,  un 
cierto  número  de  causas,  al  menos  como  concesión  inicial;  ti 
rey  prometía  prestar  la  ayuda  económica  que  fuera  necesaria 
para  el  sostenimiento  del  personal  del  tribunal. 

3.  *   Que  se  guardase  el  orden  judicial  establecido  en  el  Concilio  de 

Trento. 


'  A.  G.  S.,  Estado,  leg.  887,  f.  88;  y  Biblioteca  de  la  Embajada  cerca  de  la 
Santa  Sede.  seo.  mss.,  cod.  191.  ff.  7-33,  donde  aparece  cómo  Felipe  II  consultó  a 
los  teólogos  para  satisfacer  a  su  real  conciencia,  y  la  respuesta  que  Melchor  Cano 
dió  al  Rey. 
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En  efecto,  en  la  sesión  XXIV,  De  Reformatione,  celebrada  el  11  de 
noviembre  de  1563,  en  el  capitulo  20  de  dicha  sesión,  el  Concilio  quiso 
tutelar  la  jurisdicción  de  los  ordinarios  prohibiendo  a  los  legados  aun- 
que sean  a  Latere,  nuncios  y  gobernadores  eclesiásticos  u  otros,  el  que, 
bajo  ningún  pretexto,  ni  en  virtud  de  ningunas  facultades,  conociesen 
las  causas  que  les  competían  en  prim.era  instancia  a  los  ordinarios. 

Desgraciadamente,  semejantes  disposiciones  cayeron  en  el  olvido. 
Desorbitando  sus  facultades  de  legados  a  Latere,  cuyo  título  ciertamen- 
te importaba  el  que  éstos  tuvieran  su  tribunal  \  pero  de  ninguna  ma- 
nera el  que  pudieran  impedir  la  jurisdicción  de  los  tribunales  inferio- 
res, continuaron  los  nuncios  avocándose  las  causas  que  por  derecho 
competían  a  los  ordinarios  y  metropolitanos.  De  aqui  las  protestas 
continuas  contra  aquel  tribunal,  cuyas  vicisitudes  no  pretendemos  seguir 
paso  a  paso,  por  estar  fuera  de  nuestro  propósito,  que  no  intenta  otra 
cosa,  en  este  capitulo,  sino  demostrar  cómo  la  idea  de  la  constitución 
de  una  Rota  en  España  era  una  vieja  idea,  que  desde  el  reinado  de 
Felipe  II,  como  un  rescoldo,  a  veces  un  poco  amortecido  bajo  las  cenizas 
de  las  circunstancias  políticas,  permaneció  siempre  viva  en  la  concien- 
cia del  pueblo  español  hasta  que  no  la  vió  completamente  realizada, 
en  el  reinado  de  Carlos  III. 

Asumido  el  trono  por  Felipe  III,  a  la  muerte  de  su  predecesor,  acae- 
cida el  13  de  septiembre  de  1598,  cejaron  un  poco  los  resabios  regalistas 
de  la  corte  de  su  padre.  Ya  no  era  la  total  abolición  del  tribunal  de  la 
nunciatura  lo  que  se  pretendía,  sino  solamente  echar  algunos  remien- 
dos a  lo  ya  establecido  para  contenerle  dentro  de  sus  justos  límites. 

En  efecto,  el  18  de  octubre  de  1600  escribía  el  rey  a  su  embajador 
en  Roma,  el  duque  de  Sessa,  quejándose  de  los  «muchos  y  excesivos 
derechos  que  se  llevan  en  la  Dataria  del  nuncio,  que  reside  en  estos 
reinos,  que  son  de  manera  que  no  se  puede  litigar  en  aquel  tribunal, 
y  así  conviene  supliquéis  a  Su  Santidad  tenga  por  bien  de  mandarlos 
reformar,  y  hacer  arancel  de  nuevo  de  los  que  se  pueden,  y  deven  llevar 
en  la  dicha  Dataría,  y  que  el  Consejo  le  vea,  y  entienda  la  facultad 
que  tiene  el  dicho  nuncio,  para  que  si  excediere  se  ponga  el  remedio 
que  más  convenga  al  servicio  de  Dios,  y  mío,  y  de  mis  reinos» 

Constituido  Urbano  VIII  Pontífice  supremo  de  la  Iglesia,  su  política 
exterior,  durante  el  reinado  de  Felipe  IV,  enfrió  notablemente  las  rela- 
ciones entre  ambas  cortes.  Se  acusó  al  papa  de  partidismo  a  favor  de 
los  franceses  contra  los  españoles  que  luchaban  en  Italia,  abriéndose 


'    Arch.  Vat.,  Miscell..  arm.  I,  leg.  86,  ff.  296  ss. 

'  Biblioteca  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede,  secc.  mss.,  cod.  191, 
ff.  126-127. 
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de  nuevo  las  viejas  heridas,  apenas  soldadas  en  el  pontificado  de  Cle- 
mente VIII,  contra  el  tribunal  de  la  nunciatura  '°. 

Célebre  fué  la  enbajada  de  Chumacero  y  Pimentel,  enviados  por 
Felipe  IV  a  Roma  para  negociar  la  reforma,  tantas  veces  intentada, 
del  tribunal  de  la  nunciatura  contra  el  que  pesaban  numerosas  acusa- 
ciones. La  política  a  seguir  era  de  no  romper  con  Roma;  pero  si  de 
agotar  todos  los  recursos  para  lograrlo. 

Como  puntos  de  reforma,  se  propusieron  dos  fundamentales: 

«75. — ...que  la  Nunciatura  no  debe  concurrir  en  el  exercicio  de  la  Ju- 
risdición  Eclesiástica  que  hoy  tiene,  sino  que  nombre  Su  Santidad  el  Nun- 
cio que  fuere  servido,  para  sólo  la  Embaxada,  como  lo  hace  en  otros 
Reynos,  que  le  pareciere  más  a  propósito  en  que  además  de  cumplirse 
con  la  obligación  de  elegir,  cessa  la  mayor  parte  de  los  inconvenientes 
expressados.» 

«76. — Que  para  escusar  la  multiplicación  de  instancias,  y  de  Jueces, 
y  la  incertidumbre  de  su  idoneidad,  y  suficiencia,  se  críen  las  Rotas,  que 
pareciere  convenir,  donde  por  personas  doctas,  y  mayores  de  toda  excep- 
ción, se  substancien,  y  determinen  las  Causas  dentro  de  estos  Reynos, 
como  disponen  los  Concilios,  sin  admitir  recurso  a  Roma,  si  no  fuere  en 
en  las  que  están  reservadas  por  Derecho:  y  a  estos  Ministros  se  les  seña- 
len salarios  competentes,  fixos,  prohibiendo  propinas,  y  demás  derechos: 
con  lo  qual,  y  con  la  facilidad  de  Su  Beatitud  podrá  acomodarlos  en  las 
Prebendas,  y  Beneficios  que  provee  en  estos  Reynos,  la  justicia  se  admi- 
nistrará con  satisf ación,  con  pureza,  y  sin  dilatarla» 

Respondió  Mons  Maraldi,  secretario  de  breves,  con  evasivas,  asegu- 
rando que  la  erección  del  tribunal  de  la  Rota  era  una  novedad  no  prac- 
ticada, y  que  tampoco  solucionaba  los  males  aludidos.  Instó,  de  nuevo, 
España  con  otra  contrarrespuesta  a  las  razones  de  Maraldi;  pero  no 
obtuvo  contestación. 

Fácilmente  se  pueden  adivinar  los  sentimientos  del  Pontífice  que, 
por  su  parte,  habla  mandado  redactar  otro  memorial  sobre  los  abusos 
cometidos  por  los  ministros  de  España  contra  la  inmunidad  y  libertad 
de  la  Iglesia;  especialmente  con  los  recursos  que,  por  vía  de  fuerza,  se 
hacían  de  las  providencias  y  decretos  de  los  jueces  eclesiásticos  al  Con- 
sejo Real;  la  retención  de  bulas  y  letras  apostólicas,  bajo  el  pretexto 
de  recurrir  a  Su  Santidad,  que  tal  vez  las  dió  por  falta  de  información; 
y,  finalmente,  la  pretensión  de  que  no  podría  Su  Santidad  cometer  nin- 
guna causa  en  primera  instancia,  sino  por  comisión  firmada  de  su  puño 
y  letra,  sin  que  bastase  el  sigilo  del  anillo  del  Pescador.  Y  «en  las  Indias 


'°  V.  DE  LA  Puente,  Historia  Eclesiástica  de  Esvaña  (Barcelona,  1855),  t.  III, 
p.  264;  Saba-Castiglioni,  Historia  de  los  Papas  (Barcelona-Madrid...,  1951),  t.  II, 
pp.  390-400. 

"  A.  h.  N.,  Consejos,  leg.  7.109.  cit.  por  Cantero,  o.  c,  p.  62 ;  original  del 
memorial  :  Arch.  Vat.,  Miscell.,  Arm.  I,  86,  ff.  16-44. 
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— continúa  el  memorial —  es  mejor  no  hablar,  porque  alli  no  se  reconoce 
otro  papa  que  el  rey  de  España» 

El  día  12  de  agosto  de  1639  moría  en  Madrid  el  nuncio  Lorenzo  Cam- 
peggi,  obispo  de  Senigaglia.  Reunido  el  pleno  del  Consejo  el  23  del 
mismo  mes,  hizo  una  consulta  al  rey  para  que,  aprovechándose  de  esta 
coyuntura,  arreglase  para  siempre  todos  los  abusos  y  daños  que  aca- 
rreaba la  nunciatura,  tanto  en  lo  espiritual  como  en  lo  temporal,  a  sus 
subditos,  especialmente  a  los  obispos  y  prelados,  que  «apenas  tienen 
más  que  la  sombra  de  la  jurisdizión  de  estos  reinos  porque  de  qualquier 
autto  interlocutorio  se  apela  de  ellos  para  el  nuncio,  y  él  los  retiene, 
y  aboca  las  causas  y  los  innibe  de  tal  manera,  que,  aunque  los  obispos 
quieran  castigar  los  clérigos  díscolos,  de  ninguna  manera  tienen  mano 
para  ello  porque  los  nunzios  se  lo  impiden  desauthorizando,  y  aniqui- 
lando la  authoridad  y  dignidad  de  los  obispos  y  su  jurisdizión» 

Lo  práctico  de  la  consulta  se  reducía,  pues,  a  dos  puntos: 

1.  "  Total  supresión  de  la  jurisdicción  contenciosa  del  nuncio,  y, 
consiguientemente,  de  su  tribunal. 

2.  °   Si  esto  no  fuera  posible ;  que  se  corrigiesen,  al  menos,  sus  abusos. 

Pero  no  llegó  a  interrumpirse  prácticamente  la  judicatura  del  tribu- 
nal. Tres  días  antes  de  la  muerte  del  nuncio  Campeggi  llegaba  a  Madrid 
César  Fachinetti,  respaldado  con  dos  breves  traídos  de  Roma.  En  uno 
de  ellos  se  le  nombraba  auditor  del  nuncio,  y  por  el  otro  se  le  permitía, 
al  parecer,  usar  de  las  facultades  del  nuncio  por  dos  meses,  a  partir 
de  la  fecha  de  su  recibo 

Apoyado  en  ellos,  y  sin  perder  tiempo,  había  comenzado  a  actuar  en 
el  tribunal  de  la  nunciatura,  ya  antes  de  la  referida  consulta  del  Con- 
sejo, teniendo  que  optar  el  rey  por  el  segundo  recurso:  la  reforma  de 
los  abusos. 

Joven  e  inexperto,  y  de  tendencia  conciliadora,  el  nuevo  nuncio  se 
vió  muy  pronto  atenazado  entre  las  manos  de  la  camarilla  de  Felipe  TV 
que  le  arrancaron  la  firma  de  un  humillante  tratado,  por  el  que  se 
obligaba  a  reconocer  y  corregir  una  serie  de  abusos  en  el  tribunal  que 
él  representaba 

Pasó  algún  tiempo,  y  ya  se  habían  ido  cortando  algunos  de  los  in- 
convenientes, precedentemente  impugnados,  y  otros  se  iban  poco  a 


Arch.  Vat.,  Miscell.,  Arm.  I.  86,  ff.  256-258. 
"    M.  A.  E.  M..  Arch.  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede.  leg.  338,  f .  s.  n. ; 
cfr.  Expedientes.  Véase  más  ampliamente  esta  cuestión  en  Cantero,  o.  c,  cap.  II  : 
La  Concordia  Fachinetti,  pp.  65-78. 

B.  N.  M.,  Mss.  9392 ;  cfr.  Cantero,  o.  c.  y  l.  c. 
"    Fachinetti  fué  nombrado  nuncio  en  España  por  Urbano  VIII  el  5  de  sep- 
tiembre de  1639.  La  documentación  sobre  las  Ordenanzas  se  encuentra  dispersa 
en  Arch.  Vat.,  Miscell.,  Arm.  I,  86;  Cantero,  o.  c,  apén.  6,  pp.  177-190. 
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poco  suprimiendo,  cuando  un  fatídico  suceso,  la  muerte  de  Carlos  II, 
anegó  a  España  en  un  mar  de  sangre  con  la  guerra  de  sucesión. 

La  inclinación  de  Clemente  XI  por  el  archiduque  don  Carlos  y  su 
reconocimiento  in  Regem  Catholicum  Hispaniarum,  causó  una  profunda 
escisión  entre  España  y  Roma;  por  lo  que  Felipe  V  cortó  toda  relación 
diplomática,  expulsando  de  sus  dominios  al  entonces  nuncio  don  A.  Fe- 
lipe Zondadari,  arzobispo  de  Damasco,  el  5  de  abril  de  1709. 

Corrieron  entonces  por  España  volantes  impresos  con  toda  clase  de 
invectivas  y  calumnias  contra  la  Santa  Sede  y  cardenales  de  la  Corte 
romana;  y  el  papa,  después  de  condenarlo  con  breve  del  2  de  octubre 
de  1709,  escribió  una  circular  a  todos  los  obispos  españoles  y  otra  al 
rey  protestando  contra  todos  los  atropellos  cometidos  contra  la  inmu- 
nidad eclesiástica,  al  expulsar  al  nuncio  y  cerrar  su  tribunal.  Pero 
Felipe  V  respondió  que  il  procederé  de  suoi  giudicati  sin  dalla  sua 
erretione  in  questi  regni  l'hanno  reso  piü  degno  di  suppressione,  che 
di  continuatione;  y  que  solamente  se  determinaría  a  su  restablecimiento 
con  la  condición  de  que  Su  Santidad  delegase  las  facultades  necesarias 
en  cualquiera  de  los  prelados  españoles  que  fueran  de  su  real  satls- 
fación  y  que  él  propusiera,  así  como  del  resto  de  los  subalternos 
que  componían  el  tribunal;  «e  gl'uno,  e  l'altri  somministrino  la  giustizia, 
e  le  gratie  alie  partí  cosí  gratiosamente  como  Giesü  Christo  commandó  a 
suoi  ministri,  che  la  dispensasero  quando  loro  concesse  la  facoltá 
d'esercitar  Tuna,  e  l'altra» 

En  esto  aparece  en  escena  el  conde  Giulio  Alberoni,  ministro  pleni- 
potenciario del  rey  y  deputado  por  su  majestad,  para  ajustar  las  dife- 
rencias existentes  entre  ambas  cortes. 

Las  capitulaciones  llegan  a  feliz  término  con  la  firma  del  tratado 
de  San  Lorenzo,  el  17  de  junio  de  1717;  el  papa  Clemente  XI  ratificó 
lo  acordado  con  un  motu  proprio  del  10  de  julio  del  mismo  año,  y  el 
tribunal  volvió  a  abrirse  sin  sufrir  modificación  alguna;  tanto  que  al- 
guien murmuró:  «mucho  ha  exagerado  España,  mucho  quería  el  rey, 
pero  después  ¿qué  se  ha  hecho?,  parturient  montes^ 

Efectivamente,  el  resultado  fué  de  desconfianza.  Todos  pensaron  que 
las  cosas  volverían  a  su  antiguo  cauce  sieut  erant  in  principio  et  forsan 
peius»,  tachándose  a  Alberoni  de  que,  como  italiano  e  ilusionado  por 


"    B.  Vat.,  Vat.  Lat.,  m.  12.224,  ff.  43  v.  ss.  y  107  v.  ss. 

"  Biblioteca  de  la  Embajada  española  cerca  de  la  Santa  Sede,  secc.  mss., 
cod.  193,  ff.  144-162  (copia).  Mercati,  Raccolta  di  Concordati  (Citta  del  Vatica- 
no), 1954,  pp.  282-285.  No  tuvo,  sin  embargo,  ratificación  real  por  lo  que  resultó, 
en  lo  demás,  ineficaz.  Sobre  este  conflicto,  véase  el  estudio  de  J.  Fernández 
Alonso,  Un  periodo  de  las  relaciones  entre  Felipe  V  y  la  Santa  Sede  (1709-1717), 
en  «Anthologica  Annua»,  3  (1955),  pp.  9-88. 
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obtener  el  capelo,  había  mirado  únicamente  por  los  intereses  de  Roma 
y  nada  por  los  de  España,  de  la  que  se  sentía  extranjero. 

Agravadas  las  cosas  por  las  circunstancias  políticas,  no  cejaron  las 
diferencias  entre  ambas  cortes.  Si  se  cometieron  excesos  por  el  nuncio 
y  su  tribunal,  mayores  aún  eran  los  ataques  que  constantemente  se 
infligían  en  España  contra  los  derechos  y  libertades  de  la  Iglesia.  Se 
imponía  la  negociación  de  un  concordato  que  diese  un  golpe  de  gracia 
a  todas  aquellas  diferencias,  y  pusiese  coto  a  una  y  otra,  conteniéndose 
todos  dentro  de  sus  justos  límites. 


II 


ULTERIORES  CONATOS  DE  REFORMA 

Si  bien  el  problema  del  regalismo  era  un  problema  agudizado  ya 
en  España  en  tiempos  de  Felipe  II,  su  planteamiento  era  totalmente 
diverso  del  regalismo  del  siglo  xviii. 

El  regalismo,  en  efecto,  del  siglo  xvi  se  planteó  desde  el  punto  de 
vista  teológico.  Su  fundamento  estribaba  principalmente  en  la  idea  de 
que  los  príncipes  católicos  son  protectores  y  defensores  de  la  religión 
católica;  como  tales,  su  primer  deber  era  el  de  acudir  al  vicario  de 
Cristo  y  representarle  los  daños,  peligros  y  abusos  que  de  cierta  prác- 
tica pudieran  seguirse.  Si  Su  Santidad  no  ponía  remedio,  tampoco  había 
obligación  de  obedecerle,  puesto  que  la  obediencia  no  se  extiende  a  lo 
injusto,  ni  a  lo  escandaloso,  ni  a  lo  que  se  opone  a  la  salud  de  los 
reinos.  Asentado  este  principio,  e  interpretado  a  su  gusto,  se  permitían 
los  soberanos  toda  clase  de  ingerencias  en  contra  de  la  libertad  e 
inmunidad  eclesiástica,  arrogándose,  bajo  el  pretexto  no  de  jurisdicción, 
sino  de  defensa,  la  misma  facultad  de  legislar  en  materias  eclesiás- 
ticas 

El  regalismo,  en  cambio,  del  siglo  xviii  es  una  actitud  adoptada  al 
margen  de  todo  ángulo  teológico.  Trasciende  la  consideración  de  la 
Iglesia  como  una  creación  humana,  al  margen  de  sus  esencias  espiri- 
tuales, de  su  origen  divino,  y  del  poder  sobrenatural  que  la  sostiene. 
Su  organización,  debidamente  reformada,  puede  ser  útil  para  el  cum- 
plimiento de  los  fines  de  la  comunidad  social  y,  naturalmente,  para 
los  del  Estado,  del  que  no  es  sino  un  puro  instrumento.  Como  dice  Me- 
néndez  y  Pelayo,  «el  regalismo  del  siglo  pasado  no  fué  sino  guerra 
hipócrita,  solapada  y  mañera  contra  los  derechos,  inmunidades  y  pro- 


ís B.  N.  M.,  mss.  8707.  ff.  184-216;  ver  también  las  consultas  que  hizo  Fe- 
Upe  II  a  los  teólogos  sobre  el  remedio  contra  los  abusos  de  la  nunciatura,  y  la 
respuesta  de  Melchor  Cano  en  Biblioteca  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede, 
cod.  191,  ff.  7-35. 
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piedades  de  la  Iglesia,  ariete  contra  Roma,  disfraz  que  adoptaron  los 
jansenistas  primero  y  luego  los  enciclopedistas  y  volterianos  para  el 
más  fácil  logro  de  sus  intentos,  ensalzando  el  poder  real  para  abatir 
el  del  Sumo  Pontífice,  y,  finalmente,  capa  de  verdaderos  tentativos 
cismáticos» 

Es,  en  una  palabra,  el  siglo  xviii  un  siglo  de  carácter  prevalente- 
mente  canónico-jurídico.  Abandonado  ya  el  fervor  de  las  controversias 
teológicas  sobre  la  gracia,  la  predestinación  y  ciencia  divinas,  se  enta- 
blaron las  controversias  sobre  la  potestad  de  los  obispos,  la  primacía 
del  papa  o  del  concilio,  extensión  y  límites  de  ambas  potestades:  ecle- 
siástica y  civil,  regalías  y  derechos  mayestáticoc,  destacándose)  casi 
todos  los  canonistas  por  su  aversión  a  Roma. 

En  medio  de  este  ambiente  político-ideológico  se  firmó  el  Concordato, 
tan  anhelado  por  ambas  partes,  el  26  de  septiembre  de  1737,  dejando 
aún  muchos  problemas  sin  resolver,  como  era  la  cuestión  del  patronato 
universal,  etc. 

Se  tocó,  es  cierto,  la  cuestión  de  la  reforma  de  la  nunciatura;  pero 
ésta  se  limitaba  a  inculcar  las  disposiciones  del  Concilio  de  Trento,  en 
lo  concerniente  a  las  causas  de  primera  instancia;  y  en  las  de  apela- 
ción de  mayor  relieve,  como  las  beneficíales  que  excedieran  el  valor 
de  24  ducados  de  oro  de  Cámara,  y  las  jurisdiccionales,  las  matrimonia- 
les, las  decimales,  las  de  patronato  y  otras  semejantes  se  reservaba  su 
conocimiento  a  Roma,  cometiéndose  in  partibus  las  de  menor  impor- 
tancia. 

En  los  artículos  XX  y  XXI  del  referido  Concordato  se  tocó  también 
la  cuestión  de  la  comisión  de  causas  por  parte  del  nuncio,  y  aranceles 
del  tribunal.  Se  prohibió  que  el  nuncio  delegase  a  otros  que  no  fueran 
jueces  in  Curia,  a  excepción  de  los  jueces  sinodales,  u  otras  personas 
constituidas  en  dignidad  en  las  iglesias  catedrales;  y,  finalmente,  res- 
pecto de  los  emolumentos  que  habían  de  percibirse  por  la  tramitación 
de  las  causas  y  su  equiparación  a  los  aranceles  de  los  tribunales  reales, 
se  dejó  en  suspenso  hasta  tanto  se  recibiesen  los  debidos  informes 

Por  un  momento  parecieron  aquietarse  los  ánimos,  y  nada  se  opuso 
a  la  continuación  del  tribunal  del  nuncio.  Roma  se  congratulaba  de 
las  mejores  disposiciones  de  España  en  este  aspecto,  y  enviaba  secretas 
instrucciones  al  abate  Vincenti  para  que  indirectamente  fuese  traba- 


"    Historia  de  los  Heterodoxos  españoles,  t.  V  (Santander-Madrid,  1947),  p.  37. 

2"  Mercati,  o.  c,  pp.  321-327.  El  orisen  de  los  llamados  jueces  in  Cuna  se 
debe  a  la  gran  afluencia  de  causas  que  venían  a  la  nunciatura,  para  cuyo  cono- 
cimiento no  bastaba  el  auditor  del  nuncio,  siendo  necesario  que  el  nuncio 
delegase  en  otros  jueces  habitantes  en  Madrid,  para  evitar  que  las  partes  acu- 
diesen a  Roma.  Cfr.  L.  Picanyol,  De  origine  et  evolutione  histórica  tribunalis 
P.otae  hispanicae:  «Apollinaris»,  5  (1932),  p.  227,  Espasa,  Jueces  in  Curia. 
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jando  el  ánimo  del  rey,  por  medio  de  su  confesor  o  de  cualquier  otro 
que  tuviera  algún  ascendiente  ante  él,  y  el  de  los  obispos,  de  quienes 
debería  lograr  el  que  no  se  acrecentase  demasiado  la  primacía  del 
arzobispo  de  Toledo  -'. 

Todos  están  de  acuerdo  en  admitir  que  el  referido  Concordato  fué 
letra  sobre  papel  mojado,  que  muy  pronto  se  disipó  sin  surtir  los  anhe- 
lados efectos.  Siguieron  las  cosas  como  hasta  entonces,  y  como  conse- 
cuencia se  levantaron  nuevas  protestas  pidiendo  al  rey  que  urgiera  el 
cumplimiento  del  Concordato  del  año  1737,  y  pusiese  remedio  contra 
los  atropellos  que  se  cometían  contra  la  jurisdicción  de  los  obispos  y 
metropolitanos  en  la  nunciatura,  y  aun  en  Roma  mismo,  donde,  con 
suma  facilidad  se  expedían  letras  inhibitorias  contra  la  intención  del 
Concilio  de  Trento,  que  reservaba  únicamente  las  causas  extraordina- 
rias, y  las  que,  por  su  gravedad  u  otras  circunstancias,  mereciesen  supe- 
rior conocimiento. 

El  26  de  agosto  de  1741,  el  papa  Benedicto  XIV  escribió  la  circular 
«Quamvis  Paternae  vigilantiae»,  que  dirigió  a  todos  los  patriarcas,  pri- 
mados, arzobispos  y  obispos  urgiéndoles  el  que  nombrasen  los  jueces 
sinodales  de  consensu  Capituli,  y  enviasen  a  Roma  los  nombres  de  los 
elegidos  con  el  propósito  de  dirigirles  a  ellos  las  comisiones  de  las  ape- 
laciones que  se  elevasen  a  Roma 

Gran  parte  de  los  obispos,  particularmente  de  España,  no  tuvieron 
en  cuenta  semejante  disposición,  por  lo  que  siguió  siendo  del  apelante 
la  elección  del  foro,  de  forma  que  si  dicho  apelante  quería  ser  juzgado 
en  la  Curia,  dirigía  la  comisión  o  a  la  Rota,  o  a  cualquier  prelado  de 
la  Curia;  si  después  quería  ser  juzgado  por  jueces  in  partihus,  dirigía  la 
comisión  «aliquibus  provis  viris  illarum  partium  in  dignitate  ecclesias- 
tica  constitutis» ;  y,  en  virtud  de  esta  comisión,  se  expedía  el  breve  o 
bula  dirigida  a  las  dignidades  o  canónigos  de  catedral,  a  dignidades  de 
colegiata,  a  protonotarios  apostólicos  o  a  abades  mitrados... 

Al  año  siguiente,  el  30  de  marzo  de  1742,  vió  la  luz  la  nueva  consti- 
tución benedictina  «Ad  militantis  Ecclesiae»:  prohibiendo  que  se  sus- 
pendiesen los  procesos  o  retardase  la  ejecución  de  las  sentencias  o 
decretos  de  ios  ordinarios  en  aquellas  causas,  cuya  ejecución  les  reser- 
vaba el  Concilio  de  Trento,  relativas  a  la  cura  de  almas  y  administra- 
ción de  sacramentos;  y  tutelando  la  autoridad  de  todos,  ...ita  ut  non 
solum  unicuique  in  suo  ordine  debita  jurisdictionis  et  auctoritatis 
praerogativa  servetur;  sed  etiam  ut,  extinctis  prorsus,  ac  radicitus 


Cfr.  cifra  al  abate  Vincentl,  fechada  en  Roma  a  30  de  junio  de  1738  : 
Arch.  Vat.,  Archivio  della  nunziatura  di  Madrid,  leg.  211,  f.  s.  n. 

"    Bened.  XIV,  op.  omnia,  t.  XV;   BulL,  t.  I  (Prati,  1845),  pp.  94-96. 
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avulsis  omnium  contentionis  et  discordiarum  seminibus,  mutuo  chari- 
tatis  vinculo  Tribunalia  socientur 

No  debieron  surtir  gran  efecto  semejantes  disposiciones,  al  menos 
en  España,  puesto  que,  como  el  mismo  nuncio  Enrico  Enriquez  mani- 
festaba en  una  comunicación  confidencial  al  papa,  el  7  de  noviembre 
de  1747,  eran  muchos  los  inconvenientes  que  ya  desde  el  principio  de  su 
ministerio  había  encontrado  en  la  administración  de  justicia  en  los  tri- 
bunales eclesiásticos,  sobre  todo  en  la  Dataría,  donde,  con  suma  facilidad, 
acordaban  sus  ministros  las  comisiones,  y  sucesivamente  la  reforma  de 
las  mismas,  a  la  simple  petición  de  las  partes,  sin  exigir  el  testimonio 
prescrito  de  apelación,  y  sin  que  las  partes  hubieran  convenido  en  el 
juez.  Por  esto  resultaba  frecuentemente  que  muchas  de  las  comisiones 
se  expedían  antes  de  la  sentencia  o  decreto;  otras,  después  de  la  sen- 
tencia o  decreto  no  apelable  ad  utrumque  effectum,  y  otras,  en  fin,  en 
lugar  de  darse  a  la  parte  legítima  apelante,  se  daban  a  la  otra  que  se 
apresuraba  a  solicitarlas,  bien  para  obtener  que  se  despachase  la  solu- 
ción del  pleito,  o  bien  para  que  la  nueva  instancia  se  instruyese  ante 
jueces  que  ella  reputase  más  benévolos  a  su  causa. 

Con  la  misma  facilidad  con  que  se  despachaban  las  comisiones  se 
acordaba  también  su  reforma  bajo  cualquier  pretexto  de  las  partes, 
como  podía  ser  el  de  sospecha  de  los  jueces  de  la  primera  comisión, 
sucediendo  otro  tanto  con  los  nuevamente  deputados,  máxime  cuando 
una  de  las  partes  procedía  de  mala  fe,  hasta^  tal  punto  de  sucederse  en 
una  misma  causa  e  instancia  tres  y  cuatro  comisiones  y  otras  tantas 
reformaciones  antes  de  convenirse  las  partes  en  un  juez,  de  forma  que 
llegó  a  ser  vulgar  el  dicho  que  las  comisiones  se  otorgaban  sotto 
Banca 

Cuando  escribía  esto  el  nuncio,  España  no  había  aún  elevado  ningu- 
na queja  contra  los  referidos  desórdenes;  pero  no  tardó  en  avivarse  el 
viejo  rescoldo  del  disgusto,  renovándose  las  antiguas  pretensiones  de 
la  Corte.  Célebre  fué  el  memorial  que  Gabriel  de  Olmeda,  fiscal  primero 
y  consejero  después  de  la  Real  Cámara  de  Castilla,  presentó  al  rey  a 
finales  del  año  1749.  Este,  en  el  umbral  mismo  de  su  disertación,  y  para 


"  Bened.  XIV.  op.  omnia,  t.  XV;  Bull.,  t.  I  (Prati.  1845).  §  48.  p.  171.  En 
el  §  43  sobre  las  apelaciones,  dice  :  «Apellationes  autem  non  reclplantur,  ñeque 
Inhibitlones  vigore  Ularum  concedantur,  nisi  prius  constiterit,  quod  nedum  per 
legitimam  personara,  et  intra  legitima  témpora  veré  appellatum  fuerit  a  sententia 
definitiva,  vel  habente  vim  definitivae,  aut  a  gravamine,  quod  per  definitivam 
sententlam  reparari  non  possit :  idaue  per  publica  documenta,  quae  realiter  in 
actis  exhibeantur;  tune  enlm,  et  non  antea.  Judici,  ad  quem  appellatum  fuerit, 
In  causa  se  intromittere,  citationes  et  inhibitlones  concederé  liceat ;  dummodo 
concedantur  cum  inscriptione  tenoris  sententiae,  aut  decreti  definitivi,  seu  vim 
definitivae  habentis,  vel  damnum  per  definitivam  irreparabile  inferentis;  alias 
citationes,  inhibitlones.  processus  et  inde  sequuta  quaecumque.  sint  ipso  lure 
nuUa,  atque  impune  sperni  possunt»  (ibidem,  p.  142). 

"    Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  257.  ff.  268  v-273  v. 
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avalar  de  alguna  manera  su  contenido,  hace  una  solemne  protesta  de 
ortodoxia:  «Si  quid — dice — hic  vel  alibi,  Santae  Romanae  Ecclesiae, 
dissonum  dixerim,  indictum  ascisco,  ut  deleátur  spongiam  affero:  nam 
inscitia  aut  incuria  lapsum  protestor.» 

En  la  parte  quinta  de  este  largo  memorial,  donde  se  trata  de  la 
materia  jurisdiccional,  el  autor,  después  de  exponer  los  perjuicios  que 
causa  el  tribunal  del  nuncio  en  España,  propone  los  remedios  siguientes: 

1.  Que  los  nuncios  sean  meros  embajadores  sin  autoridad  contenciosa; 
pero  con  las  facultades  que  fueren  necesarias  en  materia  de  grada. 

2.  Que  se  delegue  la  jurisdicción  en  ima  persona  natural  de  estos  ?einos, 
que  propusieren  los  reyes  de  España,  o  se  concediese  ésta  al  primado, 
con  el  fin  de  que  se  concluyan  aquí  las  causas. 

3.  Si  ha  de  continuar  el  tribunal  del  nuncio,  que  se  reforme  e  impidan 
sus  abusos.  Para  ello : 

a)  Que  el  nuncio  no  pueda  despachar  inhibiciones,  sin  conocimiento 
y  justificación  de  causa,  observando  lo  dispuesto  en  el  Concilio 
de  Trento,  ses.  XXIV,  de  reformat-,  cap.  3,  n.  18;  y  la  constitu- 
ción de  Inocencio  XIII,  Apostolici  Ministerii. 

h)  Que  se  forme  y  dé  al  tribunal  un  reglamento  fijo  en  el  que  quede 
todo  bien  claro. 

c)  Que  referente  a  las  subdelegaciones  que  hace  el  nuncio,  mande  Su 
Beatitud  que  no  puedan  hacerse  sino  a  los  jueces  sinodales. 

4.  Que  ordene  Su  Santiad  que  quede  intacto  el  derecho  de  los  metropo- 
litanos al  conocimiento  de  las  segundas  instancias. 

5.  Que  se  declare  que  la  jurisdicción  del  nuncio  es  cumulativa  con  la 
de  los  metropolitanos,  a  elección  de  las  partes  apelantes;  y  cuya  ape- 
lación ha  de  ir  solamente  al  tribunal  que  se  ha  de  erigir  nuevamente. 

6.  Que  si  esto  no  pudiera  conseguirse,  se  guarde,  al  menos,  el  orden  gra- 
dual de  los  juicios:  ordinarios  =  metropolitanos  =  nuncio,  y  última- 
mente al  tribunal  que  se  ha  de  erigir,  en  aquellas  causas  en  que  no 
se  haya  causado  ejecutoria  por  tres  sentencias  conformes;  ordenando 
que  ningún  tribunal  pueda  admitir  apelación  alguna  antes  de  recibir 
el  testimonio  de  haberse  evacuado  la  instancia  del  juez  inferior. 

7.  Que  los  ministros  del  tribunal  se  atengan  a  los  aranceles  establecidos. 

Se  pedía,  además,  que  el  nuevo  tribunal  que  habla  de  constituirse 
y  establecerse  en  Madrid  deberla  estar  integrado  por  tres  o  cuatro 
jueces  con  su  presidente,  naturales  todos  ellos  del  Reino,  nombrados  por 
el  rey  y  aprobados  por  el  papa. 

El  nuevo  tribunal  deberla  conocer,  en  grado  de  apelación,  de  todas 
las  sentencias  y  decretos  de  los  metropolitanos,  en  el  caso  solamente  en 
que  se  hubiese  declarado  su  jurisdicción  cumulativa  con  la  del  nuncio; 
porque  en  caso  negativo  sólo  podría  conocer  de  las  sentencias  y  decre- 
tos del  nuncio  cuando  su  sentencia  no  hubiera  causado  ejecutoria. 

De  la  sentencia  que  diera  este  tribunal  no  debería  haber  recurso  ni 
apelación  a  Roma,  ni  a  otro  tribunal,  como  se  practicaba  en  Nápoles, 
sino  que  «sólo  se  admita  súplica  en  el  mismo  tribunal,  en  el  caso  que 
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por  la  sentencia  primera''  no  se  causen  tres  conformes:  y  que  confir- 
mándose o  supliéndose  la  de  vista  se  entienda  ejecutoriado  el  pleito 
en  la  misma  forma  que  por  leyes  del  Reino  se  practica  en  los  tribunales 
reales,  de  forma  que  sólo  pueda  aver  sentencias  de  vista  y  revista;  si 
con  la  de  vista  no  hay  ejecutoria  de  tres  conformes,  pero  con  la  de 
revista,  háyala  o  no  de  tres  conformes,  quede  del  todo  finalizado  el 
juicio  sin  recurso  alguno,  y  que  no  pueda  este  tribunal  advocar  las 
causas  sino  por  legitima  apelación  y  guardando  el  orden». 

«Que  se  han  de  extinguir  todos  los  jueces  in  Curia  que,  con  tantos 
inconvenientes  como  quedan  ponderados.  Su  Santidad,  a  petición  de  las 
partes  nombraba ;  pues,  en  lugar  de  ellos,  queda  subrogado  este  tribunal, 
con  el  qual,  además  de  ser  más  decoroso  para  el  nuncio  que  él,  y  no 
otro,  conozca  de  sus  apelaciones,  se  asegura  la  mayor  brevedad  de  los 
juicios  y  rectitud  de  las  sentencias.» 

Termina  el  autor  este  capitulo  proponiendo  al  rey  que  para  proveer 
de  algún  modo  al  honor  y  decencia  que  deberían  corresponder  a  los 
jueces  de  semejante  tribunal,  y  para  evitar  en  el  futuro  los  abusos  que 
se  habían  acusado  en  el  pasado,  debería  dispensarles  un  salario  mode- 
rado, aparte  de  la  provisión  de  otros  beneficios  y  prebendas  que,  sin 
la  obligación  de  residencia,  les  dispensase  Su  Santidad,  como  se  venia 
practicando  con  los  auditores  de  la  Rota  romana. 

La  misma  disciplina  religiosa  también  había  sufrido  un  grave  que- 
branto. Los  nuncios  admitían  muy  fácilmente  recursos  de  los  religiosos, 
consiguiendo  éstos,  con  relativa  facilidad,  licencia,  no  sólo  para  ausen- 
tarse de  sus  conventos  o  para  cambiar  de  residencia,  y  hasta  de  pro- 
vincia, contra  la  voluntad  y  orden  de  sus  superiores,  sino  que  también 
se  admitían  cualesquiera  apelaciones  de  cualquier  ordenación,  castigo 
o  mortificación,  que  les  imponían  sus  prelados,  faltándoles  a  la  obe- 
diencia y  destruyendo  la  paz  del  claustro,  con  el  consiguiente  escándalo 
de  los  regulares  y  aún  seglares. 

Como  remedio,  se  pedía  al  rey  suplicase  insistentemente  al  papa  que 
atajase  semejantes  abusos,  mandando  que  el  nuncio  y  su  tribunal  se 
abstuvieran  de  admitir  los  expresados  recursos,  se  salvaguardase  la 
autoridad  de  sus  superiores  y  tutelase  el  orden  debido  en  las  apela- 
ciones 

Con  las  ideas  fundamentalmente  antes  expresadas,  el  entonces  pri- 


2=  El  sentido  de  la  frase  «sólo  se  admita  súplica  en  el  mismo  tribunal,  en 
el  caso  que  por  la  sentencia  primera  no  se  causen  tres  conformes»,  debe  enten- 
derse :  en  el  caso  que  por  la  sentencia  primera  de  la  Rota  no  se  causen  tres 
conformes,  supuestas  las  sentencias  de  los  tribunales  inferiores. 

"  B.  N.  M.,  secc.  mss.,  13.131.  ff.  149  v-193.  Fué.  por  entonces  también, 
cuando  Figueroa,  a  petición  del  rey  Fernando  VI,  redactó  un  dictamen  referente 
a  las  controversias  entre  España  y  la  Santa  Sede  :  Cfr.  P.  Cantero,  o.  c,  pp.  95  s. ; 
y  el  extracto  del  dictamen,  ibldem,  apénd.  7,  pp.  191-195. 
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mer  ministro  de  Estado,  don  José  Carvajal  y  Lancáster,  redactó  unos 
folios  que  comunicó  al  nuncio  para  que  se  tomara  alguna  providencia 
sobre  los  puntos  indicados. 

Elaboró  entonces  el  nuncio  una  oportuna  respuesta,  dando  contes- 
tación, sobre  todo,  a  lo  que  se  oponía  contra  el  tribunal  de  la  nuncia- 
tura, «nella  qual  parte  — dice —  son  sicuro  di  poter  confondere,  nonché 
soddisfare  tutti  questi  Signori»  Por  lo  demás,  no  se  habían  formu- 
lado aquellas  pretensiones  con  demasiado  empeño,  ni  con  espíritu  de 
rompimiento  de  relaciones  en  caso  de  negarse.  Se  imponía,  por  tanto, 
tratar  el  asunto  con  madurez,  y  sin  irritar  el  ánimo  de  los  ministros  de 
la  Corte,  sema  pero  condiscendere  in  minima  parte  a  quel  che  non  é 
giusto. 

Con  este  propósito  condensó  el  nuncio  su  respuesta  en  cuatro  artícu- 
los que,  en  octubre  del  1750,  presentó  al  ministro;  prometiendo  hacer 
otro  tanto  con  el  resto  de  los  problemas  tenidos  también  entre  manos, 
y  que  luego  no  se  realizó,  bastando  sólo  las  conversaciones  que  a  menudo 
procuró  tener  con  el  ministro  Carvajal.  En  ella,  antes  de  examinar  cada 
uno  de  los  cuatro  artículos,  da  por  supuestos  dos  principios: 

a)  El  Papa,  como  primado  y  cabeza  visible  de  la  Iglesia,  es  superior  de 
todos  los  fieles,  obispos  y  prelados  del  mundo  católico,  a  quo  tamquam 
Ordinarius  Ordinariorum  omnis  Ordinariorum  ordinaria  jurisdictio 
inmediate  descendit,  según  la  sentencia  común  de  los  canonistas.  De 
este  principio  se  deduce  que  todos  los  católicos  tienen  derecho  de  recu- 
rrir y  apelar  al  Sumo  Pontífice,  de  suerte  que  no  es  posible  impedír- 
selo bajo  el  pretexto  de  perjuicios  temporales  de  los  Reinos,  sm  apar- 
tarse de  la  sumisión  y  obediencia  que  se  le  debe  al  Papa  y  sin  dejar 
de  reconocerle  por  cabeza  de  la  Iglesia. 

b)  Lo  que  los  Pontífices  han  tolerado  y  sufrido,  ya  por  reparar  y  atajar 
los  amenazados  cismas  y  herejías,  o  ya  por  excusar  y  evitar  otros 
desórdenes  e  inconvenientes,  no  puede  servir  de  fimdamento  para 
semejantes  pretensiones,  sino  sólo  la  razón  y  justicia  deben  servir  de 
pauta  y  regla  para  las  resoluciones. 

Esto  supuesto,  y  la  existencia  del  todavía  reciente  Concordato,  aña- 
de, sería  título  suficiente  para  rechazar  sin  más  las  pretensiones  pro- 
puestas; pero  para  «hacer  ver  que  los  clamores,  que  se  levantan  contra 
la  misma  Santa  Sede  y  sus  ministros,  y  que  los  perjuicios  que  ahora 
se  exageran  no  tienen  los  más  de  ellos  otro  fundamento  que  las  voces 
populares  de  gente  mal  informada,  o  la  natural  inclinación  de  nuestra 
humanidad,  propensa  siempre  a  quejarse  del  estado  presente  de  las 
cosas,  así  se  procurará  poner  en  evidente  conocimiento,  con  cuál  y 
cuánta  moderación  han  usado  y  usan  los  Sumos  Pontífices  de  su  auto- 


Arch.  Vat.,  Numiatura  di  Svctana,  leg.  257,  ff.  429  v.  ss.,  original;  ibidem, 
leg.  254,  ff.  19  ss.,  copia. 
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ridad  y  jurisdicción  en  estos  reinos  tocante  a  las  causas  eclesiásticas, 
examinando  uno  por  uno  los  supuestos  agravios»  ■\ 

Fué  asi  rechazando,  uno  por  uno,  los  cuatro  artículos,  bien  por  infun- 
dados, o  bien  por  absurdos  e  impracticables.  Sin  embargo,  como  él  mis- 
mo manifestaba  al  cardenal  Valenti,  entonces  secretario  de  Estado, 
el  23  de  febrero  de  1751,  la  realidad  era  muy  otra: 

«A  parlar  con  ingenuitá,  non  puo  negarsi,  che  la  riferita  pratica  di  dar 
le  comissioni,  ogni  volta  che  s'interponga  l'appellazione,  ai  soggeti  desi- 
derati  ed  indicati  dalle  parti,  non  sia  produttiva  di  due  gravissimi  danni: 
Tuno  della  dilaziones,  l'altro  della  spesa:  perché  procurando  la  parte,  che 
ottiene  la  comissione,  di  farla  dirigere  a  persone  sue  amorevoli;  il  colli- 
tigante  con  solo  questo  dubbio  ricorre  puré  a  Roma  per  ottener  la  refor- 
mazione  della  detta  comissione,  con  farla  diriggere  ad  altri  Giudici: 
ne'quali  cadendo  il  medesimo  sospetto  per  rapporto  al  contradittore,  av- 
viene  (come  ho  osservato  praticamente)  che  anzi  che  le  parti  concordino 
in  un  Giudice  sieno  state  date  sette  ed  otto  commissioni,  le  une  rivoca- 
torie  delle  altre;  particolarmente  se  alcuno  de'litiganti  non  cammini  di 
buona  fede,  e  voglia  prolungar  la  lite  e  causar  dispendio.  A  ció  si  aggiunge, 
che  non  e&sendo  único  il  canale,  per  cui  si  spediscano  cosí  fatte  commis- 
sioni, e  non  sapendo  Tuna  parte  le  operazioni  dell'altra,  non  di  rado  si 
veggono  giungere  lettere  della  Segnatura  nello  stesso  tempo,  che  soprav- 
viene  una  commissione  fórmale  per  l'organo  di  Monsignore  Datarlo:  ed 
altre  volte  si  presenta  una  comissione  Rotale,  ed  altra  comissione  ad  un 
Giudice  in  partibus:  ovvero  la  detta  comissione  Rotale  si  presenta  per  una 
lite,  che  non  é  Rotale:  onde  le  parti  vengono  spesso  spesso  obbligate  a 
sostenere  una  lite  o  in  questa  Nunziatura,  o  in  cotesta  Segnatura  di  Gius- 
tizia  sopra  l'esecuzione  e  preferenza  delle  dette  comissioni :  e  con  ció 
perdono  moltissimo  tempo  in  una  disputa  preventiva  ed  inutile,  che 
avrebbero  potuto  impiegare  nel  terminar  la  lite  sopra  il  mérito  principale. 

Sudetti  ed  altri  molti  inconvenienti  che  nascono  della  moltiplicitá 
delle  commissioni  e  diversitá  de'Tribunali,  siccome  hanno  indotto  il 
paterno  di  Nostro  Signore  ad  daré  vari  opportuni  provvedimenti.;  essi  puré 
hanno  eccitato  la  vigilanza  forse  eccessiva  di  questi  Reggi  Ministri  verso 
di  noi,  procurando,  come  essi  dicono,  di  libérame  i  Sudditi  di  Sua  Maestá: 
a'quali  per  la  lontananza  da  Roma,  e  per  non  avere  a  chi  inchinar  la 
difesa,  e  per  la  trasmissione  e  traduzione  de'documenti  e  processi,  si  ren- 
dono  gli  esposti  pregiudizi  molto  piü  gravosi  che  ad  altri:  talché  non  di 
raro  sonó  costretti  (come  qui  si  esaggera)  ad  abbandonare  la  loro  giustizia 
per  non  aver  danaro,  con  cui  supplire  alie  spese  necessarie  per  una  lite 
preambula  alia  stessa  decisione  dell'affare  principale. 

Ecco  i  piü  forti  motivi  tante  volte  rilevati  a  voce  ed  in  iscritto  da 
questi  Consiglieri  Togati,  che  han  fatto  pensare  all'odierno  Ministro  di 
Stato  (dopo  aver'udito  il  parere  di  molti)  il  seguente  temperamento:  cioé, 
che  il  Nunzio  abbia  in  avvenire  due  istanze:  la  prima  da  se  solo,  e  come 
tale  conosca  (net  modo  che  ha  fatto  finora,  e  fa  attualmente)  di  tutte 
le  cause  che  vengono  al  suo  Tribunale,  o  come  Giudice  d'appellazione 
dalle  sentenze  o  decreti  de'Vescovi,  Arcivescovi,  ed  altri   o  come  Giudice 


2*  Este  documento  está  fuera  de  su  lUgar  y  desligado  en  Arch.  Vat.,  Archivio 
della  Nunziatura  di  Madrid,  leg.  143,  antes  del  folio  número  31,  sin  fecha  ni 
firma,  que  hemos  logrado  individuar  por  el  tenor  del  mismo,  y  por  los  despachos 
de  la  nunciatura  de  su  tiempo. 
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di  prima  istanza  rispetto  agli  esenti:  e  la  seconda  in  qualitá  di  Giudice 
d'appellazione  di  se  medesimo,  facendolo  Capo  e  Presidente  d'un  Tribunal 
Collegialle  di  sei  o  otto  ecclesiastici  (da  nominarsi  da  Sua  Maestá,  ed 
approvarsi  ed  autorizzarsi  dal  Papa)  al  qual  Tribunale  dovessero  passare 
per  appellazione  ricorso  le  sentenze  e  decreti  del  Nunzio,  e  nel  qual  doves- 
sero terminarsi  tutte  le  liti,  con  poca  differenza  da  ció  che  si  pratica  nella 
S.^  Rota  di  Roma» 

A  lo  largo  de  las  conversaciones,  como  también  en  el  mismo  memo- 
rial presentado  al  rey,  se  habían  ido  moderando  las  cosas,  desde  la 
total  exclusión  del  nuncio  hasta  la  no  exclusión  y  constitución  del 
mismo  como  cabeza  y  presidente  del  nuevo  tribunal.  El  nuncio  opuso  el 
grandísimo  perjuicio  que  con  ello  se  ocasionarla  a  la  Santa  Sede  qui- 
tándola la  facultad  de  cometer  las  causas  a  su  agrado,  bien  a  los 
tribunales  de  Roma,  o  bien  a  los  de  España,  «nel  che  (oltre  al  danno 
per  la  perdita  di  tanti  emolumenti)  verrebbe  a  perderé  quella  osser- 
vanza  e  ricognizione,  che  con  ció  si  fa  da'fedeli  verso  la  suprema 
autoritá  del  Sommo  Pontefice».  A  esto  respondió  el  ministro  que,  al 
contrario,  el  nuncio  ganaría  una  instancia  que  no  tenía  entonces,  y 
crecería  así  su  autoridad  y  la  de  la  Santa  Sede;  aparte  de  que  sería 
más  digno  que  un  tribunal  colegial  revisase  las  sentencias  y  decretos  del 
nuncio  que  no  un  solo  juez  in  Curia.  Y  referente  a  la  pérdida  de  emo- 
lumentos, que  ésta  debería  ceder  al  bien  público. 

No  sabemos  si  debido  a  la  tradicional  indolencia  en  tratar  los  asun- 
tos, o  a  que  absorbieron  a  la  Corte  otras  ideas  y  problemas  más  graves, 
como  era  la  tan  debatida  cuestión  del  patronato  universal,  lo  cierto  es 
que  quedó  orillada  esta  cuestión,  y  no  se  volvió  a  hablar  más  de  ella 
hasta  el  Concordato  de  1753,  en  el  que  tampoco  aparece  la  más  mí- 
nima mención. 


"    Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spaana,  leg.  254,  ff.  293-896. 


III 


EL  REINADO  DE  CARLOS  III  Y  LAS  PRETENSIONES  DE  LA  CORONA 
DE  ESPAÑA  EN  MATERIA  PROCESAL  ECLESIASTICA 

A  la  muerte  de  Fernando  VI,  acaecida  el  10  de  agosto  de  1759,  la 
política  religiosa  de  España  cambió  de  rumbo  durante  el  reinado  de 
Carlos  III,  su  sucesor. 

Un  desorbitado  y  fanático  entusiasmo  por  todo  lo  español,  o  de 
signo  hispano,  corría  por  aquel  entonces  entre  ciertos  ambientes  inte- 
lectuales: por  nuestra  liturgia,  sobre  todo,  y  por  nuestros  concilios  y 
colecciones  canónicas,  y  por  las  tradiciones  de  nuestra  Iglesia.  Se  llegó 
incluso  a  diseñar  una  especie  de  Iglesia  visigoda,  que,  sin  ser  cismática, 
conservara  sus  himnos,  sus  ritos  y  sus  cánones,  y  pudiera  llamarse 
española.  Lamentable  hispanismo,  o  más  bien  engañoso  espejismo, 
como  dice  Menéndez  y  Pelayo;  pero  del  que  los  gobernantes  de  Car- 
los III  sacaron  un  grande  partido,  interesados  únicamente  en  hacer  la 
guerra  al  papa  bajo  cualquier  pretexto 

Fué,  pues,  oscureciéndose  más  y  más  el  horizonte  político  de  aquel 
tiempo,  y  se  preveía  ya  la  amenaza  de  una  tempestad  que  aún  no  se 
sabía  dónde  había  de  parar.  En  las  Cámaras  no  se  trataba  de  otra  cosa 
que  de  cuestiones  eclesiásticas;  y  en  todas  las  cosas  se  querían  ver 
abusos  y  culpa  de  la  nunciatura. 

Los  rumores  habían  trascendido,  y  el  abate  Vincenti,  en  cifra  del 
5  de  mayo  de  1767,  daba  a  Roma  la  voz  de  alarma:  «Questo  Tribunale 
Apostólico  é  in  pericolo  di  soffrire  moltissime  alterazioni.  Si  pensa,  per 
quanto,  e  corre  voce,  a  riporre  sul  tapeto  le  stesse  istanze,  o  aH'íncírca, 
che  furono  costi  promosse  da  questa  Corte  in  tempo  della  S.  Mem.  di 
Urbano  VIII.  Si  vuol  porre  su  di  un  altro  piede  il  detto  Tribunale,  cosi 
quanto  ai  Ministri  del  medésimo,  come  rapporto  alie  propine,  e  all'ordíne 
giudiciario,  volendosi  stabilire,  che  dopo  la  sentenza  conforme  con 


"  Menéndez  Pelato,  Historia  de  los  Heterodoxos  españoles,  t.  V  (Santander- 
Madrid,  1947),  p.  76. 
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quella  deirOrdinario,  non  vi  abbia  da  esser  luogo  all'appellazione.  In 
somma...  Dio  voglia,  che  non  si  eseguisca,  e  voglia  ancora,  che  lo  m'in- 
ganni...» 

En  efecto,  nombrado  nuncio  de  España  César  Alberico  Luclni,  llegó 
a  Madrid  a  primeros  del  mes  de  julio  de  1767  y,  como  era  de  costum- 
bre, presentó  al  rey  su  breve  de  facultades,  dado  en  Roma  el  18  de 
diciembre  de  1766;  el  rey,  a  continuación,  lo  remitió  al  Consejo,  pero 
éste  hasta  el  19  de  agosto  no  dió  el  exequátur.  El  nuncio,  entre  tanto, 
insistió  ante  el  confesor  de  S.  M.  para  que  no  se  hiciera  ninguna  in- 
novación, como  era  voz  pública  que  se  haría.  Alternaron  dias  de  temor 
y  de  esperanza  hasta  que,  por  fin,  sintió  un  momento  de  respiro;  en 
cifra  del  18  de  agosto  podia  escribir  a  la  Secretaría  de  Estado  que  «non 
estante  le  forti  opposizioni  del  sig.  Fiscale  Campomanes,  11  quale  voleva 
enormemente  abbassare  la  giurisdizione  della  Nunziatura,  in  eso  Breve 
non  si  fará  alcuna  mutazione»  '\ 

Aún  corrían  voces,  aunque  el  nuncio  no  podía  asegurar  el  funda- 
mento de  las  mismas,  de  que  habría  algún  cambio,  y  ciertamente  los 
rumores  no  eran  infundados:  el  arzobispo  de  Valencia  había  hecho  una 
representación  al  rey,  quejándose  de  los  abusos  y  excesos  del  tribunal 
de  la  nunciatura;  el  rey  la  remitió  al  consejo  para  su  examen,  y  éste 
pidió  información  a  los  metropolitanos  y  ordinarios  de  toda  España. 

El  cardenal  arzobispo  de  Toledo,  después  de  haber  oído  a  sus  sufra- 
gáneos, envió  un  largo  informe  de  trece  folios  dobles,  el  9  de  mayo 
de  1767.  En  él  se  conforma  el  cardenal  con  la  representación  del  arzo- 
bispo de  Valencia,  cuyas  quejas  calificaba  de  justas  en  los  términos 
que  las  expone;  recoge  también  diversos  casos  concretos  sucedidos, 
entre  otros,  a  los  obispos  de  Segovia,  Cuenca,  Jaén,  Sigüenza  .y  Valla- 
dolid,  a  quien,  como  él  mismo  afirma,  no  bastando  las  fundadas  repre- 
sentaciones que  había  hecho,  no  cupo  otro  remedio,  para  evitar  inquie- 
tudes, turbaciones  y  escándalos,  que  los  recursos  de  fuerza  al  consejo 
de  Castilla  para  que  examinara  las  sentencias  dadas  en  aquel  tribunal, 
y  declarase  si  eran  justas  o  no,  y,  como  tales,  permitiera  o  prohibiera 
su  ejecución. 

Termina  el  Primado  su  informe  diciendo :  «no  encuentro  otro  remedio 
radical  por  lo  respectivo  al  tribunal  de  la  nunciatura,  que  suprimirle 
toda  jxirisdicción  y  conocimiento  judicial,  quedando  con  los  despachos 
de  gracia  y  los  recursos  legales  para  cometer  las  causas  de  apelación 
a  los  jueces  sinodales,  según  las  listas  de  nombrados  y  que  se  nom- 
orasen  en  cada  Diócesis» 


Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  303,  ff.  357  ss. 
'2    Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  304,  f.  228. 

"  M.  A.  E.  M..  Archivo  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede,  leg.  330 
f.  36,  4. 
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El  cardenal  arzobispo  de  Toledo  había  enviado  secretamente  el  Infor- 
me al  Consejo;  pero  el  nuncio  Lucini  pudo  hacerse  con  él,  y,  en  una 
cifra  enviada  a  Roma  desde  El  Escorial,  el  20  de  octubre  de  1767,  cali- 
ficaba sus  representaciones  de  «stravaganti  al  maggior  segno  avendo 
per  base  la  soppressione  del  Tribunale  di  Giustizia,  e  roducendo  quasi 
a  nuUa  quello  di  Grazia...  lo — continúa — non  manco,  ne  mancheró  di 
reclamare  il  Concordato  dell'anno  1737,  e  di  assicurare  che  se  vi  é  qualche 
abuso  nel  Tribunale  di  Giustizia,  e  se  si  manca  per  quello  di  Grazia, 
non  si  ha  che  dismostrarlo;  che  la  S.  Sede,  ed  io  siamo  prontissimi 
a  corregerli  ed  esterminarli ;  ma  qui  di  altro  non  si  parla  che  di 
antichi  apostoliche  Costituzioni,  per  dar  colore  ad  un  pretesto  che  fa 
loro  del  torto,  e  io  grideró,  io  pregheró,  e  non  lasceró  mezzo  per  sostenere 
i  diritti  dalla  Sede  Apostólica,  ma  se  a  la  forza  poi  dovranno  cederé  le 
ragioni,  converrá  chinare  il  capo  col  buon  testimonio  della  coscienza  di 
aver  fatto  il  mió  dovere» 

Era  demasiado  apasionado  el  juicio  del  nuncio  para  que  pudiera  ser 
justo.  Si  hubiera  sido  un  solo  obispo  el  que  hubiera  levantado  la  voz, 
se  le  hubiera  podido  tildar  como  afectado  del  mal  de  la  época:  el 
regalismo;  pero  no  se  trataba  de  uno  solo,  era  todo  el  episcopado  espa- 
ñol el  que  se  alzaba,  al  ver  menguados  sus  derechos.  Cuanto  más, 
cuando  el  mismo  nuncio  Lucini,  con  motivos  ajenos  a  la  cuestión  que 
nos  ocupa,  en  cifra  del  22  de  septiembre  del  mismo  año,  decía  del 
episcopado  español  que:  «sebbene  fra  i  Vescovi  vi  siano  alcuni  rega- 
listi,  la  maggior  parte  peró,  e  quasi  tutta  la  nazione  é  di  sentimenti 
opposti» 

El  nuncio,  sin  embargo,  no  pareció  dar  a  la  cosa  demasiada  impor- 
tancia, porque  quejas  de  los  obispos — decía — había  habido  en  todo 
tiempo,  y  las  habría  siempre,  «perché  credono  che  ridondi  in  Loro  dis- 
doro anche  ció  che  si  fa  contro  essi  con  tutta  l'equitá  e  la  ragione,  e 
perché  soffrono  di  mal  animo  di  esser  giudicati  da  un  privato,  cioé 
dairuditore,  che  essi  erróneamente  prendono  peí  capo  ed  arbitro  del 
Tribunale  di  Giustizia,  attribuendo  solamente  quello  di  grazia  al  nun- 
cio pro  tempore» 

Es  cierto  que  España  nunca  vió  con  buenos  ojos  el  que  el  Tribunal 
de  la  nunciatura  estuviera  integrado  por  personas  extrañas;  pero 
aparte  de  este  motivo  sentimental,  muy  natural  por  otra  parte,  nos 
resistimos  a  creer  que  sólo  aquél  fuera  el  motivo  de  sus  quejas;  sino 
que  realmente  se  cometieron,  y  aun  se  cometían  verdaderos  atentados 
contra  la  jurisdicción  de  los  Ordinarios,  como  lo  prueban  ampliamente 
los  concretos  casos  aducidos  en  los  respectivos  informes. 


'*  Arch.  Vat.,  Numiatura  di  Spagna,  leg.  304,  f.  305. 
"  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  304.  f.  255. 
*•    Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  304,  ff.  247  v-248. 
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Consecuencia  de  la  consulta  hecha  por  el  Consejo  de  Castilla  a  los 
metropolitanos  y  obispos  de  toda  España  fué  la  consulta  que,  en  once 
capítulos,  hizo  al  rey  el  mismo  Consejo,  el  11  de  septiembre  de  1767. 
En  ella  propuso  el  Consejo  los  medios  que  juzgó  convenientes  para 
contener  la  autoridad  del  nuncio  en  sus  justos  límites,  mientras  se 
le  conservase  la  jurisdicción  contenciosa.  El  rey  se  conformó  a  la 
opinión  concorde  del  Consejo,  y  aprobó  una  instrucción  que  se  había 
de  imprimir  y  comunicar  a  todos  los  prelados  eclesiásticos,  seculares  y 
regulares  de  todo  el  Reino,  con  los  capítulos  de  la  consulta,  a  excepción 
del  noveno,  que  mandó  suspender,  por  entonces,  y  tener  secreto. 

En  él  había  expuesto  el  Consejo  cómo  la  fuente  principal  de  los 
abusos  de  la  nunciatura  brotaba  de  la  condición  del  auditor  y  abre- 
viador;  ya  que,  ambos  extranjeros  y  como  de  paso  por  España,  sola- 
mente pensaban  en  enriquecerse  para  volver  a  Italia,  sin  tomar  nin- 
guna afección  ni  apego  a  la  nación,  y  mirando  con  indiferencia  a 
cuanto  no  se  referia  a  sus  propios  intereses.  Unió  a  esta  representación 
una  copia  de  la  cédula  del  30  de  mayo  de  1557,  sugiriendo,  al  mismo 
tiernpo,  a  S.  M.  que,  ya  que  se  encontraba  el  abate  Vincenti,  aunque 
extranjero,  en  posesión  y  ejercicio  de  la  jurisdicción,  que  sus  antece- 
sores se  habían  arrogado  como  auditores  de  la  nunciatura,  y  para  no 
causarle  una  personal  mortificación,  se  le  tolerase  el  que  continuara 
ejercitándola  como  hasta  entonces;  pero,  bien  entendido,  que,  en  ade- 
lante, S.  M.  resolvería  no  admitir  auditor  alguno  que  no  fuere  español, 
y  del  agrado  del  rey,  como  ya  por  la  cédula  adjunta  se  había  anti- 
guamente decretado;  e  igualmente  se  haría  con  el  abreviador". 

Se  imprimió  la  circular  con  fecha  26  de  noviembre,  y  se  mandó 
secretamente  a  todos  los  Ordinarios. 

Extractamos  el  párrafo  séptimo  de  los  treinta  y  uno  que  contiene: 

«Para  evitar  estos  graves  perjuicios  (a  que  habían  aludido  en  sus 
informes,  y  que  se  recapitulan  en  los  párrafos  anteriores),  turbativos  del 
buen  orden  de  la  disciplina  eclesiástica,  ruega  y  encarga  el  Consejo  a  los 
jueces  de  apelación,  que  observen  lo  dispuesto  por  el  Concilio  y  Concor- 
datos, sin  perjudicar  en  manera  alguna  las  primeras  instancias  de  los 
ordinarios,  quienes  deberán  defender  con  celo  y  constancia  su  jurisdicción 
dando  cuenta  al  Consejo  de  las  contravenciones  e  impedimentos  por  medio 
del  señor  fiscal,  para  que  interese  su  oficio  en  la  protección  y  tuición  de 
la  autoridad  de  los  ordinarios» 

Por  fin,  pudo  hacerse  el  nuncio  Lucini  con  una  copia  de  la  circular 
y  la  envió  a  Roma,  acompañada  de  una  cifra  del  2  de  diciembre,  en  la 
que  afirmada:  «...si  lavora  in  esa  (en  la  circular)  sopra  un  falso  sup- 


"    M.  A.  E.  M.,  Archivo  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede,  leg.  338,  f.  4. 
M.  A.  E.  M.,  Archivo  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede,  leg.  330,  f.  36. 
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posto,  e  si  é  quello,  di  che  nel  Tribunale  della  Nunciatura  non  si  pro- 
ceda secondo  il  preferitto  del  Concilio  di  Trento,  delle  Costituzioni  Pon- 
tiflcie,  e  delle  altre  Rególe  canoniche,  alie  quali  vengono  esortati  i 
Vescovi  a  tenersi.  Noi  peró  conoscendo  di  non  discostarci  punto  da  essi, 
siamo  abbastanza  garantiti  dal  buon  testimonio  della  coscienza  che 
non  ha  nulla  su  ció  da  rimproverarci» Quedaba  contento  porque 
en  ella  no  se  hacía  ninguna  sustancial  innovación. 

Las  relaciones  políticas  entre  España  y  Roma  llegaron  a  su  punto 
álgido  cuando  la  Santidad  de  Clemente  XIII,  el  30  de  enero  de  1768 
fulminó  el  famoso  monitorio  contra  el  Infante  don  Felipe,  duque  de 
Parma.  El  rey  pidió  al  papa  que  revocase  el  breve  y  que  reconociese 
simple  y  enteramente  la  soberanía  del  infante  sobre  el  estado  de 
Parma  y  Piacenza;  pero  el  papa  se  negó  rotundamente,  oponiendo 
que  semejante  decisión  atentaba  contra  su  conciencia,  de  la  que  él 
solo  debería  responder  ante  el  tribunal  de  Dios.  Los  ministros  compo- 
nentes del  Consejo  extraordinario:  el  conde  de  Aranda,  José  Muñiz,  el 
«sempre  fecondo,  según  Vincenti,  di  triboli  e  di  erbe  nocive»,  Pedro 
Campomanes  y  Manuel  de  Roda,  para  congraciarse  con  el  rey,  no  pen- 
saron sino  en  dar  desfogue  a  su  venganza  contra  la  Sede  Apostólica. 
Fué  entonces  cuando  en  Madrid  vió  la  luz  el  tristemente  célebre  libro 
titulado  Juicio  imparcial,  infamatorio  y  denigrante,  escrito  directa- 
mente contra  la  autoridad  del  Romano  Pontífice. 

Impidió  su  condenación  una  estratagema  impresionante  de  los  mi- 
nistros del  extraordinario,  que  arrancó  del  rey  católico  un  funesto  de- 
creto que  impedía  a  la  Santa  Inquisición  dar  ningún  decreto  prohibitorio 
de  libros,  sin  que  primero  pasase  por  la  revisión  del  Consejo,  para 
tenerla  asi  maniatada,  sin  poder  condenarles.  Protestaron  algunos  obis- 
pos y  superiores  regulares  ante  el  conde  de  Aranda,  a  la  sazón  presi- 
dente del  Consejo;  pero  en  vano;  había  sido  todo  perfectamente  tra- 
mado. 

En  esto,  un  suceso  inesperado,  la  muerte  del  nuncio  Lucini,  acaecida 
la  mañana  del  viernes  19  de  febrero  de  1768,  ofrecía  al  Consejo  una 
ocasión  magnífica  para  actuar  los  pensamientos,  que  desde  hacía  tiempo, 
venían  alimentando  en  sus  corazones. 

Avezado  ya  el  auditor  del  nuncio  Vincenti  a  toda  esta  clase  de 
intrigas  durante  el  largo  periodo  de  su  empleo  en  la  nunciatura  de 
España,  y  no  habiendo  podido  hacer  lo  que  en  otro  tiempo  hiciera 
durante  la  enfermedad  del  nuncio  anterior  Pallavicini,  de  quien  se 
hizo  firmar  una  delegación  de  sus  facultades  para  evitar  el  que  quedase 
en  suspenso  el  Tribunal;  en  la  contingencia  de  que  él  llegase  a  faltar, 
y  temiendo  se  renovasen  las  instancias  del  Consejo  hechas  en  1639,  a 


"    Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  304,  ff.  341  s. 
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la  muerte  del  nuncio  Campeggl,  recurrió  inmediatamente  a  Roma,  y, 
al  mismo  tiempo,  propuso  al  rey  la  duda  sobre  si  podría  o  no  despa- 
char los  pleitos  y  causas  pendientes  en  la  nunciatura. 

Reunido  el  Consejo,  en  pleno,  el  26  de  febrero  de  1768,  bajo  la  pre- 
sidencia del  conde  de  Aranda,  los  fiscales,  don  Pedro  Rodríguez  Cam- 
pomanes  y  don  José  Muñiz,  respondieron  negativamente  a  la  propuesta 
de  Vincenti:  porque,  como  mero  asesor  del  nuncio,  carecía  de  la  juris- 
dicción necesaria. 

Planteada  también  la  cuestión  sobre  la  conveniencia,  o  no,  de  la 
erección  en  España  de  un  tribunal,  o  tribunales  eclesiásticos  colegia- 
dos, respondieron  los  fiscales  del  Consejo:  «Una  Rota  general  de  toda 
España,  aunque  Roma,  por  imposible,  la  concediese,  no  debería  acep- 
tarse; pues  tiene  por  otros  lados  graves  inconvenientes.  Pero,  ya  que 
en  Roma  no  se  ha  acudido  a  dicho  medio  propuesto  desde  el  siglo 
pasado  por  hombres  tan  doctos  y  celosos  del  bien  de  la  Iglesia  y 
del  Estado,  parece  a  los  fiscales  que  ahora  se  debe  manifestar  a  aque- 
lla Corte  que  el  nuncio  que  viniere  no  se  admitirá  con  ejercicio  de 
jurisdicción  contenciosa,  y  erección  de  tribunal  a  este  fin.  como  no 
sea  únicamente  para  delegar  in  partibus  las  segundas  y  ulteriores  ins- 
tancias, hasta  que  se  fenezcan  dentro  de  España  y  de  sus  respectivas 
provincias  guardando  la  disposición  del  Tridentino  y  las  demás  deci- 
siones canónicas  antiguas  y  nacionales.  De  este  módo  no  necesita  audi- 
tor, y  evita  la  cuestión  de  si  ha  de  ser  español,  como  inútilmente  se 
ha  pretendido  tantas  veces» 

Vincenti  obtuvo  el  nombramiento  de  administrador  de  la  nuncia- 
tura, por  todo  el  tiempo  que  estuviera  vacante,  con  las  facultades 
ordinarias  en  casos  semejantes.  Y,  para  que  no  hubiera  dudas  sobre 
la  interpretación  de  la  cláusula,  acompañó  al  breve  una  carta  del 
cardenal  Luigi  Torrigiani,  secretario  de  Estado,  fechada  en  Roma  en 
10  de  marzo  de  1768,  comunicándole  que  era  intención  de  Su  Santidad 
«che  ella  abbia  ed  eserciti  tutte  (las  facultades)  quelle  che  aveva,  e  di 
cui  si  valeva  Mons.  Nuncio  defonto» 

Secundando  órdenes  recibidas  de  Roma,  instó  Vincenti  ante  Gri- 
maldi,  primer  ministro  de  Su  Majestad,  para  que  se  le  permitiera  el 
ejercicio  de  su  jurisdicción.  Le  hizo,  entonces,  ver  al  ministro  los  per- 
juicios que  se  seguirían  a  los  súbditos  de  S.  M.,  con  la  detención  de 
las  causas  en  el  Tribunal  de  la  nunciatura,  y  aun  a  los  mismos  mi- 
nistros del  Tribunal,  que  eran  también  súbditos  suyos. 


Arch.  Vat.,  Archívío  della  Nunsiatura  di  Madrid,  cír.  cifra  del  abate  Vin- 
centi de  21  de  abril  de  1767  :  leg.  135,  f .  6 ;  véase  también  el  cap.  I  de  nuestro 
trabajo,  7  s. ;  M.  A.  E.  M.,  Archivo  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede, 
leg.  338,  f.  5.  El  subrayado  es  nuestro. 

*'    Arch.  Vat.,  Archivio  della  Nunziatura  di  Madrid,  leg.  211,  f.  s.  n. 
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Grimaldl  le  dió  buenas  palabras;  pero  muy  lejos  de  consentir  a 
sus  súplicas.  En  una  cifra  del  3  de  mayo,  decía  el  abate  Vincenti:  «II 
fatto  si  é  che  non  mancano  di  quei  che  vanno  pescando  nel  torbido, 
e  temo  che  durando  lungo  tempo  questa  suspensione,  non  prevalga  in 
fine  la  massima  di  porre  questa  Nunciatura  sul  piede  di  quella  di  Fran- 
cia; e  so  che  a  questo  oggetto  si  vanno  formando  degli  scritti  e  cer- 
cando delle  vecchie  carte».  Y  en  otra  del  10  del  mismo  mes  decía: 
«...conosco  peró  chiaramente  che  durando  le  presentí  controversie,  né 
il  Nunzio  Apostólico  sará  giammai  qui  rivevuto,  né  verranno  ammesse  le 
míe  facoltá,  persuasí  che  questo  non  sí  opponga  alie  dichiarazioni  fatte 
di  non  volersí  separare,  ríguardo  alio  spirituale  dalla  Comuníone  colla 
Santa  Sede» 

No  obstante,  no  contento  el  rey  con  el  resultado  de  la  consulta  del 
Consejo,  ordenó  que  estudiasen  de  nuevo  el  asunto  a  los  cinco  pre- 
lados, que  tenían  asiento  y  voto  en  el  Consejo  extraordinario:  José, 
arzobispo  de  Burgos;  Juan,  arz.  de  Zaragoza;  José  ob.  de  Oríhuela; 
José,  ob.  de  Albarracín,  y  José,  ob.  de  Tarazona,  para  que  le  expu- 
siesen después  su  dictamen. 

Se  dieron  entonces  los  prelados  a  investigar  los  orígenes  de  la 
jurisdicción  contenciosa  del  nuncio;  pero  no  pudieron  encontrar  el 
documento  preciso.  Sin  embargo,  el  25  de  mayo  de  1768,  manifestaban 
en  su  dictamen:  «A  vista  de  todo  estamos  firmemente  persuadidos  de 
que  este  Tribunal,  muy  lejos  de  causar  los  saludables  efectos  porque 
pidió  y  obtuvo  la  gracia  de  su  establecimiento  el  señor  emperador 
Carlos  V,  produce  los  contrarios  y  otros  muchos  perjuicios  gravísimos 
en  lo  espiritual  y  temporal;  sin  dejar  esperanza  alguna  bien  fundada 
de  que  los  remedie,  después  del  continuado  empeño  con  que  ha  resis- 
tido a  tantas  providencias  justas  para  su  reforma.  En  su  consecuencia, 
creemos,  sin  la  menor  duda,  que  es  muy  urgente  la  necesidad  de 
cortar  el  mal  por  su  raíz,  no  permitiendo  que  continúe  el  dicho  Tri- 
bunal de  la  nunciatura  en  la  forma  que  hasta  aquí  se  ha  consentido, 
ni  aun  la  subsistencia  interina  que  se  pretende  por  vía  de  adminis- 
tración» 

Juzgaron,  sin  embargo,  necesaria  la  existencia  de  un  juez  que  cono- 
ciera las  causas  que,  de  otro  mado,  deberían  ir  a  Roma,  renovándose 
los  antiguos  inconvenientes.  Para  ello  propusieron: 

1)  No  permitir  que  el  nuncio  erija  tribunal  propio. 

2)  Que  las  causas  que,  en  virtud  de  sus  facultades  le  competan  en  pri- 
mera instancia,  o  en  apelación,  las  cometa,  por  regla  general,  sin 


Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Ssvaana,  leer.  305,  ff.  778  v.  y  442  v. 

M.  A.  E.  M.,  Archivo  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede,  leg.  338,  I.  7. 
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librar  otras  letras  o  despachos,  a  los  Jueces  in  Curia,  y  sucesivamente 
a  unos  y  después  a  otros,  hasta  concluirse  todas  dentro  del  Reino. 

3)  Que  para  las  terceras  y  ulteriores  instancias  no  delegue  a  uno  sólo, 
sino  a  tres  al  mismo  tiempo,  aumentando,  si  fuere  necesario,  el  nú- 
mero de  jueces  in  Curia,  o  designando  a  otros  constituidos  en  digni- 
dad eclesiástica. 

4)  Que  cuando  la  sentencia  fuese  ejecutable  por  tres  conformes,  se  noti- 
fique aquélla  al  nuncio,  para  que  éste,  libremente  y  en  su  propio 
nombre,  la  ejecute,  firmándola  los  jueces  en  calidad  de  asesores. 

5)  Que  se  exceptúen  de  las  disposiciones  anteriores  las  causas  criminales 
que  vinieren  en  apelación  de  los  sufragáneos  o  metropolitanos;  devol- 
viéndose o  al  metropolitano  propio  o  a  otro  obispo  de  los  más  cer- 
canos, respectivamente,  hasta  su  determinación  final  dentro  del 
Reino 

Agradó  al  rey  el  dictamen  dado  por  los  cinco  prelados,  y  ya  se 
había  determinado  a  negociar  la  reforma  del  Tribunal  del  nuncio, 
cuando  un  fatal  ataque  apoplético  se  llevaba  a  la  tumba  al  piadoso 
e  inflexible  Clemente  XIII,  el  2  de  febrero  de  1769,  impidiendo  toda 
negociación. 


M.  A.  E.  M.,  Archivo  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede,  leg.  338, 
ibídem. 


IV 


EL  PONTIFICADO  DE  CLEMENTE  XIV  Y  LA  ERECCION 
DEL  TRIBUNAL  DE  LA  ROTA  DE  LA  NUNCIATURA 
EN  ESPAÑA  (26  marzo  1771) 

Muerto  Clemente  XIII,  en  seguida  comenzaron  a  llegar,  de  las  repre- 
sentaciones diplomáticas  de  Roma  a  todas  las  Cortes  de  Europa,  in- 
formes detallados  sobre  todos  los  cardenales,  especialmente  sobre  los 
más  favoritos  para  sustituir  al  finado  Pontífice  y  asumir  las  llaves 
de  la  Iglesia. 

Cerrado  el  cónclave  el  15  de  febrero  de  1769,  se  perfilaron,  desde 
el  principio,  dos  marcadas  corrientes  entre  el  colegio  cardenalicio:  los 
denominados  delle  Corti  o  delle  Corone  y  los  zelanti  o  fanatici.  Fácil- 
mente se  adivina  a  qué  respondían  ambas  denominaciones;  los  primeros 
creían  necesario  hacer  concesiones  a  los  soberanos  en  lo  temporal  para 
salvaguardar  lo  espiritual,  mientras  que  los  segundos  rechazaban  toda 
suerte  de  innovaciones,  sosteniendo  lo  establecido  según  el  antiguo 
orden  de  cosas;  era  la  corriente  que  pudiéramos  llamar  conservadora. 
Estribaba,  sobre  todo,  la  diferencia  en  la  supresión  de  la  compañía 
que  tenazmente  pretendían  las  Cortes  borbónicas,  y  que  no  pocos  car- 
denales estimaban  un  sacrificio  necesario  para  la  tranquilidad  de  toda 
la  Iglesia  (!) 

Entre  los  más  favoritos  había  uno  que  parecía  el  más  a  propósito 
para  conseguir  España  sus  pretensiones,  ya  que  a  ella  se  había  siem- 
pre reconocido  sumamente  obligado  y  había  procurado  complacer  en 
lo  posible Era  el  cardenal  Lorenzo  Ganganelli,  un  conventual  de 
dulce  carácter,  pero  de  voluntad  débil,  agasajador  e  inactivo,  cuya 


Cfr.   Saba-Castiglioni,   Historia  de   los  Papas,  vol.   II    (Barcelona,  1951), 
pp.  510  y  ss. 

"  Véase  la  carta,  probablemente,  de  Azpuru  a  Grimaldi  de  fecha  18  de  mayo 
de  1769  :  M.  A.  E.  M.,  Archivo  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede,  leg.  332, 
ff.  10  y  251,  copia. 
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exaltación  al  solio  pontificio  saludaron  los  diplomáticos  extranjeros  con 
grandes  manifestaciones  de  júbilo  por  creerle  materia  dócil  para  sus 
intentos;  especialmente  en  España,  donde,  con  insólita  solemnidad,  se 
celebraron  grandes  fiestas,  y  aún  más  especialmente  por  Carlos  III, 
que,  según  Grimaldi,  le  juzgaba  «uno  de  los  pocos  de  quien  espera- 
ba (S.  M.)  atendiesen  a  sus  justas  solicitudes,  y  procurasen  la  buena 
armonía  entre  la  Silla  apostólica  y  las  Cortes» 

En  estas  favorables  coyunturas  envió  Grimaldi,  el  8  de  agosto 
de  1769,  una  instrucción  al  ministro  Azpuru  en  Roma,  para  que  a  su 
vista  redactara  una  memoria  en  italiano  que  se  había  de  presentar 
al  Papa  para  negociar  definitivamente  la  reforma  del  Tribunal  de  la 
nunciatura. 

El  15  de  agosto  volvía  Grimaldi  a  escribir  a  Azpuru  instándole, 
de  parte  del  rey,  a  que  hablase  con  el  papa  y  le  hiciese  presente  que, 
en  lo  referente  a  la  nunciatura  y  diversamente  del  rey  de  Portugal, 
aquél  quería  dentro  de  sus  reinos  un  juez  apostólico,  e.  d.  un  nuncio 
que  en  nombre  de  Su  Santidad  «ejerza  la  misma  jurisdicción  conten- 
ciosa y  use  las  mismas  facultades  que  se  han  conferido  en  sus  breves 
a  los  nuncios  anteriores».  Sólo  quería  que  se  variase  en  el  modo  de 
usarlas;  pero  con  una  tal  variación  que,  aparte  de  no  ser  ruidosa, 
redundaba  más  en  decoro  del  mismo  nuncio  y  serviría  para  acallar  los 
clamores  y  protestas  del  clero  de  España.  Sólo  cuando  se  arreglase 
este  asunto  podría  el  nuevo  nuncio  venir  a  España"'. 

A  la  vista  de  la  instrucción  que  le  enviara  Grimaldi,  y  que  com- 
prendía doce  artículos  o  puntos  de  reforma,  redactó  Azpuru  su  me- 
moria en  diez  puntos,  modificando  ligeramente  algunas  cosas,  bien 
por  inexactas,  o  bien  para  mejor  atar  los  cabos  y  evitar  que  quedara 
alguna  puerta  abierta  por  la  que  pudiese  salir  impunemente  el  nuncio 
inutilizando  el  plan  propuesto. 

He  aquí  un  trasunto  de  la  memoria:  Después  de  una  breve  his- 
toria de  los  precedentes,  propone  Azpuru  los  siguientes  puntos: 

1.°  Que  se  suprima  el  Tribunal  del  nuncio  y  se  quite  la  jurisdicción 
que  ejercía  el  auditor  en  nombre  del  nuncio  (cfr.  art.  9.o  de  la  con- 
sulta del  Consejo  pleno  de  11  de  agosto  1767) ;  asegurándose,  por 
este  medio,  que,  cometiéndose  el  conocimiento  de  las  causas  a  los 
jueces  sinodales,  y  sucesivamente  a  los  jueces  in  Curia,  los  pleitos 
se  concluirán  en  Madrid  o  dentro  de  España. 


"  M.  A.  E.  M.,  Archivo  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede,  leg.  218,  f.  251. 
M.  A.  E.  M.,  Archivo  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede,  leg.  218,  f.  104. 
El  Rey  se  atribuía  facultades  especiales  sobre  la  elección  del  nuncio  por  revestir 
éste  el  carácter  de  juez,  cuyo  ejercicio,  por  versar  sobre  sus  vasallos,  era,  según 
su  concepción,  un  acto  de  permisión  real.  Cfr.  M.  A.  E.  M.,  Archivo  de  la  Emba- 
jada cerca  de  la  Santa  Sede,  leg.  422,  f.  s.  n. 
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2.»  Que,  a  imitación  de  la  Rota  Romana,  se  erija  una  Rota  en  Madrid 
a  la  que  el  nuncio  cometerá  las  causas  como  las  comete  la  Signa- 
tura a  la  Rota  Romana. 

3.0  Que  de  los  seis  jueces  in  Curia  que  en  la  actualidad  hay  en  Madrid, 
y  que  por  el  momento  se  conservará  el  mismo  número,  se  forme 
la  nueva  Rota,  dividiéndose  en  dos  turnos  y  determinándose  las 
causas  con  tres  votos  en  cada  turno. 

El  ponente,  a  quien  deberá  dirigir  la  comisión  el  nuncio,  tendrá  las 
mismas  facultades  que  tienen  los  ponentes  de  la  Rota  Romana  en  rela- 
ción a  los  actos  preparatorios  del  juicio,  pero  con  voto  como  los  otros 
de  su  turno  cuando  se  decida  la  causa. 

Por  ese  medio  cesará  el  absurdo  que  se  tengan  que  juzgar  las  causas 
de  los  metropolitanos  por  un  solo  juez;  como  también  se  practica  en 
los  tribunales  seculares,  de  cuyas  primeras  instancias  sólo  conocen  tri- 
bunales colegiales. 

4.  °   Que  los  jueces  in  Curia,  que  hasta  entonces  había  nombrado  el 

nuncio  con  breve  del  papa  constituyéndoles  protonotarios  apostóli- 
cos, en  adelante  se  nombren  sujetos  con  mayor  discusión  de  las 
cualidades  y  méritos,  a  presentación  del  rey,  previa  consulta  de  la 
Cámara. 

5.  °   Que  el  fiscal,  que  siempre  tuvo  la  nunciatura,  conserve  el  mismo 

oficio  ante  los  jueces  in  Curia,  y  tenga  sitio  en  la  Rota.  Respecto 
a  su  nombramiento,  se  observe  las  mismas  normas  que  para  los 
jueces  in  Curia. 

6°  Que,  por  lo  que  toca  al  orden  gradual  de  las  comisiones,  se  esta- 
blezca : 

a)  que  las  causas  de  los  exentos  residentes  en  provincias  cometa 
el  nuncio  a  los  ordinarios  locales,  o  a  los  jueces  sinodales  de 
las  mismas  provincias;  reservándose  la  apelación  a  la  nun- 
ciatura ; 

b)  las  otras  causas  que  vengan  en  grado  de  apelación  de  las  sen- 
tencias de  los  ordinarios  o  metropolitanos  en  segimda  y  tercera 
instancia  se  cometan  a  los  jueces  sinodales  de  las  Diócesis,  o  a 
los  jueces  in  Curia,  según  las  circunstancias  de  las  mismas 
causas,  personas  y  la  distancia  de  los  países,  observándose,  en 
cuanto  sea  posible,  las  disposiciones  canónicas  que  prohiben,  sin 
gravísima  causa,  extraer  los  pleitos  y  contendientes  de  sus  res- 
pectivas provincias ;  cuidando  siempre  que  todas  se  concluyan 
en  España  por  el  modo  insinuado  de  la  repetición  de  comisio- 
nes a  los  jueces  sinodales  y  a  los  jueces  in  Curia. 

7.0  Que  respecto  de  las  causas  criminales,  se  observe  el  concilio  de 
Trento,  las  disposiciones  canónicas  y  constituciones  apostólicas,  acer- 
ca de  las  apelaciones  y  recursos,  en  cuanto  sean  compatibles  con 
el  nuevo  establecimiento.  Se  observará  consiguientemente  el  orden 
gradual  y  legítimo  en  admitir  y  recibir  las  apelaciones  y  recursos; 
de  donde  venga  a  presentarse  a  los  ordinarios  la  primera  instancia, 
y,  en  materia  de  disciplina  monástica  y  regular,  las  causas  referen- 
tes a  corrección  de  los  religiosos ;  evitando  así  el  que  se  llene  la 
Corte  de  clérigos  criminosos  que  encontraban  allí  injusta  protección. 
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8.  °   Que  el  nuevo  nuncio  tenga  un  asesor  o  auditor  nacional  español, 

conforme  se  estableció  por  real  cédula  expedida  en  Valladolid,  el 
30  de  mayo  de  1557,  con  cuya  intervención  se  expidan  todos  los  des- 
pachos de  gracia  y  justicia  y  examine  su  forma. 

9.  °   Que  el  nuncio  tenga  también  un  abreviador  nacional  español,  con- 

forme a  la  norma  que  dió  el  Consejo  en  consulta  del  11  de  agosto 
de  1767. 

10.  Que  el  nuevo  nuncio  que  venga  traiga  todas  las  facultades  de  le- 
gado a  Latere  que  contenían  los  breves  de  sus  antecesores,  en  los 
que  siempre  se  les  ha  dado  la  facultad  de  juzgar  en  primera  ins- 
tancia las  causas  de  los  regulares  y  exentos,  y  se  les  ha  constituido 
jueces  de  apelación  en  todas  las  demás  causas  eclesiásticas  del  Reino. 
Pero  ha  de  quedar  siempre  salva  la  primera  instancia  a  los  ordi- 
narios, con  facultades  ilimitadas  de  delegarlas  a  cualquiera  per- 
sona idónea  constituida  en  dignidad  eclesiástica  sin  ninguna  res- 
tricción. Que  de  todas  estas  facultades  y  perrogativas  no  se  altere 
ni  disminuya  nada  al  fijarse  el  nuevo  sistema.  Los  breves  no  deter- 
minaban la  forma  cómo  debía  ejercitarlas ;  haciéndolo,  de  hecho, 
por  medio  del  auditor.  En  lo  sucesivo,  los  nuncios  se  valdrán  de  los 
jueces  sinodales  y  de  la  Rota  compuesta  por  personas  autorizadas 
con  breve  pontificio,  a  quienes  los  nuncios  mismos  cometerán  las 
causas  para  su  conocimiento. 

Con  esto  no  se  pretendía  quitar  a  los  nuncios  la  libertad  de  conocer  por 
sí  mismos  las  causas  que  quieran,  como  también  podían  hacerlo  cuando 
ejercitaban  la  jurisdicción  por  medio  del  auditor  ■'^ 

Antes  de  presentar  la  memoria  al  papa,  quiso  Azpuru  informarle 
verbalmente  del  contenido  de  la  misma.  En  su  primera  entrevista  le 
contestó  el  papa  que  la  cuestión  de  la  extinción  de  la  compañía 
le  tenía  absorto,  y  que  no  quería  distraerse  con  otros  asuntos;  pero 
que,  en  principio,  estaba  dispuesto,  en  cuanto  le  fuera  posible,  a  cortar 
los  abusos  que  se  hubieran  introducido. 

España  se  negó  rotundamente  a  recibir  al  nuevo  nuncio  sin  haber 
asegurado  antes  la  debida  reforma  del  Tribunal. 

Volvió,  pues,  Azpuru  a  entrevistarse  con  el  papa,  y  le  expuso  el 
contenido  de  los  artículos  de  la  memoria.  El  papa,  entonces,  le  pro- 
metió que,  en  adelante,  no  nombraría  asesor  si  no  era  español  y  del 
agrado  del  rey;  que,  del  resto,  le  diera  tiempo  para  verlos.  Pero  que 
asegurase  a  Su  Majestad  que  procuraría  agradarle  en  lo  posible,  y 
que  no  enviaría  nuncio  sin  antes  acordar  con  S.  M.  el  nuevo  plan  que 
debería  acordarse  en  el  uso  de  su  jurisdicción. 

Presentó  Azpuru  la  memoria  redactada,  y  según  el  testimonio  del 
secretario  de  Estado,  no  sólo  no  se  encontró  nada  que  pudiera  disuadir 


M.  A.  E.  M.,  Archivo  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede,  leg.  338. 
f.  s.  n.,  original;  y  Ai-ch.  Vat.,  Segretaria  dei  Brevi  (dlversorum),  leg.  3.800, 
ff.  121-133. 
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a  Su  Santidad  de  acordar  lo  pedido,  sino  que,  atendido  lo  razonable 
y  justo  de  la  súplica,  se  juzgó  conveniente  el  concederlo 

Asi  pues,  no  obstante  la  fuerte  oposición  del  cardenal  Pallavicini, 
nada  extraña  por  otra  parte  si  se  tiene  presente  que  semejante  pre- 
tensión se  habia  presentado  también  ya  durante  su  nunciatura  en  Es- 
paña y,  gracias  y  su  intervención,  España  desistió  contentándose  con 
elegir  una  de  la  terna  que  el  papa  presentara  a  Su  Majestad,  Cle- 
mente XIV  confirmó  la  promesa  de  que,  en  adelante,  el  auditor 
seria  español  a  presentación  del  rey,  y  también  mantenía  la  pro- 
mesa de  no  enviar  nuncio  hasta  tanto  se  concordase  la  nueva  regla- 
mentación de  la  nunciatura;  pero  que  deseaba  se  moderase  en  algunos 
puntos  la  instancia  que  se  le  habia  hecho.  Insistió,  entonces,  Azpuru  en 
que  no  había  motivo  para  tal  moderación,  ya  que  el  nuncio  podría 
conservar  el  uso  de  su  jurisdicción  y  facultades,  para  que,  en  con- 
currencia con  los  demás  jueces  in  Curia,  pudiera  conocer,  como  hacía 
antes  con  el  asesor,  las  causas  que  le  pareciere,  para  seguridad  de  su 
conciencia;  aparte  de  que  él  no  estaba  facultado  para  semejantes  en- 
miendas. Se  remitió  entonces  para  otra  audiencia  la  conclusión  de 
este  negocio,  y,  en  carta  del  28  de  diciembre  de  1769,  Azpuru  mani- 
festaba a  Grimaldi  haber  tenido  nueva  audiencia  con  el  Santo  Padre, 
quien,  desvanecidas  ya  todas  las  dificultades,  se  había  mostrado  favo- 
rable y  dispuesto  a  despachar  el  asunto 

Manos  a  la  obra,  se  redactó,  conforme  a  los  deseos  del  rey,  y  envió 
la  primera  minuta  del  breve  al  entonces  primer  ministro  de  Estado, 
marqués  de  Grimaldi,  el  27  de  septiembre  de  1770  Examinada  ésta 
en  España,  aunque  sustancialmente  conforme  con  la  memoria  presen- 
tada, se  le  encontraron  varios  reparos,  que  se  comunicaron  a  Azpuru 
por  carta  de  Grimaldi,  fechada  en  San  Lorenzo  el  16  de  octubre 
de  1770. 

A  continuación  expondremos  estos  reparos,  que  nos  ayudarán  a  la 
mejor  comprensión  del  breve. 

Para  mayor  brevedad,  hemos  dividido  y  numerado  en  párrafos  la 
tercera  y  definitiva  minuta,  a  los  que  aludiremos  al  hablar  de  los  re- 
paros de  las  dos  primeras,  como  podrá  verse  en  las  páginas  siguientes. 


'»  «Niente  si  é  rinvenuto  che  possa  trattenere  Nostro  Signore  dall'accordarla, 
tanto  se  si  rifletta  al  pericolo  de  sconcerti  che  da  una  negativa  andarebbero  a 
nascere,  quanto  se  si  rifletta  alia  ragionevolezza,  e  giustizia  delle  domande.»  Cfr. 
Arch.  Vat.,  Segretaria  dei  Brevi  (diversorum),  leg.  3.800,  ff.  193-199,  copia. 

"  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spaana,  leg.  432,  ff.  31  v.  y  s. ;  véase  también 
ib.,  ff.  241  y  s.  y  M.  A.  E.  M.,  Archivo  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede, 
leg.  332,  ff.  560  y  603. 

"  Inexactamente  Cantero,  o.  c,  p.  103,  dice  que  se  envió  el  27  de  septiem- 
bre de  1769 ;  cfr.  Arch.  Vat.,  Segretaria  dei  Brevi  (diversorum),  leg.  3.800, 
ff.  225-229. 
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Reparos  a  la  primera  minuta 

Artículo  1.°  En  la  parte  dispositiva  del  párrafo  cuarto  de  la  pri- 
mera minuta  se  leía:  «...  praedictum  Tribunal  Auditoris  Nunciaturae 
Apostolicae  perpetuo  suprimimus...».  Reparo:  Expliqúese  que  no  es  el 
tribunal  del  auditor  el  que  se  suprime,  sino  el  del  nuncio.  No  porque 
haya  en  ello  algún  inconveniente,  sino  para  que  no  se  piense  que  se 
hizo  mal  la  relación  al  Santo  Padre;  aparte  de  que  seria  faltar  a  la 
verdad  decir  que  el  auditor  habia  tenido  un  tribunal  propio. 

Art.  2°  Que,  respecto  del  número  de  auditores  que  deberán  com- 
poner el  nuevo  tribunal,  después  de  la  palabra  senarius  (§  7),  se  añada 
pro  nunc;  porque,  aunque  tampoco  hay  en  esto  gran  inconveniente,  se 
quiere  dejar  abierta  la  puerta  para  aumentarle,  según  se  vea  en  la 
práctica. 

Art.  3.°  Que,  respecto  del  nombramiento  de  los  jueces  (§  10),  que 
según  la  minuta  debería  hacerse  ad  nominationem...  Regís  Catholici, 
suorumque  in  Regnis  huiusmodi  successorum,  consulta  eius  Camera,  se 
quite  consulta  eius  Camera;  porque,  aunque  de  hecho  lo  suela  hacer 
así  el  rey,  no  sea  ésta  una  condición  a  que  deba  someterse  contra  su 
decoro  y  dignidad. 

Art.  4."  Que  el  nombramiento  del  fiscal  (§  11)  se  haga  del  mismo 
modo  que  el  de  los  jueces,  y  se  añada  en  el  breve,  después  de  «...ex 
Hispánica  tantum  Natione»,  ad  nominationem  eiusdem  Caroli  Regís, 
suorumque  in  Regnis  praedictis  successorum,  per  símiles  Litteras...; 
porque  puede  presumirse  que  así  se  piense  y  se  intente;  pero  mejor 
sería  explicarlo. 

Art.  5.°  Que  respecto  del  nombramiento  del  auditor  y  del  abreviador 
se  haga  la  misma  observación  que  del  fiscal,  añadiendo  (§  14),  después 
de  las  palabras  «...virum,  prudentia,  doctrina,  et  pietate  praeditum  ex 
Hispánica  Natione»,  ad  nominationem  eiusdem  Caroli  Regis,  suorumque 
successorum  praedictorum,  in  Assessorem  seu  Auditorem,  etc.;  y  en 
el  (§  15),  que  en  la  primera  comenzaba  «Alíus  quoque  Officialís  praedic- 
tae  Nuntiaturae  Abbreviator  nuncupatus,  qui  antea  ex  quacumque  Na- 
tione assumebatur,  imposterum  ex  Hispania  tantum  Gente  assumen- 
dum,  et  a  Nobis,  ac  Successoribus  Nostris  praedictis,  ut  postulatur, 
eligendum  esse  perpetuo  praecipimus  et  mandamus,  etc.»,  se  pidió  que, 
después  de  las  palabras  «ex  Hispánica  tantum  Gente»,  se  añadiese  pari- 
ter  ad  nominationem  ipsius  Caroli  Regis,  suorumque  successorum 
huiusmodi  etiam  a  Nobis,  etc.»;  si  bien  hubieran  de  expedirse  breves 
pontificios  de  confirmación. 

Art.  6."  En  la  primera  minuta  (cfr.  §  16  de  la  tercera),  después  de 
las  palabras  «...  ac  potiri  deberé  volumus,  et  praecipimus»,  se  incluía 
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la  explicación  siguiente:  ita  ut  iuxta  earumdem  litterarum  forman  dic- 
tus  Nuntius  pro  tempore  existens,  quemadmodum  antea,  sic  et  in  pos- 
terum  causas  Regularium,  et  Exemptorum  Sedi  Apostólicas  immediate 
subiectorum  si  velit  in  prima  instancia  per  se  ipsum  cognoscere,  exami- 
nare, et  definiré  omnino  possit,  et  valeat  simulque,  tamquam  appella- 
tionis  Judex  ut  omnes,  et  singulas  quascumque  causas,  lites  et  contro- 
versias ecclesiasticas  Regnorum  Hispaniarum,  relicta,  et  salva  manente 
iuxta  canónicas  sanctiones,  ac  Concilii  Tridentini  decreta  prima  instan- 
tia  Ordinariis  suorum  respective  locorum,  per  se  cognoscere,  et  definiré, 
vel  illarum  cognitionem,  et  definitionem  cuilibet  sibi  bene  visae  personae 
idoneitate,  probitate,  ac  doctrina  praestanti,  et  in  ecclesiastica  dignitate 
constituía  libere  committere  pariter  possit,  ac  valeat  perpetuo  statuimus, 
atque  decernimus.  Ñeque  eiusdem,  etc.» 

Reparo:  Que  el  nuevo  nuncio  conserve  todas  las  facultades  de  lega- 
do a  latere,  que  se  contenían  en  los  breves  de  sus  antecesores.  Que  se 
erija  la  nueva  Rota  con  los  jueces  in  Curia  para  ejercitar  las  comisio- 
nes que  les  expida  el  nuncio,  quien,  siempre  que  quiera,  podrá  tomar 
parte  en  el  conocimiento  de  las  causas  en  concurrencia  con  los  suso- 
dichos jueces.  Para  conservarle  las  facultades  de  legado  a  latere,  bas- 
tará lo  que  se  expresa  en  la  minuta,  donde  dice:  «ipsius  tamen  pro 
tempore,  etc.,  hasta  gaudere,  frui,  et  potiri  volumus  et  praecipimus» ; 
suprimiendo  toda  la  explicación  antes  indicada  y  subrayada,  para  evi- 
tar el  que,  mal  entendida,  tome  pie  el  nuncio  y  se  eluda  todo  lo  con- 
cedido. 

Reunido  en  el  palacio  de  España  el  secretario  de  breves,  cardenal 
Negroni,  con  Azpuru,  convino  inmediatamente  el  cardenal  en  los  tres 
primeros  artículos.  Pero  no  sucedió  lo  mismo  en  cuanto  al  nombramien- 
to del  asesor,  fiscal  y  abreviador,  que,  si  bien  debería  recaer  en  sujetos 
españoles,  retenía  Su  Santidad  el  que  fueran  de  su  libre  elección. 

La  razón  de  la  diferencia  entre  el  nombramiento  de  éstos  y  de  los 
jueces  estribaba,  sobre  todo,  en  que  aquéllos  deberían  estar  inmediata- 
mente sometidos  al  nuncio,  y  ser,  de  algún  modo,  sus  comensales.  Sin 
embargo,  como  prueba  de  benevolencia  hacia  el  rey,  estaba  dispuesto 
el  papa  a  nombrar  para  dichos  empleos  a  personas  gratas  y  aceptas  a 
su  Corte. 

En  cuanto  a  la  supresión  antes  indicada  la  juzgó  inútil,  conviniendo 
en  que  el  nuncio,  en  el  caso  en  que  por  sí  mismo  no  quisiera  tomar 
conocimiento  de  las  causas,  no  pudiera  cometerlas,  ni  delegarlas  a  otras 
personas,  aunque  estuvieran  constituidas  en  dignidad,  sino  que  debería 
delegarlas  al  mismo  tribunal. 

Sin  embargo,  sólo  podrá  el  nuncio  proceder  de  esta  manera  cuando, 
de  su  avocación  al  tribunal,  no  resulte  el  perjuicio,  tantas  veces  subra- 
yado, de  extraer  a  las  partes  de  su  propio  domicilio  para  seguir  su  jus- 
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ticia  en  la  curia  de  Madrid.  Para  obviar  este  inconveniente  creyó  el 
cardenal  que  el  nuncio  deberla  tener  facultades  para  dar  su  comisión, 
o  delegar  el  conocimiento  de  las  causas  de  las  provincias,  o  a  jueces 
sinodales  de  las  mismas,  o  a  cualquier  otra  persona  constituida  en  dig- 
nidad. Y  en  el  caso  que  el  nuncio  se  abstuviese  de  conocer  por  si  mismo, 
en  la  primera  instancia  que  le  compete,  las  causas  de  los  exentos  y  regu- 
lares, deba  subdelegar  su  conocimiento  en  uno  de  los  jueces  del  tribunal 
de  la  Rota. 

Asi,  pues,  en  lugar  de  la  explicación  que  se  incluyó  en  la  primera 
minuta  al  §  16  (cfr.  art.  6.°  de  los  reparos),  se  añadió  esta  otra:  «...  ac 
potiri  deberé  volumus  et  praecipimus;  eidemque  Nuntio  facultatem  per 
se  ipsum  cognoscendi,  ac  definiendi  tam  in  prima,  quam  in  ulterioribus 
instantüs  causas  Exemptorum  aliasque  Eclesiásticas  praedictas,  quate- 
nus  ipse  velit  et  possit  reservamus,  et  pro  reservata  eius  favore  per 
praesentes  habere  volumus,  et  mandamus,  ita  tamen  ut,  quatenus  idem 
Nuntius  per  se  ipsum  eas  agnoscere  vel  nolit,  vel  minime  valeat,  tune, 
si  res  erit  de  causis  Exemptorum,  ac  residentium,  seu  commorantium 
in  Provinciis  Regnorum  Hispaniarum  in  prima  instantia  definiendis,  et 
iudicandis  causas  huiusmodi  vel  locorum  Ordinariis,  vel  Judicibus 
synodalibus  earumdem  Provinciarum  Nuntius  praedictus  committere 
teneatur.  Quoties  vero  agatur  de  causis  ad  Nuntiaturam  huiusmodi  per 
appellationem  in  secunda  aut  tertia  instantia  devolutis,  quas  idem 
Nuntius  pariter  per  se  ipsum  nequeat,  vel  nolit  definiré,  eas,  ut  supra 
dictum  est,  serio  ómnibus  circumstantiis  perpensis,  vel  Judicibus  Syno- 
dalibus Diocesum,  vel  alicui  ex  Judicibus  Novae  Rotae  praedictae  ab 
eodem  Nuntio  committendas  esse  omnino  statuimus,  atque  decernimus. 
Ñeque  eiusdem  Nuntii  omnimodam  iurisdictionem,  etc. 

Todo,  pues,  se  hizo  conforme  se  había  pedido;  sólo  que,  adjunta  a 
la  segunda  minuta,  se  envió  al  rey  una  memoria  en  la  que  se  advertía 
que,  aunque  en  la  minuta  se  había  puesto  que  los  empleos  de  auditor, 
abreviador  y  fiscal  deberían  ser  a  nombramiento  del  rey,  se  suplicaba 
a  S.  M.  cediese  en  este  punto  y  dejase  el  nombramiento  a  S.  B.,  con  la 
circunstancia  de  que  las  personas  designadas  para  semejantes  cargos 
deberían  ser  nacionales  y  aceptas  al  rey 

Reparos  a  la  segunda  minuta 

Sometida  a  un  nuevo  examen  la  segunda  minuta,  Grimalti  se  la 
remitió  de  nuevo  a  Azpuru  manifestándole  los  cuatro  reparos  que  en 
ella  se  habían  encontrado:  de  escasa  importancia  los  dos  primeros, 
pero  muy  importante  el  tercero  y  más  esencial  el  cuarto,  para  que  la 


"  M.  A.  E.  M.,  Archivo  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede,  leg.  338, 
f.  s.  n.;  Ib.,  leg.  335.  ff.  225-229. 
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obra  — como  decía  Grimaldi —  fuese  verdaderamente  sólida  y  digna  de 
Clemente  XIV  y  Carlos  III. 

Rev.  1."  Se  había  entendido  mal  el  artículo  1.°  de  los  reparos  aludi- 
dos de  la  primera  minuta,  suprimiendo  no  solamente  la  frase  (§  4) 
praedictum  Tribunal  Auditoris...,  sino  también  (§  2)  la  frase  «in  Tríbu- 
nali  Nuntiaturae  Nostrae  Apostolicae  Hispaniarum,  quedando  Dudum 
sane,  sicut  nuper  accepimus,  auditor  pro  tempore...».  Pero  el  auditor 
no  era  un  ministro,  ni  su  juzgado  un  tribunal  subsistente  de  por  sí  y 
separado  del  nuncio,  sino  que  el  tribunal  existente  era  el  único  tribunal 
de  la  nunciatura  apostólica,  el  que  ahora  se  había  de  componer  con  los 
jueces  in  curia  para  formar  la  nueva  Rota,  ya  que  antes  no  se  junta- 
ban, ni  tenían  otras  causas  que  las  que,  a  su  arbitrio,  quisiera  el  nuncio 
cometerles  por  separado  a  cada  uno  de  ellos.  Así,  pues,  se  propuso  que 
se  dejase  el  párrafo  segundo  como  estaba  en  la  primera  minuta. 

Rep.  2."  Igualmente,  al  tratarse  de  la  Rota  que  se  creaba  con  sus 
dos  turnos,  se  decía  (§7):  «ita  ut  uterque  ex  turnis  hujusmodi  tria  vota 
sive  suffragia  habere,  ac  nominare  debeat»,  se  indicó  que  debiera  decir 
numerare,  como  estaba  en  la  minuta  anterior. 

Rep.  3°  Por  lo  que  toca  a  los  tres  empleos  de  asesor,  fiscal  y  abre- 
viador  (§§  11,  14,  15),  cuyos  deseos  del  papa  eran  de  que  se  condescen- 
diese dejándolo  a  su  libre  arbitrio,  especialmente  el  del  asesor  cuyo  ofi- 
cio era  el  más  importante,  se  respondió,  de  parte  del  rey,  que  si  se 
tratase  solamente  del  glorioso  pontificado  de  Clemente  XIV  y  de  su 
apreciadísima  y  dignísima  persona,  no  duraría  un  momento  S.  M.  en 
condescender  a  semejante  insinuación  del  papa,  y  aún  lo  dejaría  todo 
a  su  libre  y  absoluto  arbitrio;  pero  tratándose  de  fijar  una  regla  perpe- 
tua, e  invariable  para  el  futuro,  ningún  otro  mejor  que  el  rey  conocía 
a  sus  súbditos,  que  tenía  siempre  a  la  vista,  para  asegurar  el  buen 
funcionamiento  del  tribunal  con  su  presentación.  No  obstante,  si  el 
papa  persistía  en  sus  deseos,  podía  hacerlo  con  tal  de  que  su  nombra- 
miento recayese  en  personas  españolas,  gratas  y  aceptas  a  S.  M.,  y  a 
sus  sucesores  en  la  Corona. 

Rep.  4."  Esta  dificultad — la  mayor — estriba  en  no  haberse  consi- 
derado bien  el  art.  6."  de  los  reparos  puestos  a  la  minuta  anterior:  «Se 
dijo,  desde  el  principio,  y  se  repite,  que  no  se  le  quita  (al  nuncio)  el 
que,  quando  le  pareciere,  pueda  tomar  conocimiento  por  sí  mismo  de 
las  causas  en  concurrencia  con  los  dichos  jueces,  pues  forman  su  pro- 
pio tribunal,  y  ejercen  la  jurisdicción  en  su  nombre,  y  con  su  represen- 
tación. Esta  asistencia  que  es  debida  a  su  persona,  como  cabeza  de  este 
tribunal  suyo,  es  la  que  se  le  reserva.  Todo  lo  demás  es  dejar  una  puerta 
abierta  para  hacer  ilusorio  el  nuevo  establecimiento...  Esta  Rota  de  la 
Nunciatura  de  España  se  desea  establecer  a  semejanza,  y  norma  de  la 
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que  tiene  S.  Santidad  en  Roma,  cuyo  ejemplar  debe  servir  de  regla,  por 
ser  el  tribunal  más  bien  ordenado  del  mundo.» 

En  el  capitulo  de  comisión  de  causas  que  empieza  «Non  autem  omnes 
causae»  (§  12),  «se  deja  la  facultad  de  cometer  en  tales  casos  el  cono- 
cimiento de  las  causas  de  apelación,  no  sólo  a  los  jueces  synodales  de  la 
diócesis,  sino  a  alguno  de  los  jueces  de  la  nueva  Rota» — vel  alicui  ex 
Judicibus  Novae  praedictae  Rotae — .  «No  se  logra  el  fin  y  el  mismo  per- 
juicio se  causará  a  las  partes  de  venir  a  litigar  ante  un  juez  in  curia, 
que  en  la  misma  Rota,  y  assi  parece  que  debiera  omitirse  esta  segunda 
parte  de  la  cláusula  referida,  dejando  sólo  el  arbitrio  de  cometer  a 
jueces  synodales.» 

Igualmente  la  corrección  hecha  en  el  §  16  de  la  primera  minuta, 
pertinente  a  las  facultades  que  se  reservaban  al  nuncio  (cfr.  p.  174), 
añade  el  ministro,  ha  sido  solamente  en  parte,  pero  no  del  todo,  ni  en 
lo  principal,  ya  que  se  deja  al  nuncio  la  facultad  de  conocer,  por  sí 
solo  y  sin  la  Rota,  las  causas  de  los  exentos,  aun  en  primera  instancia; 
y  solamente,  en  el  caso  en  que  no  quiera  o  no  pueda,  las  deberá  come- 
ter a  los  ordinarios  diocesanos  o  a  los  jueces  sinodales;  y  en  las  que 
vengan  al  nuncio  por  apelación,  en  segunda  o  tercera  instancia,  se  le 
reserva  la  misma  facultad  para  conocerlas  por  sí  solo,  o  para  cometer- 
las a  los  jueces  sinodales  o  a  alguno  de  la  nueva  Rota.  Pues  bien — pro- 
sigue— ,  si  el  nuncio  conociese  por  si  solo  estas  causas,  después  no  que- 
rrá cometer  a  la  Rota  la  causa  que  se  apelase  de  su  sentencia,  diciendo 
que  ya  expiró  su  jurisdicción,  por  no  darse  apelación  del  delegante  al 
delegado;  lo  cual  sería  contrario  y  perjudicial  al  fin  que  se  desea. 

Se  pide  también,  por  esto,  que  no  se  deje  al  nuncio  la  facultad  de 
conocer  por  sí  mismo,  ni  cometer  a  ningún  auditor  en  particular  nin- 
guna causa  sino  es  como  ponente,  para  que  la  sustancie  y  refiera  al 
turno  correspondiente,  gozando  también  éste  de  voto  en  el  turno. 

Asimismo  pide  se  amplíen  las  facultades  del  nuncio  para  poder  repe- 
tir las  comisiones  a  su  tribunal  de  la  Rota,  cada  vez,  a  diverso  ponen- 
te, hasta  la  ejecutoria". 

Hechas  finalmente  las  correcciones,  a  la  vista  de  los  reparos  aduci- 
dos, el  7  de  febrero  de  1771  mandó  Azpuru  la  tercera  y  definitiva  mi- 
nuta, cuyo  tenor  puede  verse  a  continuación: 

Tercera  y  definitiva  minuta 

Ad  perpetuam. 

§  1.  Administrandae  justitiae  zelus,  quo  semper  claruerunt  Romani 
Pontífices  Praedecessores  Nostri,  id  sane  effecit,  ut  paternam  suam  vigi- 
lantiam  in  ea  integre,  sapienterque  cuique  tribuenda  adhibere  numquam 


M.  A.  E.  M.,  Archivo  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede,  lef?.  338, 
í.  s.  n. ;   Arch.  Vat.,  Segretaria  dei  Brevi  (diversorum),  leg.  3.800,  ff.  166-175. 
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praetermiserint,  eapropter  Nos  quoque  ipsorum  exempla  sectando  praeci- 
puum  munus  nostrum  esse  ducimus,  ut  nostra  in  hoc  potissimum  studia 
desiderari  minime  patientes  Apostolicae  etiam  auctoritatis  partes  collo- 
cemus. 

§  2.  Dudum  sane,  sicut  nuper  accepimus,  in  Tribunali  Nuntiaturae 
Nostrae  Apostolicae  Hispaniarum  Auditor  pro  tempore  ibidem  existentis 
Nuntii  Apostolici  lites,  et  causas  tam  civiles,  quam  criminales  Regularium, 
aliorumque  exemptorum,  ac  Sedi  Apostolicae  immediate  subiectorum 
tamquam  Ordinarius  Judex  in  prima  instantia  cognoscere,  et  definiré 
assuevit,  simulque  in  causis  in  quibus  Venerabiles  Fratres  Archiepiscopi, 
et  Episcopi  Regnorum  huiusmodi  suas  jam  ediderunt  sententias,  tamquam 
Judex  appellationis  idem  Auditor  eas  confirmare,  vel  infirmare  solebat. 

§  3.  Ut  autem  in  posterum  maturius,  et  commodius  in  causis  prae- 
dictis  jus  unicuique  tribuatur,  re  prius  serio  perpensa,  novam  in  causis, 
et  judiciis  huiusmodi  perpetuo,  et  omnino  servandam  formara  per  prae- 
sentes  nostras  literas  constituere  ac  praescribere  decrevimus. 

§  4.  Motu  itaque  propio,  ac  ex  certa  scientia,  et  matura  delibera- 
tione  nostris,  deque  Apostolicae  potestatis  plenitudine,  Auditorem  pro 
tempore  existentis  Nostri.  et  Apostolicae  Sedis  in  Hispaniarum  Regnis 
Nuntii  quacumque  auctoritate,  facúltate,  et  jurisdictione  agnoscendi,  de- 
cidendi,  et  terminandi  omnes,  et  quascumque  causas  praedictas  tam  in 
prima,  quam  in  ulterioribus  instantiis,  et  in  gradu  appellationis  perpe- 
tuo pariter  privamus,  et  pro  privato  haberi  volumus,  et  mandamus; 

§  5.  ejusdemque  Auditoris  loco  Rotam  Nuntiaturae  Apostolicae  nun- 
cupandam,  et  in  Villa  Civitate  nuncupata  Matriti  Toletanae  Dioecesis 
erigendam,  et  constituendam  motu,  scientia,  et  potestatis  plenitudine 
paribus  perpetuo  itldem  substituimus,  ponimus,  et  subrogamus; 

§  6.  Huic  vero  Tribunali  Rotae  sic  erigendo  cognitio  praedictarum 
causarum  a  pro  tempore  existente  Nostro.  et  Sedis  praedictae  in  Hispa- 
niarum Regnis  Nuntio  committenda  erit  iisdem  modo,  et  forma,  quibus 
Tribunal  Nostrum  Signaturae  Justitiae  nuncupatum  causas  in  hac  Alma 
Urbe  Nostra  Auditorio  Rotae  Romanae  committere  semper  assuevit. 

§  7.  Numerus  autem  eorum,  quibus  Rotae  Tribunal  Nuntiaturae 
huiusmodi  constituetur,  senarius  pro  nunc  erit,  ac  in  dúos,  ut  vocant. 
Tumos  dividendus,  ita  ut  uterque  ex  Turnis  hujusmodi  tria  vota,  sive 
suffragia  habere,  ac  numerare  debeat ;  tributa  Ponenti,  illi  nempe  ex 
eis,  cui  commissio  causae  directa  reperiatur.  non  solum  eadem  faculta- 
te,  et  jurisdictione,  qua  Ponentes  Auditorii  Rotae  Romanae  praedictae  in 
praeparatoriis  actis  judicialibus  utuntur,  et  fruuntur,  sed  etiam  potes- 
tate  ferendi  suffragium  in  causa  ab  ipso  proposita. 

§  8.  Quodsi  propter  diversitatem,  seu  discrepantiam  suffragiorum 
nulla  in  propositis  causis  capta  fuerit  resolutio,  tune  juxta  Romanae 
Rotae  leges.  ac  praxim  idem  Nuntius  quartum  quoque,  seu  etiam  quin- 
tum  ex  Judicibus  praedictis  ad  suffragium  in  eis  ferendum  admittere 
libere,  ac  licite  possit.  et  valeat ;  causasque  praeterea  in  uno  Turno 
ejusdem  novae  Rotae  decisas,  ac  per  sententiam  definitas  alteri  ex  Judi- 
cibus eiusdem  novae  Rotae,  et  in  alio  Turno,  quemadmodum  a  Tribu- 
nali Signaturae  alteri  Auditori  Rotae  Romanae  committuntur.  ita  et 
ipse  Nuntius,  perpensis  singularum  causarum  statu,  et  circumstantiis,  ac 
qualitatibus,  etiam  pluries  in  suspensivo,  ac  respective  devolutivo  iterum 
committere  libere  pariter  et  licite  possit,  et  valeat. 
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§  9.  Omnes  hi  sex  Indices  dictum  Tribunal  Rotae  Nuntiaturae  consti- 
tuentes  in  domo  vel  eiusdem  Nuntiaturae,  vel  Decani,  illius  scilicet,  qui 
Ínter  eos  antiquior  sit,  vel  in  alio  loco  a  pro  témpora  existente  Nuntio 
praedicto  designando,  pro  causarum  definitione  convenire  simul  teneatur. 

§  10.  Quoniam  vero  usque  adhuc  a  memórate  Nuntio  sex  vigore 
Apostolicarum  in  simili  forma  Brevis  literarum  Judices  nominabantur 
in  Curia  nuncupati  Protonotarii  Apostolici  honore  etiam  gaudentes,  qui- 
bus  Ídem  Nuntius  agnitionem  causarum  praedictarum  quandoque  com- 
mittere  solebat ;  hinc  ut  in  posterum  nominatio  sex  Judicum  ecclesiastica 
qualitate  pariter  pollentium,  et  Rotam  praedictam  constituentium,  per- 
pensis  cujusque  meritis,  doctrina,  et  qualitatibus  sequatur,  eam  ad  prae- 
sentationem  carissimi  in  Christo  filii  Nostri  Caroli  Hispaniarum  Regis 
Catholici,  suorumque  in  Regnis  huiusmodi  successorum  a  Nobis,  et 
Successoribus  Nostris  Romanis  Pontificibus  per  Litteras  in  simili  forma 
Brevis  perpetuo  pariter  peragendam  esse  volumus,  atque  decernimus : 

§  11.  Fiscalis  praeterea.  quem  semper  habuit  Nuntiatura  Apostólica 
praedicta  in  eodem  suo  officio  remanere,  et  locum  in  Rota  sic  erigenda 
obtinere  debeat,  atque  in  posterum  ex  Hispánica  tantum  Natione,  et  is  per 
símiles  Literas  a  Nobis,  et  Successoribus  Nostris  praedíctis  eligendus  erit. 
quem  gratum,  et  acceptum  eídem  Carolo  Regí,  suisque  ín  Regnis  prae- 
díctis Successoribus  fore  constiterit. 

§  12.  Non  autem  omnes  causae  a  praedicto  Nuntio  Tríbunali  novae 
Rotae  huiusmodi  commítti  poterunt,  quandoquidem  íllae  exemptorum,  et 
residentium,  seu  commorantium  in  Provinciis  eorumdem  Regnorum,  ut 
in  posterum  ídem  Nuntius  causas  huiusmodi  vel  Locorum  Ordinariis,  vel 
Judicibus  Synodalibus  earumdem  Provinciarum,  reservata  Nuntiaturae 
Apostolicae  praedictae  appellatione,  committere  debeat,  et  teneatur,  motu, 
scientia,  et  potestatis  plenitudine  similibus  statuimus,  et  mandamus;  in 
aliis  vero  causis,  quae  in  gradu  appellationis  interpositae  a  sententiis 
Ordinariorum,  vel  Archiepiscoporum  huiusmodi  Regnorum  in  secunda, 
aut  tertia  instantia  ad  Nuntiaturam  praefatam  devolvuntur,  pro  tempore 
exlstens  Nuntius  praedictus,  serio  perpensis  ómnibus  circumstantiis  cau- 
sarum praedictarum,  et  Personarum,  ac  distantiae  Locorum,  servata  quoad 
fieri  poterit,  dispositione  Sacrorum  Canonum,  et  Conciliorum,  sine  gravi 
causa  lites,  ac  litigantium  Personas  extra  eorum  respective  Provincias 
trahere  prohibentium,  easdem  causas  vel  Judicibus  Synodalibus  Dioece- 
sum,  vel  novae  Rotae  praedictae  committere  debeat. 

§  13.  In  aliis  autem  causis  criminalibus  id  totum  adamussin  omnino, 
ac  perpetuo  servandum  erit,  quod  a  Concilio  Tridentino,  Sacris  Canoni- 
bus,  et  Apostolicis  Constitutionibus  praescriptum  reperitur  circa  appella- 
tiones,  et  recursus  in  iis  ómnibus,  quae  compatibilia  sunt  cum  nova  hac 
judicandi  forma  per  praesentes  Nostras  Literas  instituta;  hincque  gra- 
dualis  et  legitimus  ordo  semper  servabitur  in  admittendis,  recipiendisque 
appellationibus,  et  quocumque  recursu,  ita  ut  in  prima  instantia  ómnibus 
Ordinariis  salva  perpetuo  maneat  judicandi  facultas,  ac  Regularis  Mo- 
nástica disciplina,  quoad  correctionem  Regularium  firma  consistat. 

§  14.  Quamquam  vero  ex  hucusque  dispositis  per  praesentes  omnis 
jurisdictio  quoad  causas  praedictas  in  Auditore  pro  tempore  existentis 
Nuntii  Apostolici  huiusmodi  extincta  penitus  sit,  ut  praefertur;  nihilo- 
minus  etiam  in  posterum  aliquem  ecclesiasticum  virum,  prudentia, 
doctrina,  et  pietate  praeditum  ex  Hispánica  Natione,  quem  gratum 
similiter,  et  acceptum  eidem  Carolo  Regi,  suisque  succesoribus  prae- 
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dictis  fore  constiterit,  in  Assesorem,  seu  Auditorem  eiusdem  Nuntii  a 
Nobis,  et  Successoribus  Nostris  praedictis  per  símiles  Apostólicas  Literas 
eligendum  esse  volumus,  atque  decernimus,  cuius  tamen  Assesoris,  seu 
Auditoris  opera  idem  pro  tempore  existens  Nuntius  ita  utatur,  ut  ipso 
Assesore,  seu  Auditore  interveniente,  omnes  expeditiones  gratiae,  et  jus- 
titiae  fiant,  et  earumdem  expeditionum  formara  dictus  Assesor  seu  Audi- 
tor debeat  examinare. 

§  15.  Alium  quoque  praedictae  Nuntiaturae.  Officialem  Abbreviato- 
rem  nuncupatum,  quem  antea  ex  quacumque  Natione  assumi  consueverat, 
in  posterum  ex  Hispánica  tantum  Gente,  quemque  pariter  gratum  fore, 
acceptumque  eidem  Carolo  Regi,  suisque  in  Regnis  praedictis  successo- 
ribus significabitur,  etiam  a  Nobis,  et  successoribus  Nostris  praedictis, 
ut  postulatur,  eligendum  esse  praecipimus,  et  mandamus. 

§  16.  Ipsius  tamen  pro  tempore  existentis  in  Hispaniarum  Regnis 
Nuntii  jurisdictionem,  facultatem  et  auctoritatem  in  nihilo  imminutam, 
mutatam  vel  innovatam  esse  per  praesentes  decernimus,  et  declaramus. 
Quocirca  ómnibus,  et  singulis  facultatibus,  auctoritatibus  et  privilegiis, 
quibus  ipse  tamquam  Sedis  praedictae  de  Latere  Legatus  juxta  Literas 
Apostólicas  in  simili  forma  Brevis  pro  unoquoque  ex  hu.iusmodi  Nuntiis 
expidiri  sólitas  antea  fruebatur,  gaudebat,  et  potiebatur,  eum  quoque 
in  posterum  iis  ómnibus  gaudere,  frui,  ac  potiri  deberé  volumus,  et 
praecipimus,  atque  decernimus.  Ñeque  eiusdem  Nuntii  omnimodam  Juris- 
dictionem, auctoritatem,  et  facultatem  per  praesentes  Nostras  Literas 
vel  per  alias  quascumque  ordinationes,  ac  regulas,  quae  quoad  novum 
Tribunal  Rotae  sic  erigendae  in  futurum  etiam  decerni,  ac  praescribi 
contingerit,  in  aliquo  immutatam,  diminutam,  et  innovatam,  sed  perpe- 
tuo, sicuti  prius  ita  et  in  posterum  firmam  omnino  manera  deberé,  motu, 
scientia,  et  potestatis  plenitudine  paribus  statuimus  etiam,  et  ordinamus. 

§  17.  Decernentes  easdem  praesentes  Literas  et  in  eis  contenta 
quaecumque  semper,  ac  perpetuo  firmas,  validas,  et  efficaces  existere, 
et  fore,  suosque  plenarios,  et  Íntegros  effectus  sortiri,  et  obtinere,  et  lilis 
ad  quos  spectat,  et  pro  tempore  quandocumque  spectabit  in  ómnibus,  et 
per  omnia  plenissime  suffragari  et  ab  eis  respective  inviolabiliter  obser- 
van ;  sicque  in  praemissis  ómnibus,  et  singulis  per  quoscumque  Judices 
Ordinarios,  et  Delegatos  etc.  Auditores  Judicari  deberé,  ac  irritum  etc. 
attentari.  Non  obstantibus  Constitutionibus,  et  Ordinationibus  Aposto- 
licis,  ac  Tribunalis  Auditoris  huiusmodi  etiam  etc.  statutis,  et  consuetu- 
dinibus  etiam  immemorabilibus,  privilegiis  Apostolicis  sub  quibuscumque 
verborum  tenoribus  et  formis,  ac  cum  quibusvis  etiam  derogatoriarum 
derogatoriis  etc.  innovatis.  Quibus  ómnibus  et  singulis,  etiamsi  etc.  ser- 
vanda  foret,  tenores  huiusmodi  ac  si  de  verbo  ad  verbum  insererentur, 
et  exprimerentur,  praesentibus  pro  plene  etc.  habentes  derogamus,  caete- 
risque  contrariis  quibuscumque.  Datum  Romae  in  mense  Martini  1771,  a  2." 

SUPPLICANTE  REGE  CATHOLICO. 

Edectio  Tribunalis  Novae  Rotae  Nuntiaturae  Hispaniarum,  ac  eius 
subrogatio  in  locum  illius  Auditoris.  tributa  Nuntio  Apostólico  facúltate 
committendi  causas  eidem  Rotae  ad  instar  Tribunalis  Signaturae  Justi- 
tiae ;  dictum  Tribunal  ex  sex  tantum  Judicibus  pro  nunc  constituitur, 
concesso  jure  suffragii  etiam  Ponenti  cum  divisione  duorum  Turnorum, 
et  lege  addendi,  quatenus  opus  sit,  quartum,  et  quintum  suffragium ;  ac 
statuta  Domo  in  qua  convenire  simul  debeant  dicti  Judices  eligendi  ad 
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praesentationem  Regis  Hispaniarum.  Locus  in  dicta  Rota  tribuitur  Fis- 
cali  Nuntiaturae  in  posterum  ex  Hispánica  Natione,  ac  eidem  Regi  grato, 
et  accepto  assumendo.  Modus  praescribitur  in  causis  criminalibus,  et 
exemptorum  juxta  canónicas  sanctiones  servandus.  Auditori  tamen  Nun- 
tiaturae ex  Hispánica  Gente,  ac  eidem  Regi  grato,  et  accepto  deputando 
reservatur  examen  expeditionum  gratiae,  et  iustitiae,  ac  idem  modus  in 
deputatione  Abreviatoris  statuitur :  salvae  ut  prius  f acultates  ipsius 
Nuntii  declarantur.  Est  in  forma  motus  proprii. 

Placet  A.  Card.  Nigronus 

Resultó  ésta  de  sumo  agrado  del  rey;  y  mandó  que,  sin  alterar 
frase  alguna,  se  extendiese  el  Breve.  También  encargó  a  Azpuru  que 
comunicase  al  Papa  que,  una  vez  expedido  el  Breve,  no  había  ya  ningún 
embarazo  en  que  enviase  nuncio  a  España 


"  M.  A.  E.  M..  Archivo  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede,  leg.  335, 
f.  s.  n. ;  ib.,  leg.  336,  f.  45.  Las  minutas  originales  se  encuentran  en  M.  A.  E.  M., 
Archivo  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede,  leg.  335,  ff.  s.  n.  (al  final)  y 
leg.  339,  f.  después  del  319.  Las  copias  en  Arch.  Vat.,  Segretaria  dei  Brevi  (di- 
versorum).  leg.  3.800,  ff.  99-104  (3.');    113-118  (l.');    178-183  (2.'). 
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CONSTITUCION  DEL  TRIBUNAL 

Difícil  y  de  gran  responsabilidad  había  sido  la  misión  encomendada 
a  Azpuru  en  Roma;  pero  que  él  supo  llevar  con  elegancia  y  dignidad, 
aun  contra  las  diatribas  e  inculpaciones  de  Azara,  por  su  actitud,  sobre 
todo,  respecto  al  asunto  de  la  supresión  de  la  Compañía,  tachándole  de 
«jesuíta»,  «engañador»  y  «terciario  protector  descarado  de  los  jesuítas». 

Tan  delicados  y  difíciles  problemas  habían  ido  minando  la  salud  del 
arzobispo  de  Valencia,  hasta  que,  enfermizo,  y  sin  esperanza  de  reco- 
brar su  salud,  el  2  de  enero  de  1772  se  vió  obligado  a  suplicar  al  rey  le 
relevase  de  su  cargo.  El  rey  se  vió  precisado  a  admitir  su  dimisión,  nom- 
brando al  conde  de  Labaña  como  sustituto  interino,  hasta  tanto  que 
elígese  S.  M.  a  otra  persona  que  pudiera  encargarse  de  aquel  ministe- 
rio; y  proponiéndole,  al  mismo  tiempo,  un  navio  a  su  disposición  para 
que  regresase  desde  Civitavecchia  a  Alicante 

Ya  se  había  decidido  a  emprender  su  viaje  de  regreso,  aceptando 
la  invitación  del  rey,  cuando  la  muerte  le  sorprendió  en  Italia,  el  7  de 
julio  de  1772,  sin  poder  realizar  el  sueño  de  regresar  a  su  patria. 

No  menos  desafortunado  fué  el  conde  de  Labaña,  que,  cuando  se 
dirigía  a  Roma  para  ocupar  su  cargo,  le  sorprendió  también  la  muerte 
a  su  paso  por  Turín,  sucediéndole  en  el  cargo  don  José  Moñino,  conde 
de  Floridablanca,  que  llegó  a  Roma  el  4  de  julio  de  1772. 

Habían  transcurrido  ya  más  de  dos  años  desde  la  firma  del  breve 
de  erección  de  la  Rota  española,  y  todavía  no  se  había  enviado  a  Espa- 
ña para  su  promulgación  y  ejecución.  El  papa,  que,  ni  aún  en  los 
asuntos  más  graves,  solía  aconsejarse  del  Colegio  Cardenalicio",  co- 
menzó a  vacilar  pensando  en  el  «que  dirán»  en  Roma,  que  no  hacía  sino 
satisfacer  los  deseos  de  España...  Duras  y  repetidas  luchas  tuvo  que 


M.  A.  E.  M.,  Archivo  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede,  leg.  221,  f.  1. 
Pastor,  L.,  Historia  de  los  Papas,  vol.  XXXVII,  vers.  de  Manuel  Almarcha. 
(Barcelona,  1937),  pp.  82  y  ss. 
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sostener  Moñino  con  el  papa  para  reducirle  a  que  cumpliese  su  palabra 
dada  al  rey,  renovándole  otra  vez  la  determinación  de  S.  M.  de  no 
admitir  al  nuncio  sin  que  antes  se  hubiera  expedido  el  Breve  de  refor- 
ma del  tribunal,  según  la  minuta  acordada  y  aprobada,  hasta  que,  por 
fin,  su  talento  práctico  y  habilidad  de  abogado  lograron  doblegar  el 
ánimo  del  papa,  consignándole  el  original  del  Breve,  que  en  seguida 
remitió  a  Grimaldi,  en  carta  del  2  de  septiembre  de  1773  '\ 

Con  poco  entusiasmo,  pero  con  resignación,  habia  recibido  ya  antes 
Vincenti  una  copia  que  secretamente  se  le  había  enviado,  imponiéndole 
silencio  hasta  tanto  se  ejecutase. 

Vicenti  previó  que  había  de  suscitar  grandes  dificultades;  y  acaso 
también  con  el  tiempo  «delle  conseguenze  assai  svantaggiose» ;  pero, 
por  lo  demás,  se  mostró  bien  dispuesto  a  ejecutar  y  obedecer  prontamen- 
te a  las  supremas  disposiciones  del  Santo  Padre,  «a  cui — como  mani- 
festaba al  secretario  de  Estado  el  31  de  agosto  de  1773 — sonó  persua- 
so,  che  le  pur  troppo  circostanze  non  avranno  permesso  di  risolvere 
diversamente» 

En  seguida  que  fué  recibido  el  Breve  en  España  se  transmitió,  por 
mandato  del  rey,  al  Consejo  de  Castilla,  a  fin  de  que  se  tradujese  e  im- 
primiese, y  comunicase  a  quienes  fuere  necesario  para  asegurar  el  acier- 
to en  la  práctica  del  nuevo  tribunal,  como  habia  decretado  el  rey  el 
26  de  octubre  de  1773. 

Asi,  pues,  quiso  el  rey  que  el  Consejo  de  Castilla  oyera  a  los  fiscales 
antes  de  formular  su  consulta,  y  por  ello  se  les  comunicó  también  el 
Breve,  para  que  le  examinaran  e  hicieran  las  advertencias  que  juzgasen 
convenientes  para  el  nuevo  establecimiento.  Decepcionado,  en  parte,  y 
frustradas  las  tentativas  de  don  Pedro  Campomanes,  que  hubiera  desea- 
do ver  al  nuncio  con  el  solo  titulo  de  embajador,  sin  la  sombra  de  juris- 
dicción que  le  otorgaba  el  Breve,  respondió,  conjuntamente  con  don 
Juan  Féliz  de  Alamar,  con  una  extensa  instrucción,  abogando  por  el 
retorno  a  la  disciplina  antigua  de  la  Iglesia  española,  reintegrando  en 
su  casi  extinguida  autoridad  a  los  metropolitanos,  que  reunían  concilios 
en  primavera  y  otoño,  y  determinaban  por  sí  solos,  o  con  sus  sufra- 
gáneos, todas  las  causas  graves,  especialmente  las  criminales,  sin  que 
ninguno  de  los  vasallos  del  Reino  se  viera  precisado  a  litigar  fuera  de 
su  provincia  para  obtener  la  justicia  de  su  causa;  ni  se  diese  curso  a 
comisión  alguna  para  conocer  omisso  medio,  ni  para  juez  que  no  fuera 
sinodal,  por  medio  de  la  protección  real. 

La  constitución  de  una  Rota  en  España,  a  parte  de  ser — a  su  juicio — 
inadaptable  a  la  práctica  judicial  de  la  nación,  y  de  ser  una  novedad 
jamás  conocida  en  ningún  Estado  temporal  de  la  cristiandad,  se  oponía 
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a  las  disposiciones  del  Concilio  de  Trento  (ses.  25,  cap.  10),  que  prohibía 
a  los  nuncios,  aunque  fueran  legados  a  latere,  el  cometer  las  causas 
eclesiásticas  en  grado  de  apelación  a  otros  que  no  fuesen  los  jueces 
sinodales  de  la  propia  diócesis. 

Estas  y  otras  muchas  dificultades,  que,  demasiado  sutilmente,  en- 
contraron los  fiscales,  les  llevaron  a  formular  su  voto  para  que  no  se 
estableciese  la  Rota,  sino  que  el  nuncio,  o  su  asesor,  debiera  limitarse 
exclusivamente  a  remitir  a  los  sinodales  todos  los  recursos  sin  formar 
ni  evacuar  directa  o  indirectamente  proceso  alguno. 

Aunque  el  Consejo  dejó  para  una  ulterior  consulta  el  responder  a 
las  dificultades  encontradas  de  los  fiscales,  sin  embargo,  en  su  consulta 
previa  del  11  de  diciembre  de  1773  '°  aseguró  al  rey  no  haber  hallado, 
por  el  momento,  el  menor  inconveniente  en  que  se  cumpliese,  guardase 
y  ejecutase  cuanto  habia  dispuesto  Su  Santidad  por  el  Breve  Adminis- 
trandae  justitiae  zelus;  sino  que,  por  el  contrario,  su  puntual  observan- 
cia acreditarla  el  buen  orden  en  la  administración  de  la  justicia,  en  la 
disciplina  del  clero  secular  y  regular  y  en  los  intereses  del  Estado. 

El  rey  aprobó  el  dictamen  del  Consejo,  y  dió  orden  para  que  se  tra- 
tase de  las  providencias  que  deberían  tomarse  en  orden  al  decoroso 
establecimiento  del  nuevo  tribunal  de  la  nunciatura,  asi  como  de  sus 
oficinas  y  subalternos;  como  ejecutó  don  Manuel  de  Roda,  transmitién- 
dola el  9  de  enero  de  1774  a  don  Manuel  Ventura  Figueroa,  decano 
entonces  del  Consejo;  se  publicó  al  día  siguiente. 

La  real  orden  de  9  de  enero  de  1774  contenía  dos  partes;  una,  dis- 
positiva y  la  otra,  condicional.  En  la  primera  ordenó  S.  M.  se  estu- 
diase la  cuestión  de  los  oficiales  y  dependientes  subalternos  del  tribu- 
nal, y  derechos  que  debieran  llevar;  y  en  la  segunda,  que  el  Consejo 
le  hiciese  presente  cuantas  prevenciones  creyese  conveniente  hacer,  o 
normas  fijas  que  establecer  referentes  a  los  puntos  señalados  por  los 
fiscales,  sin  -perjuicio  de  las  regalías,  ni  de  los  vasallos  de  S.  M.,  y  en 
observancia  de  las  leyes  y  costumbres  del  Reino. 

Los  fiscales,  en  efecto,  en  su  consulta  anterior  del  30  de  noviembre 
pasado,  habían  eludido  la  cuestión  de  los  oficiales  y  subalternos  del 
tribunal,  que  juzgaron  ser  una  cuestión  para  tratar  por  separado,  e  in- 
dependiente de  las  disposiciones  del  Breve  en  cuestión.  Quedó,  por  tan- 
to, diferida  para  el  nuevo  informe  que  presentaron  el  12  de  enero  del 
año  en  curso. 

En  la  disciplina  anterior  habia  dos  secretarías  o  despachos:  la  se- 
cretaria de  justicia  del  auditor,  integrada  por  el  auditor,  notario  mayor, 
oficial  mayor  y  oficial  segundo,  y  la  de  los  jueces  in  curia,  compuesta 
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por  un  notario  mayor  y  oficial  mayor,  llamada  también  de  Breves  y 
comisiones  apostólicas,  por  actuar  éstos  sólo  en  virtud  de  breves  del 
nuncio,  o  comisiones  de  la  curia  romana,  cuando  las  comisiones  eran 
para  conocer  de  las  sentencias  inmediatamente  apeladas  del  nuncio. 

A  la  secretaría  de  justicia  del  nuncio  hablan  pertenecido  última- 
mente don  Domingo  Leal  del  Castillo,  notario  mayor;  don  José  Herrer, 
oficial  mayor,  y  don  Francisco  González  del  Camino,  oficial  segundo.  A 
la  secretaría  de  Breves  y  Comisiones  apostólicas  habían  prestado  ser- 
vicio don  José  Puig,  notario  mayor,  y  don  Bernado  Félix  Lazcano,  ofi- 
cial mayor.  Todos  ellos  eran— a  juicio  de  los  fiscales —  hombres  ave- 
zados en  la  tramitación  de  estos  asuntos  y,  por  lo  mismo,  dotados  de 
una  grande  experiencia  y  óptima  reputación;  por  lo  que,  aparte  de 
que,  por  su  edad,  no  podrían  ya  dedicarse  a  otros  ministerios,  mere- 
cían que  se  les  conservase  su  empleo  en  el  nuevo  tribunal;  e  igual- 
mente a  los  de  la  abreviaduría,  concediéndoles  una  justa  retribución"  . 

Dieciséis  días  más  tarde  celebró  el  Consejo  su  segunda  consulta,  y 
fué  rechazando  una  por  una  todas  las  dificultades  que  habían  resal- 
tado los  fiscales,  tildándolas  bien  de  absurdas  o  bien  de  falta  de  fun- 
damento, y  ratificando,  a  su  vez,  la  decisión  de  la  consulta  anterior, 
que  aseguraba  el  rey  no  haber  ningún  inconveniente  en  que  se  ejecu- 
tase el  breve. 

De  la  cuestión,  suscitada  por  los  fiscales,  de  los  subalternos,  juzgó 
el  Consejo  que  era  un  asunto  que  más  bien  debería  tratarse  con  el 
mismo  nuncio,  y  así  quedó  diferida  para  tratar  con  Mons.  Valenti 
cuando  llegara  a  España. 

Reconoció  también  el  Consejo  que  la  raíz  de  gran  parte  de  los 
abusos  del  antiguo  tribunal  procedía  del  interés  que  percibía  el  asesor 
por  el  mayor  o  menor  número  de  causas  que  conocía,  y  que  este  peli- 
gro de  avocarse  a  sí  las  causas,  bajo  cualquier  pretexto,  quedaba  sufi- 
cientemente subsanado  «por  haberse  dignado  V.  M.  disponer  el  medio 
conveniente  para  su  dotación,  a  fin  de  que  no  lleve  derechos,  expór- 
talas, ni  emolumentos  algunos  por  razón  de  su  juzgado,  sentencias, 
ni  expedientes»;  pero  que  aquel  interés  redundaba  también  en  el  nun- 
cio, y  que,  por  lo  mismo,  sería  también  conveniente  compensarle  por 
todos  los  despachos  de  gracia  y  de  justicia,  que  resultasen  del  antiguo 
tribunal. 

Según  la  nueva  reforma  del  tribunal,  el  nuncio  quedaba  totalmente 
despojado  de  la  facultad  de  conocer  por  si  solo  cualesquiera  causas, 
quedándole  únicamente  la  facultad  de  cometerlas  a  los  jueces  sinodales 
o  a  la  Rota. 

Cuando  debería  cometerlas  a  los  jueces  sinodales,  o  cuando  a  la 
Rota,  no  era  una  cosa  muy  determinada.  En  el  breve  sólo  se  aludía 
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a  Que  debería  atenerse  a  las  disposiciones  de  los  sagrados  cánones  y 
concilios,  que  prohibían  sacar  a  las  partes  fuera  de  sus  provincias. 

En  efecto,  en  el  libro  sexto  de  las  decretales,  como  norma  general 
para  la  comisión  de  causas,  se  distinguían  dos  casos:  según  que 
las  partes  contendientes  perteneciesen  a  una  misma  ciudad  o  diócesis 
o  a  diversas.  En  el  primer  caso,  se  establecía  como  norma  general  el 
que  no  se  cometiesen  las  causas  fuera  de  sus  diócesis,  y,  si  bien  esta 
norma  admitía  alguna  excepción,  en  ningún  caso  podria  el  reo  ser 
demandado  más  lejos  de  una  jornada  de  camino:  ultra  unam  diaetam 
e  fine  suae  dioecesis.  En  la  segunda  hipótesis,  de  pertenecer  las  partes 
a  diversas  diócesis,  la  regla  general  era  aquella  de  actor  sequitur  forum 
rei;  pero  si  el  actor,  por  justas  razones,  rehusase  demandar  al  reo  en 
la  provincia  o  diócesis  de  éste,  podría  entonces  demandarle  ante  el 
juez,  no  de  la  propia  diócesis,  sino  de  otra;  con  tal  de  que  no  distase 
más  de  una  jornada,  como  en  el  caso  anterior 

No  aclaraban  mucho  semejantes  disposiciones  la  cuestión,  y,  por 
esto,  pidió  el  Consejo  que  se  previniese  o  advirtiese  al  auditor,  a  cuyo 
arbitrio  quedaba  la  comisión  de  las  causas,  el  que  explicase  más  deter- 
minadamente las  disposiciones  canónicas  y  conciliares,  así  como  la 
intención  de  Su  Santidad  en  otorgar  el  breve,  y  la  de  S.  M.  en  pedirle. 
El  Consejo,  por  su  parte,  propuso  la  norma  siguiente: 

1.°  Si  las  partes  conviniesen  en  que  la  apelación  interpuesta  para 
ante  la  nunciatura  apostólica,  se  cometa  para  su  continuación  y  de- 
terminación de  la  causa  a  un  juez  sinodal  de  su  propio  obispado  o  de 
otro,  o  a  la  Rota,  no  pueda  el  nuncio  variar  la  comisión,  sino  que  inme- 
diatamente deba  el  nuncio  cometerla  al  juez  convenido.  La  convención 
debería  hacerse  en  la  misma  apelación,  ante  el  juez  que  la  motivó, 
sin  evacuar  proceso  alguno,  y  sin  dilación. 

2°  Si  no  hubiera  precedido  ningún  acuerdo  de  las  partes,  entonces 
debería  atender  el  nuncio  a  la  distancia  del  obispado  de  las  partes  en 
litigio;  si  aquélla  fuera  grande,  debería  cometer  sus  causas  a  los  sino- 
dales de  la  diócesis  donde  radicase  su  domicilio,  y  si  tuvieran  diversos 
domicilios,  debería  entonces  atenerse  a  la  norma  de  las  decretales  a 
que  antes  aludimos;  pero  que  «podía  el  nuncio  y  su  auditor  inclinar  el 
arbitrio  con  menos  escrúpulo,  a  cometer  las  causas  que  vinieren  a  él, 
por  el  orden  de  apelación  referido,  a  los  jueces  de  la  Rota»,  atendidas, 
sobre  todo,  las  cualidades  de  que  deberían  estar  estos  revestidos:  súb- 
ditos  españoles,  de  ejemplar  vida  y  costumbres,  graduados  en  derecho 
canónico  y  civil,  y  práctica  judicial  de  ellos. 

También  juzgaron  oportuno  hacer  algunas  prevenciones  en  materia 
del  procedimiento  a  seguir,  como  requisito  previo  para  las  comisiones, 
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sin  lo  cual  no  podría  darse  curso  a  la  instancia.  Tales  eran  la  presen- 
tación por  las  partes  del  poder  suficiente  que  acreditase  la  legitimidad 
de  la  parte  que  introducía  la  instancia;  el  testimonio  de  la  apelación 
interpuesta,  y  de  su  admisión  por  parte  del  juez  que  dió  la  sentencia 
o  autos;  indicación  expresa  de  haberse  admitido  en  ambos  efectos,  o 
sólo  en  devolutivo,  y,  finalmente,  si  se  hablan  convenido  o  no  en  el 
juez  que  habia  de  conocer  en  la  nueva  instancia.  Todo  lo  cual  deberla 
tramitarse  en  la  secretaria  de  justicia.  Asimismo,  en  caso  en  que  una 
de  las  partes  instituyese  querella  porque  el  juez  inferior  no  admitió 
la  apelación  interpuesta,  o  no  la  dió  el  referido  testimonio  de  apela- 
ción, el  nuncio  deberla  expedir  letras,  para  que,  dentro  del  plazo  que 
se  le  asignase,  determinase  sobre  admitir  o  denegar  la  apelación. 

Finalmente,  pidió  el  consejo  que,  bajo  pena  de  nulidad,  revisase  el 
asesor  y  firmase  todos  los  despachos  del  nuncio  en  esta  materia. 

El  breve  previó  también  el  caso  de  que  los  jueces  componentes  de 
cada  turno  no  se  pusiesen  de  acuerdo,  otorgando  al  nuncio  la  facultad 
de  añadir  un  cuarto,  y  aun  un  quinto  juez,  si  fuese  necesario  (cfr.  §  8). 
El  consejo,  para  facilitar  la  expedición  de  las  causas,  y  evitar  mayores 
costas  a  las  partes,  consultó  a  S.  M.  que  los  tres  jueces  de  turno  remi- 
tiesen los  autos  a  los  jueces  que  inmediatamente  siguieran  a  dicho 
turno,  sin  necesidad  de  especial  nombramiento,  para  que,  sin  necesi- 
dad de  una  nueva  vista,  ni  citación  de  las  partes,  ni  informes  de 
abogados,  pudiesen  dar  su  voto;  previniéndolo  asi  el  nuncio  ya  en  la 
comisión  que  hiciera  de  la  causa  al  ponente;  con  lo  que  también  que- 
daba a  salvo  su  autoridad. 

Hasta  aquí,  los  puntos  principales  de  la  consulta  del  consejo  de 
Castilla,  cuyo  tenor  termina  con  el  párrafo  que  sigue:  «De  lo  que 
mereciese  la  aprobación  de  V.  M.  formará  el  consejo  instrucción  con- 
veniente, para  que  se  comunique  al  nuncio,  a  los  jueces  del  nuevo 
tribunal  de  la  Rota  y  a  los  prelados  eclesiásticos  del  reino,  a  fin  de 
que  procedan  todos  en  su  inteligencia  a  la  puntual  observancia  de 
cuanto  dispone  S.  S.  en  el  citado  breve  de  26  de  marzo  de  1771» 

Por  fin,  el  jueves  17  de  noviembre  de  1773,  después  de  un  largo  y 
penoso  viaje  debido  a  las  inclemencias  del  tiempo,  llegaba  a  España 
el  nuevo  nuncio  Mons.  Luigi  Valenti  Gonzaga,  arzobispo  de  Cesárea, 
habiéndosele  tributado  una  benévola  y  calurosa  acogida,  tanto  por  el 
arzobispo  de  Zaragoza  a  su  paso  por  aquella  capital,  como,  después, 
por  el  arzobispo  de  Toledo,  el  rey  y  su  primer  ministro  Grimaldi 

Era  costumbre  inveterada  en  España,  que  el  breve  facultativo  del 
nuevo  nuncio  se  presentase,  a  su  llegada,  al  ministro  de  Estado;  éste 
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lo  pasaba  al  consejo  de  Castilla,  quien,  a  su  vez,  le  sometía  al  examen 
de  los  fiscales  para  que  vieran  si  venía  en  la  forma  acostumbrada.  Se 
enviaba  de  nuevo  al  consejo,  y  éste,  visto  todo  y  hechas  las  adverten- 
cias oportunas,  lo  remitía  otra  vez  al  nuncio  por  medio  de  un  secre- 
tario del  consejo,  que  debería  dar  fe  de  haberle  consignado  en  sus 
manos.  Sólo  después  de  este  proceso,  que  solía  durar  alrededor  de  un 
mes,  entraba  el  nuncio  en  posesión  y  ejercicio  de  su  jurisdicción  con- 
tenciosa y  graciosa,  y  todos  los  papeles  y  despachos  del  tribunal,  que 
hasta  entonces  se  expidieran  en  nombre  del  antecesor,  comenzaban 
después  a  autorizarse  con  el  nombre  y  firma  del  sucesor. 

Ya  antes  de  llegar  Mons.  Valenti,  el  secretario  de  Estado,  cardenal 
Pallavicini,  había  escrito  al  abate  Vincenti  para  que  comunicase  a  la 
Majestad  del  rey  católico  que  eran  deseos  de  Su  Santidad  el  que,  mien- 
tras se  tramitaba  todo  este  proceso  y  daba  el  exquatur  al  breve  del 
nuncio,  y  se  ajustaba  todo  el  nuevo  sistema  acordado,  se  permitiese 
a  Mons.  Valenti  que  emprendiese  el  ejercicio  de  la  nunciatura  sul  piede 
precedente:  tal  y  como  estaba  al  tiempo  de  la  desventurada  muerte 
de  Mons.  Lucini,  con  el  fin  de  activar  las  causas  que  se  habían  acumu- 
lado en  todo  este  tiempo 

Grimaldi  aseguró  al  nuncio,  a  su  llegada,  que  el  rey  estaba  muy 
interesado  en  el  asunto  y  que  «Sua  Maestá  Cattolica  é  ansiosissima  di 
mostrarsi  grata,  e  compiacente  alia  Santitá  di  Nostro  Signore,  e  di 
daré  pubblico  testimonio  della  reciproca  buona  corrispondenza,  fra  le 
due  Corti  col  non  lasciare  inoperosa  il  Nunzio» 

Sin  embargo,  don  Manuel  de  Roda  no  pudo  menos  de  mirar  con 
recelo  una  súplica  semejante,  pronunciándose  contrario  a  tal  propo- 
sición; el  rey  aprobó  el  dictamen  de  Roda,  y  se  rechazó  la  propuesta, 
pero  asegurando  al  nuncio  que  no  experimentaría  ningún  perjuicio  con 
la  tardanza,  y  que  procuraría  activar  todo  con  la  mayor  solicitud 

Examinado  el  breve  por  los  fiscales,  propusieron  que  todas  las  gra- 
cias, breves  y  rescriptos  otorgados  por  el  nuncio,  y  todos  los  papeles 
que  llegaran  de  Roma,  se  sometiesen  a  la  censura  y  pase  del  consejo. 
La  mayor  parte  del  consejo  se  pronunció  contraria  a  tal  proposición, 
apoyándose  en  que  no  se  había  hecho  nunca,  y  que  estando  allí  pre- 
sente el  nuncio,  y  a  la  vista  del  consejo,  siempre  quedaba  el  recurso 


"  Cfr.  carta  del  cardenal  secretario  de  Estado  Pallavicini  al  abate  Vincenti 
de  18  de  noviembre  de  1773  :  Arch.  Vat.,  Archivio  della  Nunziatura  di  Madrid, 
leg.  140,  ff.  166  y  s. 

"  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  441,  Dispacci  di  Madrid,  t.  I,  d.  II, 
lett.  5.".  f.  7.° 

Cfr.  carta  secretísima  del  nuncio  a  la  Secretaría  de  Estado  de  16  de  mayo 
de  1775  :  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  269  A,  f .  457  v. ;  o  ib.,  leg.  459, 
f.  257;  también  M.  A.  E.  M.,  Archivo  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede, 
leg.  338,  f.  s.  n. 


68 


CONSTANTINO  GARCIA  MARTIN 


de  fuerza  contra  el  tribunal  del  nuncio,  si  de  sus  providencias  se  ori- 
ginase algún  agravio  a  los  derechos  del  rey  o  a  las  partes. 

El  mismo  nuncio  amenazó  con  inhibirse  totalmente  si  no  se  supri- 
mía semejante  cláusula;  por  ello  se  le  restituyó  el  28  de  diciembre 
de  1773,  con  la  sola  cláusula  de  que  deberla  ejecutarlo  sin  perjuicio 
de  las  leyes  pragmáticas,  usos,  buenas  costumbres  de  estos  reinos  y 
regalías  de  la  corona,  de  los  derechos  adquiridos  por  el  concordato 
de  1753  y  bulas  pontificias,  y  con  arreglo  a  lo  dispuesto  en  el  último 
breve  que  daba  nueva  forma  al  tribunal  de  la  nunciatura 

Tal  vez  por  un  celo  excesivo,  o  acaso  por  un  mal  contenido  amor 
propio  al  verse  despojado  de  sus  facultades,  o  por  ambas  cosas  a  la 
vez,  lo  cierto  es  que  el  nuncio  no  pudo  disimular  su  profundo  des- 
agrado por  el  breve  concedido  a  España  de  reforma  de  su  tribunal. 
Asi  se  lo  manifestó  en  diversas  ocasiones  al  cardenal  Pallavicini,  a 
quien  tampoco  debió  de  hacerle  mucha  gracia,  refiriéndole  el  sin 
cuento  de  inquietudes  y  sufrimientos  que  le  había  proporcionado,  im- 
poniéndole un  servil  légame  y  no  vacilando  en  calificarle  de  «troppo 
crudele  11  taglio  fatto  dal  breve  con  cui  per  vero  diré  non  riduce  il 
Nunzio  che  ad  un  semplíce  auditore  della  segnatura»  que  ha  causado 
una  total  ruina  a  la  nunciatura ;  y  condenando  al  papa,  al  menos 
de  imprudencia,  por  haberse  decidido  a  otorgar  el  breve,  sin  haber 
pedido  consejo  alguno,  ni  haberse  molestado  en  desempolvar  los 
papeles  del  archivo  para  informarse  del  negocio:  «E  temeritá  il 
condannare  il  fatto  di  un  Papa;  ma  impunemente  si  puo  asseverare, 
che  é  stato  pessimamente  servito  da  chi  s'immischió  nella  trattazíone, 
ed  a  cui  si  sará  riportato  il  S.  Padre  in  una  materia  a  Luí  totalmente 
estranea  poiché  senza  prendere  informazioni  né  dai  cardinal!  che 
erano  stati  qui  Nunzi,  come  gli  E.  mi  Spinala  e  Pallavicini,  né  dal 
Conté  Vincenti,  che  era  in  Spagna,  e  che  oltre  il  saper  per  prattica 
le  cose  avea  l'archivío  della  nunziatura  in  suo  potere,  senza  far 
rinvenire  notizie  in  codesti  archivi,  senza  far  consultare  la  cosa  da 
Dotti,  ed  imparziali  Giurisconsulti,  dopo  varíe  dísscusioni  sopra  articoli 
non  interessanti,  nulla  approfondando  nelle  conseguenze  in  futuro  si 
concertó  íl  noto  breve  e  fu  realmente  concesso...»  y  no  dudando  en 
calificar  sus  disposiciones  de  ciecamente  y  aun  vilmente  accordate 

Cfr.  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  434,  lett.  6  febrero  1777,  f.  s.  n. 
Arch.  Vat.,  Spagna  Appendice,  leg.  XVI.  fase.  VIII,  lett.  1.".  f.  s.  n. 
'»    Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  459,  f.  255;    o  ib.,  leg.  269  A, 
ff.  472  v-473. 

"  Cfr.  cifra  del  nuncio  a  la  Secretaría  de  Estado  de  8  de  marzo  de  1775 
en  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  270  A,  f.  s.  n. 

"  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  269  A,  f .  475 ;  o  ib.,  leg.  459, 
ff.  256  V.  y  s.  :  es  una  carta  secretísima  enviada  por  el  nuncio  al  cardenal 
Pallavicini  el  16  de  mayo  de  1775. 

"  Cfr.  cifra  enviada  por  el  nuncio  al  cardenal  secretario  de  Estado  Pallavicini 
el  5  de  noviembre  de  1776  en  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  270  A,  f.  s.  n. 
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Con  el  propósito  de  no  tener  que  acceder  a  la  propuesta  que  hiciera 
Vincenti  de  parte  del  papa,  y  de  evitar  el  que  por  más  tiempo  que- 
dasen rezagados  los  asumos  que,  desde  la  muerte  de  Lucini,  se  habían 
acumulado  en  el  tribunal  de  la  nunciatura,  se  enviaron  rápidamente 
a  Moñino  los  nombres  de  los  seis  jueces  cuyo  nombramiento  era  de 
competencia  del  rey,  aunque  necesitasen  la  aprobación  del  papa,  cíe 
pidió  también  la  facultad  de  imponer  un  subsidio  eclesiástico  de  30.000 
ducados  para  las  asignaciones  de  los  ministros  del  nuevo  tribunal; 
pero  en  la  inteligencia  de  que  ni  los  jueces,  ni  el  asesor,  fiscal  y  abre- 
viador,  habían  de  percibir  otros  emolumentos  que  los  sueldos  asigna- 
dos, y  por  fin,  aunque,  según  las  disposiciones  del  breve,  el  nombra- 
miento del  asesor,  fiscal  y  abreviador  tocaba  al  papa,  con  la  condición 
de  que  había  de  recaer  en  personas  que  fueran  del  agrado  del  rey, 
como  esto  suponía  necesariamente  un  largo  proceso,  ya  que  el  nuncio 
tenía  primero  que  informarse  de  los  sujetos  que  podrían  asumir  estos 
cargos,  hacer  después  un  informe  detallado  de  cada  uno  y  presentarle 
a  continuación  al  rey  para  que  viera  si  eran  de  su  agrado;  devolver 
al  nuncio  la  lista  con  lo  que  resultare  para  que  finalmente  la  remi- 
tiera al  papa,  y  expidiese  los  breves  respectivos  de  nombramientos;  el 
rey  juzgó  conveniente  prevenir  al  papa  los  sujetos  que  serían  de  su 
agrado,  y  que  expondremos  a  continuación;  pero  con  la  salvedad  de 
que  esto  sería  una  providencia  excepcional,  exclusivamente  dirigida  a 
abreviar  el  tiempo  en  beneficio  de  sus  subditos. 

TERNAS  PROPUESTAS 

I.    Para  asesor  o  auditor 

Don  Antonio  López  Sánchez  de  Chaves,  visitador  eclesiástico  de 
Madrid ; 

Don  Bernardo  Loigorri,  inquisidor  del  tribunal  de  Logroño; 
Don  Antonio  Cano,  canónigo  de  la  catedral  de  Falencia. 

II.    Para  fiscal 

Don  Gerónimo  Delgado,  agente  fiscal  del  consejo  de  la  inquisición; 
Don  Agustín  López  del  Lago,  canónigo  de  la  catedral  de  Lugo; 
Don  Antonio  Martínez  de  la  Plaza,  conónigo  doctoral  de  la  igle- 
sia metropolitana  de  Granada. 

III.    Para  abreviador 

Don  Manuel  de  la  Fuente,  deán  de  la  colegial  de  Cardona; 
Don  Domingo  Codina,  del  gremio  y  claustro  de  la  Universidad  de 
Cervera; 

Don  Pedro  Espinosa  y  Fuentes,  presbítero  ex  rector  de  la  parro- 
quial de  Palomares. 
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Aunque  en  un  despacho  de  Madrid  nada  tuvo  que  oponer  el  nuncio 
por  el  momento,  dejándolo  todo  a  disposición  del  papa;  sin  embargo, 
después,  en  cifra  del  28  de  diciembre  de  1773,  manifestó  la  oportunidad 
de  que  se  acrecentase  la  tasa  a  35.000  ducados,  ya  que  la  suma  de  30.000 
resultaba  pequeña,  puesto  que,  deducidas  las  nóminas  de  los  ministros, 
sólo  quedaban  3.000  ducados  para  gastos  eventuales  en  gratificaciones, 
etcétera,  etc.  Más  adelante  veremos  cómo  se  arregló  todo  al  tratar  de 
la  dotación  del  tribunal. 

Igualmente,  en  la  cifra  antes  indicada,  manifestó  el  nuncio  que 
la  actitud  adoptada  en  relación  al  nombramiento  de  los  tres  cargos  de 
asesor,  fiscal  y  abreviador  podría  degenerar  en  norma  y  nombramiento 
positivo,  y  que  sería  mejor  que  el  Santo  Padre  mostrase  a  Moñino  que, 
puesto  que  él  no  conocía  los  sujetos,  y  teniendo  éstos  que  estar  al 
lado  del  nuncio,  no  le  parecía  correcto  el  escoger  personas  que  tal 
vez  no  fueran  de  su  agrado;  por  todo  lo  cual  se  decidía  a  autorizar 
con  un  breve  al  nuncio  para  que  él  escogiese,  y,  después  de  haber 
obtenido  el  beneplácito  del  rey,  con  facultad  apostólica  les  expidiese  el 
titulo  y  habilitase  para  el  ejercicio  de  sus  empleos;  pero  con  la  con- 
dición de  conseguir  después  el  breve  pontificio  de  confirmación. 

Esto  evitaba  — según  el  nuncio —  el  escollo  de  someterse  a  la  lista 
referida,  y  cuando  Su  Santidad  se  hubiera  determinado  por  alguien 
que  le  agradase,  podría  comunicárselo,  que  él  se  sentiría  en  el  deber 
de  escogerle,  y,  finalmente,  porque  mientras  tanto  podría  él  informarse 
de  las  cualidades  de  los  sujetos  propuestos  ". 

No  obstante,  se  adoptó  un  método  más  sencillo:  se  enviaron  los 
breves  en  blanco,  y  el  nuncio  escogió  los  nombres  de  la  lista  que 
mejor  le  parecieron,  sin  ceñirse  a  las  clases  propuestas.  Con  la  misma 
fecha  se  enviaron  también  los  seis  breves  para  los  seis  jueces  propues- 
tos por  el  rey,  quedando  así  fundamentalmente  constituido  el  tri- 
bunal 


Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spaana,  leg.  441.  ff.  8  v-11. 
"  Véanse  los  breves  del  decano  y  cinco  jueces  en  Arch.  Vat.,  Segretaria  dei 
Brevi  (diversorum),  leg.  3.801,  ff.  104  y  s. ;  y  los  breves  en  blanco  para  el  asesor, 
fiscal  y  abreviador  ib.,  f.  208;  véase  también  la  carta  del  cardenal  Pallaviclni  al 
nuncio  de  27  de  enero  de  1774  en  Arch.  Vat..  Archivio  della  Nunziatura  di  Ma- 
drid, leg.  142,  ff.  31  y  s.  Por  resolución  del  rey  el  breve  fundacional  de  la  Rota 
de  la  Nunciatura  de  España  se  insertó  entre  las  leyes  de  España,  cfr.  Novísima 
Recopilación  de  las  Leyes  de  España,  ley  I,  1.  II.  t.  V. 
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Tanto  los  breves  de  los  seis  jueces,  como  los  del  asesor,  fiscal  y  abre- 
viador,  debieron  cumplir  un  ciclo  semejante  al  que  señalamos  ante- 
riormente para  el  del  nuncio,  como  prerrequisito  necesario  para  el 
ejercicio  de  sus  facultades  respectivas. 

Sin  atenerse  a  las  clases  de  la  lista  propuesta,  el  nuncio  escogió 
para  auditor  o  asesor  a  don  Antonio  López  de  Chaves;  fiscal,  a  don  Ber- 
nardo Loigorri,  y  abreviador,  a  don  Domingo  Codina. 

Pero  un  nuevo  escollo  se  ofreció  al  paso:  el  consejo  de  castilla  se 
habia  empeñado  en  no  devolver  los  breves  al  nuncio,  pretendiendo  él 
mismo  entregarlos  a  los  interesados;  el  nuncio  se  opuso,  y  tuvo  que 
intervenir  el  rey  ordenando  al  consejo  se  le  remitieran  al  nuncio  los 
breves  de  los  ministros  principales  del  tribunal  '^  Asi  pues,  el  marqués 
de  Grimaldi  se  los  remitió  el  2  de  agosto  de  1774,  con  el  fin  de  que 
los  interesados  los  recibiesen  de  sus  manos,  y,  hecho  el  juramento  pres- 
crito, se  pusiesen  en  el  ejercicio  de  sus  cargos;  como  lo  ejecutaron  ol 
8  del  mismo  mes,  expidiendo  el  mismo  dia  los  despachos  de  gracia,  e 
inhibitoriales  en  las  causas  apeladas  al  nuncio. 

Los  jueces  prestaron  igualmente  su  juramento  al  día  siguiente,  y 
el  nuncio  se  aprestó  a  formar  los  turnos  distribuyéndoles  alternativa- 
mente, empezando  por  los  más  antiguos  en  graduación,  de  la  manera 
que  sigue: 

Primer  turno 

Decano:  don  Juan  Alonso  Gascón,  presbístero,  capellán  de  honor 
de  S.  M.,  doctoral  de  la  S.  Real  Capilla,  protonotario 
apostólico,  y  juez  íti  Curia  del  antiguo  tribunal  de  la 
nunciatura. 


Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna.  leg.  269  A.  f.  372  v. ;  o  ib.,  Nunziatura 
di  Madrid,  leg.  143,  f.  s.  n. 
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Tercero:  don  Juan  Manuel  de  Toubes,  presbítero,  canónigo  doc- 
toral de  la  iglesia  catedral  de  Orense. 

Quinto:  don  Froilán  Calixto  Cabanas,  presbítero,  canónigo  de  la 
catedral  de  Tarazona  y  provisor  de  su  obispado. 

Segundo  turno 

Subdecano:  don  Lorenzo  Gómez  de  Haedo,  presbítero,  canónigo  doc- 
toral de  la  iglesia  metropolitana  de  Burgos. 

Cuarto:  don  Antonio  de  Salamanca,  canónigo  doctoral  de  la  ca- 
tedral de  Sigüenza. 

Sexto:  don  Francisco  Antonio  de  Ugalde,  presbítero,  protonota- 
rio  apostólico  y  juez  in  Curia  del  antiguo  tribunal  de 
la  nunciatura. 

Quedaba  solamente  por  estructurar  las  oficinas  y  subalternos  que 
deberían  integrar  el  nuevo  tribunal.  Se  deputó  para  ello  al  consejero 
don  Juan  Azedo  Rico,  quien,  conjuntamente  con  Mons.  Valenti,  ela- 
boraron un  plan  que,  propuesto  al  consejo,  suscitó  numerosas  dificul- 
tades, surgiendo  en  su  seno  grandes  disensiones  entre  los  mismos  con- 
sejeros y,  sobre  todo,  por  parte  del  fiscal  Campomanes,  a  quien,  tanto 
la  cuantía  de  las  tasas  propuestas,  como  el  número  de  subalternos,  le 
parecieron  excesivos.  El  nuncio  y  Víncenti  elevaron  una  propuesta  ante 
Figueroa,  presidente,  a  la  sazón,  del  consejo,  por  la  dimisión  del  conde 
de  Aranda,  porque,  después  de  haberse  deputado  un  consejero  y  haberse 
acordado  una  buena  parte  de  puntos  de  vista,  se  sometiera  todo  a  la 
censura  del  consejo.  El  rey,  por  su  parte,  mandó  que  no  se  usase  de 
tantas  cavilaciones  y  sofismas  con  el  nuncio,  sino  que  se  obrase  más 
bien  de  común  acuerdo,  para  que  tanto  el  Santo  Padre  como  él  que- 
dasen contentos 

Concordemente,  pues,  y  con  el  fin  de  que  todos  los  que  habían  ser- 
vido en  el  antiguo  tribunal  no  quedasen  sin  empleo,  se  estableció  la 
creación  de  dos  secretarías  de  justicia,  cada  una  con  su  secretario,  ofi- 
cial mayor  y  oficial  segundo;  dos  relatores  conforme  al  estilo  de  Es- 
paña, y  otros  dos  oficiales  para  la  ábreviaduria:  un  escritor  y  un  regis- 
trador de  breves. 

Sin  embargo,  de  modo  inexplicable  al  parecer,  se  proyectó  después 
una  tercera  secretaria  de  justicia;  pero  el  nuncio,  entreviendo  en  ello 
una  aviesa  intención  de  quererle  excluir  totalmente  del  nuevo  tribunal. 


"  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  Dlspacci  di  Madrid,  leg.  441,  dlsp.  XVIII 
y  XXV  (Aranjuez,  7  de  Junio  y  19  de  abril  de  1774),  ff.  47  v-49  y  63  v. 
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y  hacerlo  subsistir,  en  un  futuro  próximo,  independiente  de  él,  se  opuso 
válidamente  a  ello  logrando  que  no  se  ejecutase 

A  fin  de  que  no  se  suscitase  envidia  entre  los  oficiales  de  dichas 
secretarías,  se  repartieron  a  cada  una  un  número  proporcional  de  arzo- 
bispados con  sus  sufragáneos,  en  la  forma  siguiente: 

Primera  secretaría  Segunda  secretaría 


La  constitución  de  los  dos  relatores  ocasionaba  un  notable  grava- 
men a  las  partes,  por  lo  que  S.  M.  ordenó  que  provisionalmente  se 
encargaran  los  secretarios  de  hacer  la  relación  de  las  causas  en  la  Rota. 
Con  tal  disposición  se  hizo  imposible  ejecutar  la  división  referida  de 
las  diócesis;  porque  en  el  caso  de  que  en  una  misma  mañana  se  tra- 
tasen causas  de  una  misma  diócesis,  un  mismo  secretario  no  podría 
hacer  la  relación  en  los  dos  turnos  y  salas  a  la  vez;  por  ello,  y  de 
modo  provisorio  también,  se  asignó  una  secretaría  para  cada  turno, 
debiendo  cada  una  hacer  los  autos  de  las  causas  que  particularmente 
le  fueran  cometidas  a  cada  turno  ". 

Una  real  pragmática  de  18  de  enero  de  1770,  publicada  en  Madrid 
el  27  del  mismo  mes  y  año,  establecía  para  todos  los  notarios  de 
asiento  y  número  de  los  tribunales  eclesiásticos  el  examen  prescrito  a 
los  escribanos  reales,  obligándoles  a  tomar  el  título  de  notariado  real, 
con  la  subsiguiente  solución  de  las  tasas  prescritas  y  sumisión  de  sus 
actos  a  la  revisión  real. 

Azedo  Rico  propuso  que  también  estaban  incluidos  los  dos  secreta- 
rios o  notarios  mayores  del  nuevo  tribunal,  apoyándose  principalmente 
en  la  cláusula  del  pase  del  breve,  puesta  por  el  consejo,  según  la  cual 
todo  debería  entenderse  sin  perjuicio  de  las  reales  pragmáticas.  Des- 
pués, movido  tal  vez  por  la  esperanza  de  ser  recomendado  para  un 
empleo  en  la  cámara,  cambió  de  actitud  prometiendo  al  nuncio  defen- 
der sus  puntos  de  vista,  sobre  todo  en  este  asunto,  que  resolvió  después 
el  rey  en  su  ya  citada  segunda  resolución  dispensando  del  fíat  de 


"  Arch.  Vat.,  Numiatura  di  Spagna,  Dlspacci  di  Madrid,  leg.  441,  dlsp.  XXX 
(12  de  julio  de  1774),  f.  73. 

"  Arch.  Vat.,  Numiatura  di  Spaana,  leg.  459.  ff.  266  v.  y  s.  Véase  también 
la  segunda  resolución  de  S.  M.  el  Rey  Carlos  III :  Arch.  Vat..  Numiatura  di 
Spagna,  leg.  269  A,  f.  272  v. ;  o  ib.,  Numiatura  di  Madrid,  leg.  143,  f.  s.  n. 
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notaría  de  los  reinos,  y  del  examen  de  escribanos  reales,  que  prevenía 
la  pragmática,  a  los  dos  notarios  mayores 

Tampoco  debieron  bastar  los  oficiales  acordados  para  la  abrevia- 
duría,  y  el  nuncio  propuso  al  ministro  de  gracia  y  de  justicia,  don  Ma- 
nuel de  Roda,  la  creación  de  un  nuevo  cargo  de  oficial  para  aquélla; 
el  rey  lo  aprobó,  «pero  sin  titulo  y  con  el  carácter  de  entretenido»,  aña- 
diendo otras  providencias  en  orden  a  su  dotación,  como  más  adelante 
veremos  en  el  capítulo  respectivo.  Por  decreto  del  nuncio,  hecho  pú- 
blico en  la  abreviaduría  el  12  de  julio  de  1775,  y  con  la  promesa  que 
incluía  de  ser  promovido  a  las  plazas  de  la  abreviaduría  o  de  las  secre- 
tarías de  justicia  si  con  su  aplicación  respondía  a  sus  esperanzas,  asu- 
mió el  cargo  don  Fernando  Beltrán,  ocupando  a  su  vez  el  puesto  de 
escritor  de  breves,  por  la  jubilación  de  Carbonell,  don  Francisco  Do- 
mingo Soldi,  que  era  oficial  registrador,  y  el  de  éste,  don  Patricio  de 
Rozas 

Por  lo  demás,  el  número  de  procuradores,  que  en  el  antiguo  tribunal 
eran  doce,  se  redujeron  a  ocho,  y  el  de  los  receptores,  que  anterior- 
mente eran  ocho,  se  redujeron  a  cuatro. 

A  continuación  damos  un  esquema  de  cómo  quedó  estructurado  el 
tribunal : 

ESQUEMA  DEL  TRIBUNAL  DE  LA  ROTA  DE  LA  NUNCIATURA 

NUNCIO 
Asesor 

ABREVIADURIA 

Abreviador 
Oficial  mayor  —  Oficial  segundo 
—  escritor  y  registrador  de  breves  — 
(Entretenido) 

SECRETARIAS  DE  JUSTICIA 


">  Arch.  Vat.,  Numiatura  di  Spaana,  Dispacci  di  Madrid,  leg.  441,  dlsp.  XXIV 
(Aranjuez,  31  de  mayo  de  1774),  f.  62. 

"  Arch.  Vat.,  Numiatura  di  Spaana,  leg.  459.  Cfr.  memoria  presentada  por  el 
nuncio  a  don  Manuel  de  Roda  el  31  de  mayo  de  1775  :  ff.  276  v.  y  s. ;  respuesta 
de  oficio  del  ministro  de  17  de  Junio  de  1775:  ff.  278  s. ;  y  decreto  del  nuncio 
publicado  en  la  abreviaduría  :  ff .  280  y  s. 


Primera  secretaria 
Secretario 
Oficial  mayor  —  Oficial  segundo 
(Relator) 


Segunda  secretaria 
Secretario 
Oficial  mayor  —  Oficial  segundo 
(Relator) 


Fiscal 
8  procuradores 
4  receptores 
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JUECES  DE  PLANTILLA 


Primer  turno 
Decano  —  Tercero  —  Quinto 
[1.°  supernumerario] 
(Año  1799) 


Segundo  turno 
Subdecano  —  Cuarto  —  Sexto 
[2.°  supernumerario] 
(Año  1799) 


Pero  quedaba  aún  un  problema  por  resolver  al  que  no  hacía  el 
breve  ninguna  mención:  el  problema  del  procedimiento  para  la  elec- 
ción y  nombramiento  de  los  oficiales  subalternos  del  tribunal. 

También  aquí  se  suscitó  una  gran  controversia,  que  el  rey  tuvo  que 
resolver.  El  deputado  Azedo  Rico  propuso  que  su  nombramiento  fuese 
de  competencia  del  nuncio,  pero  previa  presentación  de  una  terna  que 
para  los  oficiales  de  la  abreviaduría  propondría  el  abreviador,  y  para 
los  de  las  secretarías  de  justicia  propondrían  los  dos  secretarios  de  las 
mismas.  El  nuncio  juzgó  vil  e  ignominiosa  la  proposición,  ya  que  le 
sujetaba  a  sus  mismos  sujetos,  y  le  hacía  dependiente  de  sus  mismos 
dependientes,  los  cuales,  si  bien  por  el  momento  podían  presumirse 
gente  honesta,  en  el  futuro,  no  siendo  que  mercenarios,  podrían  hacer 
mil  estorsiones  y  dar  mil  disgustos  a  los  nuncios  con  sus  recursos  al 
consejo 

El  Consejo  no  la  rechazó,  sino  que  remitió  su  decisión  al  rey;  y  éste, 
en  su  ya  mencionada  segunda  resolución,  decretó  que  fueran  de  la  libre 
elección  y  nombramiento  del  nuncio,  con  la  sola  condición  de  que  reca- 
yera ésta  en  sujetos  españoles  e  idóneos.  El  nuncio  se  puso  inmediata- 
mente en  ejercicio  de  su  facultad  nombrando  libremente  a  los  dos  nue- 
vos secretarios  que,  si  bien  en  adelante  deberían  ser  abogados,  a  fin  de 
proveer  a  los  que  anteriormente  habían  sido  empleados,  se  le  permitió 
elegir  al  señor  Herrer  que  no  lo  era.  Nombró  también  a  los  dos  oficiales 
mayores  y  oficiales  segundos,  y  dos  procuradores  cuyos  cargos  habían 
quedado  vacantes  del  antiguo  tribunal,  reduciéndose  a  ocho  solamente 
de  los  doce  que  habían  sido. 

Los  nombramientos  se  hicieron  como  sigue: 


Secretarios  de  justicia 


Don  Domingo  Leal  del  Castillo  y  don  José  Herrer. 


Oficiales  mayores 


Don  Francisco  González  del  Camino  y  don  José  Puig. 


"    Arch.  Vat.,  Numiatura  di  Spagna,  leg.  459,  ff.  198  y  ss. 
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Oficiales  segundos 
Don  José  Uribe  y  don  Bernardo  Lazcano. 

Procuradores 

Don  José  Llano  y  Velasco  y  don  Mateo  Sánchez. 

Antes  de  que  se  instalase  definitivamente  el  tribunal  en  el  palacio  de 
la  nunciatura  apostólica,  hubo  que  hacer  en  él  una  grande  reforma 
para  adaptarla  al  nuevo  establecimiento.  Como,  por  otra  parte,  urgía  la 
solución  de  muchas  causas  importantes  que  estaban  pendientes,  el  nun- 
cio ordenó  que  se  reuniesen  provisionalmente  en  los  domilicios  de  los 
presidentes  de  cada  turno,  y  se  determinasen  los  dias  y  horas  que  debe- 
rían concurrir  los  auditores,  fijándose  en  su  cumplimiento  la  primera 
audiencia  para  el  primer  viernes  de  noviembre  de  1774  en  casa  del 
subdecano  señor  Gómez  de  Haedo 

Reglamentos  del  tribunal 

Otro  de  los  escollos  que  hubo  que  salvar  antes  que  el  tribunal  comen- 
zara su  normal  funcionamiento  fué  la  confección  de  los  Reglamentos 
por  los  que  aquél  debiera  regirse.  El  Consejo  se  empeñó  en  ser  él  quien 
debería  redactarlos,  si  bien  del  agrado  del  nuncio;  pero  éste  se  resistió 
tenazmente,  oponiendo  que  el  nuevo  tribunal  era  un  tribunal  apostó- 
lico y  que  el  presidente  del  mismo  era  el  nuncio,  por  lo  que  a  él  le 
tocaba  extenderlos.  Remitida  al  rey  por  el  Consejo  la  decisión,  resolvió 
en  favor  del  nuncio 

Mons.  Valenti  declinó  su  compilación  en  el  antiguo  y  último  auditor 
italiano  señor  Conté  Vincenti  y  en  el  nuevo  auditor  español  señor  Cha- 
ves. Por  más  que  insistió  el  nuncio  ante  el  señor  Chaves  para  que  se 
ejecutase  con  la  mayor  rapidez  posible,  concediéndole  facultades  para 
que  echase  mano  de  quien  creyese  oportuno  al  efecto,  y  a  costa  suya: 
Si  aliquo  honestoque  jurisperito  egere  putaveris,  illum  elige,  coque  utere 
meis  sumptibus  pariterque  meo  aere...  quotquot  Ubi  placuerint  ama- 
nuenses assume";  sin  embargo,  su  natural  indolencia,  timidez  e  incer- 
tidumbre,  por  una  parte,  y  los  excesivos  calores  del  verano  del  1774,  por 
otra,  le  impidieron  satisfacer  los  deseos  de  aquél  hasta  primeros  de 
noviembre  del  mismo  año. 

A  pesar  de  todo,  el  nuncio  no  quiso  desentenderse  del  asunto  enco- 


Arch.  Vat..  Archivio  della  Numiatura  di  Madrid,  leg.  148,  cfr.  orden  de 
monseñor  Valenti  de  26  de  octubre  de  1774:  f.  104;  y  comunicación  del  asesor 
señor  Chaves  de  estar  ya  todo  dispuesto  :   f .  107. 

'*  Véase  la  comunicación  oficial  de  don  Manuel  de  Roda,  ministro  de  Gracia 
y  de  Justicia  a  monseñor  Valenti  :  Arch.  Vat.,  Numiatura  di  Spagna,  leg.  459, 
ff.  251  y  s. 

"  Arch.  Vat.,  Archivio  della  Numiatura  di  Madrid,  leg.  148,  f.  167;  véase 
también  ib.,  Numiatura  di  Spagna,  leg.  269  A,  f.  634  v. 
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mendado,  ya  que  en  los  reglamentos  se  debían  concretar  algunos  puntos 
que,  o  bien  en  el  Breve  no  habían  quedado  bien  determinados,  o  bien 
eran  susceptibles,  aunque  fuera  un  poco  violentamente,  de  abrir  una 
puerta  en  su  favor,  y  mitigar  el  duro  golpe  que  le  había  asestado  el 
Breve  en  su  sensibilidad  y  autoridad. 

Puesto  previamente  de  acuerdo  con  don  Manuel  Roda,  con  quien  solía 
antes  confidencialmente  comunicar  sus  ideas  a  este  efecto,  redactó  el 
nuncio  las  minutas,  al  menos  las  relativas  al  asesor,  auditores  de  la 
Rota,  abreviador  y  fiscal,  que  luego  envió  al  comisionado  señor  Chaves 
para  que  las  tuviera  presentes  en  su  redacción Procuró  conservar  en 
ellas  la  autoridad  del  nuncio  cuanto  pudo,  tratando  antes  de  convencer 
a  Roda  de  que  todo  ello  redundaba  en  mejor  servicio  del  pueblo 

Ultimado  todo — como  dijimos — a  primeros  de  noviembre  del  1774  y 
remitidos  al  nuncio,  con  la  esperanza  de  que  el  ministro  cerrase  los  ojos 
sobre  ellos,  el  18  del  mismo  mes  y  año  los  consignó  Mons.  Valenti  en  las 
propias  manos  de  don  Manuel  Roda  en  El  Escorial,  para  que  los  exa- 
minase y  presentase  al  rey;  y,  si  eran  de  su  agrado,  hiciese  después  el 
nuncio  su  publicación.  Pero  Roda  los  sometió  antes  al  examen  de  algu- 
nos consejeros,  encontrando  en  ellos  gran  diversidad  de  opiniones. 

Presionado  a  que  activase  el  asunto  para  dar  una  norma  estable  al 
tribunal,  hizo  Roda  una  relación  al  rey  sobre  las  discrepancias  de  los 
consejeros  que  los  habían  examinado,  añadiendo  que  él  estaba  conven- 
cido de  lo  muy  justos  y  razonables  que  eran.  El  rey  ordenó  entonces 
que  se  dejase  en  manos  de  Figueroa,  como  perito  que  era  en  la  materia, 
por  haber  desempeñado  en  Roma  el  cargo  de  auditor  de  la  S.  Rota 
Romana;  pero  éste,  ocupado  en  tantos  negocios  de  su  cargo  (era  presi- 
dente del  Consejo  de  Castilla  y  comisario  de  la  S.  Cruzada),  debió  de- 
clinar la  comisión  en  otros  consejeros  y  fiscales  que  también  encon- 
traron nuevas  dificultades. 

Ante  esto.  Roda  quiso  dar  tiempo  al  tiempo  para  ver  si,  puestos  en 
práctica,  iba  todo  bien  y  no  acarreaban  ningún  perjuicio  al  bien  público, 
ni  constituían  ningún  atentado  contra  el  Breve  de  concesión. 

Mientras  tanto,  en  una  confidencial  secretísima  escrita  desde  Ma- 
drid al  cardenal  Pallavicini  el  16  de  mayo  de  1775,  el  nuncio  se  felicitaba 
del  actual  estado  de  cosas,  y  juzgó  que  no  se  debía  insistir,  ya  que  la 

"    Arch.  Vat.,  Archivio  della  Numiatura  di  Madrid,  leg.  148,  f.  186. 

"  «lo  ó  procurato  dove  6  potuto  di  far  rimanere  nel  Nunzio  qualche  ombra 
di  Autoritá  in  linea  di  giurisdizione ;  e  si  é  prima  procurato  di  far  entrar  nella 
massima  che  ció  convenga  anche  per  miglior  servizio  del  Publico  al  Sig.  de  Roda ; 
ma  é  troppo  crudele  il  taglio  fatto  dal  Breve  con  cui  per  vero  diré  non  riduce 
il  Nunzio  che  ad  un  semplice  Auditore  della  Segnatura.  Ne  punto  vagliono  le 
bella  parole  in  fin  del  Breve,  colle  quali  si  comanda  che  restino  al  Nunzio  tutte 
le  facoltá  e  prerogative  di  prima,  perché  non  sonó  che  vane  parole  inconcludenti 
dopo  che  nella  Dispositiva  del  Breve  tutte  le  facoltá,  e  le  prerogative  nel  giudicare 
gil  vengono  tolte.»  Arch.  Vat.,  Numiatura  di  Spagna,  leg.  459,  f.  255;  o  tam- 
bién ib.,  leg.  269  A,  ff.  472  v.  y  s. 


CONSTANTINO  GARCIA  MARTIN 


actual  suspensión  no  era  sino  aparente,  puesto  que,  en  realidad,  ya  de 
muchos  meses  antes,  el  método  judicial,  las  tasas  y  todo  lo  pertene 
ciente  a  las  apelaciones  y  jueces  se  habia  ejecutado  conforme  a  lo  pres- 
crito en  los  Reglamentos.  El  mismo  Roda  lo  sabía,  y  todo  ello  constituía 
una  gran  ventaja.  «En  primer  lugar,  porque — como  decía  Mons.  Valen- 
ti — entre  tanto  nos  ponemos,  y  estamos  en  posesión  de  nuestros  Regla- 
mentos. En  segundo  lugar,  porque  poniéndose  así  en  ejecución  y  no 
encontrándose  allí  ningún  absurdo,  como  no  se  ha  encontrado  hasta 
ahora,  nos  confiere  un  mayor  derecho  para  persuadir  y  para  exigir  que 
no  se  hagan  cambios  substancíales.  Tercero,  porque  en  tal  suspensión 
quedan  atadas  las  manos  al  Consejo  para  que  no  se  mezclen  en  nuestros 
asuntos.  En  vista  de  todo  esto  confieso  que  creyendo  hasta  ahora  que  no 
proviniese  el  retraso  sino  de  inercia,  o  de  demasiados  negocios,  he  hecho 
continuas  presiones  para  solicitar  la  gestión;  pero  ahora  siendo  buena 
la  condición  del  que  posee;  y  si  se  observa  la  índole  de  esta  nación  que 
acostumbra  siempre  a  prolongar  las  cosas,  no  sería  difícil  que  por  mu- 
chísimos años,  y  aun  siglos,  quedase  en  tal  posesión  el  nuncio  sin  más 
discusiones  ni  molestias» 

La  profecía  se  cumplió  al  pie  de  la  letra,  puesto  que,  a  pesar  de 
seguir  aplicándose,  jamás  se  publicaron  ni  vieron  la  luz  de  la  imprenta. 

Todo  parecía  estar  terminado;  y,  satisfecho  de  su  negociación,  escri- 
bía Mons.  Valenti  el  16  de  mayo  de  1775  a  Pallavicini:  «...  grazie  a  Dio 
tutto  si  puó  diré  ora  composto,  ed  ho  la  consolazione  di  aver  procurata  » 
ed  a  me,  ed  ai  miei  Successori  una  stabíle  tranquillítá,  poíché  tutte  le 
antiche,  e  moderne  querele  restaño  ora  totalmente  tróncate 

Sin  embargo,  no  tardaron  en  aflorar  nuevos  problemas  que  el  Breve 
había  dejado  sin  resolver;  tales  como  el  procedimiento  administrativo 
a  seguir  para  el  nombramiento  de  los  tres  cargos  de  libre  elección  del 
Sumo  Pontífice:  del  asesor,  fiscal  y  ábreviador;  y  el  problema  de  la 
sustitución  de  alguno  de  los  jueces  en  caso  de  enfermedad  o  ausencia 
de  los  mismos;  o  porque  el  fallo  de  ambos  turnos  no  causaran  eje- 
cutoria: 

a)   Procedimiento  administrativo  para  la  elección  del  asesor,  fiscal 
y  ábreviador. 

La  cuestión  se  suscitó  al  causarse  la  primera  vacación  del  fiscal.  El 
nuncio  propuso  a  la  Secretaría  de  Estado  dos  modos  de  reglamentarlo: 

Primero.  Hacer  una  nota  con  los  nombres  de  los  solicitantes  al  car- 
go, que  pasaría  luego  al  primer  ministro  de  Estado,  marqués  Grímaldi, 
para  ver  si  todos  los  concurrentes  eran  del  agrado  del  rey,  y  remitirla 
a  continuación  con  lo  que  resultare,  y  con  su  propio  juicio  del  que 


"  Arch.  Vat.,  Numiatura  di  Spagna,  leg.  459.  ff .  255  y  ss. ;  o  también  ib., 
leg.  269  A,  fí.  472  y  ss. 

Arch.  Vat.,  Numiatura  di  Spagna,  leg.  459,  f.  269  v. 
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juzgase  más  conveniente,  para  que  Su  Santidad  se  determinase  por 
quien  estimase  más  oportuno. 

Segundo.  Mandar  antes  a  Roma  la  nota  de  los  concurrentes  con  el 
propio  juicio  del  nuncio,  de  donde,  hecha  la  selección,  se  devolviese  la 
lista  al  nuncio  para  consignarla  al  ministro  y  averiguar  si  son  del  agra- 
do del  rey  con  el  fin  de  dar  curso  al  breve,  que  aconsejaba  se  enviase  en 
blanco  para  poder  él  meter  el  nombre  y  abreviar  tiempo. 

Se  adoptó  el  primer  sistema 

b)  Sustitución  de  algunos  de  los  jueces  en  caso  de  enfermedad  o 
ausencia  y  formación  de  un  tercer  turno. 

Con  cierta  frecuencia  sucedía  que,  bien  por  enfermedad  de  alguno 
de  los  jueces  o  bien  porque  necesariamente  tenia  que  ausentarse,  que- 
daba algún  turno  en  suspenso  con  grave  perjuicio  de  las  partes  conten- 
dientes, o  también  que  una  causa  decidida  en  favor  de  Cayo  en  primera 
instancia,  y  fallada  en  favor  de  Ticio  por  el  metropolitano,  obtuviera 
éste  la  confirmación  en  tercera  instancia  del  primer  turno  de  la  Rota; 
y  que  apelando  Cayo  al  nuncio  para  que  se  cometiera  en  cuarta  ins- 
tancia al  otro  turno,  fallare  éste  a  su  favor,  quedando  la  sentencia 
sin  ejecutoria,  por  contar  ambas  partes  con  dos  sentencias  a  su  favor; 
debiéndose  por  ello,  y  en  virtud  del  breve,  cometer  de  nuevo  a  la  Rota. 
De  hecho  habia  en  estas  condiciones  varias  causas  pendientes,  y  no  se 
sabia  cómo  cometerlas,  porque  las  partes  se  oponían  a  que  juzgasen 
de  nuevo  los  mismos  puesto  que  serian  del  mismo  parecer. 

En  los  Reglamentos,  a  propósito  de  los  auditores,  se  reservaba  el  nun- 
cio la  facultad  de  habilitar  al  fiscal  y  asesor  en  semejantes  casos;  y  por 
ello,  en  octubre  de  1775,  Mons.  Valenti  extendió  a  este  efecto  un  Decreto 
que  había  podido  publicar  y  ejecutar,  puesto  que  habia  quedado  consig- 
nado en  los  Reglamentos,  y  no  era,  por  tanto,  una  cosa  ignorada  del 
rey;  y  por  otra  parte,  el  papa  aprobó  la  intención  de  ejecutarles,  que 
le  manifestara  el  nuncio,  cuando  se  les  envió.  Sin  embargo,  persuadido 
Vincenti  que  la  providencia  habia  de  ser  recibida  con  aplauso,  y  juz- 
gando Cabañas  conseguir  méritos  ante  la  Corte  al  promover  un  proyecto 
tan  útil  al  público,  indujeron  al  nuncio  a  que  hiciese  una  preventiva 
comunicación  a  don  Manuel  de  Roda.  Este  lo  juzgó  muy  oportuno  y  ne- 


'°  Arch.  Vat.,  Numiatura  di  Spapna,  leg.  270  A,  carta  del  16  de  noviembre 
de  1776,  f.  s.  n.  Nuestra  afirmación  se  apoya  en  las  palabras  del  nuncio  a  la 
Seretaría  de  Estado  en  la  citada  carta  :  «lo  L'6  pregato  a  volermi  daré  in  genere 
una  risposta,  che  in  niuno  v'incontra  S.  Mtá  eccezione,  secondo  lo  stile...»;  por 
ella  manifiesta  el  nuncio  haber  entregado  la  lista  con  los  concurrentes,  a  lo  que 
Grimaldi  respondió  que  el  rey  se  mostraría  favorable  por  el  primero :  lo  que 
parece  excluir  el  segundo  modo,  porque  si  se  hubiera  enviado  antes  la  lista  a 
Roma,  y  allí  se  hubiera  designado  la  preferencia,  una  vez  conocido  el  parecer 
del  nuncio,  muy  bien  hubiera  podido  aceptar  la  proposición  de  Grimaldi,  puesto 
que,  en  la  primera  hipótesis,  no  era  otro  el  deseo  del  papa,  lo  cual  no  ocurría 
en  el  segundo  sistema.  Más  claramente,  véase  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna, 
leg.  269  A,  ff.  613-614. 


80 


CONSTANTINO  GARCIA  MARTIN 


cesario;  pero  para  no  hacerse  responsable  de  una  aprobación  hecha  de 
su  propia  voluntad,  se  lo  comunicó  al  rey,  quien  a  su  vez  mandó  se 
pasase  al  gobernador  del  Consejo,  señor  Figueroa. 

Figueroa  propuso  la  creación  de  un  tercer  turno,  compuesto  de  dos 
auditores,  tomando  uno  de  cada  Cámara,  y  unir  a  ellos  como  tercer  juez 
al  vicario  pro  tempore  de  Madrid;  pero  el  nuncio  se  opuso,  quedando 
sin  resolver  la  cuestión  y  sin  poder  habilitar  a  su  asesor  ni  fiscal. 

Creado  cardenal  Mons.  Valentí  en  el  Consistorio  del  20  de  mayo 
de  1776,  permaneció  todavía  en  España  algunos  meses  hasta  tanto  que 
el  Consejo  acordase  dar  el  exequátur  al  breve  facultativo  del  nuevo 
nuncio  Mons.  Nicolás  Colonna  di  Stigliano.  A  pesar  de  la  recomenda- 
ción que  le  hiciera  el  cardenal  Valenti  ante  Figueroa,  no  se  le  consignó 
hasta  el  18  de  enero  del  año  siguiente,  que  se  le  devolvió  con  la  misma 
cláusula  que  le  puso  también  a  su  antecesor,  después  de  una  larga  deli- 
beración por  serle  sospechoso  al  Consejo  el  tenor  del  mismo,  cuyas  facul- 
tades estaban  redactadas  sólo  en  términos  generales. 

Uno  de  los  principales  objetivos  que  se  propuso  desde  el  principio  el 
nuevo  nuncio  Colonna  fué  reducir  el  nuevo  tribunal  de  la  Rota  a  un 
más  reglamentado  y  estable  sistema. 

Las  dañosas  consecuencias  producidas  por  la  falta  de  alguno  de  los 
jueces,  o  la  falta  de  ejecutoria  por  no  producirse  las  tres  sentencias 
conformes,  no  tardaron  en  agravarse;  la  enfermedad  de  don  Antonio  de 
Salamanca,  primero,  y  la  muerte  de  don  Francisco  Ugalde,  después,  avi- 
varon de  nuevo  el  problema  suscitado  durante  la  nunciatura  de  mon- 
señor Valenti.  Como  solución  se  adujo  otra  vez  el  proyecto  de  Figueroa; 
pero  volvió  a  chocar  con  la  negativa  de  Mons.  Colonna,  quien  reanudó 
también  el  proyecto  que  hiciera  antes  Mons.  Valenti;  pero  esta  vez, 
puesto  previamente  de  acuerdo  con  el  señor  Roda,  con  mejor  suerte. 

Producida  la  enfermedad  del  auditor  Salamanca,  el  nuncio  escribió 
el  9  de  febrero  de  1777  al  ministro  de  Gracia  y  Justicia,  señor  Roda, 
incluyéndole  un  Decreto  que  habia  de  presentar  personalmente  al  rey 
para  su  aprobación,  antes  de  ser  publicado  en  el  tribunal.  Dice  así: 
«Affine  di  togliere  ogni  ulteriore  ritardo  alia  pronta  spedizione  delle 
cause  in  questo  Tribunale  della  Nunziatura  cagionato  dalla  mancanza 
di  uno  de  Giudici,  assenti  per  la  malatia,  e  mossi  ancora  il  Nunzio  dalle 
istanze...  é  venuto  nella  determinazione  di  supplire  alia  detta  mancanza 
per  ora,  ed  a  qualunque  altra  in  avvenire  eolio  surrogare  11  Fiscale  della 
Rota  emanando  il  Decreto,  di  cui  ha  l'onore  di  comunicare  copia  a  V.  E. 
per  sua  intelligenza.  Si  lusinga  perció  il  Nunzio  che  sua  tale  determina- 
zione sará  per  meritare  il  pieno  consentimento  di  V.  E. ...»".  El  rey 
aprobó  su  determinación,  y  el  nuncio  publicó  el  Decreto  el  14  de  febrero 
de  1777  por  el  que  quedaba  el  fiscal  habilitado  a  sustituir  a  qualquiera 


»'    Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spaona,  leg.  467,  fase.  1.°,  f.  s.  n. 
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de  los  auditores  impedidos,  siempre  que  no  tuviera  interés  en  la  causa, 
e  hiciese  previamente  el  juramento  de  fideliter  exercendo  en  manos  del 
nuncio  °^ 

Quedaba  todavía  la  posibilidad  de  que  faltara  más  de  un  auditor,  o 
que,  por  justos  motivos,  no  pudiera  o  no  debiera  intervenir  el  fiscal; 
pidió  entonces  el  nuncio  se  hiciera  otro  tanto  con  el  auditor,  y,  conse- 
guida su  aprobación,  publicó  un  segundo  Decreto  el  19  de  abril  del  mis- 
mo año,  por  el  que  resolvió  también,  a  gusto  de  todos,  la  cuestión  que  se 
suscitó  de  precedencia,  ya  que  ni  el  asesor  creía  deber  ceder  a  los  demás 
jueces,  ni  éstos  querían  admitirle  sino  en  un  lugar  separado  o  último, 
conforme  al  esquema  siguiente: 


MESA  DE  LA  ROTA 


1.  Nuncio. — 2.  Decano  o  quien  haga  sus  veces. — 3.  Segundo  auditor. — 4.  Ter- 
cer auditor. — 5.  Fiscal. — 6.  Asesor,  con  silla  igual  a  las  de  los  demás  auditores 


Por  fin,  para  el  caso  de  no  causarse  ejecutoria  por  falta  de  las  tres 
sentencias  conformes,  la  propuesta  del  nuncio  logró  también  la  aproba- 
ción del  rey;  y  el  15  de  mayo  de  1777  dió  un  tercer  Decreto,  para  que 
«en  los  expresados  pleitos  y  demás  en  que  ocurra  igual  embarazo,  se 
cometan,  desde  luego,  por  Nos  a  uno  de  los  señores  jueces,  que  tengamos 
por  conveniente,  del  turno,  en  que  últimamente  se  vieron,  para  que 
como  ponente  los  sustancie,  y  acompañado  de  dichos  nuestro  auditor 
y  fiscal,  se  vean,  y  determinen,  dándose  igualmente  con  asistencia  de 
estos  dos  ministros  las  demás  providencias  para  que  sea  necesaria  la 
concurrencia  de  los  tres...»,  mereciendo  también  por  ello  la  alabanza 
y  felicitación  de  Roma 

Una  cuestión  incidental  sobre  el  juramento  y  prerrogativas  conce- 
didas por  el  rey  a  los  ministros  del  tribunal. — A  petición  del  tribunal, 
avalada  por  el  nuncio,  se  dignó  el  rey  otorgar  a  los  jueces  del  tribunal, 
fiscal  y  asesor  (no  asi  al  abreviador),  el  que  pudieran  llamarse  del  Con- 
sejo Real,  y  que  gozasen  del  tratamiento,  honores,  distintivos  y  exen- 
ciones que  gozaban  los  demás  ministros  eclesiásticos  de  sus  Reales  Con- 
sejos y  Tribunales  de  Ordenes,  Inquisición  y  Cruzada.  También  se 


"    Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  271,  f.  51,  copia. 

"  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  les.  271,  f.  102,  copia;  véase  también 
ib.,  leg.  467,  fase.  1.°,  f.  s.  n. 

'*  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spaana,  leg.  271,  f.  120.  copia;  véase  también 
la  carta  del  cardenal  Pallavicini  a  monsseñor  Colonna  de  26  de  junio  de  1777  en 
Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  435,  f.  134. 
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pretendió  el  que  se  llamara  al  nuevo  tribunal  «Real  Consejo  de  la  Rota», 
a  lo  que  el  nuncio  se  opuso  para  evitar  el  que  fuese  considerado  como 
un  tribunal  civil 

Con  este  motivo,  y  con  ocasión  del  nombramiento  del  nuevo  auditor 
don  Juan  Antonio  Quílez,  la  Cámara  quiso  que  se  añadiese  al  Breve  la 
cláusula  de  que  debería  prestar  el  juramento  en  manos  del  auditor- 
decano  del  tribunal  de  la  Rota,  como  delegado  de  Su  Majestad. 

Como  se  había  acordado  en  las  negociaciones  con  el  deputado  Azedo 
Rico,  en  los  primeros  Breves  expedidos  para  el  establecimiento  del  tri- 
bunal, se  hacía  la  salvedad  de  que  los  elegidos  auditores  de  la  Rota, 
previamente  al  ejercicio  de  sus  empleos,  deberían  prestar  el  juramento 
de  fideliter  exercendo  en  manos  del  señor  nuncio,  conforme  a  la  fórmula 
inscrita  en  los  Reglamentos. 

Sin  embargo,  en  el  Breve  del  nuevo  auditor,  se  había  omitido  dicha 
cláusula;  por  esto,  y  a  la  vista  de  las  nuevas  pretensiones  de  la  Cámara 
Real,  se  alarmó  el  nuncio  pensando  en  que  tal  vez  se  quería  resucitar  la 
vieja  controversia,  y  pidió  explicaciones  al  entonces  primer  ministro  con- 
de de  Floridablanca,  amenazándole  con  no  autorizar  el  breve  del  señor 
Quílez  si  no  se  suprimía  semejante  cláusula.  El  conde  de  Floridablanca 
respondió,  de  parte  del  rey,  que  el  juramento  del  que  hablaba  la  cláusula 
de  la  Cámara  se  refería  solamente  a  los  honores  del  Consejo  de  su 
majestad,  de  los  cuales  debería  gozar  el  nuevo  electo,  y  sin  perjuicio 
del  otro  juramento  que  estaba  obligado  a  prestar  en  manos  del  nuncio 
antes  de  ejercitar  su  empleo,  prometiéndole,  al  mismo  tiempo,  que  no 
se  volvería  a  poner  en  adelante. 

El  nuncio,  que  hasta  entonces  había  recibido  siempre  privadamente 
el  juramento,  lo  quiso  hacer  en  adelante  con  toda  solemnidad.  Reves- 
tido de  sus  distintivos,  se  fué  a  una  de  las  salas  del  tribunal,  y,  en 
presencia  de  los  auditores,  hizo  entrar  al  nuevo  electo,  cuyo  Breve  el 
mismo  nuncio  entregó  al  secretario  de  justicia  más  antiguo,  quien  lo 
leyó  públicamente;  y  a  continuación,  leída  también  la  carta  del  conde 
de  Floridablanca,  el  nuevo  auditor  hizo  en  manos  del  nuncio  la  profe- 
sión de  fe  y  el  juramento  de  fideliter  exercendo;  recibieron  al  final  el 
abrazo  del  nuncio  y  de  cada  uno  de  los  auditores,  haciéndole,  a  conti- 
nuación, sentar  en  el  escaño  que  debería  ocupar.  Hechas  todas  estas 
ceremonias,  se  retiró  el  nuncio,  y  en  seguida  prestó  ante  el  decano  el 
otro  juramento,  relativo  a  los  honores  que  el  nuevo  electo  debería  gozar, 
por  gracia  del  rey 


»5  cfr.  carta  de  don  Manuel  de  Roda  de  8  de  septiembre  de  1776  al  nuncio 
para  que  participe  a  los  interesados  la  concesión  del  rey  ;  Arch.  Vat.,  Nunziatura 
di  Spagna,  leg.  269  A,  ff.  565-568. 

Archa.  Vat.,  Nunziatura  di  Spaana,  lee.  467.  f .  s.  n. ;  véase  también  la 
aprobación  de  Roma  a  la  actitud  del  nuncio  manifestada  por  la  Secretaría  de 
Estado  el  3  de  febrero  de  1780  en  ib.,  leg.  415,  f.  s.  n.;  e  ib.,  leg.  435,  f.  213. 


VII 


DOTACION  DEL  TRIBUNAL 

1.   Gastos  para  las  salas,  oficinas  y  mobiliario 

Muchas  reformas  hubo  que  hacer  en  el  palacio  de  la  nunciatura  para 
instalar  el  nuevo  tribunal,  con  los  gastos  correspondientes  que  toda  esta 
clase  de  obras  llevan  consigo,  y  desde  el  primer  momento  quiso  el  rey 
que  todos  ellos  corriesen  por  cuenta  de  la  caja  de  la  Cruzada,  impo- 
niéndose para  ello  un  nuevo  subsidio  eclesiástico.  Pero,  por  lo  que  en 
el  futuro  pudiera  significar  una  tal  oblación  y  aceptación  correspon- 
diente, Pallavicini  se  pronunció  contrario,  manifestando  a  Mons.  Valen- 
ti  que  la  prudencia  pedia  que  todo  lo  que  fuese  obra  estable,  de  alba- 
ñilería,  carpintería,  etc.,  se  hiciese  por  cuenta  de  la  Cámara  Apostólica, 
y  que,  a  su  juicio,  sería  también  conveniente  que  se  hiciera  otro  tanto 
con  lo  demás;  pero  que  si  se  empeñaba  la  Corte  que  no  se  opusiese". 
Así  lo  hizo,  cargando  en  cuenta  solamente  a  la  Caja  de  la  Cruzada  los 
gastos  de  tapicería  y  mobiliario. 

2.   Compensación  del  nuncio,  dotación  de  los  ministros  y  otros  gastos 

del  tribunal 

Secundando  los  deseos  de  su  majestad  el  rey  católico,  previa  la  nego- 
ciación del  conde  de  Floridablanca,  la  Secretaría  de  Breves  despachó 
un  Breve  en  Roma,  con  fecha  26  de  enero  de  1774,  asignando  al  tribunal 
y  nueve  ministros  una  cantidad  fija  consistente  globalmente  en  30.000 
ducados  de  vellón,  con  facultades  para  que  el  nuncio,  de  acuerdo  con 
el  rey,  pudiese  extenderla  a  otros  5.000  ducados  más;  pero  con  la  con- 
dición de  no  llevar  en  adelante  ningún  derecho  por  el  ejercicio  de  sus 
cargos:  ...ita  ut  in  posterum  nulla  prorsus  emolumenta  ab  eis  pro 
causis,  et  negotns  ibidem  tractandis,  definiendisque  persolvenda  sint. 

Que  los  seis  jueces,  auditor,  abreviador  y  fiscal  hiciesen  todo  gratis, 
y,  en  compensación,  se  les  asignase  una  anualidad  fija,  y  que  el  nun- 

"  Véase  la  carta  de  Pallacini  al  nuncio,  de  9  de  Junio  de  1774,  en  Arch.  Va- 
ticano, Archivio  della  Nunciatura  di  Madrid,  leu.  142.  f.  207. 
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Cío,  por  el  contrario,  hubiese  de  exigir  las  tasas  correspondientes  por 
sus  despachos,  no  le  pareció  lógico  a  Vincenti,  máxime  cuando  el  fer- 
mento de  disgusto  por  todo  aquello  que  se  daba  a  los  extranjeros  habla 
ido  cundiendo  en  la  nación,  y,  más  aún,  porque,  aunque  debiese  exigir 
por  sus  despachos  los  antiguos  derechos,  su  bolsillo  acusarla  un  nota- 
bilísimo perjuicio,  ya  que  al  no  poderse  saltar  la  segunda  instancia 
no  se  determinarían  las  partes  a  promover  una  tercera  instancia  ante 
la  nueva  Rota,  donde  los  jueces,  sin  estímulo  del  lucro,  podrían  eternizar 
sus  causas.  Por  otra  parte,  no  teniendo  nada  que  ganar  en  los  pleitos, 
ya  fuesen  de  pobres  o  de  ricos,  se  inclinarían  los  jueces  a  declarar  como 
pobres  a  la  mayor  parte  de  los  litigantes,  y  debiéndose  hacer  todo  gratis, 
el  nuncio  quedaría  sin  poder  percibir  ningún  derecho  por  sus  despachos. 

Así  se  lo  manifestó  Vincenti  a  algunos  consejeros  en  presencia  del 
mismo  nuncio;  y  propuso,  como  remedio  más  razonable,  compensar 
también  a  éste  con  una  anualidad  fija,  para  que  también  él  pudiese 
conceder  igualmente  gratis  todo  aquello  que  fuese  de  justicia"'. 

El  Consejo,  por  su  parte,  propuso  en  la  consulta  del  28  de  enero 
de  1774  que,  con  el  fin  de  evitar  todo  género  de  especulación  y  estímulo 
para  aumentar  sus  derechos,  se  le  compensase  también  al  nuncio,  no 
sólo  por  sus  despachos  de  justicia,  sino  también  por  los  de  gracia.  El 
rey  se  conformó  con  el  parecer  del  Consejo,  y  deputó  a  Azedo  Rico  para 
tratar  el  asunto  directamente  con  Mons.  Valenti. 

Nadie  mejor  que  los  mismos  que  habían  prestado  servicio  en  la  anti- 
gua Secretaría  de  Justicia  podrían  hacer  el  informe  previo  necesario, 
y,  por  ello,  se  nombró  al  secretario  y  oficiales  de  la  misma,  don  Domingo 
Leal  del  Castillo,  don  José  Herrer  y  don  Francisco  González  del  Camino, 
para  que,  a  la  vista  de  los  libros,  expedientes  y  otros  documentos  que 
obraran  en  la  Secretaría  de  su  cargo,  y  por  el  conocimiento  y  práctica 
que  tenían  en  la  materia,  hiciesen  un  informe  detallado  sobre  los  inte- 
reses que,  por  sus  despachos  de  justicia,  habían  correspondido  al  nuncio 
durante  las  nunciaturas  de  Spínola,  Pallavicini  y  Lucini. 

Igualmente  se  encargó  que  hiciera  otro  tanto  don  Francisco  Domin- 
go Soldi,  oficial  segundo  que  era  y  registrador  de  Breves  en  la  Abrevia- 
duría,  con  lo  que  resultase  de  los  despachos  de  gracia. 

De  todo  lo  cual  se  dedujo  que  hechas  escrupulosamente  las  debidas 
informaciones,  el  nuncio  había  venido  percibiendo  anualmente,  por  los 
despachos  de  justicia,  de  unos  120.000  a  130.000  reales  de  vellón,  y  por 
los  despachos  de  gracia,  de  60  a  70.000  reales  de  vellón,  por  término 
medio.  Unos  200.000,  poco  más  o  menos,  por  ambos  motivos. 

Los  siete  años  que  había  permanecido  cerrada  la  Nunciatura,  después 
de  la  desgraciada  muerte  de  Lucini,  tuvieron  por  efecto  el  que  la  nación 


"  Véase  el  despacho  del  nuncio  de  11  de  enero  de  1774  en  Arch.  Vat.,  Nun- 
ziatura  di  Spagna,  leg.  441,  disp.  V.,  lett.  3.*,  ff.  15  v.  y  s. 
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se  olvidase  un  poco  de  aquélla,  y  gran  parte  de  los  recursos  y  trámites, 
que  anteriormente  se  solían  pedir  por  medio  de  la  Abreviaduría,  se  des- 
viaron después  a  las  curias  episcopales,  o  al  tribunal  de  la  Cruzada, 
resultando  de  ello  que  los  ingresos  no  ascenderían  a  la  suma  de  3.000 
escudos  que  habia  acordado  el  Consejo.  Sin  embargo,  halagado  con  la 
idea  de  que  con  el  tiempo  se  enderezarían  las  cosas  y  los  sucesores  esta- 
rían mejor,  se  opuso  el  nuncio  a  ser  dotado  por  los  despachos  de  gracia; 
porque,  además,  y  a  parte  de  no  ser  razonable  que  un  subsidio  eclesiás- 
tico pagase  las  tasas  a  quien  pidiese  gracias,  verbigracia,  de  oratorios 
domésticos  ad  tempus,  dispensas,  distinciones  honoríficas  u  otras  cosas 
semejantes,  los  nuncios  deberían  quedar  en  libertad  de  acordarlas,  o 
negarlas,  sin  ser  importunados,  y  tal  vez  reprochados,  con  el  pretexto  de 
que  igualmente  quedaban  a  salvo  sus  intereses  en  concederlas  como 
en  denegarlas 

Insistió,  pues,  el  nuncio  en  que  la  Abreviaduría  quedase  como  antes, 
y  cediendo  al  fin  el  Consejo,  el  rey  aprobó  su  parecer  con  el  siguiente 
decreto:  «Me  conformo  con  el  parecer  del  Consejo  en  la  dotación  del 
nuncio  por  las  materias  contenciosas,  regulada  en  los  m/120  reales  de 
vellón,  pero  no  en  los  de  gracia,  por  cuya  expedición  permito  que  se 
puedan  llevar  los  derechos  moderados  que  prevendré  al  Consejo;  y  en 
ínterin  se  arreglará  el  nuncio  a  los  que  eran  de  costumbre  para  sí  y  sus 
oficiales  subalternos» 

Ante  esta  nueva  determinación,  se  devolvió  el  original  del  Breve  a 
Roma,  pidiéndose  otro  nuevo,  donde  quedase  también  incluida  la  com- 
pensación del  nuncio. 

Mientras  llegaba  el  nuevo  Breve  y  sucesivamente  se  hacía  el  reparto 
del  subsidio  eclesiástico  y  cobro  respectivo,  y  con  el  fin  de  que  ya  anti- 
cipadamente pudieran  todos  gozar  de  sus  sueldos,  el  rey  mandó  que  se 
hiciera  un  anticipo  de  la  Tesorería  General;  encargo  que  el  ministro 
de  Hacienda,  don  Miguel  de  Múzquiz,  transmitió  al  tesorero  general, 
don  Francisco  Montes,  en  los  términos  que  siguen: 

«...  Para  mayor  decoro  de  dicho  tribunal  resolvió  desde  luego  su  ma- 
jestad que  los  citados  nueve  ministros  no  lleven  derechos  algunos,  y  en 
su  lugar  vino  en  señalarles  sueldo  fijo  en  esta  forma:  a  los  seis  audi- 
tores y  al  fiscal,  a  tres  mil  ducados  anuales  cada  uno ;  al  asesor  cuatro 
mil  y  al  abreviador  dos  mil,  que  han  de  gozar  desde  el  día  que  hayan 
entrado  al  ejercicio  de  sus  facultades ;  y  al  mismo  tiempo  asignó  su 
majestad  tres  mil  ducados  para  sueldos  de  porteros  y  gastos  de  estrados 
de  la  Rota.  Y  últimamente  ha  resuelto  S.  M.  que  tampoco  perciba 
derechos  el  nuncio  por  las  expediciones  de  Justicia,  y  que  en  lugar  de 
ellos  se  le  dé  la  recompensa  anual  de  ciento  veinte  mil  reales  en  que  se 


"  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spaana,  les.  269  A.  ff.  231  y  ss. ;  ib.,  les.  459, 
ff.  258  V.  y  ss.  y  265  v. ;   ib.,  leg.  269  A,  ff.  231  y  ss. 

Arch.  Vat..  Nunziatura  di  Spaana,  leg.  269  A.  f.  372  v. ;  o  también  ib..  Ar- 
chivio  della  Nunziatura  di  Madrid,  leg.  143.  f.  s.  n. 
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ha  regulado,  y  deben  comenzar  a  correr  desde  primeros  de  este  año 
para  indemnizarle  de  los  que  ha  dejado  de  percibir  desde  entonces.  Todas 
estas  partidas  componen  cuatrocientos  cincuenta  mil  reales  anuales  cuya 
cantidad  se  ha  de  acrecentar  al  Breve  correspondiente  con  facultad  de 
añadir  otros  cincuenta  mil  reales  si  fueren  necesarios  para  gastos  de  Jus- 
ticia. 

La  exacción  de  la  citada  suma  se  ha  de  hacer  por  el  comisario  gene- 
ral de  la  Cruzada  al  mismo  tiempo  y  con  las  mismas  reglas  que  el  subsi- 
dio. Por  ella  se  han  de  pagar  al  nuncio  su  recompensa,  y  a  los  ministros 
sus  sueldos,  mensualmente,  y  se  han  de  entregar  cada  cuatro  meses  mil 
ducados  para  gastos  de  la  Rota;  todo  en  virtud  de  nóminas  formadas  por 
la  Contaduría  de  la  Cruzada  y  el  visto  bueno  del  comsiario  general ;  y 
también  se  ha  de  suplir  el  gasto  que  se  necesita  hacer  ahora  para 
preparar  y  surtir  de  muebles  las  salas  de  la  Rota  en  la  habitación  baja 
de  la  Nunciatura,  con  intervención  de  dicho  comisario  general.  Todas 
estas  resoluciones  se  han  de  formalizar  por  decreto  cuando  venga  el 
Breve  que  se  ha  pedido;  pero  siendo  el  ánimo  de  S.  M.  que  no  se  atrase 
el  pago  de  dicha  recompensa  al  nuncio,  ni  de  sus  sueldos  a  los  minis- 
tros, ha  resuelto  que  de  los  caudales  de  Cruzada  y  subsidio  que  entran 
en  Tesorería  Mayor  se  satisfaga  al  nuncio,  a  fines  de  este  mes,  lo  caído 
de  dicha  recompensa  desde  principio  del  año,  y  a  los  nueve  referidos 
ministros  la  prorrata  de  sus  sueldos;  y  que  asimismo  se  paguen  los 
gastos  a  la  Rota,  y  los  que  se  hicieren  en  preparar  y  adornar  las  salas; 
todo  por  nómina  y  relación  que  se  forma  en  la  Contaduría  General, 
y  que  lo  mismo  se  ejecute  mensualmente  hasta  nueva  disposición.  Par- 
ticipólo a  VS.  todo  de  orden  del  rey  para  su  cumplimiento  en  la  parte 
que  le  toca;  en  la  inteligencia  de  que  al  comisario  general  de  la  Cruzada 
se  ha  comunicado  la  correspondiente  por  el  señor  marqués  de  Grimaldi. 

Dios  guarde  a  VS.  muchos  años. 

San  Ildefonso,  16  de  agosto  de  1774. 

Firmado :  Miguel  de  Múzquiz.  Sr.  D.  Francisco  Montes» 

El  24  de  agosto  de  1774  se  expidió  el  nuevo  Breve,  que  autorizaba  el 
subsidio  eclesiástico  pedido  por  la  suma  de  450.000  reales  de  vellón, 
extensible  a  otros  50.000  más,  en  las  mismas  condiciones  que  el  anterior 
y  en  la  forma  siguiente : 

120.000,  como  compensación  al  nuncio  pro  expeditionibus  justitiae  nun- 
cupatis; 

231.000,  pro  dote  sex  Auditorum,  ac  unius  Fiscalis; 
44.000,  pro  stipendio  Assesoris,  seu  Auditoris; 
22.000,  pro  stipendio  pariter  Abreviatoris; 

33.000,  in  stipendia  quoque  Janitoris  seu  antecessorum  servi  Bidello 
vulgo  nuncupati,  necnon  in  alias  eiusdem  Tribunalis  expensas. 

Al  mismo  tiempo  y  a  parte  también  de  otras  disposiciones,  que  ya 
quedaron  referidas  en  la  orden  del  rey,  se  concedían  facultades  a  don 


Arch.  Vat.  Numiatura  di  Spagna,  lee.  269  A.  ff.  380  y  s. ;  o  también  ib.,  Ar- 
chivio  della  Numiatura  di  Madrid,  lee.  143.  f.  s.  n.,  al  final. 
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Manuel  Ventura  Figueroa,  comisario  general  de  la  Cruzada,  para  que 
dicha  suma  se  aumentase  y  exigiese  a  prorrata  de  lo  que  pagaba  cada 
Iglesia  por  el  mismo  concepto 

Por  decreto  del  29  de  julio  de  1799,  el  rey  Carlos  IV  aumentó  a  los 
seis  jueces  de  número  y  al  fiscal  su  sueldo  respectivo  a  4.000  ducados, 
equiparándoles  enteramente  al  asesor,  equivalentes  en  moneda  de  la 
época  a  44.000  reales  de  vellón  cada  uno 

3.   Aranceles  de  los  subalternos  del  tribunal 

Para  los  subalternos  del  tribunal:  secretarios,  oficiales,  procuradores, 
receptores  y  otros  empleados,  se  redactaron  unos  detalladísimos  aran- 
celes, determinándose  las  cuotas  según  el  número  de  folios  y  renglones 
de  cada  folio;  si  estaban  escritos  en  latín  o  en  castellano,  y  en  relación 
a  la  cualidad  de  los  litigantes,  según  que  fueran  individuos  particulares, 
o  alguna  comunidad,  cabildo,  cofradía  o  grande,  en  cuyo  caso  se  aumen- 
taban generalmente  al  doble 

También  se  estableció  otro  para  los  relatores;  pero  como  el  rey  re- 
solvió dejar  en  suspenso  el  nombramiento  de  dichos  cargos,  encomen- 
dando su  oficio  a  los  dos  secretarios  de  justicia,  no  tuvo  efecto  sino 
parcialmente,  en  cuanto  que  éstos  cobraron  solamente  la  mitad  de  !o 
establecido  en  beneficio  de  los  litigantes. 


Véase  el  original  del  primer  breve  en  Arch.  Vat..  Seoretaria  dei  Brevi, 
leg.  3.801.  f.  459;  la  carta  original  de  Grimaldi  al  conde  de  Floridablanca,  S.  Il- 
defonso, 2  de  agosto  de  1774,  en  M.  A.  E.  M.,  Archivo  de  la  Embajada  cerca  de  la 
Santa  Sede,  leg.  223,  ff.  85-87;  el  segundo  breve  en  Arch.  Vat.,  Segretaria  dei 
Brevi,  leg.  3.801,  ff.  453  y  ss.,  copia. 

Para  ver  su  equivalencia  en  nuestra  moneda  actual,  téngase  presente  que  el 
peso  duro  o  peso  fuerte  valía  20  reales  de  vellón;  el  real  de  vellón,  que  era  una 
moneda  de  plata  de  1,4938  gramos,  de  812,5  milésimas  de  ley,  valía  ocho  cuartos 
y  medio,  y  el  cuarto,  cuatro  maravedises  (estas  dos  últimas  monedas  eran  de 
cobre) ;  véase  Martini,  A.,  Manuale  di  Metroloaia,  ossia  misure,  pesi  e  monete 
in  uso  attualmente  e  anticamente  presso  tutti  i  popoli  (Torino,  1883);  o  me- 
jor Ene.  Universal,  Espasa  (Madrid-Barcelona,  1923).  vol.  21.  España,  p.  281. 

Por  otra  parte,  la  libra  de  pan  valía  8  cuartos ;  la  de  tocino,  16  cuartos,  y  la 
de  aceite  y  jabón,  14.  Los  que  hacían  la  limpieza  en  el  tribunal  de  la  Rota  de  la 
nunciatura  ganaban  mensualmente  9  pesos  duros  cada  uno,  y  15  los  ordenanzas 
o  porteros.  Deduciendo  de  aquellas  monedas  la  plata  fina,  y  multiplicándola  por 
el  valor  actual  de  ésta  (a  19,50  £  el  gramo,  el  21  de  enero  de  1959),  hemos  sacado 
el  valor  intrínseco  de  los  sueldos  de  hoy.  Haciendo  después  una  comparación  con  lo 
que  valen  actualmente  las  cosas  indicadas,  y  los  sueldos  que  se  pueden  percibir 
en  oficios  semejantes,  hemos  venido  a  la  conclusión  de  que  el  valor  adquisitivo  de 
la  misma  moneda,  hoy  día,  sería  tres  o  cuatro  veces  menor.  Por  ello,  multipli- 
cando todas  las  cantidades  por  tres,  resultaría  que  el  nuncio  habría  percibido,  en 
compensación  por  los  despachos  de  justicia,  824,100  pesetas;  el  auditor  o  asesor, 
291,900;  los  jueces  y  fiscal,  219  cada  uno,  y  el  abreviador,  148,500  pesetas.  Se 
explica  así  cómo  al  quedar  vacante  cualquiera  de  estos  cargos,  aun  personas  dota- 
das de  otros  pingües  beneficios,  los  abandonaban  para  solicitar  la  vacante. 

Cfr.  Novísima  Recopilación  de  las  leyes  de  España,  ley  3.',  lib.  II,  tit.  5." 

Los  aranceles  pueden  verse  en  Arch.  Vat.,  Numiatura  di  Spaana,  leg.  459, 
ff.  174-197. 
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Los  aranceles  fueron  aprobados  por  el  rey  en  su  tantas  veces  citada 
segunda  resolución,  y  en  seguida  entraron  en  vigor  con  las  acotaciones 
referidas. 

Por  lo  que  respecta  a  la  distribución  de  los  emolumentos,  el  nuncio 
la  dejó  a  la  libre  disposición  de  ellos  mismos,  quienes,  después  de  varias 
sesiones  celebradas  ante  el  auditor  o  asesor,  establecieron  hacer  una 
masa  común,  para  repartirse  proporcionalmente,  después,  por  orden  de 
categoría.  No  hemos  encontrado  en  ninguna  parte  la  proporción  esta- 
blecida. 

Como  consecuencia  de  la  resolución  del  Consejo,  se  redactaron  igual- 
mente otros  aranceles  para  la  Abreviaduría;  pero  por  oponerse  el  nuncio 
a  ser  recompensado  por  los  despachos  de  gracia,  el  rey  suspendió  >;u 
aprobación,  permitiendo  que  se  cobraran  el  nuncio  y  sus  oficiales  de  ia 
Abreviaduria  los  mismos  derechos  que  se  hablan  venido  percibiendo 
hasta  entonces.  Pero,  como  aquéllos  habían  disminuido,  determinó  e¡ 
nuncio  que  se  cobraran  también  los  que  hubieran  correspondido  al  abre- 
viador,  y  se  añadiesen  a  la  masa  común,  cuya  suma  se  habían  de  repar- 
tir según  la  proporción  siguiente:  la  mitad  para  el  oficial  mayor  o  escri- 
tor de  breves,  y  la  otra  mitad  a  subdividir  en  partes  iguales  entre  el 
registrador  y  entretenido;  pero  detrayendo  de  aquélla  los  derechos  que 
tocaban  al  nuncio  y  los  4.000  reales  de  vellón  anuales,  que,  como  veremos, 
se  habían  acordado  para  la  jubilación  de  Carbonell  "^ 


4.   Previsiones  por  jubilación  e  inhabilidad 

Como  hemos  podido  ver  a  lo  largo  de  nuestro  trabajo,  la  reglamen- 
tación del  tribunal  de  la  Rota  de  la  nunciatura  fué  desarrollándose  len- 
tamente, estableciéndose  nuevas  disposiciones  a  medida  que  las  cir- 
cunstancias lo  imponían.  A  ello  se  debe  la  imperfección  de  los  reglamen- 
tos, que  transcribimos  en  el  apéndice  final,  y  que  fué  necesario  redactar 
rápidamente  para  actuar  el  tribunal  y  activar  tantas  causas  de  grave- 
dad como  se  habían  acumulado  y  exigían  una  rápida  solución. 

Todos  los  empleados  del  antiguo  tribunal,  que  aún  persistían,  habían 
quedado  incorporados  al  nuevo  establecimiento;  pero  el  antiguo  escritor 
de  breves  Carbonell  había  envejecido  y  estaba  inhabilitado  práctica- 
mente para  seguir  ejerciendo  su  cargo.  La  justicia  pedía,  por  tanto,  una 
providencia  y  una  ordenación  especial  para  casos  sucesivos.  El  nuncio 
presentó  el  problema  a  don  Manuel  de  Roda,  y  pidió  se  jubilase  a  Car- 
bonell y  que  se  le  asignase  de  la  Abreviaduría  4.000  reales  de  vellón  al 
año;  aparte  de  otros  10  pesos  duros  que  haría  pagar  el  nuncio  tomán- 


Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  269.  A,  f.  485;   las  comunicaciones 
originales  se  encuentran  en  ib.,  Archivio  della  Nunziatura  di  Madrid,  leg.  143,f.  s.  n. 
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doles  de  la  caja  para  los  gastos  del  tribunal.  El  rey  asintió  y  el  nuncio 
dió  un  decreto  que  se  publicó  en  la  Abreviaduria  el  12  de  julio  de  1775, 
concediéndole  el  subsidio  vita  sua  durante  "'^ 

Poco  después  moría  Carbonell,  y  fué  necesario  prorrogar  el  subsidio 
para  la  todavía  joven  viuda  e  hijos  que  dejaba,  tomando  el  nuncio  la 
providencia  de  que  lo  que  sobrase  al  final  de  cada  año  de  la  asignación 
hecha  al  tribunal  quedase  de  remanente  en  la  caja  de  la  Cruzada  para 
erogarse  después  en  ayudas  y  pensiones  para  los  casos  de  inhabilidad, 
por  enfermedad  de  ministros,  jueces  u  oficiales  subalternos  o  para  los 
casos  en  que  fuera  necesario  reemplazarlos  o  suplirlos,  como  también 
para  ayudar  a  las  viudas  o  pupilos  pobres  que  dejase  cualquier  subal- 
terno que  muriese,  aboliendo  así  el  abuso  de  imponer  pensiones  sobre 
los  cargos  u  oficios 


Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spaana,  leg.  459,  cfr.  memoria  pasada  por  el 
nuncio,  ff.  276  v.,  s. ;  la  respuesta  de  oficio  de  don  Manuel  de  Roda,  ib.,  ff.  278  s.,  y 
el  decreto  del  nuncio  ib.,  íf.  280  y  s.,  copias. 

Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spaana,  lee.  269  A,  f.  497;  véase  también  el 
informe  del  nuncio  a  la  Secretaria  de  Estado  de  fecha  16  de  mayo  de  1775,  ib., 
ff.  479  y  s.;  o  también  ib.,  leg.  459,  ff.  259  v.  y  s. 

Evidentemente,  el  abuso  antes  citado  no  radicaba  en  el  hecho  en  sí,  sino  en 
el  modo  con  que  se  practicaba.  De  ello  Vitoria  nos  da  un  fiel  testimonio,  advir- 
tiendo en  la  práctica  de  su  tiempo  algo  que  repugnaba  al  mismo  derecho  natural, 
y  parecía  superar  las  facultades  papales  de  dispensa  :  «Papa  non  est  dominus 
benefitiorum,  quidquid  dicat  Bartulus.  sed  solum  est  dispensator  et  distributor 
eorum.  Unde  Papa  non  potest  pro  libito  suo  decimas  unius  ecclesiae  applicare 
alteri  ecclesiae  vel  alteri  episcopatui.  Non  est  dubium  quin  quisque  ignarus, 
aequitatis  naturalis  dicet  quod  est  vituperabile  et  iniquum  quod  decimae  unius 
populi  honorati  applicentur  alteri  Ecclesiae  et  maneat  populus  cum  ministro  vei 
ministris  ecclesiae  non  habentibus  unde  vivant.  Certe  ridiculum  est  que  las  cape- 
llanías del  doctor  no  sé  quién,  por  aplicación  del  papa,  tengan  los  réditos  del  bene- 
ficio del  Espinar  o  de  Hontiveros.  Non  est  dubium  quin  sit  male  factum ;  papa 
enim  est  dispensator  et  non  dissipator.  Et  non  est  dubium  nisi  quod  et  papa 
peccat  mortaliter  et  illa  qul  suscipit,  quia  faciunt  injuriam  populo  et  ministris 
ejus...»  (II-II,  q.  86,  art.  1  [IV.  309].  Cfr.  Tellechea  Idigoras,  J.  I.,  Francisco  de 
Vitoria  y  la  reforma  católica:  «Rev.  Esp.  de  Derecho  Canónico»  XII  (1957),  65-104. 
Es  de  notar,  como  afirma  el  autor  del  artículo  citado,  que  Vitoria  no  reprueba  la 
práctica  en  absoluto,  sino  el  modo  abusivo  de  la  misma. 


VIII 


EL  TRIBUNAL  DE  LA  ROTA  ESPAÑOLA  EN  LOS  ULTIMOS  TURBU- 
LENTOS AÑOS  DEL  SIGLO  XVIII  Y  PRIMEROS  DEL  XIX  HASTA  LA 
PRIMERA  SUSPENSION  Y  SU  NUEVO  RESTABLECIMIENTO  EN  1816 

Las  ideas  de  la  revolución  francesa  habían  dejado  una  profunda 
impronta  en  el  escaso  cerebro  de  los  hombres  de  Carlos  IV,  y  el  rega- 
lismo  había  arrojado  el  antifaz  religioso  del  reinado  precedente,  diri- 
giéndose, sin  percatarse,  sus  portaestandartes  hacia  metas  de  un  cisma 
imprevisto,  deslumhrados  por  la  novedad  y  fuerza  de  aquellas  ideas  que 
tan  fácilmente  habían  prendido  y  pululaban  por  Europa.  A  obispos  ce- 
losos, como  al  arzobispo  de  Valencia,  se  les  acusaba  de  perturbadores 
de  la  tranquilidad  pública;  y  en  apoyo  de  estas  ideas  se  publica  en  Es- 
paña el  libro  titulado  Leyes  eclesiásticas  sacadas  del  Nuevo  Testamento  ■ 
una  exaltación  de  las  leyes  primitivas  de  la  Iglesia,  evocando  los  tiem- 
pos apostólicos  para  abatir  el  orden  presente  de  la  disciplina  eclesiás- 
tica. 

A  pesar  de  todo,  España  suponía  todavía  para  Roma  un  agarradero 
no  despreciable,  que,  en  gran  parte,  había  de  ser  el  determinante  de  la 
política  eclesiástica.  En  una  respuesta  cifrada  del  cardenal  secretario  de 
Estado  Zelada  se  decía  al  nuncio  de  España:  «...  conviene  chinar  il  capo. 
Se  non  contemporizziamo,  se  veniamo  ora  a  urtare,  se  la  rompiamo  pur 
con  la  Spagna,  ch'é  quasi  Vunica  nostra  amica,  ed  il  maggior  punto 
d'appoggio  per  noi,  dove  troveremmo  favore,  assistenza  nei  nostri  bi- 
sogni,  che  non  sonó  pochi?» 

Corrida  la  voz  por  España  de  que  Su  Santidad  Pío  VI  pensaba  remi- 
tir al  nuncio  un  breve  con  facultades  extraordinarias  para  el  caso  pre- 
visible de  que  quedase  vacante  la  Santa  Sede,  el  ministro  de  Estado, 
don  Mariano  Luis  de  Urquijo,  escribió  al  cardenal  arzobispo  de  Toledo 
una  carta  reservadísima  para  que  se  enterara  en  qué  iban  a  consistir 


>o»  Descifrada  en  Aranjuez  el  11  de  febrero  de  1794;  cfr.  Arch.  Vat.,  Nun- 
ziatura  di  Spagna,  leg.  283  A,  f.  s.  n. 
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aquellas  facultades  extraordinarias  y  para  que  pidiera  al  papa  un  breve 
general  por  el  que  se  concedieran  a  nuestros  obispos  iguales  facultades 
«o  tomar  otro  temperamento  que  nos  ponga  al  abrigo  de  cualquiera 
autoridad  y  jurisdicción  ilimitada  y  superior  a  la  que  tiene  actualmente 
dicho  señor  nuncio  y  que  quisiera  usar,  exponiéndose,  tal  vez,  a  que  los 
obispos  le  disputen  esta  jurisdicción  ejercida  con  detrimento  de  sus 
derechos» 

1.   Supernumerarios  del  tribunal  de  la  Rota  y  la  cuestión  de  su  voto 
permanente  en  cada  uno  de  los  turnos 

No  debieron  bastar  las  providencias  anteriormente  dadas  y  ya  refe- 
ridas en  los  capitules  precedentes.  Se  determinó  por  ello  el  nuncio  a 
establecer  nuevas  plazas  de  supernumerarios,  a  fin  de  suplir  las  ausen- 
cias de  cualquiera  de  los  seis  jueces  de  plantilla.  Carlos  IV  accedió  y 
nombró  primeramente  a  don  Miguel  Ochoa;  pero  en  el  decreto  de 
nombramiento,  que  hizo  publicar  el  nuncio  en  la  Rota,  sus  facultades 
de  voz  y  voto  quedaban  restringidas  únicamente  para  los  casos  de  ausen- 
cia de  cualquiera  de  los  auditores  de  número,  fuera  de  los  cuales  sola- 
mente le  estaría  permitida  la  asistencia  a  cualquiera  de  las  salas,  sin 
el  ejercicio  del  voto. 

Ochoa  no  se  contentó,  y  por  medio  de  su  amigo  el  ministro  de  Gra- 
cia y  Justicia,  Caballero,  recurrió  a  Urquijo,  quien,  a  su  vez,  intervino 
ante  el  nuncio.  Este  respondió  que  no  se  sentía  facultado  para  conceder 
una  jurisdicción  que  Su  Santidad  no  había  concedido  expresamente; 
aparte  de  que  una  tal  providencia  alteraría  lo  establecido  en  el  motu 
proprio  de  erección  de  la  Rota,  y  de  otros  muchos  inconvenientes  que 
podría  traer  consigo  la  paridad  de  votos;  pero  que  se  ofrecía  a  pedir 
al  Santo  Padre  la  gracia  solicitada  por  medio  de  un  breve  supletorio. 
Insistió,  de  nuevo,  Urquijo  afirmando  que  era  voluntad  absoluta  del  rey, 
y  que  no  era  necesario  que  pidiera  ningún  breve.  Ya  no  quedaba  sino 
hacer  una  representación  al  rey;  pero,  temiendo  excitar  el  mal  humor 
y  desagrado  del  soberano,  se  decidió,  en  un  momento  de  debilidad,  a 
anular  el  decreto  anterior  concediéndole  el  voto,  por  un  nuevo  decre- 
to, aun  cuando  los  turnos  estuvieran  completos. 

No  se  atrevió  a  recurrir  por  sí  mismo  el  nuncio  Casoni  para  pedir 
a  Roma  la  sanación  de  cuanto  le  había  dictado  su  debilidad,  y  el  15  de 
marzo  de  1799  se  lo  notificó  a  monseñor  Odescalchi,  nuncio  apostólico 
en  Florencia,  para  que  hiciese  él  una  relación  al  Pontífice  e  implorase 
en  su  nombre  la  pontificia  sanación  y  confirmación;  pero  las  calami- 
tosas circunstancias  de  Italia  debieron  de  impedir  toda  comunicación  "°. 

M.  A.  E.  M.,  Archivo  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede,  leg.  247,  véase 
copia  de  la  carta  fechada  en  S.  Lorenzo  a  30  de  octubre  de  1798,  f.  s.  n. 
Cfr.  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  306,  ff.  s.  n. 
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Al  jubilarse  el  auditor  Toubes  y  ocupar  Ochoa  el  puesto  de  nume- 
rario se  suspendió  por  un  momento  la  cuestión.  Pero  no  tardó  en  sus- 
citarse de  nuevo  cuando,  aumentadas  a  dos  las  plazas  de  supernume- 
rarios por  decreto  real  del  29  de  julio  de  1779  "',  el  rey  persistió  en  su 
deseo,  y  dió  orden  a  su  ministro  don  Mariano  Luis  de  Urquijo  a  que 
enviase  una  instrucción  a  don  Pedro  Gómez  Labrador,  ministro  pleni- 
potenciario de  España  en  Roma,  para  que  solicitase  el  breve  o  bula 
correspondiente. 

El  breve  no  se  hizo  esperar,  puesto  que  el  23  de  diciembre  de  1800 
le  firmaba  en  Roma  el  cardenal  Romualdo  Braschi  Onesti,  concedién- 
dose a  los  supernumerarios  Matias  Robles  y  Juan  José  de  Aldama,  arce- 
diano y  canónigo  de  las  SS.  II.  CC.  de  Toledo  y  Córdoba,  respectiva- 
mente, «et  duobus  adeo  posthac,  qui  in  eorum  locum  a  Regibus  Hispa- 
niarum  Catholicis  nominati,  a  Romanis  Pontificibus  creabuntur,  per 
litteras  in  forma  Brevis»,  las  facultades  pedidas  en  los  términos  que 
siguen:  «potestatem  facimus,  cum  sex  una,  qui  se  antecedunt,  in  iudi- 
ciis  considendi,  et  suffragium,  aeque  ac  illi,  ferendi,  et  sententiam  di- 
cendi  suam;  stipendium  vero  non  percepturi  antequam  in  eorum  sex 
numerum  cooptentur;  sic  ut  Tribunal  Rotae  commemoratum  octo  Judi- 
cibus  in  posterum  componatur,  qui  quaterni  iudicent;  sed  etsi  terni  ut 
adhuc,  aliquo  legitime  intesse  prohibiti,  conveniant,  perinde  sit...» 

La  razón  de  esta  rapidez  en  la  expedición  del  breve  (apenas  el  tiem- 
po indispensable  después  de  recibida  la  instrucción  en  Roma),  nos  la 
da  el  secretario  de  Estado  en  la  cifra  que  el  mismo  día  de  la  expedición 
enviaba  a  monseñor  Casoni:  «...dalla  maniera  di  agiré  del  signore 
Labrador,  11  quale  ció  che  vuole,  lo  vuole  súbito,  ed  in  forme  si  dure,  ed 
imperiose,  che  mette  al  partito,  o  di  accomodare  immediatamente,  o  di 
romperé» 

2.   Nuevos  intentos  de  reforma 

Sin  dejar  de  constatar  la  justicia  del  hecho  en  sí,  no  podemos  menos 
de  reconocer,  aunque  nos  duela,  que  la  manera  de  proceder  de  España 
en  la  reforma  de  la  nunciatura  no  fué  siempre  lo  noble  que  en  todo 
tiempo  caracterizó  al  espíritu  del  pueblo  y  gobierno  español,  sino  que 
España  procuró  lograr  la  debida  reforma,  aprovechándose  unas  veces 
de  la  falta  del  nuncio  y  de  las  circunstancias  políticas  otras:  considé- 
rese si  no  la  consulta  hecha  a  Felipe  II  por  Melchor  Cano  después  de  la 


"1    Cfr.    Novísima  Recopilación  de  las  Leyes  de  España,  ley  III,  lib.  II,  tít.  V. 

"2  Arch.  Vat.,  Segretaria  dei  Brevi,  leg.  4417,  ff.  80,  s. ;  el  breve  comienza  : 
Ad  verpetuam  iustitiae  facilius  retinendae.  Véase  el  original  de  la  instrucción 
en  M.  A.  E.  M.,  Archivo  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede,  leg.  249,  f.  92.  La 
expedición  costó  110  ducados  de  oro  de  Cámara. 

Arch.,  Vat.,  Archivio  della  Numiatura  di  Madrid,  leg.  201,  f.  552. 
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guerra  con  Paulo  IV,  para  quien  la  obtención  de  privilegios  para  Espa- 
ña podía  ser,  a  su  juicio,  un  buen  medio  para  resarcirse  de  las  pérdidas 
de  la  guerra,  ya  que  «después  de  dadas  (las  gracias)  no  quedan  los  Sumos 
Pontífices  desacatados  y  quedan  escarmentados  y  curados»  "\ 

Muerto  el  29  de  agosto  de  1799  el  Pontífice  Pío  VI,  prisionero  ie 
Francia,  al  lado  de  un  artículo  publicado  en  la  Gaceta  de  Madrid  el 
10  de  septiembre  de  1799,  donde  se  describía  el  hondo  sentimiento  que 
había  despertado  en  España  su  muerte,  se  insertaba  también  el  triste- 
mente famoso  decreto  del  5  de  septiembre:  un  aborto  prematuro  de 
otras  mal  asimiladas  ideas  de  allende  los  Pirineos,  de  las  que  el  mismo 
rey  se  hizo  fiel  paladín,  decretando  que  los  prelados  usasen  de  toda  la 
plenitud  de  sus  facultades,  según  la  disciplina  antigua  de  la  Iglesia,  en 
orden  a  las  dispensas  matrimoniales,  etc.,  y  que  la  Rota  siguiera  sen- 
tenciando de  por  sí,  por  voluntad  del  rey,  las  causas  que  hasta  enton- 
ces había  conocido  por  comisión  del  nuncio,  en  virtud  de  sus  facultades 
apostólicas. 

Don  Juan  Manuel  de  Toubes,  decano  entonces  de  la  Rota,  se  opuso 
enérgicamente,  haciendo  una  representación  al  soberano,  a  quien  ma- 
nifestó que  su  conciencia  no  le  permitía  uniformarse  a  su  real  determi- 
nación, y  que  rehusaba,  por  tanto,  de  intervenir  en  el  tribunal  sin  la 
debida  comisión  del  nuncio. 

No  tardaron  en  llegar  amonestaciones  del  rey,  manifestadas  en  duros 
términos  por  su  ministro  de  Estado,  invitándole  a  intervenir  en  el  tri- 
bunal; pero  el  decano  se  resistió,  y  en  noviembre  de  1799,  alegando  sd 
escasa  salud  y  avanzada  edad,  pidió  al  rey  la  jubilación.  Cambió  enton- 
ces Urquijo  de  actitud,  invitándole  con  elogios  y  suaves  maneras  a  que 
asistiese  a  la  Rota;  pero  todo  en  vano.  El  episcopado  español  se  dividió; 
los  obispos  de  Granada,  Calahorra,  Tarragona,  Tuy,  Guadix,  Salaman- 
ca, Astorga,  Barbastro  y  el  vicario  capitular  de  Málaga  llegaron  a  con- 
ceder dispensas  matrimoniales  que  el  Derecho  reservaba  al  papa.  En  la 
misma  Rota  se  admitieron  e  instruyeron  varias  causas  sin  la  necesaria 
comisión  del  nuncio,  que  luego  hubo  de  subsanar  mediante  decreto  he- 
cho público  en  el  tribunal. 

El  nuncio  reclamó  enérgicamente;  pero  Urquijo  contestó  con  vio- 
lencia, y  la  cuestión  se  exarcebó  hasta  tal  punto  que  se  entregaron  los 
pasaportes  a  monseñor  Casoni,  si  bien,  gracias  a  la  intervención  de 
Godoy,  no  llegó  a  salir  de  España 


"<  Biblioteca  de  la  Embajada  Española  cerca  de  la  Santa  Sede,  cod.  191,  f.  63. 
Véase  el  informe  original  del  nuncio  Casoni  a  monseñor  Consalvl,  auditor 
de  la  S.  Rota  romana  y  prosecretario  del  S.  Colegio,  fechado  en  Aranjuez  a  15  de 
mayo  de  1800  en  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spaona,  leg.  306.  f .  s.  n. ;  cfr.  Bec- 
KER,  J.,  Relaciones  diplomáticas  entre  España  y  la  Santa  Sede  durante  el  siglo  XIX, 
Madrid,  1908;  Villapadierna,  I.  de.  El  jansenismo  español  y  las  Cortes  de  Cádiz, 
en  «Analecta  Gregoriana»,  71  (Roma,  1954),  p.  277  ss. 
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Elegido  el  nuevo  Pontífice,  su  majestad  el  rey  anuló  su  anterior  de- 
terminación con  un  nuevo  decreto,  que  dió  el  29  de  marzo  de  1800,  ma- 
nifestando su  voluntad  de  que  el  orden  y  reglamento  de  los  negocios 
eclesiásticos  volviese  «sobre  el  mismo  pie  en  que  se  encontraban  antes 
de  la  muerte  del  último  Pontífice»;  comunicado  lo  cual  oficialmente 
al  decano  señor  Toubes,  se  presentó  éste  nuevamente  en  el  tribunal  "\ 

Poco  más  tarde,  Urquijo  enviaba  una  instrucción  secreta  a  don  Pe- 
dro Labrador,  representante  extraordinario  de  España  cerca  de  la  Santa 
Sede,  para  que  entablase  en  seguida  su  negociación  con  el  papa. 

Aparte  de  otros  puntos  que  comprendía  la  instrucción,  el  señor  La- 
brador recibió  la  orden  de  pedir  al  papa  que,  como  se  venía  practicando 
en  el  Tribunal  de  la  Inquisición,  se  nombrase  también  un  prelado  espa- 
ñol, que,  a  propuesta  del  rey  y  en  nombre  propio,  junto  con  los  jueces 
de  la  Rota  y  como  presidente  de  la  misma,  ejerciese  la  jurisdicción  ecle- 
siástica contenciosa,  y  aun  la  gubernativa  de  las  Ordenes  Regulares,  sin 
dependencia  alguna  del  nuncio,  quien  únicamente  debería  ostentar  el 
título  de  embajador  de  Su  Santidad  como  príncipe  temporal,  o  como 
legado  del  papa,  por  ser  cabeza  de  la  Iglesia,  enviado  a  la  Corte  de  Es- 
paña para  constatar  la  comunión  de  aquella  iglesia  particular  con  el 
centro  de  la  unidad.  La  instrucción  comprendía  también  el  que  en  ma- 
teria de  procedimientos  se  adoptasen  el  orden  establecido  en  los  tribu- 
nales civiles  de  España,  que  únicamente  requerían  dos  sentencias  con- 
formes como  requisito  previo  para  la  ejecución  de  las  sentencias 

Por  aquellos  días  se  pensó  también  en  monseñor  Gravina  para  la 
nunciatura  de  España;  pero,  llegada  la  noticia  a  oídos  del  rey,  ordenó 
se  notificase  a  Su  Santidad  que,  aunque  la  persona  de  monseñor  Gra- 
vina no  le  era  desagradable,  antes,  sin  embargo,  había  que  ajustar  los 
problemas  pendientes  de  reforma  de  la  nunciatura  para  evitar  al  futu- 
ro nuncio  el  bochorno  de  tener  que  verse  despojado  de  las  facultades 
recibidas'".  Esto  sucedía  por  el  30  de  octubre  de  1800;  y,  en  abril  del 


"»  Un  mes  más  tarde  volvió  a  presentar  la  dimisión  y  jubilación,  que  le  fué 
aceptada,  dejándole  el  sueldo  q.ue  había  disfrutado  anteriormente,  y  pasando  a 
ocupar  el  cargo  de  numerario  don  Mig^uel  Ochoa,  que,  a  su  vez,  fué  sustituido 
por  don  José  de  Aldama,  canónigo  de  Tuy  y  pariente  de  Urquijo.  La  copia  del 
decreto  puede  verse  en  Arch.  Vat.,  Spaana  Appendice,  leg.  V  p.  I.,  al  ñnal  del 
segundo  fascículo,  f.  s.  n. 

M.  A.  E.  M.,  Archivo  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede,  leg.  249,  f.  40. 
La  idea  de  que  se  implantase  en  los  tribunales  eclesiásticos  de  España  las  dos 
sentencias  conformes  ya  había  surgido  anteriormente  :  cír.  cifra  del  nuncio  a  la 
Secretaría  de  Estado  de  5  de  noviembre  de  1776  en  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di 
Spagna,  leg.  270  A.,  f.  s.  n. 

Véase  la  carta  original  de  don  Mariano  Luis  de  Urquijo  a  don  Pedro  La- 
brador, ministro  plenipotenciario  de  España  y  agente  general  de  negocios  con  la 
Santa  Sede  :  S.  Lorenzo,  30  de  octubre  de  1800,  en  M.  A.  E.  M.,  Archivo  de  la  Em- 
bajada cerca  de  la  Santa  Sede,  leg.  249,  f.  74;  el  29  de  noviemrbe  pasó  la  comu- 
nicación a  la  Secretaría  de  Estado  :  cfr.  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg. 
315,  f.  s.  n. 
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año  siguiente,  no  debieron  haberse  dado  a  conocer  aún  las  nuevas  pre- 
tensiones de  la  Corona  de  España,  puesto  que  el  29  del  mismo  mes  el 
cardenal  secretario  de  Estado  Consalvi  pedia  al  ministro  Labrador  que 
le  aclarase  en  qué  iban  a  consistir  aquellas  limitaciones  y  modifica- 
ciones; prometiéndole,  mientras  tanto,  suprimir  el  nombramiento  de 
monseñor  Gravina 

Entre  tanto,  las  Intromisiones  de  España  en  los  negocios  puramente 
eclesiásticos  siguieron  cada  vez  más  violentas.  Es  cierto  que  en  España 
se  había  especulado  mucho  con  las  gracias  pontificias;  pero  para  atajar 
semejante  mal  se  opuso  un  remedio  mucho  más  detestable,  que  atenta- 
ba contra  la  libertad  de  la  Iglesia,  la  autoridad  del  papa  y  el  derecho 
de  los  fieles  de  recurrir  al  Padre  común  de  todos.  Por  orden  del  exce- 
lentísimo señor  ministro  el  25  de  julio  de  1801  se  expidió  un  oficio  a 
todos  los  superiores  de  los  respectivos  tribunales  de  la  Santa  Sede, 
instándoles  a  no  recibir  ninguna  solicitud  de  ningún  súbdito  de 
S.  M.  C.  que  no  viniese  a  través  de  la  Agencia  Real,  por  medio  de  la 
general  constituida  en  Madrid,  y  otras  particulares  establecidas  en 
cada  una  de  las  diócesis. 

La  disposición  no  era  nueva;  puesto  que  ya  Azara  en  1785,  no  pu- 
diendo  lograr  que  aquéllos  cumplieran  las  disposiciones  de  España 
(pues  seguían  otorgando  gracias  bajo  cuerda).,  por  mediación  de  su 
agente,  hizo  que  se  deputase  en  cada  tribunal  a  uno  de  los  oficiales 
adictos  a  su  servicio  respectivo,  que  vigilase  atentamente  y  le  advirtiese 
en  seguida  que  se  hiciese  presente  alguna  instancia  por  otro  conducto. 
Conocidos  los  nombres  de  los  que  habían  osado  transgredir  las  dispo- 
siciones establecidas.  Azara  les  llamaba  a  su  casa,  y  les  amenazaba  y 
atemorizaba  hasta  que  desistían  de  su  intento,  recibiendo  de  él  los 
oficiales  una  gratificación  por  su  servicio 

Por  fin,  el  9  de  enero  del  año  siguiente  (1802),  Roma  dió  la  respues- 
ta al  ministro  don  Antonio  Vargas  y  Laguna.  En  ella  se  pone  de  relieve 
que  la  soberanía  temporal  del  Romano  Pontífice  estaba  subordinada  al 
supremo  apostolado,  y,  consiguientemente,  la  representación  de  sus 
nuncios  como  embajadores  era  accidental  y  accesoria  al  carácter  esen- 
cial de  legado  de  la  Sede  Apostólica;  debido  a  lo  cual  fueron  siempre 
distinguidos  entre  los  demás  embajadores.  Por  otra  parte,  continúa: 


M.  A.  E.M.  Archivo  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede,  cfr.  carta  ori- 
ginal del  cardenal  Consalvi,  secretario  de  Estado  :  leg.  724,  abril-mayo.  III,  f .  138 ; 
véase  también  la  comunicación  de  Labrador  en  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spag- 
na,  leg.  314.  f.  s.  n. 

'2»  Cfr.  Arch.  Vat.,  Spaana  Appendice.  Miscellanea.  1800-1804.  lee:.  XVn,  f.  s.  n.; 
véase  también  la  minuta  de  respuesta  al  ministro  de  España  Sr.  Vargas  de  15  de 
diciembre  de  1801  en  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  419. 
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«Questo  carattere  di  Legati,  che  deve  sempre  essere  il  primitivo,  e 
l'essenziale,  é  inseparabile  dall'esercizio  della  Giurisdizione,  che  forma 
l'oggetto  della  Legazione  Apostólica.  La  Santa  Sede  ha  in  tutti  i  tempi 
della  Chiesa  sotto  vari  titoli  mandati  i  Legati  all'ogetto  reale  di  prove- 
dere  piü  cómodamente  ai  bisogni  dei  Cattolici  dimoranti  nei  lontani 
Paesi,  e  non  all'oggetto  idéale  di  denotare  semplicemente  la  comunione 
di  altre  Chiese  con  la  Romana...  L'antica  Disciplina  della  Chiesa  ci  rap- 
presenta  le  legazioni  Pontificie  o  straordinarie,  o  stabili,  quali  devono 
essere,  cioé  libere,  ed  attive,  e  perció  munite  dell'esercizio  della  volon- 
taria,  e  della  contenziosa  giurisdizione,  e  le  Nunziature,  le  quale  non 
sonó  che  una  forma  di  queste  Legazioni,  hanno  dopo  la  loro  istituzione 
conservato  sempre  lo  stesso  carattere  di  attivitá  nell'esercizio  di  ambe- 
due  le  giurisdizioni,  che  riceverono  dalla  stessa  loro  origine. 

Molto  meno  poi  la  Santitá  Sua  puó  convenire  nella  asserzione,  che 
con  la  richiesta  surrogazione  del  Prelato  Spagnolo  nell'esercizio  della 
giurisdizione  contenziosa  competente  al  nunzio,  i  diritti  della  S.  Sede 
non  restino  pregiudicati,  e  che  accada  solo  una  mutazione  di  Persona. 
Non  vi  é  chi  non  intenda  che  il  pretendere,  che  la  S.  Sede  communichi 
ad  un  Prelato  Spagnolo  proposto  dal  Re  quella  potestá,  e  giurisdizione, 
che  suole  commetersi  al  nunzio  apostólico  scelto  dal  Capo  della  Chiesa, 
é  in  sostanza  lo  stesso,  che  obbligare  il  Papa  a  tenere  in  Madrid  due 
Legati,  uno  di  sua  elezione,  ma  di  nudo  nome,  l'altro  di  sostanza,  ma 
di  elezione  altrui.  In  ultima  analisi  si  vuole,  che  il  S.  Padre  spogli  il 
proprio  immediato  ministro  delle  principan  sue  facoltá,  per  cederle  poi 
perpetuamente  ad  un  altro  non  scelto  da  lui  (essendogli  proposto)  e 
riconosciuto  per  suo  ministro  immediato.  Non  vi  é  bisogno  di  dimostra- 
zione,  per  intendere  la  incompatibilitá  di  un  tal  sistema,  e  la  immensa 
lesione,  che  si  reca  all'autoritá,  e  dignitá  Pontificia. 

Venendo  in  ultimo  al  cangiamento,  che  si  vorrebbe  indurre  nella  for- 
ma di  giudizi,  obbligando  il  Tribunale  Ecclesiastico  a  seguiré  le  trácele 
dei  Tribunal!  Nazionali,  la  Santitá  Sua  non  dubita,  che  la  presente  orga- 
nizzazione  di  questi  ultimi  in  Ispagna,  benché  la  ignori,  sia  confacente 
alia  esatta,  e  spedita  amministrazione  della  giustizia  negli  affari  secolari. 
Non  puó  peraltro  mai  da  questo  indursi  a  dedurre,  che  debba  adattarsi 
lo  stesso  método  ai  Giudizi  Ecclesiastici,  i  quali  diretti  dalle  rególe  Ca- 
noniche,  e  dalle  Pontificie  Ordinazioni  hanno  sempre  data  la  norma  ai 
Giudizi  Civiii,  e  non  la  hanno  mai  ricevuta.  La  diversitá  delle  persone, 
delle  cose,  e  delle  azioni,  che  si  deducono  nell'una,  e  nell'altra  specie  de 
Giudizi  esige  usi,  formóle  e  metodi  diversi,  e  la  stessa  necessitá  dei 
Giudizi  Ecclesiastici  eselude  le  mutazioni,  e  le  imitazioni,  ed  obbliga  ad 
allontanarsi  in  molte  cose  dai  Giudizi  Civili.»  Y  termina:  «La  giustizia 
e  l'equitá  del  Re  Cattolico  non  potra  mai  da  una  concessione  dedurre  il 
titolo  a  pretendere  successivamente  delle  altre  fino  al  punto  di  spogliare 
i  Rappresentanti  della  Santa  Sede  di  ogni  attiva  giurisdizione,  anzi  la 
memoria  delle  concessioni  ottenute  dalla  Santa  Sede  impiegherá  la  sua 
delicatezza  a  non  chiederne  delle  maggiori  e  a  non  porre  in  grandi 
angustie  l'animo  del  S.  Padre  bastantemente  travagliato  ed  oppresso 
dalle  vicende  dei  tempi  e  dalle  infinite  cure  ed  ansietá  del  suo  Apostólico 
Ministero» 


Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spaana,  leg.  419,  f.  110  ss. 
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Se  opuso  el  ejemplo  de  otras  naciones  en  materia  de  dispensas;  pero, 
por  encargo  del  papa,  el  cardenal  Consalvi  respondió  al  ministro  Vargas 
que  lo  hicieran  por  su  cuenta,  si  querían  (en  cuyo  caso  el  papa  podia 
decir  vim  patior),  pero  que  no  pretendiesen  que  el  papa  lo  acordase; 
«Ma  la  ragione  — continúa  el  cardenal —  é  chiara,  ed  é  che  in  Spagna 
né  la  pietá  del  Re  si  presterebbe  né  il  Clero,  e  la  Nazione  vi  si  adatta- 
rebbero  sema  la  concessione  Apostólica,  e  per  questo  vi  si  ricorre» 

No  cejó  España  en  sus  intentos;  y  el  10  de  febrero  siguiente  volvió 
Vargas  a  insistir  ante  el  papa,  protestando  que  su  Santidad  había  sido 
victima  de  una  mala  inteligencia,  y  que  España  no  intentaba  con  sus 
pretensiones  apartarse  de  las  enseñanzas  del  Evangelio;  amenazando 
otra  vez  con  no  admitir  al  nuncio  Gravina,  y  moderando,  después,  su 
osea  actitud,  razonando  y  discutiendo  las  razones  aducidas. 

El  problema  se  ofrecía  con  un  cariz  sospechoso  de  aviesas  intencio- 
nes y  amagos  de  cisma:  se  pedían  facultades  generales  y  extraordinarias 
para  nuestros  obispos  con  el  propósito  de  evitar  el  tener  que  acudir  a 
Roma;  autonomía  de  las  órdenes  religiosas  y  constitución  en  España 
de  su  general  respectivo,  independientemente  del  de  Roma;  y  con  mi- 
ras a  quitarlas  después  su  exención  para  someterlas  enteramente  a  los 
obispos;  supresión  de  los  cuatro  beneficios  reservados  a  la  Santa  Sede; 
reducción  del  nuncio  al  carácter  de  mero  embajador  del  papa,  como 
príncipe  temporal;  total  autonomía  del  tribunal  de  la  Rota,  y  consti- 
tución de  un  presidente  de  la  misma  con  todas  las  atribuciones  juris- 
diccionales del  nuncio. 

El  papa,  antes  de  dar  una  nueva  respuesta,  oprimido  por  tan  insis- 
tentes y  duras  presiones,  quiso  oír  el  dictamen  de  una  congregación 
particular  de  cardenales  que,  con  toda  reserva,  y  obligándose  al  secreto 
del  Santo  Oficio,  se  convocó  para  el  9  de  abril,  a  las  doce  de  la  noche, 
en  casa  del  cardenal  Giuseppe  Doria,  en  Montecavallo.  La  junta  no  se 
tuvo  en  casa  del  cardenal  Doria,  sino  en  las  habitaciones  del  cardenal 
Gerdil,  el  mismo  día  y  a  la  misma  hora.  Los  cardenales  componentes 
eran  el  decano  del  Sacro  Colegio,  cardenal  Albani;  los  cardenales  Anto- 
nelli,  Giuseppe  Doria,  Roverella,  Carandini;  el  secretario  de  Estado,  car- 
denal Consalvi,  y  probablemente,  el  cardenal  Gerdil. 

Si  bien  en  los  demás  puntos  dejaron  entrever  que  se  podía  usar  de 
una  mayor  condescendencia,  en  el  de  la  Rota  se  mostraron  implacables, 
dando  una  respuesta  absolutamente  negativa.  Solamente  el  cardenal 
Roverella  debió  de  pronunciarse  más  favorable,  pero  con  la  condición  de 
que  el  nombramiento  del  Presidente  fuese  de  libre  elección  del  papa  y 
renovable  cada  sexenio.  La  respuesta  oficial  se  dió  al  cardenal  Borbón, 


Véase  la  cifra  del  10  de  enero  de  1802  dirigida  por  el  cardenal  secretario 
de  Estado  al  nuncio  en  Arch.  Vat.,  Archivio  della  Nunziatura  di  Madrid,  leg.  202, 
ff.  1085-1089. 
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arzobispo  de  Toledo  y  administrador  de  la  sede  de  Sevilla,  el  25  de  abril 
de  1802,  plenamente  afirmativa,  respecto  a  los  cuatro  beneficios  reser- 
vados; afirmativa,  pero  con  limitaciones,  en  la  cuestión  del  general  de 
los  Escolapios  y  Dominicos'-';  con  algunas  facilidades,  en  la  cuestión 
de  las  dispensas  matrimoniales;  y  absolutamente  negativa,  en  lo  refe- 
rente a  la  reforma  de  la  nunciatura. 

Se  volvió  a  insistir  pidiendo  un  nuevo  examen;  y  el  papa,  en  congre- 
gación con  doce  cardenales,  celebrada  el  30  de  abril,  resolvió  dar  por 
tercera  vez  otra  respuesta  negativa,  oponiendo  que  no  lo  permitían  los 
deberes  de  su  Ministerio  Apostólico. 

El  25  de  mayo  replicó  de  nuevo  el  ministro  que  el  rey  no  cambiaría 
de  idea,  y  que  tampoco  sería  admitido  el  nuncio  sin  las  limitaciones 
pedidas.  Entre  tanto,  el  nuncio  cardenal  Casoni,  en  carta  del  30  de 
mayo  del  mismo  año  1802,  hizo  saber  al  papa  que  S.  M.  Católica  había 
resuelto  que  las  negociaciones  pendientes  se  tratasen  con  el  Príncipe 
de  la  Paz,  Godoy,  cuñado  del  cardenal  Borbón,  y  el  ministro  de  Estado, 
Ceballos.  Acto  seguido,  el  papa  escribió  al  Principe  de  la  Paz,  enviándoie 
un  breve  por  el  último  correo  de  España  del  25  de  junio.  En  él,  además 
de  agradecerle  las  buenas  disposiciones  que  había  mostrado,  le  rogaba, 
a  su  vez,  que  interpusiese  su  válida  intervención  para  que  el  rey  se 
conformase  con  lo  ya  concedido,  haciendo  hincapié,  sobre  todo,  en  que, 
tanto  las  concesiones  como  las  negativas,  habían  de  entenderse  per  mo- 
dum  unius;  es  decir,  que  si  querían  usar  de  las  concesiones  deberían 
desistir  de  las  demás  cosas  que  les  habían  sido  denegadas.  Al  mismo 
tiempo  se  envió  otro  breve  al  cardenal  Borbón,  para  que  recomendase 
el  asunto  a  su  cuñado. 

Vargas  había  objetado  que  el  papel  del  nuncio  en  la  Rota  era  insig- 
nificante, puesto  que  su  única  facultad  de  cometer  las  causas  no  era, 
en  sustancia,  sino  un  calamaio,  en  el  que  su  auditor  intinge  la  penna, 
o  sea  un  tintero  en  el  que  su  auditor  mojaba  la  pluma.  Se  retorció  el 
argumento  esgrimido  por  el  señor  Vargas,  oponiendo  que,  precisamente 
por  ello,  no  se  veía  la  razón  de  tanta  insistencia  ni  de  tanto  interés 
en  pretender  una  cosa  que  no  significaba  nada  para  quien  la  obtenía, 
y  que,  por  otra  parte,  pudiera  ser  fatal  para  quien  la  otorgaba,  por  el 
ejemplo  que  supondría  para  otras  naciones.  En  cifra  del  10  de  julio 
del  1802,  el  secretario  de  Estado  le  encargó  que  diera  a  conocer  el  argu- 
mento empleado  contra  Vargas  al  Príncipe  de  la  Paz.  Mientras  tanto,  se 
convino  en  Roma  con  el  señor  Vargas  que  la  nueva  y  definitiva  respues- 


Para  la  cuestión  de  la  reforma  de  los  regulares,  puede  verse  la  obra 
del  P.  Basilio  Rubí,  O.  P.  M.  Cap..  Reforma  de  Regulares  en  España  a  principios  del 
siglo  XIX.  Estudio  histórico-jurídico  de  la  Bula  ulnter  graviores»  115  de  mayo 
de  1804]  (Barcelona,  1943);  donde  el  autor  hace  un  estudio  de  la  cuestión  a  base 
de  la  documentación  inédita  del  Archivo  Vaticano. 
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ta  no  se  daría  hasta  el  25  de  agosto,  o,  a  más  tardar,  para  el  20  de 
septiembre,  con  la  esperanza  que  Godoy  hiciera  valer  su  intervención"'. 

Aún  denegada  la  petición  de  la  sumisión  de  los  regulares  a  los  obis- 
pos de  sus  respectivas  diócesis,  que  atentaba  contra  la  esencia  funda- 
mental de  tan  beneméritos  institutos  de  la  Iglesia,  Godoy  logró  para 
su  cuñado  el  cardenal  don  Luis  de  Borbón  el  nombramiento  de  visitador 
apostólico  de  aquéllos,  que  la  Santa  le  otorgó  no  sin  ciertos  temores, 
por  tratarse  de  un  hombre  joven,  inexperto  y  de  pocas  luces;  debido  a 
lo  cual  se  le  exhortó  a  que  tomase  consigo,  como  con-visitadores,  a  dos 
obispos  residentes  en  Madrid,  a  Mons.  De  la  Cuerda,  obispo  antes  de 
Puerto  Rico  y,  a  la  sazón,  consejero  de  la  Suprema  Inquisición,  y  a  otro 
sufragáneo  de  Toledo. 

Sin  embargo,  aun  aceptando  el  breve  de  nombramiento  del  cardenal 
Borbón,  España  no  se  contentó.  Bajo  el  pretexto  de  cortar  los  males 
y  obviar  los  peligros,  se  queria  un  vicario  general,  que,  con  residencia 
en  España,  pudiera  oír  y  aceptar  los  recursos  y  decretar  lo  que  fuese 
conveniente  para  el  bien  de  la  Iglesia  y  del  Reino;  todo  con  frases  tan 
involucradas,  que  no  se  sabía,  a  ciencia  cierta,  si  lo  que  se  queria  era 
un  vicario  general  para  cada  una  de  las  Ordenes  con  alguna  depen- 
dencia del  general  de  Roma,  o  un  vicario  general  para  todas;  hasta  el 
punto  que  el  secretario  de  Estado  quería  leer  entre  líneas,  adivinando 
la  verdadera  voluntad  del  Gobierno,  de  querer  un  prelado  español,  vi- 
cario general  del  papa,  que,  además  de  presidente  de  la  Rota,  ostentase 
amplias  facultades  sobre  todo;  sirviéndose  para  ello  de  amenazas,  si  no 
se  concedía,  de  permitir  a  los  obispos  usar  de  los  derechos  que  se  decía 
serles  inherentes :  «parrebbe  che  volesse  dirsi,  che  se  S.  Santitá  non  vuole 
accordare  questo  ultimo  mezzo  conciliatorio,  cioé,  questo  vicario  gene- 
rale  (che  in  questo  senso  sarebbe  nientemeno  che  un  vice  papa)  dovrá 
autorizzarsi  ciascheduno  Vescovo  a  servirsi  come  si  dice  sempre  delle 
sue  facoltá»  "\ 

Se  pidieron,  pues,  explicaciones,  y  el  30  de  mayo  de  1803  presentó 
Godoy  una  memoria  en  la  que,  en  cuanto  a  lo  que  a  nuestro  propósito 
se  refiere,  puntualizaba  un  poco  más  la  cuestión  de  la  exención  de  los 
regulares.  En  efecto,  en  la  proposición  cuarta,  bajo  pretexto  del  cum- 
plimiento de  las  disposiciones  tridentinas  y  en  amparo  de  la  autoridad 
de  los  ordinarios  de  lugar,  se  pedía  que  los  regulares,  residieran  dentro 
o  fuera  de  sus  conventos,  estuvieran  sometidos  a  los  obispos,  como 


La  documentación  correspondiente  se  encuentra  dispersa  en  Arch.  Vat., 
Spagna  Appendice,  leg.  V  p.  I,  ff.  s.  n. ;  ib.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  314,  f.  s.  n. 
y  419,  ff.  173  ss. ;  ib.,  Archivio  della  Nunziatura  di  Madrid,  leg.  202,  ff.  16-42; 
408-413;    536-540;    588-594;  627. 

Véanse  las  cifras  de  la  Secretaría  de  Estado  al  nuncio  del  10  de  septiem- 
bre y  16  de  octubre  de  1802  en  Arch.  Vat.,  Archivio  della  Nunziatura  di  Ma- 
drid, leg.  202,  ff.  955-963. 
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delegados  de  la  Sede  Apostólica,  en  todas  las  causas  civiles  que  se 
suscitasen;  pretendiendo,  además,  demostrar  cómo  el  nuncio  no  podía 
conocer  aquellas  causas,  «porque  — se  decía —  o  los  nuncios  proceden 
como  conservadores  "\  y  entonces  tienen  contra  sí  la  fuerza  de  la  ley 
que  los  impide  y  a  todos  se  extiende;  o  como  delegados  de  Su  Santidad, 
y  en  este  caso  Juzga  S.  M.  que  los  ordinarios  lo  son  muy  anticipada 
mente,  y  que  esta  delegación  moderna  es  contraria  a  la  que  expresa  el 
Tridentino,  y  depresiva,  además,  de  la  jurisdicción  y  facultades  que  los 
obispos  han  debido  y  deben  ejercer  en  todas  las  causas  civiles  sin  con- 
tradicción ni  limitaciones  desde  que  expiraron  las  de  los  jueces  conser- 
vadores; y,  por  tanto,  suplica  a  Su  Santidad  se  sirva  expedir  breve 
declaratorio,  para  que  conozcan  y  procedan  por  si,  o  por  sus  vicarios 
generales  sin  necesidad  de  comisión  y  con  las  convenientes  apelaciones 
a  la  Rota...»  "\ 

El  dilema,  especioso  evidentemente,  no  valía,  porque,  además  de  que 
los  jueces  conservadores,  si  bien  habían  caído  en  desuso,  no  se  habían 
suprimido;  más  aún,  por  la  constitución  Gregoriana  se  habían  rehabi- 
litado ;  por  otra  parte,  estaba  el  Motu  proprio  de  Clemente  XIV,  del  que, 
sin  razón,  no  podía  apartarse.  Sin  embargo,  se  entregó  su  estudio  a 
una  comisión  de  cardenales  para  que  informaran  después  a  Su  Santidad 
Pío  VII.  Fuera  de  los  cardenales,  Somaglia,  Valenti,  Borgia  y  del  carde- 
nal Carafa,  que,  calificándola  de  cismática,  juzgó  que  Su  Santidad  no 
solamente  no  debía,  pero  ni  siquiera  podía  condescender  a  las  instancias 
del  rey,  sino  que  debía  rechazarlas  sin  vacilar;  el  resto  de  los  carde- 
nales, entre  los  cuales  figuraban  el  cardenal  di  Pietro,  Roverella,  Ca- 
randini,  Braschi  y  Vincenti,  se  pronunciaron  favorables,  bien  porque 
la  comisión  del  nuncio  no  se  reducía  sino  a  una  mera  formalidad,  su- 
primida la  cual  ahorraba  tiempo  y  dinero  a  los  litigantes,  o  bien  porque, 
suprimidos  de  hecho  los  jueces  conservadores,  era  práctica  probable- 
mente universal  de  la  Iglesia  que  a  los  regulares  se  les  demandase 
ante  los  ordinarios  de  lugar,  por  lo  que,  concedida  la  instancia,  se 
introducía  en  los  Reinos  de  España  un  uso  uniforme  con  el  resto  de  la 
Iglesia 

En  vista  de  ello,  el  cardenal  secretario  de  Estado  Consalvi,  el  31  de 
julio  de  1803  escribía,  en  nombre  de  Pío  VII,  al  rey  de  España:  «Passando 
alia  quarta  proposizione  Sua  Santitá  ricedendo  graziosamente  da  ció 
che  in  favore  del  suo  Nunzio  é  stato  per  vía  di  concordato  stabilito  nel 


Los  jueces  conservadores  los  definía  Perraris  :  «ludices  a  Summo  Ponti- 
flce  delegatl  ad  aliquos  defendendos  contra  manifestas  Iniurias  et  molestias,  et 
violentias  absque  indagine  iudlciali».— Cfr.  Perraris,  I.  L..  Bibliotheca  Canónica 
luridica  Moralis  Theologica,  t.  II,  C.  (Romae,  1886),  pp.  668  ss. 

Cfr.  Arch.  Vat.,  Spagna  Appendice,  leg.  V  p.  I.,  f.  s.  n. 

Véanse  los  votos  originales  en  Arch.  Vat..  Spaana  Appendice,  left.  V 
p.  I.,  f.  s.  n. 
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moto  proprio  del  1771  circa  la  cognizione  delle  cause  civili  da  giudicarsl 
in  prima  istanza  accorderá,  che  salva  sempre  la  disposizione  del  moto 
proprio  anzidetto  riguardo  alie  cause  criminali  e  correzionali,  e  quella 
della  appellazione  rispetto  alie  cause  civili,  i  Regolari  o  risiedano  nei 
conventi,  o  fuori  di  essi  siano  d'ora  in  avanti  nelle  Spagne  soggettl  in 
tutti  giudizi  civili  ai  Vesconi  come  Delegati  della  S.  Sede» 

3.   Suspensión  y  restablecimiento  del  tribunal 

Obtenidas  estas  concesiones,  el  Gobierno  español  renunció  por  el 
momento  a  las  otras  más  graves;  y  Mons.  Gravina  fué,  por  fin,  acep- 
tado para  la  nunciatura  de  España,  haciendo  su  entrada  el  10  de  julio 
de  1803 

Su  nunciatura  había  de  ser  una  de  las  más  agitadas  de  toda  la  his- 
toria de  España,  culminando  en  su  expulsión  del  territorio  nacional 
Invadido  Madrid  en  1808  por  el  usurpador  ejército  francés,  el  tribunal 
de  la  Rota  quedó  totalmente  desorganizado  y  suspendida  su  actividad, 
ya  que  sus  componentes  fueron  en  su  casi  totalidad  apresados  y  condu- 
cidos a  Francia. 

Establecidas  en  1810  las  Cortes  Generales  y  Extraordinarias  en  la 
Isla  de  León  (San  Fernando),  aunque  una  buena  parte  de  los  diputados 
eran  eclesiásticos,  partidarios  del  absolutismo  y  de  las  regalías  de  la 
Corona,  pero  no  hostiles  a  Roma;  la  mayor  parte,  sin  embargo,  eran 
regalistas  furibundos,  que  nuevamente  pretendieron  actuar  su  programa 
de  acabar  con  las  intromisiones  de  la  Curia  Romana  en  la  soberanía  e 
independencia  nacionales,  e  introducir  nuevas  reformas  en  la  organi- 
zación eclesiástico-disciplinar  de  nuestra  Iglesia,  poniendo  siempre  por 
pantalla  la  antigua  disciplina  eclesiástica. 

Se  presentaron  diversos  proyectos  de  reorganización  en  la  adminis- 
tración de  la  justicia,  como  puntos  para  tratar  en  el  concilio  nacional 
que  pretendieron  celebrar.  Entre  ellos  se  presentó  uno,  el  6  de  julio 
de  1811,  por  el  que  se  pretendía  abolir  el  tribunal  de  la  Rota,  creando 
en  cada  provincia  una  pequeña  Rota,  o  Tribunal  Supremo  Eclesiástico 
Provincial,  compuesto  por  un  presidente,  cinco  jueces  y  un  fiscal,  todos 
eclesiásticos,  canónigos  o  dignidades  de  las  catedrales  de  la  misma  pro- 


Arch.  Vat.,  Spagna  Appendice,  leg.  V  p.  I.,  f.  s.  n. 

Véase  la  carta  original  de  aceptación  del  ministro  Vargas  al  cardenal  Con- 
salvi  de  21  de  febrero  de  1803  en  Arch  Vat..  Nunziatura  di  Spagna.  leg.  315.  f.  s.  n.; 
véase  también  el  despacho  del  cardenal  Casoni  a  la  Secretaría  de  Estado  antes 
de  partir  para  Roma,  de  15  de  julio  de  1803  :  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna 
leg.  307,  f.  s.  n. 

En  cifra  del  30  de  marzo  de  1806  manifestaba  a  la  Secretaría  de  Estado 
aquel  infeliz  estado  de  cosas  en  que,  como  decía,  «la  religlone,  la  giustlzia  ed 
ognl  dlrltto  umano.  e  divino  viene  calpestato». — Cfr.  Arch.  Vat..  Nunziatura  di 
Spagna,  leg.  312,  f.  s.  n. 
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vincia.  El  provisor  o  vicario  general  juzgaría  en  primera  instancia;  el 
metropolitano,  en  segunda,  y  en  tercera  o  segunda,  según  el  caso,  el 
tribunal  provincial.  Así — decía — cesaría  toda  exención,  y  no  habría 
más  jurisdicción  eclesiástica  que  la  ordinaria  diocesana"'. 

Un  primer  intento  de  restauración  data  del  2  de  abril  de  1812,  pro- 
puesto por  el  nuncio  al  Consejo  de  Regencia.  El  nuncio,  en  efecto,  pro- 
puso su  restablecimiento  en  Cádiz,  mientras  lograba  liberarse  Madrid 
del  pueblo  invasor,  para  activar  las  causas  que  recientemente  se  le 
habían  presentado,  valiéndose  para  ello  de  los  muchos  eclesiásticos  de 
relieve  que  se  encontraban  allí.  El  expediente  se  pasó  al  Consejo  de  Cas- 
tilla; y  la  Regencia  pidió  entonces  al  nuncio  que  redactase  un  informe 
sobre  el  modo  de  verificar  el  restablecimiento  del  tribunal.  Todo  pare- 
cía hallarse  en  un  momento  favorable,  y,  por  fin,  el  nuncio,  el  18  de 
septiembre,  después  de  recalcar  la  necesidad  del  tribunal,  propuso  que 
ya  que  la  nación  iba  entrando  en  la  normalidad,  y  los  componentes,  que 
habían  sido  del  tribunal,  todos  habían  alcanzado  la  libertad,  bien  podía 
reorganizarse  con  ellos,  pues,  sin  duda,  acudirían  en  seguida  a  su 
llamada,  pudiéndose  establecer  la  sede  en  la  casa  del  nuncio  en  Cádiz, 
o  en  Madrid  ya  liberado. 

Mientras  tanto,  suprimido  el  Consejo  de  Castilla,  la  formada  comi- 
sión de  Gracia  y  Justicia  dió  su  voto  favorable  el  26  de  noviembre.  Pa- 
sado después  su  dictamen  al  Consejo  de  Estado,  el  asunto  se  encomendó 
al  estudio  del  consejero  Antonio  Ranz  Romanillos,  quien  en  nombre  del 
artículo  262  de  la  Constitución,  que  prescribía  que  todas  las  causas  civi- 
les y  criminales  deberían  fenecerse  dentro  del  territorio  de  cada  audien- 
cia, se  pronunció  contrario  a  su  restablecimiento,  afirmando  que  ni  era 
conforme  a  la  Constitución  política  de  la  Monarquía,  ni  era  conveniente 
a  los  pueblos  en  la  actual  situación  de  la  nación.  En  su  lugar  propuso 
que  el  nuncio  diera  las  comisiones  a  los  jueces  sinodales,  y  que  las  ape- 
laciones de  los  juzgados  de  los  subcolectores  del  noveno  decimal  extraor- 
dinario, cuyas  apelaciones  estaban  reservadas  a  la  Rota,  y  cuya  subs- 
tanciación era  de  relevante  interés  al  Erario  Real  (por  cuya  causa 
propuso  también  su  restablecimiento  el  comisario  de  la  Cruzada),  las 
sometiera  al  tribunal  de  la  Cruzada. 

Subrayada  la  oposición  del  proyecto  a  la  constitución,  naturalmen- 
te, el  dictamen  del  Consejo,  emitido  el  día  19,  debía  ser  contrario,  como 
también  lo  fué  el  del  secretario  de  Gracia  y  Justicia,  don  Antonio  Cano 
Manuel.  No  obstante,  la  Regencia  remitió  el  asunto  a  las  Cortes,  quienes 
a  su  vez  lo  cometieron  a  las  comisiones  eclesiástica,  especial  y  de  arre- 
glo de  tribunales;  pero  nada  se  resolvió      Al  contrario,  abolida  la  Inqui- 

Arch.  Vat..  Archivio  della  Nunziatura  di  Madrid,  les.  234,  f.  s.  n. ;  son 
unos  folios  impresos. 

Véase  toda  la  documentación  en  Arch.  Vat..  Archivio  della  Nunziatura  di 
Madrid,  leg.  232,  f.  s.  n. 
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sición  el  22  de  enero  de  1813,  las  Cortes  ordenaron  que  durante  tres 
domingos  consecutivos  se  leyera  el  decreto  de  supresión  en  todas  las 
parroquias  de  la  nación  antes  del  ofertorio  de  la  misa  mayor.  El  cabildo 
de  Cádiz  se  opuso,  e  invitó  a  hacer  lo  mismo  a  los  cabildos  de  Sevilla, 
Málaga,  Jaén  y  Córdoba.  Se  vió  en  el  nuncio  el  agente  propulsor  de 
todo  este  movimiento  de  resistencia,  y  se  le  acusó  de  conspirar  contra 
la  seguridad  del  Estado  y  bien  público,  impugnando,  con  toda  clase  de 
invectivas,  al  nuncio  y  a  la  Curia  Romana  el  haber  vulnerado  los  dere- 
chos de  los  obispos  en  grado  tal,  que  hablan  quedado  reducidos  a  una 
especie  de  tutoría,  que  les  hacia  dependientes  de  la  Corte  de  Roma  y 
les  degradaba  de  la  dignidad  con  que  Jesucristo  les  adornó;  y  al  nuncio 
de  haber  conspirado  con  el  cabildo  de  Cádiz,  sembrando  con  sus  ocultos 
manejos  una  verdadera  anarquía  religiosa. 

A  la  vista  del  duro  dictamen  que  propuso  el  secretario  de  Gracia  y 
Justicia,  Cano  Manuel,  la  Regencia  adoptó  una  medida  algo  menos 
rígida.  El  18  de  abril  resolvió  enviar  un  oficio  al  nuncio  acusándole  de 
que  su  modo  de  proceder  había  sido  contrario  al  Derecho  de  Gentes, 
puesto  que,  valiéndose  de  su  carácter  de  nuncio,  había  abusado  de  su 
misión  para  excitar  a  la  desobediencia  a  los  prelados  y  cabildos;  con- 
minándole, al  mismo  tiempo,  bajo  pretexto  de  defender  el  Estado  y 
proteger  la  religión,  con  desterrarle  del  Reino  y  ocuparle  sus  tempora- 
lidades, si  no  desistía  y  cambiaba  de  conducta. 

El  nuncio  hizo  valer  los  derechos  y  obligaciones  que  le  imponía  su 
ministerio  de  legado  de  la  Santa  Sede  en  los  asuntos  aclesiásticos.  Y 
exasperada  entonces  la  Regencia,  bajo  las  intrigas  del  vengativo  Cano 
Manuel  y  con  la  anuencia  del  cardenal  Luis  María  de  Borbón,  uno  de  los 
principales  paladines  del  movimiento  subversivo  contra  el  nuncio,  que  le 
valió  el  breve  de  reproche  de  Su  Santidad  Pío  VII,  decretó  su  destierro, 
y  se  ocuparon  sus  temporalidades,  entregándole  su  pasaporte  para  que 
se  trastadara  a  Italia  en  la  nave  que  se  puso  a  su  disposición.  No  sin 
cierta  ironía  declinó  el  nuncio  el  galante  ofrecimiento  bajo  el  pretexto 
de  no  ser  gravoso  a  la  nación;  dirigiéndose,  más  bien,  el  14  de  julio  a 
Tavira  (Portugal)  para  seguir  de  cerca  la  política  de  España,  y  despa- 
char desde  allí  los  asuntos  que  le  fuera  posible,  como  él  mismo  particló 
en  una  circular  a  todo  el  episcopado  español.  Desde  allí  envió  también 
otra  carta  de  protesta  a  los  exponentes  de  la  política  de  España,  que 
hizo  en  nombre  de  Su  Santidad,  contra  todas  las  resoluciones  tomadas, 
y  las  que  el  mismo  cardenal  Borbón,  con  equívoca  inteligencia,  pudiera 
tomar  sobre  los  regulares,  en  calidad  de  visitador  apostólico 


Para  mayor  detalle  de  todas  las  Incidencias,  cfr.  Villapadierna,  I.  de, 
Conflicto  entre  el  cardenal  vrimado  v  el  nuncio  monseñor  Gravina  en  1809-1814, 
«Anthologlca  Annua»,  5  (1957),  281  ss. 
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Así  resultaron  infructuosas  todas  las  tentativas  de  reorganización  de 
la  Rota,  permaneciendo  en  suspenso  hasta  su  vuelta  del  destierro. 

En  efecto,  reintegrado  al  trono  Fernando  VII,  el  nuncio  fué  llamado 
del  destierro  el  24  de  mayo  de  1814,  y  el  28  de  julio  del  mismo  año  el 
primer  secretario  de  Estado,  duque  de  San  Carlos,  le  comunicaba  al 
nuncio  la  decisión  del  rey  de  que  el  tribunal  de  la  Rota  se  restableciese 
inmediatamente,  a  tenor  del  breve  clementino,  concedido  a  instancias 
de  su  abuelo,  el  rey  Carlos  III. 

Esto  llevaba  consigo  alguna  pequeña  modificación,  como  era  la  su- 
presión de  los  supernumerarios,  que  se  introdujeron  posteriormente,  y 
cuya  supresión  aconsejara  el  mismo  nuncio;  pero,  visto  que  no  bastaban 
las  providencias  dadas  para  los  casos  de  ausencia  o  enfermedad  de  los 
auditores,  se  resolvió,  por  fin,  retenerlos.  Y  para  evitar  las  discordias 
que  pudieran  surgir  por  la  paridad  de  votos,  el  rey  decretó,  el  11  de 
diciembre  de  1816,  que  asistieran  a  las  salas  los  dias  de  audiencia,  para 
que  se  fueran  imponiendo  en  el  estilo  y  práctica  judicial,  pero  sin  voto, 
fuera  de  los  casos  en  que,  por  enfermedad,  recusación,  vacante  u  otra 
imposibilidad,  faltase  alguno  de  los  auditores  de  número,  o  cuando 
fuese  necesario  formar  un  tercer  turno,  o  el  nuncio  juzgase  necesario 
su  voto  en  algún  caso  extraordinario;  decretando,  además,  que  la  pro- 
visión de  estas  plazas  se  efectuase  a  proposición  de  la  Cámara,  por  me- 
dio de  su  primer  secretario  de  Estado,  observándose  también  la  distri- 
bución de  provincias  y  los  demás  que  decretara  su  abuelo  "^ 


Véase  la  comunicación  original  del  duque  de  San  Carlos  al  nuncio  y  la 
copia  del  decreto  del  rey  en  Arch.  Vat.,  Archivio  della  Numiatura  di  Madrid. 
leg.  232,  f.  s.  n. 


IX 


PROCEDIMIENTO,  NATURALEZA  Y  COMPETENCIA  DEL  TRIBUNAL 

DE  LA  ROTA 

1.   Procedimiento  en  general 

No  pretendemos  hacer  una  minuciosa  exposición  del  procedimiento 
usado  por  el  tribunal  de  la  Rota,  que,  por  lo  demás,  era  el  utilizado, 
en  gran  parte,  en  los  tribunales  civiles  de  España,  como  puede  verse 
en  otros  libros  que  lo  tratan  más  ampliamente  "\  y  un  poco  también 
queda  insinuado  en  los  reglamentos  que  transcribimos  en  el  apéndice 
final;  sino  solamente  dar  una  ligera  idea  del  procedimiento  seguido 
antes  de  la  adopción  del  nuevo  procedimiento  establecido  por  el  código 
de  derecho  canónico. 

Como  tribunal  que  era  de  apelación,  el  asesor  no  podia  avocar  causa 
alguna  de  los  ordinarios,  ni  despachar  inhibiciones,  aunque  fueran  tem- 
porales o  interinas,  sino  después  de  haberse  aceptado  la  apelación  legí- 
timamente interpuesta  para  ante  el  nuncio,  y  previa  la  presentación 
del  testimonio  auténtico  de  la  misma,  y  de  la  sentencia  o  auto  defini- 
tivo o  con  fuerza  de  tal,  y  previa  también  la  presentación  del  poder 
de  la  parte  apelante  por  el  procurador.  Todo  lo  cual  debia  ser  verifi- 
cado y  comprobado  por  las  respectivas  secretarías  de  justicia. 

Visto  todo  esto,  el  nuncio,  con  su  asesor  o  auditor,  examinaba  el 
mérito  de  la  causa  y  las  circunstancias  de  las  partes,  en  orden  a  su 
comisión  respectiva,  para  cometerlas  a  los  jueces  sinodales  o  a  la  Rota,  y. 


Cfr.  Aguirre,  J.,  y  Montalbán,  Tratado  de  Procedimiento  en  negocios  ecle- 
siásticos (Madrid,  1946) ;  véase  un  extracto  que,  por  tratarse  de  un  libro  raro,  hace 
del  procedimiento  rotal  Vales  Pailde,  J.,  La  Rota  española;  discurso  leído  en  el 
acto  de  su  recepción  en  la  Real  Academia  de  Ciencias  Morales  y  Políticas  (Ma- 
drid, 1920);    MuÑiz.  T.,  Procedimientos  Eclesiásticos,  3  vol.   (Sevilla,  1925-1926). 


\ 


108  CONSTANTINO  GARCIA  MARTIN 

en  este  caso,  para  repartirlas  equitativa  e  imparcialmente  entre  los 
dos  turnos,  y  para  la  designación  del  ponente 

Las  comisiones  se  hacían  por  medio  de  la  abreviaduria,  cuyo  abre- 
viador  era  un  verdadero  secretario  del  nuncio.  Estas  se  reduelan  a  la 
súplica  de  la  parte  con  el  decreto  ceñido  a  muy  pocas  palabras,  en  el 
que  se  señalaba  el  auditor  que  había  de  proceder  en  la  causa,  y  que 
servia  de  libelo  en  los  autos  de  la  Rota. 

Libradas  las  letras  inhibitorias,  remisoriales  y  compulsorias al 
contrario  del  estilo  practicado  en  Roma,  donde  se  imprimían  los  escritos 
y  se  distribuían  a  los  jueces,  y  los  mismos  procuradores  y  abogados 
iban  a  informar  a  los  jueces  en  sus  propíos  domicilios,  en  España  se 
tomaba  el  proceso  de  los  autos  efectuados  ante  el  juez  inferior,  se 
mejoraba  con  las  nuevas  pruebas  que  hubiese,  y  se  consignaba  al  rela- 
tor. Este,  después  de  hacer  un  atento  examen  de  los  autos  y  un  resu- 
men de  los  instrumentos  del  proceso,  debía  llevar  los  autos  al  tribunal, 
y  allí  hacer  una  exposición  del  estado  de  la  causa  en  presencia  de  los 
jueces  colegialmente  reunidos,  de  los  abogados  y  procuradores  de  las 
partes,  y  aun  de  las  mismas  partes,  si  ellas  querían  estar  también  pre- 
sentes. Hecha  esta  relación  que,  a  veces,  no  terminaba  en  una  mañana 
y  era  preciso  proseguir  a  la  mañana  siguiente,  comenzaban  las  infor- 
maciones de  los  abogados,  terminadas  las  cuales,  todos  debían  reti- 
rarse de  la  sala,  y  los  jueces  decidían  por  votos  in  arena;  o  bien,  si 
quedaba  alguna  duda  sobre  alguna  cuestión  de  interpretación  de  los 
hechos,  se  llevaban  a  casa  los  autos,  y  el  fallo  del  pleito  se  dejaba 
para  otro  día,  conforme  se  practicaba  en  los  tribunales  reales 

Fallado  el  pleito,  si  no  había  ejecutoria  por  no  contarse  con  tres 
sentencias  conformes,  la  parte  agraviada  podía  apelar  al  siguiente  turno 
y,  dentro  del  plazo  que  se  la  determinase,  podía  mejorar  su  causa 
presentando  nuevas  pruebas  si  hubiera. 


Por  lo  que  se  refiere  a  las  comisiones  hechas  a  los  sinodales,  al  principio 
se  procedió  con  algún  rigor,  cometiéndose  muchas  más  a  ellos;  pero  la  experien- 
cia acreditó  que  los  litigantes  preferían  que  sus  causas  fuesen  juzgadas  por  la 
Rota,  por  lo  que  se  mitigó  aquel  rigor,  de  forma  que  en  1777  se  cometieron  a 
los  sinodales  16  causas,  y  a  la  Rota,  8;  en  1778,  se  cometieron  a  los  sinodales  8 
causas,  y  a  la  Rota,  7,  y  en  1779,  se  cometieron  a  los  sinodales  12,  y  a  la  Rota,  9. 
Cfr.  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  272,  ff.  403  ss. 

Las  letras  inhibitorias  eran  aquellas  que  se  dirigían  al  .iuez  a  quo  para  que 
se  abstuviera  de  poner  ningún  acto  judicial  referente  a  la  causa  de  que  se  tra- 
tase. Las  compulsorias  eran  simplemente  los  decretos  de  la  Rota  por  los  que  se 
ordenaba  la  exhibición  de  los  autos,  cotejados  con  el  original,  o  los  originales 
mismos,  u  otros  documentos  que  estuvieran  en  poder  de  notarios  u  otras  personas 
y  que  rehusasen  el  entregarlos.  Las  letras  remisoriales  eran  las  que  dirigía  el 
Ponente,  por  las  que  se  deputaba  a  un  juez  in  partibus  para  designar  los  peritos, 
examinar  testigos,  o  ejecutar  otras  providencias  que  fueran  necesarias  o  verda- 
deramente útiles  al  conocimiento  de  la  causa. 

Cfr.  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  les.  459,  ff.  265  ss. 
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La  nueva  comisión  o  comisiones,  hasta  el  tercero,  cuarto  y  aun 
quinto  turno,  se  hacían  siempre  de  la  misma  manera,  a  través  de  la 
abreviaduría. 

2.   Naturaleza  de  la  Rota  española 

¿El  tribunal  de  la  Rota  de  la  nunciatura  de  España  era  un  tribunal 
ordinario  o  delegado? 

Confesamos  sinceramente  que  no  es  nada  fácil  la  respuesta  a  esta 
pregunta  que  formulamos.  La  cuestión  estaba  planteada  entre  los  escri- 
tores que  hicieron  sus  investigaciones  sobre  la  Rota  romana,  anteriores 
a  Gregorio  XVI,  que  dirimió  la  cuestión  afirmando  que  la  jurisdicción 
rotal  era  en  parte  ordinaria,  y  en  parte  delegada.  Jung  explica  que  los 
auditores  ejercen  una  jurisdicción  ordinaria  en  cuanto  que  forman  el 
tribunal  ordinario  de  apelación  del  Soberano  pontífice,  y  una  jurisdic- 
ción delegada  cuando  formen  un  tribunal  extraordinario,  si  juzgan,  por 
ejemplo,  en  primera  instancia"". 

Antes  de  dar  una  solución  al  problema  planteado,  es,  pues,  necesario 
distinguir  entre  el  tribunal  como  tal  y  sus  componentes  o  auditores,  j 
examinar  la  figura  del  nuncio  respecto  a  los  mismos;  en  concreto,  el 
acto  de  autoridad  más  significativo  del  nuncio,  e.  d.  su  comisión.  Esta 
debía  repetirse  cuantas  veces  entraba  una  causa  en  el  tribunal,  y  sin 
ella  los  jueces  no  podían  proceder. 

Que  la  Rota  fuese  un  tribunal  ordinario  de  apelación  nos  parece 
hoy  una  cuestión  fuera  de  duda,  desde  el  momento  que  fué  estable- 
mente constituido  por  el  motu  proprio  clementino.  La  única  duda  que 
se  podría  oponer  serían  las  palabras  del  breve  (cfr.  §  5):  «Eíusdemque 
Auditoris  loco  Rotam  Nuntiaturae...,  perpetuo  itidem  substítuimus,  po- 
nimus  et  subrogamus»,  y  aquellas  otras  (cfr.  §  16):  «Ipsius  tamen  pro 
tempore  exístentis  in  Hispaniarum  Regnis  Nuntii  jurisdictionem,  fa- 
cultatem  et  auctoritatem  in  nihilo  imminutam,  mutatam,  vel  innova- 
tam  esse...,  decemímus  et  declaramus»;  como  si  lo  que  cambiaba 
fuese  únicamente  la  forma  (colegialmente),  y  no  la  misma  potestad 
de  juzgar. 

Adviértase  que  dice  Auditoris  y  no  tribunalis;  el  sentido  parece  ser; 
en  lugar  del  auditor  que  juzgaba,  no  del  tribunal  que  constituía  con 
potestad  delegada  del  nuncio,  sustituimos  la  Rota,  que  también  juzga 
aunque  no  sea  por  delegación  del  nuncio,  sino  en  virtud  del  mismo 
breve.  Por  otra  parte,  expresamente  se  afirma,  es  verdad,  que  se  le 


Cfr.  Auditeur  en  Dictionaire  de  Droit  Canonique,  vol.  I;  Cerchiari,  E.,  Sa- 
cra Romana  Rota,  vol.  I  (Romae,  1921),  pp.  41  ss. ;  Gregorio  XVI,  Regolamento 
legislativo  e  giudiziario,  §  327. 
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conservan  al  nuncio  todas  las  facultades  que  tenía  de  legado  a  latere: 
naturalmente,  menos  aquellas  que  se  le  suprimen.  Ahora  bien,  en  la 
primera  minuta  (cfr.  art.  IV.,  rep.  a  la  primera  min.,  art.  IV),  se 
decía:  «...  Nuntius...  quemadmodum  antea,  sic  et  in  posterum  causas 
regularium,  et  exemptorum...,  si  velit  in  prima  instantia  per  se  ipsum 
cognoscere,  examinare,  et  definiré  ommino  possit...  simulque,  tam- 
quam  appellationis  Judex  ut  ommes  et  singulas  quascumque  causas, 
lites  et  controversias  ecclesiasticas...  salva  manente...  prima  instantia 
ordinaris  respective  locorum,  per  se  cognoscere  et  definiré,  vel  illarum 
cognitionem,  et  definitionem  cuüibet  sibi  bene  visae  personae...  com- 
mittere  pariter  possit...».  Se  reparó  que  semejante  disposición  podría 
eludir  todo  lo  concedido,  y  se  mandó  suprimir,  advirtiendo,  sin  em- 
bargo, que  el  nuncio  podría  tomar  parte,  siempre  que  quisiera,  en  el 
conocimiento  de  las  causas;  pero  nunca  separadamente  por  sí  mismo, 
ni  tampoco  cometerlas  a  otros  que  no  fueran  los  sinodales  o  los  jueces 
de  la  Rota,  sino  siempre  en  concurrencia  con  los  jueces  de  la  Rota, 
con  los  cuales  formaba  un  cuerpo  moral,  como  cabeza  que  era  del 
tribunal. 

El  mismo  Pallavicini  explicaba  al  nuncio,  el  5  de  mayo  de  1774,  el 
sentido  del  párrafo  de  las  facultades  del  nuncio  (cfr.  §  16),  mani- 
festándole que  lo  que  en  él  se  pretendía  no  era  ya  el  conservar  el 
lustre  y  la  autoridad  del  nuncio  en  persona,  conservándole  todas  sus 
facultades,  sino  la  del  tribunal,  en  cuanto  que  todas  sus  facultades 
quedaban  transfundidas  en  la  Rota,  cuya  cabeza  constituía  "'. 

De  que  el  tribunal  de  la  Rota  fuese  un  tribunal  comisario  no  se 
sigue  necesariamente  que  no  fuese  ordinario,  puesto  que,  como  dice 
De  Luga,  «ordinarius  (iudex)  est  ille  qui,  sive  ad  tempus  praefinitum, 
sive  perpetuo  ad  vitam,  vel  ad  nutum  pro  diversis  locorum  stylis,  depu- 
tatur  ab  habente  potestatem  ad  exercendum  in  eo  loco  cum  quibus- 
cumque  subditis  genericam  jurisdictionem  in  quibuscumque  causis,  quae 
sub  iurisdictione  vel  potestate  deputantis  cadant,  ita  repraesentando 
iudicem  vel  Correctorem  loci  in  universum»  ;  luego  basta  tener  una 
potestad  general,  aun  cuando  para  conocer  una  causa  en  concreto  sea 
necesaria  una  comisión  especial,  o,  más  aún,  un  acto  de  delegación 
del  superior. 

Una  figura  semejante  podemos  encontrar  en  el  tribunal  compuesto 
por  los  sinodales  con  el  provisor  o  vice-provisor,  u  obispo  (cfr.  C.  I.  C, 
can.  1574,  §  1).  El  tribunal  que  componen  es  un  tribunal  ordinario, 
pero  los  jueces  sinodales  que  por  el  nombramiento  del  obispo  son 


'*»  Cfr.  Arch.  Vat.,  Archivio  della  Nunsiatura  di  Madrid,  leg.  142,  ff.  153  ss.,  ori- 
ginal. 

Theatrum  veritatis  et  iustitiae,  tom.  15,  de  iudiciis  et  de  praxi  Curias  Bo- 
manae  (Venetiis,  1706),  disc.  iii,  pp.  7  y  s. 
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únicamente  jueces  de  nombre,  solamente  se  convierten  real  y  verda- 
deramente en  jueces  cuando  son  deputados  para  conocer  alguna  causa; 
cesando  su  potestad  en  seguida  que  han  pronunciado  la  sentencia 

Del  hecho,  pues,  que  un  tribunal  colegiado  sea  un  tribunal  ordinario 
no  se  sigue  necesariamente  que  los  auditores  que  lo  componen  tengan 
también  potestad  ordinaria,  como  acabamos  de  ver.  Cabe,  por  tanto, 
preguntar:  ¿los  auditores  de  la  Rota  española  tenian  potestad  ordi- 
naria o  delegada  por  el  nuncio?,  o,  dicho  de  otra  manera,  ¿la  comisión 
del  nuncio  era  un  mero  removens  prohibens,  e.  d.  un  acto  puramente 
administrativo  de  remoción  de  obstáculos,  extrínseco,  por  tanto,  a  la 
misma  facultad  de  juzgar;  una  condición  sine  gua  non  para  conocer  y 
definir  las  causas,  o  era,  más  bien,  un  acto  de  delegación  auténtica  de 
la  facultad  de  conocer  la  causa  concreta  encomendada? 

Monseñor  Bonet  dice,  a  próposito  de  la  nueva  Rota  española,  que 
la  comisión  del  nuncio  no  es  una  delegación  de  jurisdicción,  puesto  que 
la  Rota  es  un  tribunal  ordinario  y  no  puede  el  nuncio  confiar  la 
causa  a  otros  jueces  que  a  los  de  la  Rota.  La  razón  no  nos  parece 
muy  convincente;  porque  del  hecho  que  un  tribunal  sea  ordinario  no 
se  sigue  que  también  sus  jueces  juzguen  con  potestad  ordinaria,  y  de 
que  el  nuncio  no  pueda  confiar  las  causas  a  otros  jueces  que  a  los  de 
la  Rota,  tampoco  nos  parece  que  concluye,  puesto  que,  tratándose  del 
resultado  de  una  negociación  llevada  a  cabo  entre  la  Santa  Sede  y 
el  gobierno  español,  no  hay  que  mirar  tanto  las  razones  de  congruencia 
jurídica,  cuanto  las  de  conveniencia  impuestas  por  las  circunstancias, 
y  ¿qué  dificultad  hay  en  que  la  delegación  del  nuncio  sea  impuesta 
por  la  Santa  Sede  para  hacerla  en  unos  jueces  aprobados  por  ella, 
máxime  si  se  tiene  en  cuenta  que  los  auditores  sustituyeron  a  los 
jueces  in  Curia,  a  quienes  el  nuncio  debía  siempre  confiar  las  causas, 
y  éstos  juzgaban  con  potestad  delegada? 

Menos  apodicticamente.  Cabreros  de  Anta  dice:  «Juzgamos  que  su 
potestad  es  ordinaria  o  aneja  al  oficio,  puesto  que  formando  los  audi- 
tores rotales  parte  de  un  tribunal  ordinario,  y  dada  la  estabilidad 
y  generalidad  con  que  ejercen  su  oficio,  debe  presumirse  que  la  ejercen 
con  potestad  no  meramente  delegada,  aunque  sea  general,  sino  con 
potestad  ordinaria,  salvo  que  claramente  se  establezca  lo  contrario, 
cosa  que  no  se  verifica  respecto  de  la  Rota  española» 

El  mismo  razonamiento  parece  que  debería  hacerse  de  nuestra  Rota, 
en  su  primitiva  institución,  cuya  naturaleza  esencial  no  parece  haber 


Cfr.  Noval,  J.,  Commentarium  Cocicis  luris  Canonici,  lib.  IV,  de  proces- 
sibus,  pars  I  de  iudiciis  (Torino-Roma,  1920),  p.  63;  Cabreros  de  Anta,  M.,  Natu- 
raleza y  competencia  del  Tribunal  de  la  Rota  en  España,  «Revista  Española  de 
Derecho  Canónico»,  II  (1947),  868  s. 

Cír.  art.  cit.,  p.  869. 
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cambiado;  sin  embargo,  históricamente  considerada  la  cuestión,  nos 
parece  que  debemos  afirmar  que  los  auditores  roíales  ejercían  su  oficio 
con  postestad  delegada.  En  efecto,  ya  en  las  negociaciones  previas  a 
la  redacción  definitiva  del  breve,  y  respecto  de  las  facultades  que  se  xe 
reservaban  al  nuncio,  el  cardenal  Negroni  hablaba  de  delegación,  o  mejor 
de  subdelegación  de  causas  al  tribunal  de  la  Rota,  a  los  sinodales,  o  a 
otras  personas  constituidas  en  dignidad,  en  el  caso  de  que  el  nuncio 
no  tomara  por  si  mismo  el  conocimiento  de  ellas 

El  nuncio  mons.  Valenti,  o,  tal  vez,  Vincenti  u  otro  que  participaba 
de  las  mismas  ideas  del  nuncio  a  este  respecto,  en  una  nota  puesta 
en  el  índice  de  documentos  compilados  referentes  a  la  Rota  española, 
decía,  haciendo  hincapié  en  que  la  Rota  era  un  tribunal  comisario,  que 
sus  auditores,  aunque  nombrados  por  breve  pontificio,  no  podían  nada 
que  no  les  cometiera  el  nuncio,  puesto  que  aquél  solamente  les  habili- 
taba a  ser  jueces,  y  para  las  causas  que  el  nuncio  toties  quoties  les 
cometiera,  como  anteriormente  la  Santa  Sede  habilitaba  también  a  los 
jueces  in  curia,  y  como  lo  son  también  los  sinodales  por  su  ordinarios, 
que  son  puramente  comisarios 

De  esto  claramente  parece  deducirse  la  mente  del  autor  de  querer 
atribuir  a  los  jueces  facultades  únicamente  delegadas. 

Es  verdad  que,  privado  el  nuncio  de  la  judicatura  de  las  causas, 
repetidamente  afirma  éste  haber  quedado  reducido  a  un  puro  fantoche, 
o  con  una  bella  apariencia,  o  sombra  de  jurisdicción;  pero,  de  aquí, 
no  se  puede  concluir  que  su  comisión  fuese  un  acto  puramente  admi- 
nistrativo. Son  más  bien  desahogos  de  un  mal  reprimido  disgusto  por 
la  herida  que  el  breve  había  abierto  en  su  amor  propio,  cuyas  dispo- 
siciones no  oculta  el  calificar  de  «ciecamente»  y  aun  «vilmente»  acor- 
dadas, por  haberle  sido  suprimida  la  facultad  de  juzgar  independien- 
temente de  la  Rota;  pero  que,  al  mismo  tiempo,  reconoce  ser  una 
secuela  lógica  del  breve,  aunque  a  él  le  sea  durísimo  admitirla  plena- 
mente, y,  aún  más,  declararla  públicamente 

El  mismo  cardenal  Pallavicini  no  duda  en  calificar  de  acto  de  juris- 
dicción las  comisiones  del  nuncio 

Por  otra  parte,  en  un  largo  oficio  enviado  el  15  de  enero  de  1799  al 
cardenal  Lorenzana,  arz.  de  Toledo,  y  firmado  por  don  Mariano  Luis 
dfe  tJrquijo,  debido  a  la  indisposición  de  don  Francisco  de  Saavedra, 
ministro-secretario  de  estado  y  doctor  en  Teología  por  la  facultad  del 
Sacro-Monte  de  Granada,  se  lee  lo  siguiente:  «Hace  mucho  tiempo  que 


Cfr.  cap.  IV  de  nuestro  trabajo  :  Reparos  a  la  primera  y  segunda  minuta. 
"6    Cfr.  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  269  A.  ff.  641-644. 

Purtroppo  l'espressioni  del  Breve  portano  questa  dura  sequela;  ma  duris- 
simo  era  a  me,  ed  il  plenamente  ammeterla,  e  dippiü  il  publicamente  dichiararla. 
Cfr.  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  459,  f.  263. 

Cfr.  Arch.  Vat.,  Archivio  della  Nunziatura  di  Madrid,  leg  142,  ff.  167  s. 
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se  concibió  el  acertado  proyecto  de  dar  un  establecimiento  más  de- 
coroso al  tribunal  de  la  Rota,  y  varias  causas  han  impedido  los  efectos 
que  se  desean.  Este  cuerpo  respetable  que,  considerado  con  los  honores 
del  consejo  real  y  autorizado  para  juzgar  en  última  instancia  las 
causas  eclesiásticas  del  reino,  debiera  recibir  inmediatamente  la  dele- 
gación del  papa,  no  tiene  más  facultades  que  las  particulares  que  sub- 
delega el  nuncio  apostólico  para  las  diversas  causas  que  sucesivamente 
vienen  de  los  tribunales  inferiores;  de  manera  que  para  cada  causa 
es  necesaria  una  distinta  subdelegación  que  se  repite  otras  tantas 
veces  cuantas  son  las  causas  que  han  de  sentenciarse.  Esta  indecorosa 
dependencia  tan  injuriosa  al  tribunal  como  peligrosa  en  estas  circuns- 
tancias exige  una  providencia  que,  dando  una  noble  representación  a 
este  cuerpo,  asegurase  también  su  existencia  en  el  triste  porvenir,  que 
no  está  lejos  de  nosotros.  Fallecerá  Su  Santidad;  se  dividirá  la  Iglesia 
con  un  cisma;  morirá  el  nuncio  en- quien  están  delegadas  todas  las 
facultades;  la  España  no  querrá  recibir  justamente  los  nuncios  ni  las 
facultades  de  los  diversos  pretendientes,  y  vea  V.  eminencia  muerto 
también  el  tribunal.  Para  darle,  pues,  una  existencia  más  decorosa  y 
permanente,  quiere  S.  M.  que  delegue  Su  Santidad  todas  sus  faculta- 
des directamente  al  tribunal  compuesto  de  un  presidente,  que  por 
ahora  será  el  nuncio  de  Su  Santidad:  de  siete  auditores,  en  cuyo  nú- 
mero debe  entrar  el  auditor  general  y  del  fiscal,  y  de  esta  manera, 
siendo  perpetua  la  delegación  al  cuerpo,  que  nunca  acaba  por  la  con- 
tinua sucesión  de  los  individuos  que  deben  todos  ser  nombrados  por 
su  majestad  sin  necesidad  de  otra  aprobación,  no  acabaria  la  existen- 
cia ni  la  jurisdicción  de  este  tribunal  a  pesar  de  los  movimientos  vio- 
lentos que  puedan  suceder».  El  oficio  termina  abogando  por  los  tiempos 
primitivos  de  la  Iglesia,  en  que  también  los  obispos  gozaban  de  mayores 
facultades 

Es  verdad  que  en  el  documento  citado  no  se  hace  distinción  entre 
el  tribunal  y  los  auditores;  pero,  supuesto  que  el  tribunal  era  ordinario, 
puesto  que  no  se  constituía  cada  vez  que  se  daban  las  comisiones,  sino 
que  era  establemente  constituido  por  el  breve  clementino,  no  quedaba 
sino  atribuir  a  los  auditores  la  potestad  delegada  de  que  se  hace  men- 
ción. Si,  por  otra  parte,  tenemos  presente  que  la  Rota  romana,  a  cuya 
imagen  se  constituyó  la  española,  era,  a  juicio  de  De  Luga,  un  tribunal 
ordinario,  aun  cuando  sus  auditores  lo  fueran  delegados "°,  creemos 
que  tenemos  que  concluir  que  los  auditores  de  la  Rota  española  juz- 
gaban con  potestad  delegada.  Nada  extraño,  por  otra  parte,  aunque  se 


M.  A.  E.  M..  Archivo  de  la  Embajada  cerca  de  la  Santa  Sede,  leg.  247  ff.  s.  n. 

Cfr.  o.  c,  pars  I,  de  iudiciis,  n.»  14;  pars  II,  de  Reí.  Rom.  Cur.  for.,  disc. 
XXXII,  n.»  5.  Vales  Failde,  en  su  citada  obra  p.  69  y  70,  afirmaba  que  por  la 
comisión  del  nuncio  se  le  comunicaba  al  ponente  la  jurisdicción  necesaria. 
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trate  de  una  anomalía  (pues  a  nadie  se  le  escapa  la  distinción  entrei 
los  jueces  sinodales,  a  los  que  antes  aludimos,  y  los  jueces  de  la  Rota), 
si  se  tienen  presente  las  circunstancias  y  ambiente  político  de  aquel 
entonces:  de  querer  independizar  a  España  de  Roma,  contra  el  que, 
muy  bien,  Roma  pudo  retener  aquel  acto  de  delegación,  para  mante- 
nerla unida  a  sí,  máxime  cuando  los  mismos  exponentes  de  la  jerarquía 
eclesiástica  española  no  estaban  totalmente  libres  del  ambiente  rega- 
lista. 

Tribunal  supremo  de  apelación. — Entendemos  por  tribunal  supremo 
de  apelación  aquel  de  cuyas  sentencias  no  cabe  apelación  por  vía  ordi- 
naria a  otro  tribunal  superior.  Esto  supuesto  nos  preguntamos:  ¿el 
tribunal  de  la  Rota  de  la  nunciatura  de  España  era,  en  su  primitiva 
institución,  un  tribunal  supremo  de  apelación? 

PiCANYOL,  partiendo  de  un  falso,  a  la  vez  que  poco  laudable  y  hasta 
sospechoso  principio  de  que  la  concesión  sea  no  solamente  odiosa,  más 
aún  odiosísima,  porque,  según  él,  limita  de  algún  modo  la  potestad 
pontificia  (piénsense  las  conclusiones  que  se  derivarían  de  la  aplica- 
ción práctica  de  este  principio),  y  que  fué  arrancada  por  la  violencia, 
ocultando,  o  pasando  por  alto  el  que  la  concesión  fué  hecha  motu  pro- 
prio,  ex  certa  scientia,  et  matura  deliberatione,  y  que  a  la  presentación 
de  la  memoria  hecha  por  Azpuru  se  respondió  que  «niente  si  é  rinve- 
nuto  che  possa  trattenere  nostro  signore  dall'accordarla,  tanto  se  si 
rifletta  al  pericolo  de  sconcerti  che  da  una  negativa  andarebbero  a 
nascere,  quanto  se  si  rifletta  alia  ragionevolezza,  e  giustizia  delle  do- 
mande»  afirma  no  solamente  la  legitimidad  de  las  apelaciones  a  la 
Rota  romana,  sino  que  los  españoles  pueden  con  igual  derecho  llevar 
sus  causas  tanto  a  la  Rota  de  Madrid  como  a  la  romana.  Esta  afirma- 
ción pretende  probarla  con  otra  no  menos  gratuita  aserción,  diciendo 
que  el  tribunal  se  constituyó  por  las  ventajas  que  aportaba  a  los  súb- 
ditos  españoles,  y  no  por  las  desventajas  que  pudiera  ocasionar,  y  que 
de  hecho  constituían  y  grandes,  el  que  los  súbditos  españoles  quedasen 
privados  de  dicha  apelación  a  la  Rota  romana;  como  si  fuese  un  mero 
privilegio  concedido  a  cada  español  del  que  puede  o  no  hacerse  uso 
a  discreción  de  cada  cual y  no  una  ley,  privilegiada  sí,  pero  ley  para 
todos  los  españoles  en  cuya  mano  no  está  el  poder  renunciar  a  seme- 
jante privilegio;  como  dice  el  breve:  «Ut  autem  in  posterum  maturíus, 
et  commodius  in  causis  praedictis  jus  unicuique  tribuatur,  re  prius 
serio  perpensa,  novam  in  causis,  et  iudiciis  huiusmodi  perpetuo,  et  om- 
nino  servandam  forman  per  praesente  nostras  litteras,  constituere  ac 
praescribere  decrevimus»  (cfr.  §  3,  de  la  tercera  minuta  en  el  capl- 


Arch.  Vat.,  Segretaria  dei  Brevi  (diversorum),  lee.  3.800.  ff.  193-199,  copia. 
Cfr.  PicANYOL,  De  natura  et  ambitu  Rotae  Hispanicae.  «ApoUinaris»  V 
(1932),  336  ss. 
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tulo  IV),  y  como  si  no  fuera  más  conforme  a  una  razonable  descen- 
tralización, e  importara  la  negación  o  exclusión  del  recurrir  al  Santo 
Padre,  como  cabeza  y  juez  supremo  de  la  Iglesia,  aunque  ello  fuera  por 
via  extraordinaria. 

Pero  vengamos  a  la  historia.  El  nuncio  Valenti  estaba  convencido 
de  que  nuestra  Rota  era  un  tribunal  supremo  e  independiente y 
que  esto  era  una  deducción  lógica  de  la  misma  institución:  ad  instar 
Rotae  romanae;  por  lo  que,  después  de  un  breve  que,  al  parecer  del 
nuncio,  todo  lo  había  echado  por  tierra,  no  quedaba  sino  agarrarse  a 
cualquier  pretexto  para  hacer  menos  sensible  la  pérdida como  le 
insinuara  al  cardenal  Pallavicini.  El  cardenal  estaba  también  de  acuerdo 
en  que  la  interpretación  que  se  daba  en  España  del  breve,  y  que  mon- 
señor Valenti  le  había  manifestado  en  los  despachos  de  abril  y  marzo 
del  1774,  correspondía  perfectamente  a  la  letra  del  motu  proprio  cle- 
mentino;  por  lo  que  solamente  le  quedaban  dos  actitudes  que  tomar: 
tender  a  una  mayor  amplitud  en  la  libertad,  que  les  quedaba  a  los 
nuncios,  de  cometer  las  causas,  y  procurar  alguna  providencia  en 
virtud  de  la  cual  viniera  reparado  el  riesgo  en  que  la  sede  apostólica 
estaba  de  ser  privada  de  todo  conocimiento  judicial  romano  en  las 
causas  de  España  bien  que  — decía —  no  le  haya  sido  pedido  el  sacrifi- 
cio, como  supongo;  haciendo  hincapié,  en  concreto,  en  el  artículo  XII 
del  concordato  de  1737,  cuyas  disposiciones  no  se  encontraban  expresa 
ni  individualmente  derogadas,  como  mons.  Valenti  le  había  insinuado 
por  carta  del  12  de  abril  de  1774.  Termina  su  carta  invitando  al  nuncio 
a  que  cuando  haga  sus  representaciones,  de  palabra  o  por  escrito,  se 
guarde  de  resistir  a  aquello  que  el  papa  ha  concedido  o  puede  haber 
concedido,  mientras  que  de  sus  representaciones  no  se  derive  alguna 
ventaja  a  la  Santa  Sede  o  a  sus  tribunales  y  congregaciones  romanas, 
o  a  la  pontificia  representación  de  los  nuncios  de  España  "\  Más  explí- 
citamente, en  lo  referente  al  artículo  12  del  citado  concordato,  le  invita 


A  propósito  del  Notariado  Real  y  examen  de  los  escribanos  reales,  que  se 
pretendía  someter  a  los  Secretarios  de  justicia  del  Tribunal  de  la  Rota,  decía 
monseñor  Valenti :  «Che  il  Papa,  e  il  Nunzio  nei  presentí  tempi  dissimuli  detta 
legge  puo  esser  prudenza.  ma  che  con  un  fatto  proprio  la  ponga  in  osservanza  nel 
proprio  Supremo  independente  Apostólico  Tribunale,  quando  gli  stessi  Vescovi  per 
11  loro  si  oppongono,  mi  sembrarebbe  un  gravissimo  scandalo».  Cfr.  Arch.  Vat.,  Nun- 
ziatura  di  Spagna,  leg.  459,  f.  200. 

«...  poiché  dopo  un  breve,  che  tutto  ha  rovinato,  conviene  pur  appigliarsi 
a  qualsivoglia  mezzo  per  render  meno  sensibile  la  perdita».  Cfr.  Arch.  Vat.,  Nun- 
ziatura  di  Spagna,  leg.  270  A,  f.  s.  n. 

Cfr.  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  459,  ff.  214-216;  la  respuesta 
del  card.  Pallavicini  de  5  de  mayo  de  1774  en  Arch.  Vat.,  Archivio  delta  Nunzia- 
tura di  Madrid,  leg.  142,  ff.  153  ss.  El  art.  XII  del  Concordato  referido  dice  así  : 
«La  disposición  del  Sagrado  Concilio  de  Ti-ento  concerniente  a  las  causas  de  pri- 
mera instancia  se  hará  observar  exactamente,  y  en  cuanto  a  las  causas  en  grado 
de  apelación,  que  son  más  relevantes,  como  las  Beneficíales,  que  pasan  del  valor 
de  veinte  y  quatro  ducados  de  oro  de  Cámara,  las  Jurisdiccionales,  Matrimoniales, 
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a  no  dar  muestras  de  vacilación  sobre  la  firmeza  y  vigor  del  citado 
articulo,  cuyas  disposiciones  deberla  tener  presentes  en  orden  a  la 
comisión  de  las  causas  que  habría  de  hacer  no  a  la  Rota,  sino  al  tri- 
bunal competente  de  la  Santa  Sede 

Como  se  ve,  la  interpretación  de  Pallavicini  era  una  interpretación 
puramente  personal;  pues,  aparte  de  que  él  estuvo  ausente  en  todas  las 
negociaciones  previas  a  la  concesión  del  breve,  cosa  que  no  le  debió 
agradar  mucho,  y  que,  por  lo  tanto,  no  podía  conocer  bien  el  alcance 
del  mismo,  como  deja  entrever  en  el  citado  despacho,  donde  dice:  «bien 
que  no  le  haya  pedido  el  sacrificio,  como  supongo»,  y,  aparte  también, 
de  que  en  el  cifrado  despacho  ya  citado  no  hablaba  de  apelaciones  de 
las  causas  que  juzgara  la  Rota,  sino  solamente  de  aquellas  apelacio- 
nes que  el  concordato  de  1737  reservaba  a  la  curia  romana,  de  cuyo 
conocimiento — a  su  juicio — deberla  excluirse  al  nuevo  tribunal  de  la 
Rota  española,  una  semejante  interpretación  reduciría  a  casi  nada 
la  institución  misma,  erigida  ad  instar  Rotae  romanae,  con  grave  per- 
juicio de  las  partes  litigantes,  que  se  verían  precisadas  de  acudir  a 
Roma  en  todas  las  causas  de  alguna  importancia,  prolongándose  inde- 
finidamente la  administración  de  su  justicia. 

En  cifra  del  5  de  noviembre  de  1776  opuso  el  ya  cardenal  Valenti 
que,  tal  vez,  podría  asistirles  un  buen  ius  para  exigir  intactas  las  ape- 
laciones a  la  Santa  Sede,  puesto  que  no  se  habla  hecho  mención  nin- 
guna en  el  breve,  ni  se  habla  expresamente  derogado  el  concordato  de 
Clemente  XII;  pero  que  todas  aquellas  razones  valdrían  únicamente 
en  todo  aquello  sobre  lo  cual  no  se  hubiera  dispuesto  nada  en  la  nueva 
concesión.  «Con  ésta — continúa — se  ha  transferido  al  nuncio  la  supre- 
ma potestad  de  la  Santa  Sede  de  la  signatura  habilitándole  a  cometer, 
o  a  los  jueces  sinodales,  o  la  nueva  Rota  omnes  causas.  Se  ha  querido 
un  tribunal  llamado  Rota  por  aquel  principio  de  que  la  causa  rotal  es 
siempre  rotal,  y  en  la  misma  Rota  debe  siempre  terminarse.  Se  ha 
concedido  por  esto  que  el  nuncio  etiam.  pluries  pueda  y  deba  cometer- 
las a  la  misma  Rota.  Ahora  bien,  con  tales  disposiciones  ciegamente, 
y  aun  diré  vilmente  acordadas,  ¿cómo  puede  esperarse  el  caso  de  ape- 
lación a  Roma?  Han  pasado  ya  dos  años  completos  desde  que  está  en 
actividad  el  tribunal,  y  el  consejo  y  toda  la  nación,  por  la  sola  lectura 


Decimales,  de  Patronato  y  otras  de  esta  especie,  se  conocerá  de  ellas  en  Roma,  y 
se  cometerán  a  Jueces  in  partibus  las  que  sean  de  menor  importancia».  Véase 
Concordato  entre  la  Corte  de  Roma  y  la  de  España  (Madrid,  1738),  p.  29;  Mer- 
CATi,  A.,  Raccolta  di  Concordati,  vol.  I  (Roma,  1954),  p.  325. 

Arch.  Vat.,  Archivio  della  Numiatura  di  Madrid,  leg.  142,  f.  167  s.  Las  mis- 
mas ideas  se  repiten  en  otra  cifra  del  cardenal  Pallavicini  a  Mons.  Valenti,  de 
fecha  16  de  junio  de  1774  :  ib.,  ff.  219-221,  según  las  cuales  la  competencia  de  la 
nueva  Rota  no  debia  presumirse  alterada  respecto  a  la  del  antiguo  Tribunal  del 
Nuncio. 
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del  breve,  está  tan  persuadida  que  deben  terminarse  en  España  las 
causas  eclesiásticas,  que  ni  siquiera  le  ha  pasado  por  la  mente  una 
remota  duda  sobre  esto.  Ya  se  han  concluido  muchísimas  por  la  ter- 
cera sentencia  conforme,  o  sea,  por  la  ejecutoria  obtenida,  y  tranqui- 
lisimamente  se  han  conformado  las  partes  que  han  perdido  la  causa, 
sin  pensar  en  apelar  a  la  Santa  Sede.  Diré  además  que  si  alguien  pen- 
sase en  apelar  a  la  Santa  Sede  en  virtud  de  la  ley  del  exequátur,  al 
que  quedan  sujetos  todos  los  papeles  de  Roma,  el  consejo  no  lo  daria 
nunca,  y  asi  por  cuanto  nos  pueda  asistir  el  buen  ius,  ve  V.  eminencia 
que  el  hecho  lo  destruye» 

De  hecho,  la  Rota  española  se  hizo  competente  en  todas  aquellas 
causas,  como  se  verá  al  tratar  de  la  competencia  del  tribunal,  y, 
cuando  a  los  comienzos  del  siglo  xix  se  volvió  a  tratar  la  cuestión  de 
la  reforma  del  tribunal,  se  rechazó  la  insinuación  que  alguien  mani- 
festó de  reducir  su  competencia  a  las  causas  menores,  por  ser  dema- 
siado poco,  y  exponerse  a  una  repulsa  de  parte  del  gobierno  español, 
con  poco  decoro  de  la  sede  apostólica  "\ 

También  el  P.  Ferreres  se  declara  fiel  defensor  de  la  legitimidad 
de  las  apelaciones  a  Roma  de  las  sentencias  pronunciadas  por  la  Rota 
española,  aunque  no  distingue  bien  entre  los  recursos,  que,  fuera  del 
orden  judicial  establecido,  siempre  pueden  elevarse  al  papa  como  ca- 
beza y  juez  supremo  de  la  Iglesia  universal  por  cualquier  flel,  y  las 
apelaciones  estrictamente  judiciales.  El  principio  en  que  se  funda  es 
doble : 

1.°  Que  el  tribunal  de  la  Rota  tiene  el  carácter  de  mero  privilegio, 
al  que  puede  renunciar  quien  lo  desee. 

2°  Que,  como  el  antiguo  tribunal  del  nuncio,  el  tribunal  de  la 
Rota  es  un  tribunal  delegado,  del  que  siempre  cabe  apelar  al  dele- 
gante. 

De  ambos  puntos  hablamos  ya  en  las  páginas  anteriores. 

Como  si  nuestro  tribunal  no  fuera  esencialmente  diverso  del  anti- 
guo tribunal  del  nuncio,  para  corroborar  su  teoría,  afirma  el  P.  Ferreres, 
que  ya  Felipe  IV,  Felipe  V  y  Fernando  VI  pidieron  a  Roma  que  no 
recibieran  ninguna  apelación  de  los  tribunales  españoles,  sin  haberlo 
podido  conseguir.  Más  aún,  erigido  el  nuevo  tribunal  de  la  Rota  de  la 
nunciatura  de  España,  afirma  que  continuaron  las  apelaciones  a  Roma, 
sin  que  especifique  ningún  caso  concreto  antes  del  año  1884"'. 


Arch.  Vat.,  Numiatura  di  Spagna,  leg.  270  A,  f.  s.  n. 

Véase  el  informe  que  presentó  el  abogado-fiscal  Vincenzo  Bartolucci  en 
relación  con  la  memoria  presentada  por  el  ministro  Vargas  (cfr.  cap.  VIII)  :  Ar- 
chivo Vat.  Spagna  Appendice,  leg.  XVII,  Miscellanea,  íf.  196-199,  y  el  juicio  que 
mereció  al  cardenal  Antonelli,  cuyos  folios  no  dudó  en  calificar  de  egregi:  ib.,  f.  244. 
Están  desligados  y  mezclados. 

La  Curia  Romana  (Madrid,  1911),  pp.  418,  ss. 
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Nosotros  confesamos  que  hemos  visto  toda  la  documentación  rela- 
tiva a  España  existente  en  el  Archivo  Vaticano  hasta  el  año  1816.  y 
no  hemos  hallado  ni  un  solo  caso  de  apelación.  Solamente  en  el  año  1777 
aparece  uno,  en  que  sor  María  Francisca  Castelví,  monja  profesa  del 
convento  de  las  Dominicas  de  Santa  Maria  Magdalena,  de  Valencia, 
acudió  a  la  S.  Cong.  del  Concilio  para  probar  la  nulidad  de  su  profe- 
sión, dando  ésta  las  oportunas  instrucciones  para  que  se  instruyera  el 
proceso  y  se  remitieran  después  los  autos  a  Roma,  para  su  decisión 
En  cambio,  otra  causa  de  la  misma  especie,  introducida  por  sor  María 
de  las  Mercedes  Aguirre,  del  monasterio  de  Santa  Clara,  de  Málaga, 
aparece  fallada,  en  primera  instancia,  por  la  curia  del  ordinario  del 
lugar;  en  segunda,  por  el  metropolitano  de  Sevilla,  y  en  tercera,  por 
la  Rota"'. 

También,  en  el  año  1811 se  expidió  un  oficio  instando  a  los  su- 
periores de  los  respectivos  tribunales  de  la  Santa  Sede  para  que  no 
recibiesen  ninguna  instancia  de  ningún  subdito  español  que  no  fuera 
hecha  por  la  agencia  real,  y  que,  naturalmente,  tampoco  lograron. 

Las  dos  únicas  causas  que,  tanto  el  P.  Picanyol  como  el  P.  Ferreres 
aducen,  son  una  Legionensis  y  otra  Hispaniarum  et  insulae  Cubanae 
Examinadas  ambas,  resulta  que  la  primera  es  un  caso  de  provisión  de 
parroquia  contra  uno  que  no  guardaba  la  residencia  canónica;  pero  que, 
no  obstante,  no  quería  renunciar  al  beneficio  hasta  tanto  no  quedara 
incorporado  a  la  colegiata  de  S.  Marcos,  de  la  que  se  profesaba  novicio. 
Llevada  la  causa  a  los  tribunales,  fallaron  en  contra  del  presunto  no- 
vicio el  ordinario  de  lugar,  el  metropolitano  y  el  primer  turno  de  la 
Roma.  El  párroco  irresidente  pidió  una  revisión  de  la  causa,-  pasando 
entonces  al  segundo  turno  rotal,  que  falló  en  contra  de  las  anteriores. 
Pasaron  los  diez  días  aptos  para  la  apelación:  pero  ni  el  obispo  de 
León  ni  el  nuevo  párroco  a  quien  se  le  había  conferido  el  beneficio 
opusieron  nada,  pasando  así  a  cosa  juzgada  la  última  sentencia.  Trans- 
currido algún  tiempo,  recurrieron  ambos  a  la  Rota;  pero  ésta  no  quiso 
admitir  los  recursos,  en  vista  de  lo  cual  acudieron  ambos  a  Roma. 

La  otra  es  una  cuestión  de  competencia  suscitada  entre  la  Rota  de 
Madrid  y  los  tribunales  de  Cuba,  que  alegaban  un  privilegio  que,  en 
tiempos  de  Felipe  II,  el  papa  Gregorio  XIII  había  concedido  por 
la  const.  exposcit  a  las  Indias  occidentales,  según  el  cual  deberían  fene- 
cer allí  todas  las  causas  eclesiásticas  por  dos  sentencias  conformes  sin 
ir  a  Roma,  conforme  al  orden  siguiente:  ordinario,  metropolitano  o 


1"  Cfr.  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spaana,  lee.  270  A;  véase  la  carta  del  Nuncio 
a  la  Secretaría  de  Estado  del  15  de  julio  de  1777. 

Cfr.  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  lee.  299,  ff.  181  ss. 
Cfr.  cap.  VIII  de  nuestra  obra. 

Cfr.  A.  S.  S.,  vol.  XVII  (1884),  pp.  140  ss.,  y  vol.  XXIV  (1891-92),  pp.  577  SS. 
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sufragáneo  elegido,  metropolitano  cercano,  sufragáneo,  etc.  Elevada  la 
cuestión  a  Roma,  falló  en  contra  de  la  competencia  de  la  Rota  de 
Madrid. 

Como  se  ve,  tampoco  aqui  se  trata  de  una  estricta  apelación  ju- 
dicial. 

Pero  no  solamente  esto;  consta  históricamente  que,  si  al  nuncio 
se  le  suprimió  la  facultad  de  juzgar  por  sí  mismo,  independientemente 
de  la  Rota,  fué  precisamente  porque  no  dándose  la  apelación  del  dele- 
gante al  delegado,  en  caso  que  el  nuncio  tomara  conocimiento  de  al- 
guna causa,  necesariamente  deberían  ir  las  apelaciones  a  Roma. 

J.  PosTíus cita  diversas  causas  cuyas  apelaciones  rechazó  la  Rota 
romana  alegando  que  para  las  últimas  apelaciones  tenian  en  España 
el  «supremo  tribunal  de  la  Rota»,  poniendo  de  relieve  el  especial  interés 
de  la  Santa  Sede  en  respetar  sus  concordatos 

A  este  respecto  conviene  advertir  que  el  rey  Carlos  IV,  por  resolu- 
ción a  consulta  del  18  de  diciembre  de  1804,  decretó  que  se  comunicase 
a  todos  los  arzobispos  y  obispos  del  reino,  para  que  previniesen  a  sus 
respectivos  provisores  y  vicarios  generales,  que  cuando  admitiesen  las 
apelaciones  de  sus  sentencias  o  autos  definitivos  para  la  Santa  Sede, 
se  hiciese  con  la  expresa  y  precisa  condición  de  solicitar  rescripto  de 
comisión  in  partibus  para  los  jueces  sinodales  solamente,  que  las  partes 
acordaren,  o  que  les  tocara  de  turno,  como  se  practicaba  antiguamente 
con  los  jueces  in  curia,  y  que,  en  caso  de  no  convenirse,  o  de  rechazar 
el  turno  en  funciones,  los  eligiesen  ellos  mismos  de  oficio;  advirtiendo 
que  los  jueces  no  fuesen  teólogos,  sino  juristas  o  canonistas,  para  evi- 
tar los  gastos  que  supondría  el  tener  que  nombrarles  asesores,  y  sin 
que  estas  disposiciones  alterasen  el  orden  gradual  de  las  apelaciones 

De  lo  antes  expuesto  parece  deducirse  que  las  partes,  v.  gr.,  si  ^e 
ponian  de  acuerdo  podían  saltarse  la  Rota  interponiendo  las  apelacio- 
nes directamente  a  la  Santa  Sede,  aun  cuando  por  el  real  decreto  de- 
berían solicitar  el  rescripto  de  comisión  in  partibus. 

Concluimos,  pues,  que  el  tribunal  de  la  Rota  de  la  nunciatura  de 
España  era,  en  su  primitiva  institución,  un  tribunal  supremo  de  ape- 
lación, en  el  sentido  que  de  sus  sentencias  no  cabían  apelaciones  a  otro 
tribunal  judicialmente  superior,  sino  que  estaba  facultado  para  juzgar 


El  Código  Canónico  aplicado  en  España  (Madrid,  1926),  pp.  513  ss. 

Esta  idea  de  que  el  Tribunal  de  la  Rota  es  una  ley  concordada  entre  la 
Santa  Sede  y  el  Gobierno  español,  de  la  que  no  es  lícito  apartarse,  es  una  idea 
que  aparece  frecuentemente  en  la  documentación  existente  en  el  Archivo  Vati- 
cano a  lo  largo  de  los  años  que  hemos  estudiado  más  detenidamente. 

Cfr.  Novísima  recopilación  de  las  leyes  de  España,  ley  XVII,  tít.  I,  lib.  11. 
(Madrid,  1805),  tomos  I-II,  p.  207. 


120 


CONSTANTINO  GARCIA  MARTIN 


cuantas  veces  fuese  necesario,  por  la  formación  de  nuevos  turnos  hasta 
la  obtención  de  la  ejecutoria  por  las  tres  sentencias  conformes 

3.   Competencia  del  tribunal 

Uno  de  los  puntos  que  aparecen  más  cuidadosamente  determinados 
en  el  nuevo  motu  proprio  Apostólico  Hispaniarum  Nuntio  es  precisa- 
mente el  de  la  competencia,  sin  duda  para  obviar  las  muchas  dificul- 
tades que  a  raíz  de  la  indeterminación  del  breve  clementino  surgieron. 

A  este  propósito  conviene  advertir  que  una  cosa  es  lo  que  se  pidió 
y  realmente  se  concedió,  y  otra  lo  que  el  nuncio  logró  introducir  va- 
liéndose de  la  docilidad  que  pareció  mostrarle  el  ministro  Roda  al  hacer 
caso  omiso  de  las  salvedades  que  había  hecho  en  sus  estatutos  provisorios. 
Por  el  breve  clementino,  en  efecto,  el  nuncio  había  quedado  privado  de 
todas  las  facultades  y  prerrogativas  de  juzgar,  y,  por  otra  parte,  se  había 
establecido  que  las  causas  siguieran  el  orden  gradual  establecido,  de 
forma  que  el  tribunal  de  la  Rota  no  pudiera  nunca  juzgar  en  primera 
instancia,  ni  pasar  por  alto  la  segunda  instancia  de  los  metropolitanos 
fuera  de  las  causas  de  los  exentos  en  las  que  se  reservaba  la  apelación 
al  nuncio,  en  orden  a  su  comisión  ulterior.  Sin  embargo,  el  nuncio 
procuró  dejar  una  vía  libre  para  introducirse  en  el  conocimiento  de 
estas  causas  de  los  regulares,  en  punto  a  corrección,  observancia  y  dis- 
ciplina eclesiástica,  y  con  la  intervención  de  su  auditor  definirlas  su- 
mariamente y  sin  estrépito  judicial. 

Igualmente  se  prohibía  al  auditor  o  asesor  del  nuncio  que  recibiera 
ninguna  apelación  de  los  sufragáneos,  que  se  interpusiera  diréctamente 
para  ante  el  nuncio,  sino  que  remitiera,  más  bien,  a  las  partes  a  que 
usaran  de  su  derecho  ante  los  metropolitanos;  pero  con  una  salvedad: 
mientras  no  interviniese  alguna  justa  causa,  como  distancias  de  lugar, 


Es  de  notar  a  este  propósito  que,  bajo  la  denominación  genérica  de  apela- 
ciones, se  incluirán  en  el  Derecho  antiguo  dos  especies  bien  diferentes  :  las  apela- 
ciones propiamente  dichas,  e.  d.  las  judiciales,  y  las  extrajudiciales. 

Las  apelaciones  judiciales  suponían  un  juez,  como  término  a  quo,  y  un  ver- 
dadero acto  judicial  y  gravamen  inferido  a  la  parte  apelante. 

Las  extrajudiciales,  en  cambio,  no  suponían  un  juez  como  término  a  quo,  ni 
tampoco  un  acto  judicial,  ni  lesión  o  daño  necesariamente  inferido.  Se  llamaban 
simplemente  provocationes  ad  causam,  y  se  definían  :  «provocatio  rite  facta  ai? 
actibus  vel  decretis  (v.  gr.  propter  concursum  parochialem)  Inferioris,  etiam  pri- 
vati,  ad  superiorem  iudicem,  propter  gravamen  illatum  vel  inferendum».  También 
se  incluían  entre  las  extrajudiciales,  aunque  en  un  sentido  más  lato  las  apelacio- 
nes cuando  para  su  determinación  no  se  había  de  proceder  judicialmente,  sino 
e!  forma  administrativa,  por  tratarse,  no  de  la  lesión  de  un  derecho,  sino  de  un 
mero  interés ;  en  cuyo  caso  se  entendía  por  juez  cualquier  magistrado  con  autori- 
dad administrativa.  Cfr.  Wernz,  F.  X.,  lus  Decretalium,  tom.  V,  de  iudiciis,  tit.  39 
de  appell.  (Prati,  1914),  pp.  527  ss. 

Por  ello,  cuando  hablamos  de  apelaciones,  entendemos  las  apelaciones  judicia- 
les en  sentido  propiamente  dicho 
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circunstancias  concretas  de  las  personas,  naturaleza  de  las  sentencias 
o  autos,  y  calidad  de  la  misma  causa,  en  atención  a  las  cuales  el  ape- 
lante pidiese  se  encomendase  a  los  sinodales;  o  a  menos  que  las  partes 
conviniesen  en  que  se  confiara  a  la  Rota,  bastando,  entonces,  un  docu- 
mento de  los  procuradores  respectivos,  o  simplemente  que  el  apelante 
interpusiese  la  apelación  ante  el  nuncio  y  la  otra  parte  consintiese  o, 
al  menos,  no  reclamase.  La  comisión  debería  despacharse  en  este  caso 
atiento  partium  consensu. 

Por  lo  demás,  en  la  parte  dispositiva  del  breve  solamente  se  distin- 
guían tres  clases  de  causas  en  conjunto: 

1)  Causas  civiles  de  los  exentos  y  residentes  en  provincias. 

2)  Causas  civiles  que  llegarán  en  apelación  de  los  metropolitanos  y 
sufragáneos. 

3)  Causas  criminales. 

1)  Causas  civiles  de  los  exentos  y  residentes  en  provincias. — Es  de 
advertir,  ante  todo,  que  en  España,  aparte  de  los  regulares,  gozaban 
entonces  otros  muchos  del  privilegio  de  exención. 

En  la  frase  (cfr.  §  12)  «Non  autem  omnes  causae  a  praedicto  Nuntio 
Tribunali  novae  Rotae  huiusmodi  committi  poterunt,  quandoquédem 
illae  exemptorum,  et  residentium,  seu  commorantium  in  Provinciis,  etc.?. 
el  nuncio  quiso  ver  una  salida  para  conocer  por  si  mismo  las  causas 
que  llegaran  de  los  exentos  por  vía  de  apelación;  pero  el  deputado  Azedo 
Rico  se  opuso  diciendo  que  tales  causas  deberían  cometerse,  en  primera 
instancia,  absolutamente  a  los  ordinarios  del  lugar  y  no  a  los  jueces 
sinodales,  y  aun  las  mismas  que  surgieren  en  Madrid,  al  vicario  arzobis- 
pal; y,  en  apelación,  a  la  nueva  Rota  o  a  los  jueces  sinodales,  según 
las  circunstancias,  cuya  apreciación  quedaba  al  juicio  del  nuncio  con  su 
auditor.  De  hecho  encontramos  que  en  Armunia  (León)  hubo  un  caso 
de  litigio  sobre  obtención  de  beneficio  curado  del  lugar.  La  cuestión  se 
entabló  entre  don  José  Canseco  Bazán,  presbítero,  profeso  de  la  Orden 
de  Santiago,  del  real  convento  de  San  Marcos,  de  León,  y  don  Manuel 
Rosado,  subdiácono  de  aquella  ciudad.  El  obispo  exento  de  la  diócesis 
falló  contra  el  referido  Canseco  por  obstar  el  impedimento  de  la  regu- 
laridad de  su  Orden  y  profesión  para  poder  obtener  el  beneficio 
en  cuestión,  adjudicándosele,  en  cambio,  al  Rosado.  Interpuesta  la  ape- 
lación, sólo  se  le  admitió  en  efecto  devolutivo,  procediéndose,  al  día 
guíente,  a  la  colación  y  toma  de  posesión  del  beneficio;  y  mandandvi 
que,  en  el  término  de  sesenta  días  que  se  concedieron  al  apelante,  los 
Procuradores  respectivos  convinieran  en  el  juez  sinodal  que  hubiera 
de  conocer  en  segunda  instancia.  Canseco  no  consintió  por  ser  todos 
los  sinodales  canónigos  de  aquella  catedral,  y  ser  don  Juan  Rosado, 
padre  del  contrincante,  médico  asalariado  del  cabildo,  pidiendo,  en  cam- 
bio, que  la  apelación  se  siguiese  en  la  Rota.  El  nuncio  expidió  las  corres- 
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pondientes  .letras  y  dió  su  comisión  para  que  se  tramitase  en  la  Rota; 
el  Rosado  se  opuso  pidiendo  se  revocase  el  decreto;  pero,  no  obtenién- 
dolo, presentó  ante  el  Consejo  el  recurso  de  fuerza,  e  igualmente  acudió 
al  rey,  quien  consideradas  todas  las  circunstancias  del  hecho,  decretó 
que  tuviera  efecto  la  comisión  del  nuncio  hecha  al  tribunal  de  la  Rota 
Sin  embargo,  ya  desde  el  primer  momento,  el  nuncio  se  puso  en  posesión 
de  la  reserva  que,  en  materia  de  regulares,  hiciera  en  sus  estatutos 

A  este  propósito,  el  Excmo.  Sr.  Cantero  dice:  «Por  otra  parte,  el 
breve  «Cum  Nos»,  de  15  de  mayo  de  1804,  de  S.  S.  Pió  VII,  estableció  que 
todas  las  causas  de  los  regulares  que  aún  seguia  conociendo  el  tribunal 
de  la  Rota  Española,  por  comisión  del  nuncio,  en  primera  instancia 
bien  porque  no  tuvieran  tribunal  propio  dentro  de  su  congregación,  bien 
porque,  aun  contra  la  voluntad  de  sus  superiores  regulares,  fuesen  lle- 
vadas por  los  litigantes  al  tribunal  de  la  Rota  Española — ,  fuesen  en 
adelante  juzgadas  en  primera  instancia  por  los  tribunales  de  los  ordi- 
narios de  los  respectivos  lugares,  como  delegados  especiales  de  la  Sede 
Apostólica  En  primer  lugar,  no  es  verdad  que  la  Rota  conociese  en 
primera  instancia  las  causas  civiles  de  los  regulares,  sino  que  la  reserva 
que  introdujo  el  nuncio  en  sus  estatutos  provisorios  para  conocerlas  por 
sí  con  intervención  del  auditor,  o  para  encomendarlas  a  la  Rota,  eran 
las  causas  devueltas  a  la  nunciatura  por  apelación  de  las  partes,  de  for- 
ma que  lo  único  que  concedió  el  breve,  cuyo  extracto  cita  el  P.  Pican- 
yol y  que  nosotros  no  hemos  podido  encontrar  en  el  fondo  de  Segre- 
taria  dei  Brevi  del  archivo  Vaticano,  sino  un  esbozo  del  mismo  en 
Spagna  Appendice fué  el  que  se  suprimiese  la  necesaria  comisión 
del  nuncio,  como  consta  abundantemente  por  la  documentación  que 
citamos  en  nuestro  capitulo  precedente.  Por  otra  parte,  parece  haber 
leído  mal  las  mismas  palabras  del  breve,  que  dice  «...per  praesentes 
decernimus  atque  mandamus,  ut  firma  et  integra  in  reliquis  rema- 
nente dispositione  litter.  apost.  in  simili  forma  Brevis  a  Clemente  XIV 
etcétera...,  omnes  et  singulae  causae  mere  civiles  quorumlibet  Regula- 
rium,  sive  intra  sive  extra  claustra  morentur,  cuiuscumque  Ordinis, 
Congregationis,  etc. quae  hucusque  ab  Apost.  Matritensi  Nuntiatura 
in  prima  instantia  committehantur,  ex  nunc  et  futuris  deinceps  tem- 
poribus  in  simili  prima  instantia  cognoscantur  a  Ven.  Archiep.  et  Episc. 
respective  locor.  Ordinariis,  quibus  necessariam  et  opportunam  easdem 


Arch.  Vat..  Numiatura  di  Spagna.  leg.  272.  ff.  403-427. 
>"    Cfr.  Arch.  Vat.,  Nunsiatura  di  Spagna,  leg.  459,  f .  263 ;   véase  Auditor  o 
Asesor  en  el  apéndice  de  nue-stra  obra. 

La  Rota  Española.  Madrid,  1946,  p.  132. 

Cfr.  art.  cit.,  p.  332;   el  autor  lo  toma  del  Bull.  Schol.  Piarum  (Matritl, 
1899),  p.  323. 

1"    Leg.  V.  p.  I.  f.  s.  n. 
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causas  mere  civiles  in  prima  instantia,  tamquam  specialibus  Apost. 
S.  Delegatis,  libere  ac  plenarie  iudicandi  auctoritate  apostólica  tenore 
praesentium  tribuimus  facultatem...» 

2)  Causas  contenciosas  que  por  vía  de  apelación  llagaran  a  la  nun- 
ciatura de  los  metropolitanos  y  sufragáneos  en  segunda  o  tercera  ins- 
tancia.— Reservada  la  primera  instancia  a  los  respectivos  ordinarios,  la 
norma  general  era  que  se  observase  el  orden  gradual,  de  forma  que  de 
aquéllos  pasasen  las  apelaciones  a  los  metropolitanos  y  de  éstos  a  la 
nunciatura,  en  orden  a  su  comisión  ulterior  a  la  Rota  o  a  los  sinodales, 
cuya  determinación  quedaba  al  arbitrio  del  nuncio,  según  las  circuns- 
tancias. En  caso  en  que  la  causa  se  hubiera  instruido  en  primera  ins- 
tancia ante  la  sede  arzobispal,  la  segunda  instancia  pasaba  en  apela- 
ción a  la  nunciatura  en  las  mismas  condiciones;  pero  también  aquí  se 
opuso  el  nuncio  a  las  pretensiones  del  deputado,  que  queria  que  el  orden 
se  observase  inexorablemente,  contraponiendo  que,  si  bien  no  pretendía 
impugnar  el  orden  gradual,  tampoco  quería  privarse  del  derecho  que  le 
competía  en  los  casos  urgentes  de  cometer  las  causas  apeladas  al  nuevo 
tribunal  en  segunda  instancia,  máxime  cuando  los  litigantes  se  pusieren 
de  acuerdo,  consignándolo  así  en  los  reglamentos 

3)  Causas  criminales. — También  aquí  el  nuncio  quiso  reservarse 
para  si  el  conocimiento  en  segunda  instancia  de  las  apelaciones  de  los 
ordinarios  respectivos,  en  las  causas  sobre  todo  de  los  regulares  con  el 
pretexto  de  evitar  la  publicidad  y  descrédito  de  sus  Institutos. 

El  problema,  en  efecto,  no  carecía  de  dificultad,  pues  a  parte  de  la 
oscuridad  de  la  redacción  misma  del  breve  (cfr.  §  13),  la  Rota  Romana, 
a  cuya  imitación  se  había  erigido  la  Española,  era  incompetente  en  las 
causas  criminales;  si  a  esto  añadimos  que  en  el  antiguo  tribunal  no  se 
cometían  nunca  estas  causas  a  los  jueces  in  Curia,  sino  que  siempre 
las  conocía  el  nuncio  o  su  auditor,  la  conclusión  parecía  legítima  en 
favor  del  nuncio.  Sin  embargo,  la  interpretación  dada  en  España  era 
muy  otra:  apoyados  en  aquellas  palabras  «...  in  iis  ómnibus,  quae  com- 
patibilia  sunt  cum  nova  hac  iudicandi  forma,  etc.»  y  «gradualis  et  legi- 
timus  ordo  semper  servabitur...»,  se  quería  que,  llegadas  las  apelaciones 
de  la  primera  o  segunda  instancia  a  la  nunciatura,  el  nuncio  absolu- 
tamente las  encomendase  a  la  Rota,  ya  que  los  jueces  inferiores  a  los 
ordinarios  lo  tenían  prohibido  por  el  conc.  Tridentino  cuya  obser- 
vancia se  inculcaba  en  el  breve.  A  pesar  de  todo,  el  nuncio  logró  intro- 
ducir la  práctica  que  ya  conocemos  con  la  aprobación  del  ministro 
Roda 


>"    Cfr.  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  459,  ff.  214-216. 
"*    Sess.  XXIV,  cap.  XX. 

Cfr.  Arch.  Vat.,  Archivio  della  Nunziatura  di  Madrid,  leg.  148,  f.  174. 
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Tampoco  faltaron  casos  en  que  la  Rota,  al  parecer  por  especial  con- 
cesión de  la  Santa  Sede,  conoció  estas  causas  en  primera  instancia.  En 
el  mes  de  abril  de  1787  se  encontró  en  un  pozo  cercano  a  la  portería 
del  convento  de  los  PP.  Agustinos  de  Paiporta  (Valencia)  el  cadáver  de 
una  joven,  que  evidentemente  había  sido  asesinada  dadas  las  heridas 
que  presentaba  en  el  cuello  y  pecho;  el  superior  del  convento,  sospe- 
chando que  estuviese  complicado  en  el  crimen  alguno  de  sus  subditos, 
ayudado  de  tres  frailes,  lo  extrajo  del  pozo  y  enterró  secretamente  en 
la  iglesia.  Pero  el  hecho  no  permaneció  mucho  tiempo  en  silencio,  y  la 
Curia  arzobispal  comenzó  a  instruir  la  causa  para  descubrir  a  sus  autores. 
También  el  P.  Provincial  inició  otro  proceso  entre  sus  religiosos,  resul- 
tando de  él  graves  indicios  de  culpabilidad  contra  dos  religiosos;  para 
completar  los  indicios  quiso  el  provincial  citar  al  párroco  del  lugar,  pero 
se  opuso  la  Curia  arzobispal  como  acto  lesivo  de  su  jurisdicción  ordi- 
naria a  quien,  protestó,  tocaba  el  conocimiento  de  tales  delitos  atroces 
cometidos  tanto  por  seculares  como  regulares El  nuncio,  secundando 
los  deseos  del  Secretario  de  Estado  para  que  permaneciese  al  cubierto 
la  reputación  de  la  Religión,  pidió  a  ésta  los  autos  ejecutados,  y  los 
pasó  al  fiscal  de  la  nunciatura  para  que  los  estudiase  y  juzgase  después 
la  Rota 

A  pesar  de  todo  no  faltaron  protestas  de  parte  del  episcopado  espa- 
ñol contra  el  tribunal  de  la  Rota,  que  se  inmiscuía  a  veces  en  su  juris- 
dicción, como  la  del  obispo  de  Avila,  que  tenía  procesado  a  un  párroco 
por  varios  delitos,  y  la  Rota  mandó  ponerle  en  libertad,  dando  ocasión 
a  un  decreto  real,  que  luego  se  insertó  en  las  leyes  de  España 

Causas  de  fe. — Finalmente,  entre  las  causas  criminales  hemos  de 
enumerar  también  las  causas  de  la  fe,  cuyo  conocimiento,  antes  de  la 
supresión  de  la  Inquisición,  era  de  competencia  absoluta  de  este  tribunal. 
Suprimido  por  decreto  de  22  de  febrero  de  1813,  estas  causas  debieron 
pasar  a  Roma,  hasta  que  Pío  VIII,  por  breve  Cogitationes  Nostras  de 
5  de  octubre  de  1829,  hizo  competente  a  la  Rota  Española  para  recibir 
estas  apelaciones  en  la  forma  establecida  por  Clemente  XIV '". 


En  efecto,  según  la  const.  ApostoUci  Ministerii  del  papa  Inocencio  XIII 
concedida  a  España  el  13  de  mayo  de  1723.  los  Ordinarios  podían  proceder  ex  offi- 
cio  en  estas  causas  criminales.  Cfr.  Mercati,  A.,  Raccolta  di  Concordan,  vol.  I, 
o  c,  p.  295. 

Cfr.  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  277,  ff.  248  ss. 

Cfr.  Novísima  recopilación  de  las  leyes  de  España,  ley  VII,  tit.  V,  lib.  II, 
tomos  I-II  (Madrid,  1805).  pp.  249  s. 

«§  2.  Itaque  summopere  cupientes  ne  qui  huiusmodi  criminibus  accusati 
carcere  diu  tabescant,  ñeque  graviores  molestias,  expensas,  et  moras  devorent,  si 
ad  hanc  sanctam  Sedem  velint  confuyere,  quo  judices  eodem  in  Regno  constituan- 
tur  pro  agnoscendis  causis,  cisque  Judicandis,  quum  appellationi  slt  locus,  paternl 
f^nimi  Nostri  sensibus  obsequuti,  statuimus  illius  christlani  popull  necessltatibus 
occurrere,  ac  rectam  celeremque  juris  administrationem  curare.  Motu  itaque  pro- 
prio,  ac  certa  scientia...  Nostro  et  apostolicae  Sedis  apud  regem  cathoUcum  nun- 
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Ordenes  Militares. — Las  tres  Ordenes  Militares  de  Santiago,  Cala- 
trava  y  Alcántara  estaban  exentas  de  la  jurisdicción  ordinaria,  e  inme- 
diatamente sometidas  a  la  Silla  Apostólica,  en  virtud  de  diversas  bulas, 
gracias  a  las  cuales  los  maestres,  sus  superiores,  tenían  aquella  juris- 
dicción que  se  llamaba  de  tercera  clase  para  el  gobierno,  dirección  y 
castigo  de  sus  subditos. 

En  julio  de  1428  Martin  V  confirmó  sus  privilegios,  añadiendo  que 
sólo  pudiesen  ser  obligados  a  responder  en  juicio  ante  la  Santa  Sede 
o  sus  delegados.  Adriano  VI  unió  e  incorporó,  en  1523,  los  tres  maes- 
trazgos a  la  corona,  y  dispuso  que  para  el  ejercicio  de  la  jurisdicción 
eclesiástica  señalasen  los  reyes  a  personas  religiosas  de  las  mismas 
órdenes,  que  tomaron  el  nombre  de  consejeros  y,  más  tarde,  Felipe  II, 
en  1563,  los  reunió  en  un  cuerpo  común  llamado  consejo  de  órdenes, 
constituido  por  un  presidente,  ocho  ministros  togados  y  un  fiscal,  todos 
caballeros  de  alguna  de  ellas.  Establecido  éste,  la  práctica  común  era 
que  de  las  sentencias  de  los  vicarios,  provisores  y  demás  jueces  se  ape- 
lase a  él,  y  si  de  su  sentencia  se  interponía  nueva  apelación  era  para 
ante  la  Santa  Sede,  cuyo  conocimiento  solía  encomendar  por  rescripto 
apostólico  a  un  juez  in  curia,  o  si  de  su  sentencia  se  apelaba  nueva- 
mente para  ante  la  Santa  Sede,  entonces  se  encomendaba  al  nuncio, 
también  por  especial  rescripto  apostólico.  De  aquí  que,  constituido  el 
tribunal  de  la  Rota  por  Clemente  XIV,  aquéllos  no  se  creyeron  com- 
prendidos, y  no  quisieron  admitir  las  apelaciones  inmediatamente  para 
ante  el  nuncio,  protestando  que  de  sus  sentencias  sólo  podía  conocer 
la  Santa  Sede,  u  otro  con  una  delegación  especial  suya,  hasta  que  por 
decreto  del  23  de  abril  de  1776  se  zanjó  la  cuestión  obligando  al  con- 
sejo a  recibir  las  apelaciones  que  se  interpusieren  inmediatamente  para 
ante  el  nuncio 

Castrenses. — Algo  semejante  ocurrió  también  con  el  patriarca  de  las 
Indias  y  vicario  general  castrense.  Este  había  hecho  una  representa- 
ción al  rey,  en  el  año  1787,  pidiendo  se  solicitase  de  Roma  un  nuevo 
breve  para  establecer  otro  tribunal  colegiado  que  conociese  de  todas  las 
apelaciones  de  las  sentencias  de  los  subdelegados  y  teniente  vicario 
general,  hasta  verificarse  la  ejecutoria,  en  las  causas  y  litigios  perti- 
nentes a  la  jurisdicción  castrense;  e  incluso  lo  llegó  a  solicitar  él  mismo 


cío...  ejusque  in  hoc  muñere  successorribus,  oppurtunas  quasque  ac  necessarlas 
tribuimus  facúltales,  quibus,  doñee  aliter  provisum  fuerit  provoeationes  seu  ap- 
pellationes  in  fidei  causis  possint  admitiere,  tribunali  Rotae  illius  apostolicae  lega- 
tionis  judicium  committendo,  eadem  plañe  ratione,  quemadmodum  in  constitu- 
tione  fel.  rec.  Clementis  pp.  XIV...  praescriptum  est  de  aliis  causis,  vel  criml- 
nalibus  vel  civilibus,  quae  eidem  tribunali  expendendae  et  definiendae  traduntur, 
iis  tamen  ómnibus  servatis,  quae  in  judiciis  rei  tanti  momenti  servari  solent  ac 
debent».  Bull.  Rom.  Continuatio,  tom.  18  (Romae,  1856),  p.  67. 

Cfr.  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spaana,  les.  269  A,  ff.  530-334. 
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a  Roma.  La  respuesta  fué  taxativa  por  lo  excusada  e  inútil  que  era 
una  tal  multiplicación  de  tribunales,  cuando  todo  quedaba  suficiente- 
mente provisto  con  la  Rota. 

También  el  rey  lo  juzgó  inútil  y  contraria  a  la  misma  institución  y 
práctica  que  se  había  venido  observando  hasta  entonces,  ordenando  se 
previniese  al  patriarca  para  que  hiciese  las  oportunas  diligencias,  a 
ñn  de  que  sus  tenientes  vicarios  y  subdelegados  diesen  cumplimiento 
a  los  autos  y  providencias  judiciales  de  la  Rota.  El  decreto  pasó  des- 
pués a  las  leyes  de  España;  aunque  el  vicario  general  de  los  ejércitos 
continuó,  cuanto  pudo,  haciendo  la  guerra  a  la  Rota  bajo  cualquier 
pretexto 


Cfr.  Novísima  recopilación  de  las  leyes  de  España,  ley  IV,  tít.  V,  lib.  II, 
tomos  I-II  (Madrid.  1805).  Véase  también  la  carta  del  Nuncio  a  Mons.  Pederici,  Se- 
cretario de  la  cifra,  Madrid,  13  de  octubre  de  1789,  en  Arch.  Vat.,  Nunzitura  di 
Spagna,  leg.  278,  ff.  406-408,  y  la  comunicación  impresa  del  Rey,  fechada  en  San 
Lorenzo  el  13  de  octubre  de  1787  :  ib.,  leg.  278  A,  f.  s.  n. 


X 


BREVE  ESTUDIO  COMPARATIVO  ENTRE  LA  ROTA  ANTIGUA 

Y  LA  MODERNA 

Tribunal  nuevo. — Que  la  Rota  instaurada  por  el  motu  proprio  de  Su 
Santidad  Pío  XII  «Apostólico  Hispaniarum  Nuntio»  sea  un  tribunal 
nuevo,  y  no  una  mera  continuación  o  puesta  en  marcha  de  la  Rota 
clementina,  es  una  cuestión  fuera  de  duda  desde  el  momento  que  su 
cese  último,  decretado  por  Su  Santidad  Pío  XI,  el  21  de  junio  de  1932, 
no  fué  una  mera  suspensión  o  interrupción  de  su  actividad  judicial, 
sino  una  auténtica  supresión,  como  claramente  lo  manifestó  al  epis- 
copado español  el  Emm.  Sr.  cardenal  Tedeschini,  entonces  nuncio  de 
España,  en  su  circular  del  1  de  agosto  de  1933. 

Esto,  sin  embargo,  no  quiere  decir  que  el  nuevo  tribunal  sea  esen- 
cialmente diverso;  pues,  aunque  reorganizada  totalmente  la  materia  de 
su  competencia  y  procedimientos  conforme  a  las  nuevas  exigencias  del 
derecho  canónico,  y  modificado  el  número  de  sus  miembros,  el  tribu- 
nal, sin  embargo,  sigue  siendo  un  tribunal  ordinario,  colegiado  y  su- 
premo de  apelación,  donde  los  súbditos  españoles  podrán  ver  termina- 
das sus  causas  sin  tener  que  acudir  a  Roma  con  dispendios  de  tiempo 
y  merma  de  sus  bolsillos. 

Es  cierto  que  las  apelaciones  del  nuevo  tribunal  de  la  Rota  no  podrán 
ser  conocidas,  en  algunos  casos,  por  el  mismo  tribunal,  sino  que  nece- 
sariamente habrán  de  ser  devueltas  a  la  Santa  Sede,  v.  gr.  cuando 
excepcionalmente  conozca  la  Rota  en  primera  instancia,  bien  porque 
el  obispo  encomiende  la  comisión  a  la  Rota  en  aquellas  causas  en  que 
sea  competente  su  tribunal"';  o  bien  por  comisión  directa  del  nun- 
cio'", a  la  manera  que  la  Rota  romana  juzga  en  primera  instancia 
algunas  causas  que,  a  tenor  del  c.  1557,  §  3,  la  encomiende  el  Romano 
Pontífice,  y  cuando  por  la  sentencia  del  segundo  turno  rotal  no  se  haya 

Cfr.  BoNET,  El  restablecimiento  del  Tribunal  de  la  Rota  de  la  Nunciatura 
Apostólica.  «Revista  Esp.  de  Derecho  Canónico»,  II  (1947),  n.*  57.  p.  538. 

Cfr.  Cabreros  de  Anta,  Naturaleza  y  competencia  de  la  Rota  de  la  Nuncia- 
tura Apostólica  en  España,  «Revista  Esp.  de  Derecho  Canónico»,  II  (1947),  p.  870. 
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causado  ejecutoria,  a  tenor  del  c.  1599,  §  2.  Sin  embargo,  esto  es  per 
accidens,  por  defecto  de  jueces  en  nuestra  Rota,  que  no  toca  en  nada 
a  su  misma  naturaleza. 

De  esto  se  infiere  también  que  la  palabra  praesertim  del  nuevo  motu 
proprio  «Apostólico  Hispaniarum  Nuntio»,  del  7  de  abril  de  1947,  ar- 
tículo 1.° no  quiere  significar  que  ésta  sea  también  un  tribunal  de 
primera  instancia,  como  tampoco  lo  es  la  Rota  romana,  que  nuestro 
código  canónico  describe  Tribunal  ordinarium  a  Sancta  Sede  constitu- 
tum  pro  appellationibus  recipiendis...  (c.  1598,  §  1),  sino  más  bien 
parece  que  quiere  significar  el  carácter  especial  que  reviste  semejante 
concesión  para  España,  como  si  fuera  especialmente  constituido  para 
recibir  las  apelaciones  contra  las  sentencias  pronunciadas  en  territorio 
español,  ya  que  también  son  tribunales  de  apelación  los  tribunales  de 
los  metropolitanos. 

Tribunal  meramente  eclesiástico. — Sin  duda,  para  prevenir  posibles 
roces,  y  evitar  ilícitas  intromisiones,  de  las  que,  a  lo  largo  de  este  tra- 
bajo, hemos  sido  fieles  relatores,  en  el  umbral  mismo  del  nuevo  motu 
proprio,  se  pone  un  principio  básico  para  toda  su  estructuración:  «...  de- 
nuo  constituendam  censuimus  Rotam  Nuntiaturae  Apostolicae  — dice  Su 
Santidad —  tribunal  mere  ecclesiasticum  pro  causis  ecclesiasticis  ad  tra- 
miten iuris  canonici  agendis»  "\  Aunque  a  sus  jueces  les  haya  reconocido 
el  Estado  el  carácter  de  magistrados  públicos,  y  les  haya  tributado  todos 
los  derechos,  prerrogativas  y  exenciones  que  la  ley  orgánica  del  poder 
judicial  concede  a  los  magistrados  de  los  tribunales  civiles;  aunque  el 
mismo  Estado  pague  sus  honorarios,  y  la  Rota  haya  sido  incorporada 
al  ordenamiento  jurídico  español'";  sus  jueces,  sin  embargo,  son  sólo 
jueces  eclesiásticos,  y  el  tribunal  de  la  Rota,  aun  cuando  juzgue  en 
causas  de  fuero  mixto  sigue  siendo  un  tribunal  meramente  eclesiástico, 
y  no  un  tribunal  civil  especial  para  determinada  clase  de  causas. 

Constitución  del  nuevo  tribunal. — Como  la  Rota  antigua,  también  la 
moderna  es  un  tribunal  colegial,  ordinario  y  constituido,  sobre  todo, 
para  recibir  las  apelaciones  que  se  interpusieren  de  los  tribunales  infe- 
riores de  España  (art.  1.°).  Que  los  jueces  juzguen  con  potestad  ordi- 
naria o  delegada,  nada  se  dice  en  el  nuevo  motu  proprio.  Supuesto  el 
articulo  16  de  las  normas  del  motu  proprio  «Apostólico  Hispaniarum 
Nuntio»,  que,  de  no  constar  lo  contrario,  le  concede  al  nuncio  la  misma 
potestad  que  ejercen  los  obispos  sobre  sus  tribunales,  parecería  que 
debiera  afirmarse  que  los  auditores  juzgan  con  potestad  delegada. 


A.  A.  S.,  vol.  xrv  (1947),  art.  1.».  p.  156. 
A.  A.  S.  vol.  XIV  (1947),  p.  156. 

Decreto-ley  de  1  de  mayo  de  1947;  cfr.  «B.  O.  del  Estado»  125  (5  de  mayo 
de  1947),  p.  2669;  Aranzadi,  Repertorio  cronológico  de  legislación  (Pamplona,  1947), 
número  578. 
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En  efecto,  la  figura  que  a  este  respecto  más  se  asemeja  al  tribunal  de 
la  Rota  es  evidentemente  el  tribunal  colegiado  compuesto  por  el  pro- 
visor y  los  sinodales  o  prosinodales ;  la  autoridad  del  obispo  sobre  los 
sinodales  está  determinada  por  los  cánones  385-388  y  1574,  §  1.  Según 
los  cánones  385-388,  al  obispo  toca  su  elección,  aunque  la  aprobación 
le  competa  al  sinodo;  la  cuestión  que  se  suscitaría  en  el  obispo  que 
eligiera  los  sinodales  contra  la  aprobación  del  sinodo,  seria  una  cuestión 
de  conciencia,  si  no  intercediera  una  causa  justa;  nunca  una  cuestión 
jurídica  que  afectase  a  su  validez. 

Al  obispo  le  toca  también  entre  sínodo  y  sínodo  el  sustituirlos  por 
otros,  y,  con  causa  grave,  removerlos  del  cargo,  previo  el  consejo  del 
cabildo  catedral  (can.  385,  §  1,  y  388).  Pero  los  sinodales  no  pueden 
tomar  parte  en  el  conocimiento  de  las  causas  si  antes  no  hubieran 
recibido  la  delegación  del  obispo  (can.  1574,  §  1). 

Veamos  ahora  cuál  es  la  autoridad  del  nuncio  sobre  los  auditores: 
la  elección  de  éstos  no  le  toca  al  nuncio  sino  al  Papa  (art.  6.°,  n.°  3). 
Igualmente,  sólo  el  papa  elige  al  asesor,  abreviador,  promotor  de  justi- 
cia y  defensor  del  vinculo  (arts.  8.°  y  11).  Al  nuncio  sólo  le  toca  la  elec- 
ción de  los  notarios  y  escritores  (art.  13).  Por  otra  parte,  el  decano  es 
el  que  determina  los  turnos  a  medida  que  van  llegando  las  causas,  el 
que  designa  el  ponente,  y,  en  caso  de  que  por  justas  razones  declinase 
éste  la  carga,  puede  también,  pero  sólo  dentro  del  turno  que  recibió 
la  comisión,  designar  otro  ponente  (arts.  22  y  26).  En  cambio,  en  los 
casos  que  por  enfermedad,  ausencia  u  otra  justa  causa,  impidieran 
asistir  al  turno  a  algunos  de  los  auditores  designados,  el  decano  es 
impotente  para  designar  a  otro,  sino  que  tiene  que  elevar  los  ruegos 
al  nuncio  para  que  él  lo  haga  en  otro  no  impedido  (art.  25).  Nos  pre- 
guntamos: ¿por  qué  no  puede  el  decano  designar  a  otro  para  formar 
turno?,  ¿a  qué  se  debe  esta  diferencia  entre  el  nuncio  y  el  decano?, 
¿será  acaso  porque  la  comisión  que  da  el  nuncio  al  turno  establecido 
por  el  decano  es  realmente  un  acto  de  delegación  de  jurisdicción,  y 
los  actos  que  realiza  el  decano  de  mera  administración,  de  forma  que, 
viniendo  a  formar  turno  un  ajeno  al  mismo,  éste  se  encontraría  des- 
provisto de  jurisdicción  necesaria,  y,  por  eso  es  necesario  que  lo  haga 
el  nuncio?  Naturalmente,  en  el  caso  que  fuera  delegación,  nos  parece 
que  se  conservaría  mejor  la  autoridad  del  nuncio  sobre  el  tribunal, 
que  le  concede  el  artículo  16,  acercándose  más  a  la  autoridad  que 
poseen  los  obispos  sobre  los  sinodales,  y,  por  otra  parte,  parecería  más 
conforme  con  la  tradición  histórica. 

Monseñor  Bonet,  siguiendo  la  distinción  que  hace  Roberti  sobre  la 
potestad  que  ejercen  los  obispos  sobre  sus  Tribunales      distingue  en- 


Art.  cit.,  p.  512  ss. ;  cfr.  Roberti,  P.,  De  processibus  (Romae,  1941),  p.  237 
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tre  potestad  judicial,  potestad  administrativa  unida  a  la  judicial,  v 
potestad  meramente  administrativa.  En  lo  que  a  nuestro  propósito  se 
refiere,  en  la  potestad  judicial  incluye:  1)  el  que  el  nuncio  representa  al 
tribunal  de  la  Rota  de  la  nunciatura  apostólica;  2)  el  que,  aunque  el 
nuncio  no  puede  juzgar  la  excepción  interpuesta  de  sospecha  contra 
algún  auditor,  contra  el  fiscal  o  el  defensor  del  vinculo,  sin  embargo, 
señala  el  turno  que  ha  de  juzgarla  (cfr.  art.  28);  3)  la  sustitución  que 
compete  al  nuncio  hacer  cuando  aquellos  fueren  realmente  declarados 
sospechosos;  4)  el  que  pueda  el  nuncio  castigar  por  si  mismo  o  denun- 
ciar a  la  Santa  Sede  a  los  auditores  que  violaren  el  secreto,  o  por  dolo 
o  negligencia  causaren  perjuicio  a  los  litigantes.  Con  toda  la  reverencia 
que  tan  insigne  canonista  merece,  nos  permitimos  discrepar  de  su  opi- 
nión; pues,  a  nuestro  juicio,  del  hecho  que  represente  un  tribunal  del 
cual  ni  es  presidente,  ni,  en  ningún  caso,  puede  juzgar,  no  se  deduce 
que  ejerza  sobre  él  ninguna  potestad  judicial,  sino  a  lo  sumo  una  potes- 
tad administrativa  unida  a  la  judicial;  igualmente,  el  segundo  y  tercer 
punto  parece  que  más  bien  deberían  clasificarse  bajo  la  segunda  especie. 
Solamente  del  derecho  que  le  compete  de  poder  castigar  a  los  auditores 
podria  pensarse  que  realmente  ejercía,  en  este  caso,  una  potestad  judi- 
cial; pero,  supuesto  que  él  no  puede  juzgarlos,  parece  más  bien  que 
el  acto  referido  debería  clasificarse  también  entre  la  potestad  adminis- 
trativo-ejecutiva. Ahora  bien,  si  no  tiene  potestad  judicial;  si  la  misma 
administrativa  la  condivide  con  el  decano,  la  potestad  de  aquél  parece 
reducirse  entonces  a  muy  poco,  y  el  principio  de  que  el  nuncio  ejerce 
sobre  la  Rota  la  potestad  que  los  obispos  ejercen  sobre  sus  tribunales, 
mientras  no  conste  lo  contrario,  parece  convertirse  en  un  principio 
casi  inútil  y  hasta  ridiculo. 

Pero  existen  otras  muchas  dificultades  para  sostener  que  los  audi- 
tores sean  meramente  delegados;  pues,  aparte  de  que  no  deja  de  ser 
una  anomalía  el  que  en  el  tribunal  antiguo,  como  parece,  sus  audi- 
tores juzgaban  con  potestad  delegada,  el  concepto  de  potestad  ordi- 
naria y  delegada  está  hoy  mucho  más  claro  y  delimitado,  y,  dada  la 
estabilidad  con  que  los  auditores  ejercen  su  oficio,  parece  ser  que  éstos 
deban  estar  dotados  de  potestad  ordinaria.  De  otra  manera  seria  su 
oficio  un  recipiente  sin  contenido,  y,  por  tanto,  tendríamos  también 
que  admitir  que  el  cargo  de  juez  no  seria  un  oficio  estrictamente 
hablando,  sino  que  simplemente  seria  su  nombramiento  un  mero  cer- 
tificado de  aptitud  para  desempeñar  el  cargo,  una  vez  que  fueren  lla- 
mados como  sucede  con  los  jueces  sinodales;  lo  cual  nos  resistimos  a 
creer,  pareciendo,  como  dijimos,  más  congruente  que  también  los  jue- 
ces juzguen  con  potestad  ordinaria,  de  manera  que  la  comisión  del 
nuncio  no  sea  sino  un  acto  de  pura  administración,  extrínseco  a  la 
misma  potestad  de  juzgar,  y  aunque  sus  facultades  queden  reducidas 
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al  gobierno  extraordinario  del  tribunal,  cuya  administración  ordinaria 
es  de  competencia  del  decano. 

Composición. — Según  el  motu  proprio  «Apostólico  Hispaniarum  Nun- 
tio»,  el  nuevo  tribunal  de  la  Rota  se  compone  de  siete  auditores  o 
jueces  presididos  por  el  decano,  entre  los  cuales  es  primus  inter  pa- 
res (art.  2.°).  Debido  a  esta  primacía  le  corresponden  ciertas  atribucio- 
nes y  distinciones  honoríficas  de  precedencia. 

El  orden  establecido  de  precedencia  es  el  que  señala  el  c.  106,  3.°:  por 
razón  de  antigüedad  en  el  cargo,  o,  en  igualdad  de  circunstancias,  por 
razón  de  antigüedad  en  su  respectiva  ordenación  sacerdotal,  a  no  ser 
que  el  más  reciente  hubiera  sido  ordenado  por  el  papa,  o,  en  igualdad 
de  nombramiento  y  ordenación  sacerdotal,  por  la  edad. 

El  antiguo  tribunal,  en  cambio,  estaba  compuesto  originariamente 
por  seis  auditores,  reservándose  el  nuncio  la  facultad  de  sustituirlos  en 
caso  de  enfermedad  o  ausencia  por  su  auditor,  asesor  o  fiscal;  poste- 
riormente se  constituyeron  primero  uno  y  después  dos  supernumerarios, 
pero  sin  voto  fuera  de  las  causas  en  que  el  nuncio  se  lo  otorgase;  más 
tarde,  a  instancias  de  Carlos  IV,  se  les  concedió  también  el  voto,  en 
en  igualdad  de  circunstancias  que  a  los  otros  auditores  de  número,  de 
forma  que  cada  una  de  las  salas  se  compuso  de  cuatro  jueces,  y,  últi- 
mamente, dados  los  inconvenientes  que  se  originaron  con  el  número 
par  de  votos,  se  les  volvió  a  suprimir  el  voto  en  1816,  aunque  les  quedó 
la  obligación  de  asistir  a  las  audiencias  para  que  fueran  entrenándose 
en  la  práctica  judicial,  y  el  nuncio  podía  habilitarlos  a  votar  cuando 
las  circunstancias  lo  pidiesen. 

El  orden  de  precedencia  se  estableció  ya  inicialmente  en  el  nom- 
bramiento de  los  auditores,  hecho  por  el  rey,  y,  a  medida  que  iban 
cesando  en  su  cargo,  los  que  les  seguían,  subían  automáticamente  un 
puesto,  renovándose  entonces  los  turnos  de  cada  sala  y  ocupando  el 
último  puesto  de  supernumerario  el  que  por  primera  vez  ingresase. 

Cualidades. — En  cuanto  a  las  cualidades  que  se  exigen  en  los  audi- 
tores para  el  nuevo  tribunal  son:  a)  sacerdotes;  b)  españoles;  cV  nijos 
nacidos  de  legítimo  matrimonio;  d)  de  madura  edad;  e)  doctores,  al 
menos,  en  derecho  canónico;  esclarecidos  por  la  honestidad  de  vida, 
prudencia  y  pericia  del  derecho  (art.  3.°). 

'  No  basta  que  sean  legitimados  por  el  matrimonio  siguiente  Tam- 
poco es  necesario  que  hayan  de  ser  o  pertenecer  a  alguna  región  deter- 
minada. 

En  la  Rota  antigua  se  requería  para  los  auditores  que  fueran  hijos 
legítimos;  súbditos  españoles,  sin  precisar  si  debían  ser  también  sacer- 


Cfr.  Regatillo,  E.,  El  Tribunal  de  la  Bota  española,  «Sal  Terrae».  XXXV 
(1947),  p.  626. 
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dotes;  de  ejemplar  vida  y  costumbres,  y  graduados  en  Derecho  Canó- 
nico y  Civil  y  con  práctica  en  ellos.  Si  eran  o  no  hábiles  los  hijos  ilegí- 
timos de  los  padres  que  legitimaran  después  su  matrimonio,  nada  se 
dice;  Cerchiari  mismo,  al  tratar  de  la  Rota  Romana  antigua,  nada 
dice  cuando  trata  de  la  legitimidad  de  nacimiento  que  se  exigia  para 
sus  auditores 

Otra  de  las  condiciones  que  por  decreto  del  rey  Carlos  III,  de  17  de 
agosto  de  1779  eran  necesarias  fué  el  que  la  provisión  de  las  seis  plazas 
se  hicieran,  una  entre  los  naturales  y  residentes,  al  mismo  tiempo,  en 
sus  beneficios  o  judicaturas  eclesiásticas  de  las  provincias  y  obispados 
de  Castilla  la  Vieja  y  León;  otra  entre  los  de  Castilla  la  Nueva,  Madrid, 
Toledo,  Cuenca,  Guadalajara,  La  Mancha,  Extremadura  y  Murcia;  otra 
entre  los  de  Galicia,  Asturias,  Navarra,  Vizcaya,  Guipúzcoa  y  Alava: 
otra  entre  los  reinos  de  Andalucía,  Sevilla,  Granada,  Córdoba,  Jaén  y 
las  Islas  Canarias;  otra  entre  los  reinos  de  Aragón,  Valencia,  Cataluña 
y  Mallorca,  y  otra,  sin  consideración  de  la  naturaleza,  entre  los  más 
ejercitados  en  la  práctica  forense  de  los  tribunales  de  Madrid,  princi- 
palmente entre  los  capellanes  de  honor  del  rey  si  los  hubiere 

Nombramiento. — En  la  Rota  caducada,  aunque  necesitaban  la  apro- 
bación del  papa  y  extensión  del  breve  apostólico  respectivo,  los  audi- 
tores eran  designados  por  el  rey. 

En  la  moderna,  empero,  les  nombra  libremente  el  papa,  a  la  vista 
de  la  lista  que,  previo  el  consejo  de  los  sufragáneos,  aprobara  la  jun- 
ta de  metropolitanos  (art.  6.",  I.»). 

El  procedimiento  es  el  siguiente:  el  presidente  de  la  Junta  de  me- 
tropolitanos envía  simultáneamente  al  nuncio  y  jefe  del  Estado  la  lista, 
por  si  éste  tuviese  que  oponer  contra  alguno  de  los  candidatos  algún 
reparo  de  carácter  político.  Este  derecho  que  se  le  otorga  no  es  un  dere- 
cho de  veto,  sino  simplemente  una  facultad  de  cortesía  y  buena  armonía 
para  que  exponga  las  dificultades  que  pudiera  tener  contra  la  elección 
de  alguno  de  la  lista;  dificultades  que  la  Santa  Sede  considerará  aten- 
tamente, sin  que  ello  suponga  ninguna  coacción  a  la  misma,  que,  en 
última  instancia,  siempre  es  libre  de  resolver  lo  que  juzgue  más  conve- 
niente. Si  transcurridos  treinta  días  a  partir  de  la  fecha  del  envío  el 
nuncio  no  hubiera  recibido  ninguna  notificación  del  Gobierno,  aquél 
transmitirá,  sin  más,  la  lista  a  Roma. 

Antes  de  hacerse  público  el  nombramiento  del  auditor  elegido,  la 
Secretaría  de  Estado  lo  notificará  al  jefe  del  Estado,  para  que  el  mismo 
día  del  nombramiento  pontificio  dé  un  decreto  reconociendo  al  nuevo 
auditor  como  magistrado  del  Estado,  con  todas  las  prerrogativas  y  exen- 


'««    Cerchiari,  E.,  Sacra  Romana  Rota,  vol.  I  (Romae,  1921),  pp.  76-78. 

Cfr.  Novísima  recopilación  de  las  leyes  de  España,  lib.  II,  tit.  V,  ley  11. 
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ciones  que  la  Ley  Orgánica  del  Poder  Judicial  concede  a  los  magistrados 
(art.  6.°,  3.°  y  4.°). 

Otros  cargos:  a)  Auditor-asesor  y  abreviador. — Como  en  la  anti- 
gua, también  en  la  nueva  Rota  se  conservan  los  cargos  de  auditor- 
asesor  y  abreviador,  que,  a  tenor  del  artículo  8  de  la  nueva  constitución, 
gozarán  de  los  mismos  derechos,  y  desempeñarán  los  mismos  oficios  que 
hasta  entonces  habían  desempeñado. 

La  elección,  aunque  en  sujetos  españoles  como  en  la  antigua,  la  hace 
libremente  el  papa  sin  el  procedimiento  requerido  para  los  auditores. 
En  la  Rota  antigua,  en  cambio,  la  hacía  también  libremente  el  papa; 
pero  los  electos  debían  ser  del  agrado  del  rey,  señalándose,  además,  para 
el  cargo  del  asesor  el  que  fuera  hombre  dotado  de  prudencia,  ciencia 
y  virtud.  El  procedimiento  seguido  era  como  sigue,  el  mismo  para  los 
tres  cargos  de  asesor,  fiscal  y  abreviador:  con  las  solicitudes  que  hubiera 
para  la  vacante  de  alguno  de  los  cargos  referidos,  u  otros  que  el  mismo 
nuncio  juzgare  conveniente,  debía  hacer  una  lista  que,  junto  con  un 
informe  detallado  de  los  méritos  de  cada  uno  debía  presentar  al  rey  por 
mediación  de  su  primer  ministro  de  Estado,  a  fin  de  que  éste  consultara 
a  su  majestad  si  eran  todos  de  su  agrado;  con  el  resultado  de  esta  con- 
sulta se  remitía  de  nuevo  la  lista  al  nuncio,  que  se  encargaba  de  devol- 
verla a  la  Secretaría  de  Estado,  para  que,  a  su  vista,  se  extendiesen  los 
breves  para  los  sujetos  que  el  papa  juzgase  más  conveniente. 

b)  Promotor  de  justicia  o  fiscal  y  defensor  del  vinculo. — Como  tutor 
del  bien  público  y  defensor  del  sagrado  vínculo  del  matrimonio  y  orde- 
nación, integran  también  el  tribunal  el  promotor  de  justicia  o  fiscal 
y  el  defensor  del  vínculo,  a  quienes  podrán  darse  otros  sustitutos;  sacer- 
dotes todos  ellos  españoles,  doctores,  al  menos,  en  Derecho  Canónico,  de 
madura  edad,  buenas  costumbres  y  eminentes  por  su  prudencia  y  peri- 
cia del  derecho  (arts.  9.»  y  10). 

Su  elección  se  hará  siguiendo  el  mismo  procedimiento  que  señala- 
mos para  los  auditores  (art.  11). 

En  la  Rota  antigua  existía  solamente  un  fiscal  que  acumulaba  am- 
bos cargos,  con  asiento  detrás  del  último  auditor  de  turno  en  silla  igual 
a  la  de  los  auditores  de  cada  Sala.  La  razón  era  porque  solían  desem- 
peñar este  cargo  los  promotores-fiscales  de  las  curias  eclesiásticas. 

Por  razón  de  este  doble  empleo  debía  también  hacer  doble  jura- 
mento: en  manos  del  nuncio,  antes  de  tomar  posesión  de  su  cargo,  v 
cada  vez  que  fuese  a  tomar  parte  en  alguna  causa,  en  manos  del 
ponente. 

La  elección  se  hacía  como  ya  indicamos  antes,  al  tratar  del  auditor- 
asesor  y  abreviador;  reservándose  el  nuncio  la  facultad  de  sustituirle 
siempre  que  por  incompatibilidad  u  otra  justa  causa  fuere  necesario 
o  conveniente. 
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c)  Subalternos. — Existen,  además,  en  la  nueva  Rota  otros  cargos  de 
notarios  o  cancilleres  y  escribientes,  cursores  y  alguaciles. 

Los  notarios  y  escribientes  deberán  ser  sacerdotes,  españoles,  doc- 
tores, o,  al  menos,  licenciados  en  Derecho  Canónico.  El  número  no  se 
determina;  por  semejanza  con  la  Rota  Romana  parece  que  deberán  ser 
dos.  Su  elección  es  de  competencia  libre  del  nuncio,  que  hará  a  la  vista 
de  la  lista  presentada  por  el  Colegio  Rotal  (arts.  12  y  13). 

Los  dos  que  desempeñarán  el  oficio  de  cursores  y  alguaciles  serán 
seglares,  de  edad  madura  y  probidad  de  vida  (art.  15). 

La  organización  de  la  Rota  antigua,  como  puede  verse  en  el  esquema 
que  presentamos  en  el  capitulo  sexto,  era  mucho  más  complicada  que 
la  actual.  La  elección  de  los  subalternos,  aunque  debia  siempre  recaer 
sobre  sujetos  españoles,  era,  gracias  a  la  cesión  del  rey,  de  la  libre 
competencia  del  nuncio. 

Se  recomienda,  por  fin,  que  los  auditores,  oficiales  y  ministros  del 
tribunal  tengan  el  diploma  de  abogado  rotal,  para  que  conozcan  mejor 
el  estilo  de  la  Rota  Romana  y  se  acomoden  a  él  (art.  14). 

Prerrogativas  de  los  ministros  del  tribunal. — Por  decreto-ley  de  1.» 
de  mayo  de  1947 se  determinan  los  efectos  civiles  que  deberán  pro- 
ducir las  resoluciones  de  la  Rota,  cuya  jurisdicción  se  reconoce  en  la 
forma  del  motu  proprio  «Apostólico  Hispaniarum  Nuntio»;  por  lo  que, 
aunque  la  frase  «queda  incorporado  al  ordenamiento  jurídico  español'» 
no  es  ciertamente  una  fórmula  feliz,  ya  que  en  sí  podría  prestarse  a 
lamentables  confusiones;  sin  embargo,  quedan  desvanecidas  por  el  mero 
hecho  de  haber  sido  reconocido  en  la  forma  del  nuevo  motu  proprio, 
donde  claramente  se  establece  que  el  tribunal  en  cuestión  es  un  tribunal 
meramente  eclesiástico  y  para  las  causas  eclesiásticas  que  han  de  ser 
juzgadas  conforme  a  las  disposiciones  del  Derecho  Canónico 

En  el  mismo  Decreto-ley  también  se  declara  que,  aparte  de  las  pre- 
rrogativas y  exenciones  que  la  Ley  Orgánica  del  Poder  judicial  con- 
cede a  los  magistrados,  el  decano  gozará  del  tratamiento  de  excelencia; 
y  los  auditores,  fiscal,  defensor  del  vínculo  y  auditor-asesor  del  nuncio 
de  ilustrísimo  y  reverendísimo  señor. 

El  origen  de  estas  disposiciones  no  es  nuevo,  sino  que  se  remonta  a 
los  mismos  orígenes  del  tribunal,  cuando  su  majestad  Carlos  III,  a  ins- 
tancia del  tribunal,  avalada  por  Mons.  Valenti,  con  la  súplica  de  que 
se  extendieran  también  a  su  auditor-asesor,  abreviador  y  fiscal,  deter- 
minó el  8  de  septiembre  de  1776  que  los  auditores,  el  fiscal  y  auditor- 
asesor  del  nuncio  gozaran  del  tratamiento,  honores,  distintivo  y  exen- 
ciones que  gozaban  los  demás  ministros  eclesiásticos  de  sus  Reales 


"»    «B.  o.  del  Estado»  125  (5  mayo  1947). 
Cfr.  nota  185. 
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Consejos,  Tribunales  de  Ordenes,  Inquisición  y  Cruzada.  El  abreviador 
fué  positivamente  excluido,  como  también  lo  está  en  la  nueva  disposi- 
ción 

Privilegios. — Los  auditores  de  la  Rota  son  prelados  domésticos  con 
todos  los  derechos  y  privilegios  anejos  al  grado  (art.  7.°).  Por  analogía 
con  los  auditores  de  la  Rota,  parece  que  continúan  siéndolo  aún  después 
de  jubilados"*. 

Los  auditores  de  la  Rota  antigua,  como  los  antiguos  jueces  in  Curia, 
eran  protonotarios  apostólicos. 

Jubilación. — En  el  antiguo  establecimiento  no  se  encuentra  ninguna 
norma  general  de  jubilación;  parece  ser,  sin  embargo,  que  siempre  que 
ésta  debia  producirse,  tenía  que  solicitarse  de  la  Santa  Sede,  al  menos 
para  aquellos  que  poseían  breve  apostólico;  para  los  demás,  parece  que 
podía  hacerlo  el  nuncio  de  acuerdo  con  el  rey,  cuya  tramitación  se 
efectuaba  a  través  del  primer  ministro  de  Estado.  Ya  conocemos  las 
providencias  adoptadas  por  el  nuncio  a  propósito  de  la  jubilación  de 
Carbonell,  de  las  que  hablamos  en  el  capítulo  séptimo  de  nuestra  obra. 

En  cambio,  en  el  nuevo  motu  proprio  se  establece  para  los  auditores 
y  demás  ministros  y  oficiales  del  tribunal  que,  apenas  entraren  en  los 
setenta  y  dos  años  de  edad  quedan  jubilados,  cesando  en  su  cargo 
(arts.  2.°  y  32).  La  interpretación  que  damos  de  que  basta  haber  cum- 
plido los  setenta  y  un  años,  parece  deducirse  de  la  comparación  de 
otros  lugares  semejantes  del  Derecho  Canónico Seguirán  también 
gozando  del  sueldo  correspondiente,  una  vez  obtenida  la  jubilación. 

Oficios  :  A)  Nuncio.  —  Si  establecemos  una  comparación  entre  la 
posición  del  nuncio  en  una  y  otra  institución,  tenemos  que  afirmar  que, 
no  obstante  el  principio  solemne  con  que  se  pretende  reafirmar  !a 
autoridad  del  nuncio  sobre  el  tribunal,  otorgándole  una  potestad  seme- 
jante a  la  que  los  obispos  tienen  sobre  sus  tribunales  (art.  1."),  sus  facul- 
tades, sin  embargo,  han  quedado  compartidas  con  el  decano,  cuyo  cargo 
era  meramente  honorífico  en  la  disciplina  anterior;  de  forma  que  al 
nuncio  le  quedan  casi  exclusivamente  las  facultades  del  gobierno  ex- 
traordinario del  tribunal,  tales  como: 


Arch.  Vat..  Nunziatura  di  Spagna,  les.  269  A,  ff.  565-568.  Con  esta  misma 
ocasión  el  rey  pretendió  que  la  Rota  se  llamase  Real  Consejo  de  la  Rota;  pero  el 
Nuncio  lo  rechazó  para  evitar  que  fuera  considerado  como  un  tribunal  civil  espe- 
cial. Cfr.  ib.,  ff.  ss. 

Cfr.  BoNET,  art.  cit.,  p.  517. 

Cfr.  Indice  del  C.  I.  C.  :  aetas,  y  el  c.  766,  1.°,  donde  se  exige  para  ser  líci- 
tamente padrino  en  el  bautismo  decimum  Quartum  suae  aetatis  annum  attigerit, 
que,  según  la  común  interpretación  de  los  autores,  basta  haber  cumplido  ya  los 
trece. 
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a)    Sustituir  a  los  auditores  impedidos  de  asistir  al  turno  por  causa 

de  enfermedad  u  otra  justa  causa  (art.  25). 
t)   Decretar  cuándo  deba  intervenir  el  promotor  de  justicia,  y  la 

misma  naturaleza  de  la  causa  no  lo  requiera  (art.  27). 

c)  Designar  el  turno  que  ha  de  conocer  de  la  excepción  interpuesta 
de  sospecha  contra  algún  auditor,  promotor  de  justicia  o  fiscal 
y  defensor  del  vinculo  (art.  28). 

d)  Sustituirlos  por  otros  no  sospechosos  (art.  29). 

e)  Castigar  o  denunciar  a  la  Santa  Sede  a  los  auditores  que  hubie- 
ran violado  el  secreto,  o  hubieran  procedido  con  dolo  o  negli- 
gencia en  perjuicio  de  las  partes  (art.  34). 

1)    Remover  a  los  ministros  del  tribunal  por  causa  grave  (art.  32). 

B)  Decano. — Es  el  moderador  de  todo  el  tribunal  (art.  19),  ya  que 
a  él  le  toca  la  administración  ordinaria  del  mismo: 

a)    Señala  los  auditores  que  han  de  formar  los  turnos  (art.  22). 
b>)   Designar  el  ponente  (art.  22). 

c)  Si  el  ponente  tuviere  justa  causa  para  declinar  la  carga,  puede 
nombrar  a  otro  dentro  del  mismo  turno  (art.  26). 

d)  En  las  causas  criminales  confía  a  un  auditor  que  no  forme  parte 
del  turno  juzgante  la  instrucción  de  la  causa. 

Todas  estas  facultades,  y  otras  que  omitimos  por  no  referirse  al 
tribunal  mismo,  como  tal,  eran,  en  la  antigua  disciplina,  de  la  com- 
petencia del  nuncio,  que,  con  la  intervención  del  asesor,  solía  ejercitar 
a  través  de  la  abreviaduría 

Turnos. — En  la  Rota  anterior  los  jueces  se  distribuyeron  por  salas, 
de  forma  que  a  la  primera  pertenecían  el  decano,  tercero  y  quinto;  a 
la  segunda,  el  subdecano,  cuarto  y  sexto.  Los  dos  primeros  turnos  eran 
fijos,  variando  sólo  el  ponente,  que  se  nombraba  por  riguroso  turno;  la 
apelación  pasaba  de  una  sala  a  la  otra. 

Para  los  terceros  y  cuartos  turnos,  además  del  ponente,  se  especifi- 
caba en  la  comisión  los  que  habían  de  ser  corresponsales;  entre  ellos, 
posteriormente,  se  nombraban  siempre  los  que  habían  sido  ponentes 
en  las  anteriores  y,  por  lo  general,  entraban  también  a  formar  turno 
los  supernumerarios  o  el  auditor-asesor  y  fiscal,  en  número  no  menor 
a  cinco  jueces. 

La  formación  de  los  turnos  en  la  nueva  constitución  está  totalmente 
cambiada.  Hay,  en  primer  lugar,  dos  clases  de  turnos,  una  para  la  asig- 
nación de  las  causas,  a  medida  que  van  llegando;  y  otra  para  conocer 
de  la  apelación  contra  una  sentencia  rotal. 


i»«  Las  demás  facultades  podrá,  verlas  el  lector  en  el  artículo  citado  de  mon- 
señor BONET. 
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La  nueva  Rota,  además,  solamente  juzga  por  turnos  de  tres  audi- 
tores cada  vez  (art.  21). 

El  orden  de  los  turnos  es  el  siguiente: 

Turno    I:  Decano,  auditores  2  y  3. 

»  II:  Auditores  2,  3  y  4. 

»  III:  Auditores  3,  4  y  5. 

»  IV:  Auditores  4,  5  y  6. 

»  V:  Auditores  5,  6  y  7. 

»  VI:  Decano,  auditores  6  y  7. 

2>  VII:  Decano,  auditores  2  y  7  (art.  23). 

En  las  excepciones  que  se  interpusieren  de  sospeclia  contra  uno  o 
dos  auditores,  o  contra  el  promotor  de  justicia  o  el  defensor  del  vínculo, 
conoce  la  Rota,  pero  por  turno  señalado  por  el  nuncio  (art.  28). 

Para  la  apelación  de  una  sentencia  rotal,  el  turno  ad  quem  es  aquel 
que  consta  de  los  auditores  inmediatamente  anteriores  a  aquellos  de 
que  se  formaba  el  turno  a  quo  (art.  24).  Teniendo  en  cuenta  que,  a  tenor 
del  c.  1571,  ninguno  que  juzgó  la  causa  en  una  instancia  puede  juzgarla 
en  otra,  los  turnos  de  apelación  serán  los  que  siguen: 


Del  turno 

I 

al 

V. 

»  » 

II 

VI. 

»  ■» 

III 

VII. 

»  » 

IV 

I. 

»  » 

V 

II. 

»  » 

VI 

» 

III. 

VII 

» 

IV. 

De  ello  se  deduce  que  una  causa  solamente  podrá  ser  tratada  en  la 
Rota  en  dos  turnos,  después  de  los  cuales,  si  cupiera  nueva  apelación, 
deberá  devolverse  a  la  Santa  Sede  (art.  41).  El  P.  Regatillo  sostiene 
que  la  Rota  Española  puede  juzgar  en  tres  instancias  una  misma  causa. 
No  sabemos  en  qué  razones  puede  apoyarse;  pero,  como  muy  bien  dice 
el  P.  Cabreros  de  Anta,  «si  se  admite  que,  aun  infringiendo  el  canon  1571, 
la  Rota  Española,  en  virtud  de  sus  propias  normas,  puede  juzgar  una 
misma  causa  hasta  tanto  que  no  formen  de  nuevo  el  turno,  simultánea  - 
mente, los  mismos  tres  jueces  que  lo  integraron  ya  otra  vez,  entonces  la 
Rota  Española  podría  ver  una  misma  causa  siete  veces,  pues  sólo  en  la 
octava  propuesta  se  verifica  el  hecho  de  volver  a  formar  el  turno, 
conjuntamente,  los  mismos  tres  jueces  que  anteriormente  lo  constitu- 
yeron 


Cír.  art.  clt..  p.  628. 
Art.  cit.,  p.  881. 
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Igualmente,  a  tenor  del  artículo  28,  se  devuelve  a  la  Santa  Sede  el 
conocer  de  la  excepción  interpuesta  de  sospecha  contra  la  mayor  parte 
de  los  auditores  o  el  colegio  íntegro,  o,  si  conforme  al  canon  1.613, 
hubieren  de  abstenerse  o  hubieran  sido  declarados  sospechosos  (ar- 
tículo 29). 

Como  vimos  anteriormente,  en  la  Rota  antigua  cabían  todos  los 
turnos  que  fueran  necesarios,  mientras  no  causaran  ejecutoria  por  tres 
sentencias  conformes.  Respecto  a  las  excepciones  que  pudieran  inter- 
ponerse de  sospecha,  no  se  previo  el  caso  que  aquélla  pudiera  recaer 
sobre  todo  el  colegio  y  sobre  los  otros  que  podían  ser  facultados  para 
formar  tribunal  cuando  el  nuncio  lo  requiriera;  solamente  se  previene 
en  los  estatutos  que  se  abstengan  de  votar  los  jueces  en  causa  pro- 
pia; en  las  de  sus  parientes  hasta  el  cuarto  grado,  inclusive;  en  las 
de  sus  domésticos  o  familiares,  y  en  las  de  las  iglesias  en  las  que  tu- 
vieran alguna  dignidad  o  beneficio  "\ 

Dotación. — Como  vimos  en  el  capítulo  respectivo,  al  nuncio,  seis  audi- 
tores de  número,  auditor-asesor,  fiscal  y  abreviador,  se  les  asignó  un 
sueldo  fijo,  así  como  una  cantidad  también  fija  para  los  gastos  del 
tribunal  y  sueldos  de  los  empleados,  mientras  que  para  los  oficiales 
se  establecieron  sus  aranceles  respectivos,  cuyos  ingresos,  hecha  una 
masa  común,  deberían  repartirse  proporcionalmente.  Los  auditores  su- 
pernumerarios no  cobraban  sueldo  hasta  tanto  que  fueran  de  plantilla. 

Los  sueldos  y  gastos  del  tribunal  se  pagaron  por  cuenta  de  la  caja 
de  la  cruzada,  aumentándose  a  prorrata  el  subsidio  que  cada  iglesia 
pagaba  por  este  concepto. 

En  el  nuevo  establecimiento,  no  solamente  el  tribunal  mismo,  sino 
sus  oficiales  y  ministros,  gozarán  de  sueldos  fijos  (art.  32);  cuyas  can- 
tidades, por  decreto-ley  del  1  de  mayo  de  1947,  artículo  4.°,  se  incluirán 
en  el  presupuesto  del  Ministerio  de  Asuntos  Exteriores.  También  se 
decretó  conceder  una  subvención,  por  una  sola  vez,  para  la  instalación 
de  la  sede  del  tribunal,  cuya  ejecución  se  efectuó  por  ley  de  7  de  octu- 
bre de  1947,  otorgándole  una  cantidad  de  605.000  pesetas 


Cfr.  Apéndice  :  Auditores  de  la  Rota. 

«B.  O.  del  Estado»  3  octubre  1947.  El  último  presupuesto  del  Ministerio 
do  Asuntos  Exteriores  para  el  bienio  económico  1958-1959  arroja  las  siguientes  can- 
tidades; Nuncio,  69.960  pesetas;  Decano,  61.200  pesetas;  seis  Auditores,  Fiscal, 
Defensor  del  Vinculo,  a  52.560  pesetas  cada  uno;  Abreviador,  30.960  pesetas;  dos 
Cancilleres,  a  19.440  pesetas  cada  uno;  escribientes,  a  17.400  pesetas  cada  uno. 
Pagau  extraordinarias  acumuladas  al  sueldo,  a  satisfacer  en  los  meses  de  julio  y 
diciembre  (Ley  de  15  de  marzo  de  1951  y  Decreto-ley  de  10  de  julio  de  1953),  por 
un  total  de  118.140  pesetas.  Aparte  también  de  esto  tienen  otras  gratificaciones, 
y  el  Decano,  Auditores,  Fiscal,  Defensor  del  Vínculo  y  Asesor  del  Nuncio,  tienen 
un  30  por  100  más  del  sueldo,  como  indemnización  de  vivienda.  Cfr.  «B.  O.  del 
Ministerio  de  Asuntos  Exteriores»,  I  (1958),  pp.  9  ss. 
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Competencia. — No  pretendemos  declarar  detalladamente  la  compe- 
tencia de  la  nueva  Rota  que,  por  otra  parte,  está  ahora  mucho  más 
determinada,  y  plumas  más  autorizadas  lo  han  hecho  ya  con  mayor 
competencia  que  pudiéramos  hacerlo  nosotros  Baste  decir  que  la 
competencia  de  la  Rota  antigua  era  mucho  más  amplia  y  privilegiada 
que  es  la  actual,  incluso  que  era  la  misma  Rota  romana,  cuya  com- 
petencia, V.  gr.,  no  se  extendía  a  las  causas  criminales,  y  si  alguna  vez 
conoció  alguna  causa  de  esta  especie,  no  la  conoció  criminalmente,  ya 
que  para  ello  existían  otros  tribunales,  sino  civilmente,  o  los  recursos 
contra  las  sentencias  dadas  en  las  causas  criminales  cuya  justicia  se 
impugnaba La  Rota  española,  en  cambio,  conoció  igualmente  las 
causas  criminales,  y  otras  reservadas  a  otros  tribunales,  como  las  de 
validez  de  profesión  religiosa,  etc. 

Nuestra  Rota  actual,  en  cambio,  no  solamente  no  se  encuentra  equi- 
parada, sino  más  bien  supeditada  a  la  Rota  romana;  pues,  aunque 
no  cabe  apelar  a  la  Rota  romana  contra  las  resoluciones  dadas  por  la 
de  Madrid  mientras  haya  turnos  hábiles,  y  aun  cuando  el  mismo  dere- 
cho que  el  canon  1599,  §  1,  1.",  concede  de  apelar  en  segunda  instancia 
a  la  Rota  romana  contra  las  sentencias  dictadas  en  primer  grado  por 
los  tribunales  de  cualesquiera  ordinarios,  quede  en  España  restringido,  a 
tenor  del  artículo  39,  a  los  casos  en  que  intervenga  el  consentimiento 
mutuo  de  las  partes  litigantes,  en  favor  de  los  tribunales  de  España  y 
de  las  mismas  partes  peor  datadas;  la  Rota  romana  es  competente  en 
todas  las  causas  que  el  canon  1557,  §  2,  reserva  a  los  tribunales  de  la 
Santa  Sede  (c.  1599,  §  2). 

En  resumen:  La  Rota  española  conoce: 

Artículo  38,  1°,  a):  «en  segunda  instancia,  las  causas  que  fueron 
juzgadas  en  primera  por  cualesquiera  tribunales  metropolitanos  de 
España  o  inmediatamente  sometidos  a  la  Sede  Apostólica,  quedando, 
por  tanto,  suprimidos  los  tribunales  que  de  una  vez  para  siempre  se 
designaron  para  recibir  las  apelaciones»  (cfr.  c.  1594,  §  2).  Esto  no 
significa  que  no  se  pueda  apelar  también  a  la  Rota  Romana,  en  lugar 
de  hacerlo  a  la  española,  máxime  cuando  haya  mutuo  acuerdo  de  las 
partes  litigantes  (cfr.  art.  39). 

La  disposición,  pues,  antes  indicada  es  una  reminiscencia  de  la  anti- 
gua disciplina,  si  bien  la  facultad  de  apelar  a  la  Rota  Romana  no  estu- 
viera de  hecho  reconocida;  y  los  mismos  recursos  que,  fuera  del  orden 
judicial,  se  quisieran  hacer,  era  preciso  hacerlo,  contra  todo  derecho, 
por  medio  de  la  Agencia  Real,  como  ya  dejamos  dicho. 

Artículo  38,  1°,  b):  «en  tercera  instancia,  si  fuere  necesaria,  las 


Véanse  los  artículos  citados  de  Mons.  Bonet  y  del  P.  Cabreros  de  Anta. 
Cerchiari,  E..  o.  c.  vol.  I.  DD.  158  y  159. 
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causas  que  fueron  juzgadas  en  segunda  instancia  por  los  tribunales 
metropolitanos  del  territorio  de  España  o  por  la  misma  Rota»;  pero 
nunca  puede  conocer  más  de  dos  veces  una  misma  causa,  mientras  que 
en  la  Rota  antigua  se  podía  conocer  la  misma  causa  cuatro,  cinco  y 
más  veces,  hasta  tanto  que  hubiese  ejecutoria  por  las  tres  sentencias 
conformes. 

Aqui  cabe  plantearse  un  doble  problema:  1."  Una  vez  que  los  metro- 
politanos hubieran  conocido  de  las  apelaciones  contra  las  sentencias 
de  sus  sufragáneos,  ¿podrán  también  las  partes  apelar  a  la  Rota  Roma- 
na pasando  por  alto  la  de  Madrid?;  2.°  En  caso  afirmativo,  ¿se  reque- 
riría también  el  consentimiento  mutuo  por  analogía  con  el  artículo  39? 
El  P.  Cabreros  de  Anta  da  por  incuncuso  lo  primero;  y  a  la  segunda 
cuestión  responde:  «Juzgamos  que  basta  la  voluntad  del  apelante  con- 
forme al  principio  general  canónico,  mientras  que  el  mutuo  acuerdo 
sólo  se  exige,  por  excepción,  cuando  se  trata  de  apelar  contra  la  sen- 
tencia dada  en  primera  instancia;  ahora  bien,  las  excepciones  contrarias 
a  la  ley  no  deben  ampliarse  por  razón  de  analogía»  Nosotros  hubié- 
ramos admitido  también  lo  primero;  no  así  lo  segundo:  pues  sí,  como 
reconoce  el  P.  Cabreros,  el  caso  en  sí  es  ya  controvertible,  ¿por  qué  no 
se  debería  aplicar  el  canon  18,  máxime  cuando  el  citado  articulo  está, 
como  parece,  redactado  para  favorecer  a  la  parte  peor  dotada  de  re- 
cursos económicos,  que,  tal  vez  por  no  poder  costear  los  gastos  que  se 
seguirían  de  llevarse  la  causa  a  la  Rota  Romana,  podría  verse  precisada 
a  renunciar  a  su  derecho,  e  indirectamente  al  mismo  tribunal  de  la 
Rota  Española  que,  de  otro  modo,  se  vería  privado  del  conocimiento 
de  la  causa  en  cuestión?  Por  otra  parte,  de  admitir  la  necesidad  del 
mutuo  consentimiento  en  el  primer  caso  y  no  en  el  segundo,  hubiéramos 
tenido  que  reconocer  una  inconsecuencia  lógica  en  el  legislador,  ya  que 
lo  que  en  la  primera  instancia  se  les  concedía  a  las  partes,  se  les  negaba 
en  la  segunda,  lo  cual  no  era  presumible.  Sin  embargo,  dada  la  juris- 
prudencia Rotal  Romana,  que  destruye  el  mismo  fundamento  de  la  cues- 
tión, tenemos  que  concluir  que  ni  lo  uno  ni  lo  otro  es  lo  justo,  ya  que 
la  facultad  que  se  concede  a  las  partes  que  se  pusieren  de  acuerdo 
para  llevar  la  apelación  a  la  Rota  Romana  está  limitada  a  la  sola  pri- 
mera instancia,  de  modo  que,  una  vez  que  se  decidieron  a  apelar  al 
metropolitano,  ya  deben  seguir  el  orden  judicial  ordinario  establecido 
para  España,  poniendo  así  a  salvo  no  solamente  la  autoridad  y  digni- 
dad de  la  Rota  Española,  sino  también  los  mismos  derechos  de  las  par- 
tes que  siempre  hubieran  podido  apelar  después  de  la  primera  instancia 
a  Roma;  aparte,  naturalmente,  que  siempre  les  queda  íntegra  la  facul- 
tad de  recurrir  extrajudicialmente  al  Soberano  Pontífice. 


2"    Art.  clt.,  p.  880. 
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Artículo  38,  1°,  c) :  «en  ulterior  instancia,  las  causas  juzgadas  por 
la  misma  Rota,  cuando  fuera  necesaria  una  nueva  proposición».  La 
diferencia  entre  el  alcance  de  esta  disposición  (cfr.  art.  41),  con  la 
práctica  de  la  Rota  Española  antigua,  ya  la  hicimos  notar  anterior- 
mente. 

Articulo  38,  2°:  «La  Rota  juzga  también  en  primera  instancia  las 
causas  que  el  nuncio  apostólico,  a  petición  de  cualquier  obispo  con  ju- 
risdición  en  España,  le  confiare  por  graves  razones. 

Ya  conocemos  también  las  disposiciones  del  antiguo  tribunal,  al  que 
también  el  nuncio,  por  graves  razones,  se  reservó  la  facultad  de  cometer, 
en  primera  instancia,  a  la  Rota  las  causas  de  los  exentos,  o  bien  cono- 
cerlas él  mismo  con  su  auditor,  aunque  sin  estrépito  judiciales  El 
P.  Cabreros  de  Anta  dice,  a  propósito  de  las  causas  surgidas  entre  los 
religiosos  exentos  de  una  misma  religión  clerical,  que  «la  Rota  Espa- 
ñola no  puede  conocerlas  en  primera  instancia  por  comisión  del  nuncio, 
porque  la  Rota  Española  hace  en  este  caso  las  veces  de  tribunal  dioce- 
sano, y,  en  consecuencia,  no  puede  dirimir  las  controversias  que  no 
pueden  llevarse  a  dicho  tribunal» 

Artículo  38,  3°:  «Así  mismo  podrá  el  nuncio,  a  petición  de  ambas 
partes,  por  graves  y  convincentes  razones  y  con  el  consentimiento  del 
Metropolitano  competente,  ordenar,  según  su  prudente  juicio  y  con- 
ciencia, que  la  Rota  de  la  Nunciatura  Apostólica  juzgue  en  segunda 
instancia  las  causas  de  nulidad  de  matrimonios  que  hubieren  sido  juz- 
gadas en  primera  instancia  por  cualquier  tribunal  sufragáneo  de  Es- 
paña». Semejante  disposición  se  encontraba  ya  en  el  antiguo  tribunal, 
aunque  no  se  requería  el  consentimiento  del  metropolitano,  sino  que 
bastaba  el  consentimiento  de  las  partes  manifestado  por  los  respectivos 
procuradores,  o  que  fuese  interpuesta  por  una  sin  que  la  otra  reclamase; 
despachándose  entonces  la  comisión  attento  partium  consensu.  La 
prescripción,  sin  embargo,  era  mucho  más  amplia  que  la  actual,  que 
únicamente  se  reduce  a  las  causas  matrimoniales.  No  es,  por  tanto, 
exacto  lo  que  el  P.  Cabreros  afirma  de  que  la  competencia  de  la  Rota 
Española,  en  segunda  instancia,  respecto  de  las  causas  juzgadas  por  los 
tribunales  sufragáneos,  omitido  el  tribunal  metropolitano,  sea  un  caso 
nuevamente  introducido  por  el  Motu  Proprio  de  Pió  XII"'. 

Artículo  39:  «Podrán  siempre  las  partes,  cuando  mediare  acuerdo 
mutuo  para  ello,  llevar  directamente  en  legitima  apelación  a  la  Sagrada 
Rota  Romana  las  causas  que  hubieren  sido  juzgadas  en  primera  ins- 


Cfr.  Apéndice  :  Auditor-Asesor. 
'<">    Art.  cit.,  p.  884. 
2»«    Art.  cit.,  p.  886. 
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tancia  por  los  tribunales  de  cualesquiera  ordinarios»  (c.  1599,  §  1.",  i). 
Cuáles  eran  las  disposiciones  anteriores,  las  conocemos  ya  de  lo  dicho 
anteriormente. 

Procuradores  y  abogados. — El  artículo  42  del  nuevo  Motu  Proprio 
establece  quiénes  podrán  desempeñar  estos  cargos  y  las  cualidades  que 
deberán  poseer:  «Pueden  ejercer  los  cargos  de  procurador  y  abogado 
en  la  Rota  de  la  Nunciatura  Apostólica: 

1.°  Los  abogados  consistoriales,  procuradores  SS.  PP.  AA.,  los  abo- 
gados de  la  S.  Rota  Romana,  si  fueren  españoles. 

2°  Todos  aquellos  que  fueran  designados  por  el  nuncio  apostólico.* 
Bernardini  comenta  el  número  primero  preguntándose  si  la  cláusula 
«si  fueran  españoles»  afecta  solamente  a  los  abogados  de  la  Rota  Ro- 
mana o  si  ha  de  afectar  también  a  los  abogados  consistoriales  y  pro- 
curadores de  los  SS.  PP.  AA.,  decidiéndose  por  la  primera  opinión  en 
atención  a  su  peculiar  dignidad  consistorial  y  al  oficio  de  los  procura- 
dores de  los  SS.  PP.  AA.,  que  son  abogados  en  todos  los  tribunales  de 
toda  la  Iglesia;  y  en  atención  a  que  la  cualidad  de  españoles  que  con 
más  rigor  se  exige  para  los  auditores  y  otros  ministros,  no  se  exige  tanto 
para  los  abogados,  ya  que  queda  a  la  prudencia  y  conciencia  del  nuncio 
hacer  alguna  excepción  en  un  caso  determinado  (cfr.  art.  43,  2) lo 
cual  no  deja  de  ser  una  anomalía,  máxime  considerando  la  tradición 
histórica. 

Las  cualidades  de  que  deben  estar  adornados  se  expresan  en  los 
artículos  siguientes.  En  efecto,  deben  ser  católicos,  de  vida  honesta  y 
fama  de  religiosidad.  Los  acatólicos  no  se  admitirán  sino  por  excepción 
y  en  caso  de  necesidad. 

Para  que  puedan  habitualmente  ejercer  su  cargo  y  ser  inscritos  en 
el  registro  de  la  Rota  serán  de  nacionalidad  española.  Excepciones  po- 
drán ser  admitidas  por  el  nuncio  en  alguna  causa  peculiar. 

Deberán  ser  doctores,  al  menos  en  Derecho  Canónico,  y  deberán  haber 
sufrido  el  conveniente  ensayo  o  aprendizaje  en  la  Rota  Romana  o  Espa- 
ñola (art.  43,  1,  2). 

El  procurador  residirá  en  Madrid,  a  no  ser  que  por  circunstancias 
especíales  el  nuncio  le  dispense  de  la  residencia  (art.  46). 

Los  que  faltaren  a  su  deber  pueden  ser  reprendidos  por  el  colegio 
rotal,  multados,  y  con  aprobación  del  nuncio,  suspensos  del  oficio  y 
borrados  del  registro  (art.  47). 

No  percibirán  otros  honorarios  que  los  aprobados  por  el  nuncio  (ar- 
tículo 48). 


Annotationes  ad  Motu  Proprio  de  Rota  Nuntiaturae,  etc.,  «Apollinarls» 
XXII  (1949),  p.  29;  an.  al  art.  42,  1.° 
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El  número,  cualidades  y  obligaciones  de  los  procuradores  de  la  Rota 
antigua  puede  verse  en  el  apartado  respectivo  de  los  estatutos  que 
transcribimos  en  el  apéndice  final. 

Orden  judiciario. — Finalmente,  en  el  capítulo  quinto  del  motu 
proprio  «Apostólico  Hispaniarum  Nuntio»,  se  trata  en  once  capítulos  de 
todo  lo  concerniente  al  orden  Judiciario.  Baste  decir  que  el  único  orden 
judiciario  que  en  el  nuevo  motu  proprio  se  admite  es  el  establecido  por 
el  derecho  canónico,  de  manera  que  la  Ley  del  Enjuiciamiento  civil  no 
tendrá  más  aplicación  en  nuestra  Rota. 


!  

I 

APEN  DICE 


MONOGRAFIAS.  10 


ESTATUTOS  DEL  TRIBUNAL ' 


Auditor-Asesor 

Hállase  oportuna  y  sabiamente  establecido  y  declarado  por  los  sa- 
grados cánones  el  orden  que  debe  guardarse  en  los  juicios,  los  casos  y 
íormas  en  que  pueda  el  superior  admitir  las  apelaciones  interpuestas, 
inhibir  los  ordinarios  locales  y  abocar  de  ellos  las  causas.  Y  obligándonos 
tan  estrechamente  nuestro  ministerio  de  nuncio  apostólico  con  facultad 
de  legado  a  latare  en  estos  reinos  a  la  más  atenta  vigilancia,  acerca  de 
la  puntual  observancia  de  las  disposiciones  canónicas,  recta  adminis- 
tración de  justicia  y  debida  subordinación  de  los  subditos  a  sus  inme- 
diatos superiores  y  ordinarios  respectivos;  ordenamos  y  mandamos  ex- 
presamente a  nuestro  auditor: 

Que  teniendo  presente  la  disposición  del  santo  concilio  de  Tren- 
te, ses.  13  de  reform.,  cap.  1.°;  et  ses.  22,  cap.  7.°;  et  ses.  24,  cap.  20;  los 
decretos  y  constituciones  pontificias,  y,  señaladamente,  la  de  Benedi- 
to  XIV,  de  30  de  marzo  de  1742,  que  comienza  Ad  militantis  Ecclesiae 
régimen,  no  aboque  de  los  ordinarios  causa  alguna,  ni  conceda  o  des- 
pache inhibición  aunque  sea  temporal  e  interina,  si  no  es  en  los  casos 
expresos  y  permitidos  por  el  derecho  por  vía  de  apelación  legítimamente 
interpuesta,  y  presentando  testimonio  auténtico  de  ella  y  de  la  senten- 
cia o  auto  definitivo,  o  que  tenga  fuerza  de  tal,  o  gravamen  irrepara- 
ble para  definitiva,  y  legítimo  poder  de  la  parte  apelante,  de  suerte  que 
siempre  quede  a  los  ordinarios  salva  e  ilesa  la  primera  instancia;  se 
les  guarde  su  jurisdicción  y  autoridad,  y  se  observen  y  cumplan  exac- 
tamente las  referidas  disposiciones  canónicas. 

Que  tampoco  reciba  ni  admita  las  apelaciones,  que  se  interpu- 
sieren directamente  para  ante  Nos  y  nuestro  Tribunal,  de  las  senten- 
cias y  autos  de  los  sufragáneos;  antes  bien  remita  las  partes  a  los 
respectivos  metropolitanos,  para  que,  ante  ellos,  usen  de  su  derecho; 
a  no  ser  que  intervenga  alguna  justa  causa,  o,  atendida  la  distancia 


'  Arch.  Vat.,  Nunziatura  di  Spagna,  leg.  459,  ff.  136  ss.  Los  estatutos  vienen 
inscritos  bajo  el  título  «Regolamento  del  nuovo  Tribunale  della  Nunziatura  in 
Ispagna». 
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de  los  lugares,  circunstancias  de  las  personas,  naturaleza  de  las  sen- 
tencias o  auto  y  calidad  de  la  causa,  juzgare  conveniente  cometerla 
a  los  sinodales,  si  así  se  pidiere  por  el  apelante,  y  no  fueren  de  las 
exceptuadas,  como  son  las  matrimoniales:  de  nulidad  o  divorcio,  las 
de  nulidad  de  profesión  religiosa,  las  criminales,  jurisdiccionales  y  otras 
semejantes;  o  a  menos  que,  concordes  y  conformes  las  partes,  pidan 
se  cometa,  desde  luego,  a  nuestro  tribunal  de  la  Rota,  y,  en  este  caso, 
constando  de  su  consentimiento,  bien  sea  por  medio  de  los  respectivos 
procuradores,  o  bien  por  el  testimonio  de  apelación  en  que  se  exprese 
haberse  interpuesto  para  ante  Nos  y  nuestro  tribunal  de  la  Rota,  y  con- 
sentido la  otra  parte,  o  no  haberlo  reclamado.  Se  despachará  la  comi- 
sión con  la  cláusula  expresa:  «attento  partium  consensu»,  y  no  de 
otro  modo. 

Y  por  cuanto  sucede  a  veces  que  algunos,  para  libertarse  del  cas- 
tigo y  demasiado  rigor,  o  evadirse  de  la  pena  merecida  por  sus  delitos, 
se  presentan  personalmente  a  nuestra  disposición;  deseando  Nos  que 
nuestro  tribunal  sirva  de  abrigo  y  de  asilo  a  los  inocentes,  y  no  de 
refugio  y  amparo  a  los  reos,  en  desprecio  de  sus  superiores,  relajación 
y  abandono  de  la  disciplina  eclesiástica:  encargamos  y  mandamos  a 
nuestro  auditor  que  no  los  admita,  ni  despache  inhibición,  ni  letras 
para  que  se  remitan  los  autos,  sin  que  se  constituyan  primero  en  cárcel 
o  en  la  reclusión  que  les  fuere  señalada  por  cárcel,  atendida  la  cali- 
dad de  la  persona  y  demás  circunstancias,  y  se  obliguen  bajo  de  idónea 
caución  a  permanecer  en  ella  hasta  que  otra  cosa  se  determine;  ni 
les  amplié  la  carcelería,  aunque  antes  la  tuviesen  en  ciudad  y  arra- 
bales, o  hubiesen  sido  habilitados  para  ella  por  sus  ordinarios,  si  no 
es  después  de  vistos  y  examinados  los  autos,  oida  la  otra  parte  o  el 
fiscal  diocesano  y,  en  su  defecto,  el  de  nuestro  tribunal. 

Lo  mismo,  respectivamente,  declaramos  y  mandamos  en  cuanto  a 
los  regulares,  a  quienes  se  señalará  cárcel  formal  en  convento  de  su 
orden  u  otro,  según  conviniere;  reservándonos,  asi  en  éstas,  como  en 
cuanto  a  las  demás  causas  de  corrección,  observancia  y  disciplina 
monástica  que  vinieren  a  Nos  en  grado  de  apelación  legítimamente 
interpuesta,  atendiendo  a  su  calidad,  gravedad  y  circunstancias,  o  bien 
cometerlas  a  nuestro  tribunal  de  la  Rota,  o  conocer  de  ellas  por  Nos 
mismos,  con  intervención  de  nuestro  auditor  y,  en  virtud  de  nuestras 
facultades,  usar  sin  estrépito  judicial,  ni  escándalo,  de  todos  aquellos 
medios  y  modos  que  juzgaremos  más  convenientes  y  oportunos  para 
hacer  reflorecer  la  más  exacta  observancia  de  los  respectivos  Insti- 
tutos religiosos,  desviar  las  parcialidades  y  partidos,  y  mantener  la  paz, 
y  nuestra  caridad  que  les  haga  habitar  unánimes  en  la  Casa  del  Señor 
y  atender  a  su  santo  servicio  según  su  vocación:  Declarando,  como 
declaramos  que,  en  orden  a  promover  estos  santos  fines,  tendremos 
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siempre  la  más  atenta  y  más  celosa  vigilancia,  y  que  imploraremos 
para  asegurarles,  no  bastando  nuestras  facultades  y  fuerzas,  la  autori- 
dad de  la  Santa  Sede  y  protección  de  S.  M.  católica. 

Encargamos  asimismo  que  en  los  recursos  que  se  hagan  a  Nos  de 
alguna  providencia,  decreto  o  auto  interlocutorio  de  los  tribunales  ecle- 
siásticos o  superiores  regulares  de  esta  corte,  mande  que  el  notario  ori- 
ginario venga,  como  ha  sido  costumbre,  a  hacer  relación,  citadas  las 
partes,  y,  a  su  vista,  provea  lo  que  hallare  por  derecho  para  evitar 
cualquier  perjuicio  y  dilación;  pero  si  pesadas  las  circunstancias,  cali- 
dad y  naturaleza  del  auto  o  decreto,  juzgare  conveniente  cometer  su 
conocimiento  a  la  Rota,  mandará  que  el  interesado  use,  en  grado  de 
apelación,  de  su  derecho  según  y  como  corresponda. 

Finalmente,  encargamos  a  nuestro  auditor,  aunque  muy  satisfechos 
de  su  celo,  diligencia  y  actividad,  que  para  el  más  expedito  y  fácil 
despacho  en  que  tanto  interesa  la  causa  pública,  asista  todos  los  días 
no  feriados  en  la  sala  que  le  hemos  destinado  para  su  audiencia, 
desde  las  ocho  de  la  mañana  hasta  las  once,  en  los  meses  de  mayo, 
junio  y  agosto,  y  en  lo  restante  del  año,  de  nueve  a  doce;  lo  que  harán 
igualmente  los  auditores  de  la  Rota,  nuestro  fiscal  y  abreviador.  Que 
se  arregle  exactamente  al  breve  de  su  Santidad  y  ordenanzas  de  nues- 
tro tribunal,  cele  y  vele  su  cumplimiento  por  los  ministros,  oficiales  y 
demás  subalternos,  y  si,  por  la  vicisitud  de  las  cosas  y  variedad  de 
los  tiempos,  hallare,  con  el  progreso,  que  fuere  conveniente  quitar, 
reformar  o  añadir  alguna  de  estas  nuestras  disposiciones,  nos  informe, 
para  que,  con  plena  instrucción  y  conocimiento,  podamos  acordar  y 
proveer  lo  que  corresponda 

Auditores  de  la  Rota 

La  recta  administración  de  justicia  es  un  objeto  de  tanta  gravedad, 
que  ninguna  prevención  y  cautela,  dirigida  a  asegurar  tan  importante 
fin,  puede  parecer  demasiada  o  importuna.  Por  esta  razón,  aunque 
los  seis  auditores  que  S.  M.  católica  se  ha  servido  presentar  a  la  San- 
tidad de  Clemente  XIV,  de  feliz  memoria,  para  la  creación  y  estable- 
cimiento de  este  nuevo  tribunal  apostólico,  están  adornados  de  todas 
las  calidades  y  prendas  que  pueden  desearse  para  el  más  exacto  des- 
empeño de  tan  grave  cargo,  y  cumplida  satisfacción  de  las  esperanzas 
que  Su  Santidad,  su  majestad  y  Nos  hemos  justamente  concebido  de 
que  llenarán  la  pública  expectación  de  la  gloriosa  nación  española  con 
su  puntual  asistencia  al  tribunal,  aplicación  al  estudio  recto  y  buen 
ejemplo:  Con  todo,  para  mayor  estímulo,  norma  y  gobierno  de  los 
mismos  auditores  y  de  sus  sucesores,  nos  ha  parecido  dar,  y  damos  las 
siguientes  providencias: 
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Que  los  auditores  que  en  adelante  fueren  nombrados  por  su  majes- 
tad, después  de  haberse  recibido  ante  Nos  la  correspondiente  informa- 
ción de  su  legitimidad,  vida,  costumbres,  estado,  estudios,  grados  y 
demás  requisitos  necesarios,  y  de  haber  presentado  a  Nos  y  hecho 
registrar  en  nuestra  abreviaduría  el  breve  pontificio,  antes  de  ser  admi- 
tidos al  ejercicio  de  su  empleo,  hagan  juramento  en  nuestras  manos  y, 
en  nuestra  ausencia,  en  las  de  nuestro  auditor,  en  la  forma  siguiente: 

Formula  juramenti  pro  Rotae  auditoribus 

Ego  N.  N.  auditor  fldelis  ero,  et  obediens  Beato  Petro,  Sanctae  Ro- 
manae  Ecclesiae,  et  Domino  meo  Domino  Papae  N.  et  eiusdem  Succe- 
soribus  canonice  intrantibus,  necnon  Apostolicis  Nuntiis  pro  tempore 
in  his  Regnis  existentibus  negocia  et  officia  mihi  a  Domino  Papa,  vel 
a  Nuntio  Apostólico  commissa,  vel  commitenda  fideliter  geram,  et  soli- 
cite exercebo,  et  praecipue  officium  Auditoris  Sacrae  huius  Rotae  jus 
suum  unicuique  reddendo.  Dona  vel  muñera  seu  xenia;  aut  obligatio- 
nem  vel  promiisionem  super  illis  per  me  vel  alium,  seu  alios  a  partibus 
coram  me  causas  habentibus,  seu  earum  aliqua,  vel  a  notariis  scriben- 
tibus  coram  me  acta  dictarum  causarum,  vel  aliis  pro  eisdem,  seu 
eorum  nomine  non  recipiam:  quinimo  omnes  familiares,  et  officiales 
meos  omni  diligentia  qua  potero,  faciam  abstinere.  Nec  aliter  pro  si- 
gillo  nec  pro  rubricis  faciendis  in  causis  in  quibus  sum,  vel  fuero 
deputatus  Aditor,  nec  quovis  quaesito  colore  aliquid  percipiam,  nec 
praedictis  meis  officialibus  seu  familiaribus  recipi  permittam.  Consilia 
quoque  coauditorum  meorum  secrete  data  secrete  semper  servabo,  nec 
sententiam  ulli  pandam  antequam  prolata  sit.  Consitutiones,  et  Ordi- 
nationes  a  Domino  Nuntio  praescriptas,  vel  quae  in  posterum  praes- 
cribi  contingerit  diligenter  servabo,  et  ab  aliis  officialibus,  et  familiari- 
bus meis  pro  viribus  servari  curabo.  Supradicta  omnia,  et  singula  pro- 
mitto,  et  juro  attendere,  et  observare  sine  úllo  dolo,  et  fraude,  sic  me 
Deus  adjuvet,  et  sancta  Dei  evangelia. 

Que  asistan  puntualmente  al  tribunal  a  las  horas  señaladas  y  todos 
los  días  no  feriados,  conforme  al  calendario  que  se  les  repartirá  im- 
preso al  principio  de  cada  año,  y  que  estará  siempre  fijo  en  las  salas 
y  secretarias:  e  inmediatamente  después  de  oída  la  Misa,  que  se  cele- 
brará en  la  capilla  del  tribunal,  se  repartan  las  salas  y  turnos  donde, 
dicha  la  acostumbrada  oración  para  implorar  la  asistencia  de  Dios, 
se  abrirá  la  audiencia. 

Que  las  causas  que  sean  remitidas  a  la  Rota,  y  aun  en  aquellas  que 
probablemente  puede  conjeturarse  que  lo  serán  en  adelante,  se  abs- 
tengan religiosamente  de  dar  consejo,  dictamen,  advertencias,  ni  otra 
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especie  alguna  de  favor  o  de  patrocinio  a  las  partes,  directa  o  indirec- 
tamente, evitando  aun  las  sombras  más  ligeras  de  pasión  o  parcialidad 
que  tanto  perjudica  a  la  fama  y  estimación  de  los  jueces. 

Que  por  lo  mismo,  en  causa  propia  o  de  sus  parientes,  respectiva- 
mente, hasta  el  cuarto  grado,  inclusive,  en  las  de  sus  domésticos  o 
familiares,  y  en  las  de  las  iglesias  en  que  tuvieren  alguna  dignidad  o 
beneficio,  se  abstengan  de  votar  y  aun  de  intervenir  al  tribunal  el 
dia  de  su  vista,  y  si  para  alguna  de  éstas  u  otras  semejantes  se  les 
cometiere,  y  fueren  por  Nos  nombrados  ponentes,  devuelvan  luego  la 
comisión  al  oficio  de  nuestra  abreviaduría;  bien  entendido  que,  fuera 
de  los  casos  arriba  señalados,  no  puedan  por  su  arbitrio,  importuni- 
dad de  las  partes,  ni  por  otro  motivo  alguno  dejar  de  aceptarla,  si 
no  es  con  nuestra  expresa  licencia,  o  por  justas  causas,  examinadas 
y  aprobadas  por  la  Rota. 

Que  el  auditor  ponente,  ante  quien  deben  sustanciarse  los  pleitos 
que  se  le  cometan,  no  pase  a  dar,  ni  dé  sentencia  definitiva  o  inter- 
locutorla,  ni  decreto  o  auto  alguno  perjudicial,  si  no  es  de  acuerdo 
y  voto  de  los  demás  auditores  de  su  turno,  y,  tomados  éstos,  ya  sea 
en  voz  o  por  escrito,  si  así  nos  pareciere  mandarlo,  procederá  a  la 
determinación  correspondiente  de  la  causa  con  la  mayor  brevedad  que 
sea  posible. 

Pero  si  por  la  diversidad  de  pareceres  no  hubiese  resolución,  se 
remita,  en  discordia,  al  cuarto  y  quinto,  que  siempre  serán  los  últimos 
del  otro  turno,  y  con  su  intervención  y  asistencia  se  vuelva  a  ver  y 
examinar,  sin  causar,  en  cuanto  fuera  posible,  dilaciones  y  gastos  a 
las  partes,  y  sin  que  se  retrase  el  curso  y  ejercicio  ordinario  de  los 
dos  turnos,  reservándose  a  este  efecto  para  en  los  demás  casos  de 
vacante,  enfermedad,  ausencia  u  otro  legitimo  impedimento  de  alguno 
de  los  auditores,  o  cuando  la  gravedad  de  alguna  causa  lo  pida,  el 
subrogar  o  nombrar  por  asociados,  como  personas  gratas  a  su  majes- 
tad y  cuyos  empleos  se  hallan  dotados,  al  fiscal  pro  tempore  de  nues- 
tro tribunal  (excepto  en  las  causas  en  que  haya  de  tener  intervención 
por  su  oficio)  y  a  nuestro  auditor,  el  cual,  en  este  solo  caso  de  entrar 
en  calidad  de  asociado,  se  sentará  en  el  primer  lugar  inmediato  al 
decano;  pero,  en  los  demás  de  concurrencia  con  el  tribunal,  acompa- 
ñándonos, ya  sea  en  los  días  de  sermón,  ya  en  otra  cualquiera  fun- 
ción, ocupará  con  nuestro  abreviador  el  lugar  separado  que  les  seña- 
laremos. 

Que  se  forme  un  archivo  rotal  en  que  se  custodien  todos  los  pape- 
les, ordenanzas,  breves  y  demás  pertenecientes  a  la  Rota,  cuya  llave 
estará  siempre  a  cargo  del  auditor  más  moderno;  como  asimismo  el 
formar  un  libro  o  diario,  que  se  guardará  igualmente  en  el  mismo  ar- 
chivo, y  anotar  en  él,  con  la  mayor  exactitud  y  diligencia,  los  nombres 
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de  los  auditores,  el  día  de  su  nombramiento  y  posesión,  el  de  su  salida 
o  promoción  a  mayor  dignidad,  y  todas  las  demás  funciones  y  cosas 
notables  que  irán  ocurriendo  sucesivamente  desde  el  dia  de  la  aper- 
tura del  tribunal. 

Por  último,  nos  prometemos  de  todos  y  cada  uno  de  los  actuales 
auditores  el  más  exacto  cumplimiento  de  sus  obligaciones,  la  impar- 
cial y  pronta  administración  de  justicia,  la  mutua  correspondencia,  paz 
y  armonía,  tan  importante  para  el  desempeño  de  su  ministerio,  y  para 
ejemplo  y  estímulo  de  los  dependientes  y  subalternos,  sobre  los  cuales 
les  encargamos  que  velen  con  el  más  atento  cuidado.  Pero  si  contra 
todas  nuestras  esperanzas  hubiese  alguno,  en  lo  sucesivo,  que,  aten- 
dida la  condición  humana,  fuere  notado  de  negligencia,  descuido,  pre- 
cipitación, o  bien  de  parcialidad  u  otras  más  graves  faltas,  en  desdoro 
de  su  persona  y  de  este  apostólico  tribunal,  lo  que  nos  seria  de  mayor 
sentimiento  y  dolor,  procederemos  a  poner  el  remedio  correspondiente 
a  las  circunstancias,  y  no  lográndose,  a  la  suspensión  y  privación  del 
oficio,  dando  cuenta  de  todo  a  su  majestad,  para  que,  siendo  de  su 
aprobación,  se  sirva  presentar  otro  en  su  lugar.  Y  lo  mismo,  respecti- 
vamente, declaramos  y  entendemos  establecido  tocante  a  nuestro  audi- 
tor, fiscal  y  abreviador  pro  tempore. 

Fiscal 

Siendo  propio  de  nuestro  fiscal  defender  y  promover  la  puntual 
observancia  de  la  disciplina  eclesiástica  y  disposiciones  canónicas,  la 
legítima  autoridad  y  derechos  del  tribunal,  y  el  correspondiente  castigo 
y  corrección  de  los  delincuentes,  le  encargamos  y  mandamos  cele  estos 
importantes  objetos,  con  toda  la  vigilancia  que  es  debida  al  exacto 
cumplimiento  y  desempeño  de  su  obligación;  asista  a  las  horas  seña- 
ladas, tomando  su  lugar  después  de  los  auditores  en  silla  igual  a  la 
de  éstos;  comparezca  en  juicio  en  las  causas  criminales,  en  defecto 
del  promotor  fiscal  de  las  respectivas  curias  eclesiásticas,  y  haga 
cuanto  corresponda,  a  su  juicio,  así  en  esto  como  en  los  demás  asun- 
tos tocantes  a  la  jurisdicción  de  nuestro  tribunal  y  a  los  intereses  de 
la  Reverenda  Cámara  Apostólica,  como  son  los  quindenios  por  las 
uniones  de  los  beneficios,  impetrando  para  su  pago,  siempre  que  sea 
necesario,  sobre  carta  de  la  real  cédula,  expedida  por  la  majestad  del 
señor  don  Fernando  VI,  a  20  de  julio  de  1758,  u  otra  nueva  cédula, 
y  haciendo  las  demás  diligencias  que  convengan. 

Que  tenga  particular  cuidado  que  las  secretarías,  oficiales  y  demás 
dependientes  se  arreglen  exactamente  a  lo  prevenido  y  dispuesto  en 
el  arancel  y  ordenanzas  de  nuestro  tribunal  de  justicia,  a  cuyo  efecto, 
además  de  las  diligencias  que  su  celo  y  prudencia  le  dictaren,  visitará 
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de  tiempo  en  tiempo  las  secretarías  y  archivo;  reconocerá  su  estado, 
libros  de  régimen  y  gobierno,  Índices  y  demás  de  su  ordenación,  y  Nos 
informará  de  lo  ctue  hubiese  observado  en  contrario,  y  juzgare  preciso 
o  conveniente  para  que,  en  su  vista,  podamos  proveer  de  remedio.  Todo 
ello  sin  perjuicio  de  la  visita  anual  que  nos  reservamos  hacer  por  Nos 
mismos  o  por  medio  de  nuestro  auditor,  o  de  alguno  de  los  de  la  Rota. 

Que  luego  que  por  cualquier  motivo  resultara  vacante  alguna  plaza 
de  auditor,  secretario  u  otro  ministro  y  dependiente  de  nuestro  tribu- 
nal, pase  a  la  casa  de  su  habitación,  acompañado  de  uno  de  los  secre- 
tarios, y  recoja  todos  los  procesos,  papeles  y  apuntaciones  que  en  cual- 
quier modo  puedan  pertenecer  a  nuestro  tribunal,  cuidando  de  que  se 
restituyan  y  coloquen  en  el  archivo  u  oficina  a  que  correspondan,  reser- 
vándonos a  este  fin,  y,  según  las  circunstancias  y  ocurrencias  de  las  res- 
pectivas vacantes,  disponer  y  ordenar  oportunamente  lo  que  juzgare- 
mos más  conveniente  a  su  recobro,  colocación  y  resguardo. 

Y  últimamente,  teniendo  presente  lo  establecido  por  la  Santidad  de 
Benedicto  XIV,  de  feliz  memoria,  acerca  del  orden  que  debe  guardarse 
en  las  causas  de  nulidad,  así  de  matrimonio  como  de  profesión  reli- 
giosa, en  sus  constituciones  apostólicas,  que  comienzan:  «Dei  misera- 
tione»,  de  3  de  noviembre  de  1741,  y  «Si  datam  hominibus  fidem  fran- 
gere»,  de  4  de  marzo  de  1748,  y  que  en  cada  tribunal  eclesiástico  ha  de 
haber  un  defensor,  a  cuyo  cargo  esté  defender  de  palabra  y  por  escrito 
lo  válido  de  una  y  otra,  le  destinamos  y  nombramos,  desde  ahora,  por 
tal  defensor,  de  modo  que  siempre  que  se  traten  semejantes  causas  en 
nuestro  tribunal,  deban  entenderse  con  todas  las  diligencias,  y  haya 
de  hacer  por  sí  las  defensas  correspondientes  sin  exigir  derechos  algu- 
nos, arreglándose  con  la  mayor  exactitud  a  cuanto  se  prescribe  en  las 
dos  citadas  constituciones. 

Por  consiguiente,  a  más  del  acostumbrado  juramento  que  ha  de 
prestar  en  nuestras  manos  el  mismo  fiscal  al  tiempo  de  entrar  en  su 
empleo,  deberá  hacer  otro  de  cumplir  bien  y  fielmente  su  obligación 
en  calidad  de  defensor,  según  las  referidas  constituciones,  cuyo  jura- 
mento renovará  en  manos  del  auditor-ponente  en  todas  y  cada  una 
de  las  causas  que  se  ventilaren  en  nuestro  tribunal,  reservándose  el 
poder  sustituir  otro  u  otros  defensores  atendidas  las  circunstancias,  ocu- 
paciones de  dicho  fiscal  y  prudentes  justos  motivos  que  puedan  mover 
nuestro  ánimo. 

Abreviador,  escritor  y  registrador  de  breves 

Después  de  haber  dado  en  desempeño  de  nuestro  ministerio  apos- 
tólico las  providencias  que  hemos  juzgado  convenientes  y  oportunas  en 
orden  a  nuestro  tribunal  de  justicia,  oficio  de  nuestro  auditor  y  los  de 
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la  Sacra  Rota,  número  de  los  dependientes  y  subalternos,  sus  calida- 
des y  circunstancias,  cargos  y  emolumentos,  nos  consideramos  en  igual 
obligación  por  lo  respectivo  al  de  gracia,  asi  para  el  recto  uso  y  ejer- 
cicio de  las  facultades  que  nos  están  concedidas  en  beneficio  y  utilidad 
de  los  vasallos  de  su  majestad,  como  para  el  pronto  despacho  de  los 
que  acuden  a  Nos  a  implorar  la  benignidad  e  indulgencia  de  la  Silla 
apostólica.  Y  siendo  nuestro  ánimo  proceder,  en  esta  parte,  con  la 
más  seria  circunspección  y  prudente  economía,  de  modo  que  ni  una 
nimia  facilidad  y  condescendencia  los  atraiga,  ni  un  demasiado  rigor 
los  aparte,  y  que  nuestro  abreviador  y  demás  oficiales  de  nuestra  abre- 
viaduría  cumplan  fiel  y  exactamente  con  sus  respectivas  obligaciones, 
ordenamos  y  mandamos: 

Que  dicho  nuestro  abreviador,  antes  de  entrar  en  su  empleo,  haga 
en  nuestras  manos  juramento  de  ejercerle  bien  y  fielmente:  de  guar- 
dar las  ordenanzas  y  de  no  revelar  los  secretos  que  por  razón  de  su 
oficio  está  obligado  a  observar,  y  los  que  les  fueren  encargados  por 
Nos  y  nuestros  sucesores.  Que  asista  personalmente  en  el  oficio  de 
nuestra  abreviaduría,  no  sólo  en  las  horas  señaladas  de  audiencia,  por 
la  mañana,  sino  también  por  la  tarde,  y  aun  en  dias  feriados,  ."^i 
fuere  necesario,  para  que  el  público  halle  siempre  pronto  nuestro  favor 
y  oficio  en  todo  lo  que  le  necesite. 

Que  siendo,  como  es,  un  secretario  nuestro  y,  principalmente,  en- 
cargado de  la  dirección  y  expedición  de  los  negocios  correspondientes  a 
nuestra  abreviaduría,  cuide  de  que  se  despachen  con  la  debida  pureza, 
exactitud  y  acierto,  y,  por  consiguiente,  reconozca  primero,  y  examine 
por  sí,  con  la  mayor  diligencia  y  atención,  todos  los  memoriales  y 
súplicas  que  se  presenten,  poniendo  en  cada  una  de  ellas  la  data  del 
día,  mes  y  año.  Y  si  fueren  de  aquellas  cuyo  despacho  sea  corriente  y 
ordinario,  haga  extender  los  rescriptos  y  breves  correspondientes.  Pero 
si,  por  el  contrario,  envolviesen  alguna  duda,  oscuridad  y  dificultad, 
o  fueren  por  su  asunto  y  circunstancias  de  mayor  momento,  la  pasará 
a  nuestro  auditor,  quien,  examinándolas  con  la  debida  reflexión  y  cui- 
dado, dará  su  dictamen  por  escrito,  si  así  nos  pareceriere  mandarlo,  y 
luego  nos  hará  relación  de  todo  para  que,  considerado  y  pesado,  poda- 
mos con  prudente  acuerdo  y  madurez  resolver  sin  detención  lo  que 
juzgaremos  en  el  Señor  más  conveniente  y  oportuno,  anotando  a  con- 
tinuación de  las  súplicas  nuestro  decreto  y  resolución. 

Que  cuide,  asimismo,  de  que  los  despachos  y  breves  se  extiendan  en 
estilo  limpio,  corregido  y  claro,  y  con  las  cláusulas  y  fórmulas  que 
correspondan  a  cada  uno  según  estilo  y  se  aprobaren  por  Nos,  sin 
variar  en  ellas  si  no  es  por  alguna  justa  causa  y  de  nuestra  licencia,  y 
que  igualmente  vayan  escritos  con  buena  letra,  con  aseo  y  exactitud. 
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Que  después  de  firmado  por  Nos  no  pueda  dicho  nuestro  abreviador, 
ni  sus  oficiales,  enmendar,  añadir,  borrar,  ni  quitar  cosa  alguna  so 
las  penas  y  censuras  contenidas  en  las  constituciones  pontificias. 

Que  antes  de  entregarles  a  las  partes,  haga  se  registren  por  su 
orden,  con  expresión  del  día,  mes  y  año,  en  los  libros  de  nuestra  abre- 
viaduria;  los  cuales,  así  como  los  memoriales  y  súplicas  decretadas  por 
Nos,  se  guardarán  foliados  con  toda  diligencia  y  custodia,  de  suerte  que 
puedan  con  facilidad,  en  cualquier  acontecimiento,  encontrarse,  reco- 
nocerse y  cotejarse.  Y  que  asimismo  se  anoten,  al  pie  de  cada  despa- 
cho los  derechos  que  se  hayan  cobrado  o  su  expedición  con  arreglo  al 
arancel;  o  que,  habiéndose  despachado  gratis,  se  exprese  así  para 
evitar  cualquier  sospecha  o  fraude. 

Finalmente,  encargamos  a  nuestro  abreviador  que  forme  y  tenga  un 
libro  separado  de  las  fórmulas  correspondientes  a  cada  rescripto,  breve, 
dispensa  y  despacho,  para  que  sirva  de  instrucción  y  gobierno  en  lo 
sucesivo,  y  otro  en  el  que  anote  los  decretos,  providencias  y  demás 
respectivo  a  nuestro  tribunal  de  gracia.  Que  cele  atentamente  que,  así 
el  escritor  como  el  registrador  de  breves,  sus  oficiales,  asistan  a  la 
abreviaduría  con  la  mayor  puntualidad  y  diligencia  en  todas  las  horas 
y  ocasiones  que  sea  necesario,  según  la  ocurrencia  de  los  negocios.  Cum- 
plan fielmente  sus  respectivas  obligaciones;  no  exijan  más  derechos 
de  los  señalados  en  los  aranceles,  ni  reciban,  por  ningún  aconteci- 
miento, gratificación  alguna  de  las  partes,  guardando  en  esto  la  más 
escrupulosa  moderación.  Y  que  si  sucediere  notar  en  alguno  de  ellos 
exceso  o  falta,  así  en  lo  respectivo  al  cumplimiento  de  sus  obligaciones, 
como  en  orden  a  sus  costumbres  y  conducta,  nos  informe  con  fidelidad 
para  que  podamos  tomar  la  resolución  y  providencia  que  más  convenga. 

Oficiales  del  tribunal 

Como  la  buena  y  pronta  administración  de  justicia  no  depende  sólo 
de  los  jueces,  sí  también  de  los  oficiales  y  subalternos,  que  desempeñan 
con  fidelidad,  exactitud  e  inteligencia  las  funciones  y  encargos  que  les 
correspondan;  deseando,  asimismo,  por  lo  que  a  Nos  toca,  poner  los 
medios  necesarios  para  complemento  de  los  rectos  fines  que  han  movido 
a  Su  Santidad  y  a  su  majestad  católica  a  este  nuevo  establecimiento, 
tendremos  siempre  particular  cuidado  y  vigilancia  en  promover  a  los 
empleos  sujetos  españoles  en  quienes  concurran  las  calidades  y  cir- 
cunstancias referidas.  Y  para  mejor  instrucción  y  gobierno  de  los  secre- 
tarios y  oficiales  de  nuestro  tribunal,  que  son  los  que  principalmente 
llevan  el  peso  y  dirección  del  despacho,  ordenamos  y  mandamos  que 
los  que  fueren  nombrados  para  los  referidos  empleos  deban,  luego  que 
se  haya  expedido  el  título  y  registrado  en  nuestra  abreviaduría  en  la 
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forma  regular,  prestar  juramento,  en  manos  de  nuestro  auditor,  de  ser 
obedientes  a  la  Santa  Sede,  a  Nos  y  nuestros  sucesores;  haberse  bien 
y  fielmente  en  sus  oficios;  guardar  secreto  en  lo  que  estén  obligados, 
y  se  les  encargue  despachar,  sin  interés  y  con  brevedad,  los  negocios 
de  los  pobres,  y,  en  los  demás,  arreglarse  a  los  derechos  señalados  en 
el  arancel,  sin  recibir  directa  ni  indirectamente  cosa  alguna,  aunque 
sea  por  título  de  gratificación  o  agasajo. 

Que  los  oficiales  y  dependientes  hayan  de  estar,  todos  los  días  de 
tribunal,  media  hora  antes  de  la  señalada  en  las  respectivas  oficinas, 
para  admitir  las  instancias  y  pedimentos  que  se  presenten,  enterarse 
de  ellos  y  disponer  su  despacho,  bajo  la  pena  de  que,  faltando,  se  les 
impondrá  por  Nos  la  proporcionada  a  la  calidad  y  circunstancias  de  la 
contravención. 

Que  así  como  no  es  nuestro  ánimo  gravar  con  pensiones  los  em- 
pleos de  nuestro  tribunal,  tampoco  han  de  poder  los  oficiales  y  depen- 
dientes pactar  o  concertar  entre  sí  o  con  otros  pensiones  o  cargas 
sobre  sus  derechos.  Y  cualquiera  que  hiciere  lo  contrario,  por  el  mismo 
hecho,  quede  privado  de  su  oficio.  Pero  para  el  caso  en  que  alguno,  por 
indisposición  habitual,  no  quede  apto  para  el  servicio  y  desempeño  de 
su  ministerio,  o  absolutamente  se  inhabilitase,  debiendo  atender  a  que 
por  ella  no  se  atrase  la  expedición  de  los  negocios,  nos  reservamos  en 
el  ínterin  que  con  el  beneplácito  de  su  majestad  no  se  acuerde  otra 
providencia,  poder  asignar  al  impedido  la  pensión  que  pueda  bastar  a 
mantenerle,  y  proveer  con  esta  carga  su  empleo  en  persona  de  las  cir- 
cunstancias que  hemos  expresado. 

Que  los  secretarios  y  oficiales  no  puedan  aceptar  poder  alguno,  aun- 
que sea  para  sustituir,  ni  encargarse  por  sí,  o  por  tercera  persona,  de 
negocio  del  tribunal,  o  que  diga  dependencia  o  conexión  con  él.  Que 
tengan  particular  cuidado  en  que  no  se  extravíe  proceso  alguno,  por- 
que, de  lo  contrario,  quedará  obligado  aquel  por  cuya  omisión  se  haya. 
perdido  a  que  se  forme  nuevamente  a  su  costa,  hasta  el  estado  que 
tenia  al  tiempo  de  su  extravío,  y  a  la  satisfacción  de  los  daños  y  per- 
juicios que  de  ellos  se  hayan  seguido,  además  del  castigo  que  les  im- 
pondremos. 

Que  siendo  muy  correspondiente  que  los  despachos  que  se  libran  por 
nuestro  tribunal  se  extiendan  de  buena  letra,  con  claridad  y  buen 
orden,  que  exige  su  seriedad  y  decoro,  mandamos  que  los  secretarios 
y  oficiales  tengan  y  reciban  sujetos  que  escriban  bien,  y,  si  fuere  posi- 
ble, que  se  hallen  con  instrucción  en  latinidad  y  papeles,  para  que  se 
asegure  de  este  modo  el  acierto  que  en  todo  deseamos.  Y  que  nos  hagan 
presente  su  desempeño  para  atenderle  en  las  vacantes  que  ocurran. 
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Secretarios 

El  establecimiento  de  las  dos  salas  y  turnos  para  los  negocios  de 
justicia  requiere  dos  plazas  de  secretarios,  que  exigimos  con  igualdad 
de  derechos  y  preeminencias,  y  para  evitar  confusión  y  que  no  se  de- 
tenga el  curso  y  orden  que  se  debe  observar  en  el  despacho  de  los 
negocios,  desde  ahora,  destinamos  a  cada  turno  un  secretario  que 
entienda  privativamente  en  los  asuntos  que  se  cometan  a  sus  auditores. 
Y  mandamos: 

Que  cada  secretario  haya  de  dar  cuenta  a  su  turno  de  los  pedimen- 
tos y  representaciones  que  presentaren  las  partes,  imponiéndose  antes 
en  los  testimonios  y  documentos  que  acompañen,  después  de  haber 
reconocido  ser  suficiente  el  poder;  porque,  no  lo  siendo  o  no  presen- 
tándole el  procurador,  no  se  debe  dar  curso  a  la  instancia,  aunque 
proteste  o  haga  caución  juratoria  de  traerle,  con  ratificación  de  lo 
obrado,  dentro  de  cierto  tiempo.  Y  en  caso  de  dudar  si  el  poder  es 
suficiente,  deba,  asimismo,  instruir  de  las  razones  a  nuestro  auditor  de 
Cámara  o  a  los  de  la  Rota,  según  a  quien  corresponda. 

Que  asimismo  examinen,  para  dar  cuenta,  el  testimonio  de  la  apela- 
ción; si  está  admitida  en  ambos  efectos  o  solamente  en  el  devolutivo, 
con  lo  demás  que  de  él  resulte  para  que,  en  su  virtud,  pueda  tomarse 
la  providencia  correspondiente,  con  arreglo  a  lo  que  llevamos  determi- 
nado en  el  capitulo  de  nuestro  auditor. 

Que,  por  ahora,  y  entre  tanto  que  otra  cosa  no  se  disponga,  será  de 
su  cargo  dar  cuenta  de  los  expedientes,  y  formar  los  apuntamientos  o 
extractos,  siempre  que  sea  necesario,  para  hacer  relación  por  sí  propios. 
Que  habiendo  vista  formal,  se  haga  saber  a  los  procuradores  respectivos 
lo  menos  tres  dias  antes  del  señalado,  poniéndose  para  ello  lista  a  'a 
puerta  del  tribunal  de  la  Rota,  con  expresión  del  pleito  que  se  ha  de 
ver,  partes  que  litigan  y  diócesis,  para  que  esta  diligencia  sirva  de  noti- 
cia a  los  interesados  y  sus  procuradores. 

Que  procedan  con  la  mayor  exactitud  en  la  extensión  de  los  autos 
y  decretos  que  se  acordaren,  guardando  secreto  hasta  su  notificación,  y 
los  entreguen  inmediatamente  a  los  oficiales  de  su  secretaria,  para  que 
cor  ia  mayor  puntualidad  ejecuten  lo  que  sea  de  su  cargo. 

Que  antes  de  llevar  a  la  firma  de  los  auditores  las  ejecutorias  o  des- 
pachos mandados  expedir,  cuide  estén  comprobados  con  los  autos,  y, 
después  de  firmados,  los  autorice  con  la  suya,  anotándose  al  pie  los 
derechos  que  se  cobran  para  que  se  evite  cualquiera  fraude  y  perjuicio. 

Que  asista,  forme  y  autorice  las  informaciones  que  ante  Nos  :ie 
hicieren  por  los  presentados  a  los  arzobispados,  obispados,  abadías  y 
demás  piezas  consistoriales  de  estos  Reinos;  de  sus  circunstancias,  vida, 
costumbres  y  estado  de  las  Iglesias.  Y  saque  las  copias  que  sean  nece- 
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sarias,  y  haga  todo  lo  demás  que  corresponde  conforme  lo  practicado 
hasta  aquí,  sin  introducir  alteración  alguna  en  los  despachos  y  formu- 
larios, a  no  ser  con  nuestra  noticia  y  aprobación.  Y  que  asimismo 
tenga  cada  uno  de  los  referidos  secretarios  un  libro  coordinado  y  folia- 
do donde  anoten  todas  las  providencias,  ordenaciones  y  demás  que  con- 
venga, para  que  conste  y  sirva  de  instrucción  y  arreglo  en  lo  sucesivo. 

Oficiales  mayores 

Para  que  puedan  más  fácilmente  los  secretarios  atender  al  pronto 
despacho  de  los  negocios,  señalamos  a  cada  secretaria  un  oficial  mayor, 
ordenando  que  sea  de  su  cargo  recibir  los  pedimentos,  reconocer  si 
están  conformes  a  la  práctica  y  estilo;  si  los  poderes  son  suficientes, 
para  prevenirlo  al  secretario,  buscar  y  juntar  todos  los  antecedentes  y 
contradicciones,  si  las  hubiere,  poner  las  presentaciones  a  los  pedimen- 
tos, colocarlos  por  su  orden  en  los  procesos  y  foliar  cuanto  se  acumule 
a  ellos  y  actúe. 

Que  deban  asimismo  admitir  los  pleitos  que  vengan  de  los  tribunales 
inferiores,  poner  el  asiento  en  los  libros  de  entradas,  y  no  entregarlos 
sino  a  los  procuradores  de  las  partes,  dejando  recibo  puntual  de  las 
piezas  y  hojas  de  que  compongan;  y,  cuando  se  hubiesen  de  devolver 
a  los  ordinarios,  harán  que  uno  de  los  notarios  receptores  del  tribunal 
los  lleve  cerrados  a  la  oficina  del  correo,  donde  se  certifiquen;  y  que, 
asi  ejecutado,  ponga  fe  de  la  diligencia  en  el  correspondiente  libro. 

Que  hayan  de  notificar  a  las  partes  los  proveídos  a  su  instancia; 
publicar  todas  las  determinaciones  y  decretos  que  se  pusieren;  dar  las 
certificaciones  que  se  les  mandare;  reconocer  los  despachos  que  se 
libren,  antes  de  pasarlos  al  secretario,  y  extender  las  cauciones  y  demás 
que  se  ofrezca,  cuidando  de  disponer  con  prontitud  cuanto  se  les  or- 
denare. 

Que  tenga  cada  uno,  para  que  conste  el  paradero  y  estado  de  los 
procesos,  un  libro  de  conocimientos,  otro  de  entradas,  otro  de  remisiones 
y  otro  para  pleitos;  todos  foliados,  donde,  respectivamente,  anoten  lo 
conveniente  para  dar  razón,  siempre  que  se  les  pida,  y  evitar  de  este 
modo  toda  confusión  y  perjuicio  a  las  partes;  y  asimismo  otro  libro, 
también  foliado,  en  el  que  precisamente  hayan  de  apuntar  los  derechos 
que  se  adeuden  y  vayan  cobrando,  con  especificación  breve  y  distinta 
del  pleito  o  causa  de  que  proceden,  así  para  que  conste  en  todo  tiempo 
la  puntual  observancia  de  los  aranceles,  como  para  los  demás  fines  que 
convenga. 
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Archiveros 

De  cargo  igualmente  de  los  oficiales  mayores  ha  de  ser  no  sólo  el 
cuidar  de  los  procesos  y  papeles  de  las  secretarías,  sino  también  la  cus- 
todia, arreglo  y  coordinación  de  los  del  archivo  de  nuestro  tribunal,  a 
cuyo  fin,  como  archiveros  que  nombramos  a  ambos,  según  lo  era  antes 
el  único  oficial  mayor,  procurarán  tenerlos  todos  inventariados  en  un 
libro  o  más,  anotándolos  en  él  con  distinción  y  separación  de  diócesis 
y  años,  y  expresando,  en  cada  asiento,  las  partes  litigantes  y  asunto  de 
la  disputa,  para  que  de  este  modo  sea  fácil  hallar  cada  pleito,  siempre 
que  se  ofrezca  buscarle.  Y  atendiendo  a  que  en  dicho  archivo  existen 
varias  causas  y  papeles  antiguos  sin  orden  ni  coordinación,  con  perjui- 
cio de  la  causa  pública,  encargamos  y  mandamos  a  los  referidos  dos 
archiveros  se  dediquen  inmediatamente,  con  exactitud  y  vigilancia,  a 
arreglarlos,  y  ponerlos  corrientes,  dándonos  cuenta  de  tres  en  tres  me- 
ses de  su  adelantamiento  para  que  merezcan  nuestra  gratitud  y  tenga- 
mos presente  su  celo  y  actividad.  Pero  si,  por  el  contrario,  estuvieren 
omisos  en  el  cumplimiento  de  lo  expresado,  reservamos  en  Nos  la  facul- 
tad de  separar  de  ellos  o  del  que  no  cumpliere  el  encargo  de  dicho 
archivo,  y  fiarle  de  otro  u  otros  que  con  más  vigilancia  y  esmero  des- 
empeñen nuestra  confianza. 

Oficiales  segundos 

Erigimos  asimismo  para  cada  secretaria  un  oficial  segundo,  cuyo 
cargo  ha  de  ser  formar  y  extender  los  despachos,  ejecutorias  o  ejecuto- 
riales que  se  libren,  arreglándose  a  los  decretos  y  determinaciones  del 
tribunal;  recoger  las  firmas  de  los  respectivos  auditores,  disponer  las 
certificaciones  que  se  pidan  en  los  asuntos  fenecidos  y  las  demás  que 
se  manden  dar;  poner  las  notas  correspondientes  de  todo  lo  que  se 
despache,  y  pasar  y  recoger  los  pleitos  y  expedientes  al  Fiscal  o  secre- 
tarios, tomando  el  correspondiente  recibo  para  resguardo  de  la  oficina. 

Deberán  también  suplir  las  veces  de  los  respectivos  oficiales  mayores 
en  los  casos  de  enfermedad,  ocupación  o  ausencia  para  que  no  se  re- 
trasen las  funciones  correspondientes  a  este  empleo. 

Procuradores 

Por  obviar  los  perjuicios  e  inconvenientes  que  suele  producir  el  cre- 
cido número  de  procuradores,  y  atendiendo  al  beneficio  común,  redu- 
cimos el  número  de  doce  que  habia  para  nuestro  tribunal  al  de  ocho 
solamente,  subsistiendo,  por  ahora,  los  diez  que  actualmente  existen 
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hasta  que  haya  vacante,  y  quedando  hábiles,  como  antes  los  de  los 
Reales  Consejos,  para  actuar  en  él,  hallándose  con  legítimo  poder  y 
facultad  de  las  partes. 

Deberán  dichos  procuradores,  antes  de  ser  admitidos  al  ejercicio  de 
sus  oficios,  hacer  el  correspondiente  juramento,  y  asistirán  a  las  horas 
de  audiencia,  sin  que  puedan  eximirse  por  otra  causa  que  la  de  enfer- 
medad o  audiencia,  con  expresa  licencia  nuestra,  dejando  sustituidos 
sus  poderes  para  que  no  se  retrasen  las  causas,  bajo  el  apercibimiento 
de  que  no  haciéndolo  serán  castigados  con  multas  y  otras  penas,  a  nues- 
tro arbitrio. 

En  todos  los  pedimentos  han  de  expresar  el  auditor-ponente  de  la 
causa,  dando  al  tribunal  el  tratamiento  de  ilustrisimo  señor,  y  guar- 
dará la  modestia  y  respeto  debido  en  los  escritos,  en  las  audiencias, 
vistas  de  pleitos  y  en  las  oficinas,  absteniéndose  de  palabras  injuriosas 
y  voces  descompuestas,  no  sólo  entre  si  y  con  otras  personas,  sino  tam- 
bién con  todos  los  dependientes,  y  de  lo  contrario  incurra,  por  la  pri- 
mera vez,  en  la  pena  de  100  ducados,  que  se  le  exigirá  irremisible- 
mente aplicados  por  terceras  partes  al  denunciador,  obras  pías  y  gastos 
de  justicia;  por  la  segunda,  en  un  año  de  suspensión  de  oficio,  y  en  ta 
privación  de  él,  por  la  tercera. 

Observarán  asimismo,  recíprocamente,  la  atención  recomendable  de 
no  quitarse  las  causas,  y  aunque  en  los  poderes  se  nombren  muchos, 
deberán  continuar  el  pleito  y  diligencias  los  que  hubieren  empezado, 
sin  entrometerse  los  otros  en  cosa  alguna,  so  la  pena  que  en  vista  del 
exceso  se  juzgare  correspondiente. 

Será  también  de  su  cargo  volver  todos  los  procesos  a  la  secretaría 
dentro  del  término  ordinario,  bajo  la  pena  de  dos  ducados  de  vellón 
para  gastos  de  justicia;  y  si  aun  así  no  cumpliesen,  se  les  pondrá  presos 
y  no  se  les  admitirá  pedimento. 

Al  fin  de  cada  año  volverán  a  las  secretarías  todos  los  pleitos  que 
hubiesen  tomado,  recogiendo  certificación  de  los  oficiales  mayores  de 
haberlo  cumplido;  y  no  lo  haciendo,  no  se  les  admitirán  escritos,  ni 
otros  poderes;  y  pasado  un  mes,  se  les  apremiará  por  todo  rigor  de 
derecho. 

Inmediatamente  que  tengan  en  su  poder  los  compulsorios,  diligencias 
u  otros  despachos,  los  reproducirán  en  las  secretarías,  sin  dar  lugar  a 
que,  por  fines  particulares  o  complacer  a  los  litigantes,  se  veje  a  sus 
contrarios.  Ni  menos  podrán,  estando  despachados  los  autos  por  el 
abogado,  pedir  nuevo  término  a  prorrogación  del  de  prueba,  siempre 
que  les  conste  estar  evacuada  enteramente;  y,  de  lo  contrario,  como  en 
el  caso  de  concertar  y  pactar  con  los  abogados  para  llevar  parte  del 
estipendio  y  derechos  que  devengasen  de  los  pleitos  que  unos  y  otros 
defiendan,  se  procederá  al  castigo  conveniente. 
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Si  contra  lo  que  esperamos  se  verificase  que  hicieren  colusión  con  las 
partes  contrarias,  directa  o  indirectamente,  ordenamos  que,  por  el  mis- 
mo hecho,  incurran  en  la  privación  de  sus  oficios,  además  de  pagar  ol 
cuatro  tanto  del  daño  que  se  siguiera  a  la  parte.  Y  si  ocultase  de  estu- 
dio algún  proceso,  o  extrajesen  parte  de  ellos,  borrasen  o  añadiesen 
alguna  palabra  o  período,  incurran  por  la  vez  primera  en  la  pena  de 
cien  ducados  de  multa  sobre  el  resarcimiento  de  los  daños  y  perjuicios 
a  la  parte;  y  por  la  segunda,  en  privación  de  sus  oficios. 

Cuidarán  de  satisfacer  puntualmente  los  derechos  que  adeudasen 
por  las  notificaciones  de  los  decretos  y  autos  que  se  proveyesen  a  sus 
pedimentos,  o  por  cualquier  otra  causa,  sin  dar  lugar  a  que  por  su 
morosidad  se  dilaten  los  pleitos,  o  se  ponga  a  las  otras  partes  en  la 
necesidad  de  satisfacerlos.  Y  para  que  esta  conveniente  providencia 
tenga  su  debido  cumplimiento,  mandamos  que  los  oficiales  y  subalternos 
de  nuestro  tribunal  solamente  cobren  los  derechos  de  la  parte  y  procu- 
raciones que  están  obligados  legítimamente  a  satisfacerlos,  sin  admi- 
tir la  paga  voluntaria  de  la  contraria,  ni  dejar  curso  a  los  negocios, 
pues  dando  cuenta  de  cualquiera  detención  que  se  experimente,  se  to- 
mará la  oportuna  providencia. 

Siempre  que  hubieren  recibido  dinero  de  las  partes  para  sus  defen- 
sas, no  solamente  tendrán  obligación  de  hacerlas  sin  tardanza  y  satis- 
facer su  coste,  sino  también  de  dar  cuenta  exacta  de  su  inversión  y 
volverles  el  residuo  luego  que  le  pidan;  y  no  ejecutándolo  con  la  debida 
puntualidad,  incurran  en  la  multa  de  10  ducados,  mitad  para  la  parte, 
y  la  otra  mitad  para  gastos  de  justicia. 

Cuando  hubiese  condenación  de  costas,  y  su  importe  se  hubiese  de 
entregar  a  los  interesados,  mandamos  que  de  ningún  modo  se  den  al 
procurador  de  la  causa,  aunque  tenga  poder  para  percibir  y  cobrar,  a 
no  ser  que  le  presente  especial  con  expresión  de  la  condenación. 

Receptores 

Considerando  que  el  número  de  cuatro  receptores  es  suficiente  para 
el  despacho  de  las  diligencias  y  comisiones  que  ocurran  en  nuestro 
tribunal,  ordenamos  que  no  haya  más  en  lo  sucesivo;  y  que  hallándose 
tres  de  los  siete  que  tienen  su  nombramiento  y  título  de  nuestros  ante- 
cesores ocupados  en  otros  destinos,  se  les  recoja,  subsistiendo  los  cuatro 
restantes  para  el  despacho. 

Que  a  más  del  juramento  que  necesariamente  han  de  prestar  al 
ingreso  en  su  oficio,  le  repitan  antes  que  salgan  de  esta  Corte  a  prac- 
ticar las  diligencias  que  se  les  encarguen,  y  evacúen  las  comisiones 
dentro  del  tiempo  que  les  sea  señalado,  sin  que  en  manera  alguna  se  les 
prorrogue,  a  no  concurrir  causa  justa  que  ha  de  constar,  enviando  tes- 
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timonio  del  estado  de  las  diligencias  y  razón  de  las  que  resten  que 
practicar.  Y  que  a  los  tres  dias  de  su  llegada  a  esta  Corte  hayan  ele 
entregar  en  la  secretaría,  donde  corresponda,  los  procesos  que  hayan 
formado,  con  una  certificación  de  los  derechos  que  por  sus  salarios 
hubiesen  adeudado  y  cobrado,  para  que,  en  vista  de  todo,  el  secretario 
u  oficial  mayor  ponga  la  nota  correspondiente  en  el  proceso,  antes  de 
comunicarlo  a  las  partes. 

Prohibimos  severamente,  bajo  las  penas  reservadas  a  Nos,  que  se 
hospeden  en  las  casas  de  las  partes  o  de  sus  parientes  y  deudos,  o  en 
las  que  por  su  cuenta  les  buscaren,  a  no  ser  que  fuere  sola  aquella  casa 
por  estar  en  despoblado,  y  no  hubiese  comodidad  para  colocarse  en 
pueblo  vecino.  Y  que  de  ningún  modo  puedan  recibir  más  salario  del 
que  se  les  señala  por  el  nuevo  arancel,  directa  ni  indirectamente,  porque, 
además  de  haberle  de  restituir,  se  les  exigirá  el  tres  tanto,  aplicada  una 
parte  para  el  denunciador  y  las  otras  dos  para  obras  pías  y  gastos  de 
justicia,  con  lo  que  se  estime  arreglado  a  proporción  del  exceso. 

Porteros 

Para  que  todos  estén  en  nuestro  tribunal  con  la  decencia  y  decoro 
correspondiente  y  no  se  interrumpan  sus  funciones,  creamos  tres  plazas 
de  porteros  para  la  asistencia  a  las  tres  salas  de  nuestro  auditor  de 
Cámara  y  a  las  dos  de  la  Rota  con  la  asignación  anual  de  [veintisiete] 
ducados  de  vellón  a  cada  uno  [al  mes]",  que  se  les  entregarán  por  el 
depositario  del  caudal  destinado  a  gastos  de  estrados.  Y  prohibimos 
que  puedan  recibir  de  las  partes,  ni  aun  con  título  de  propina  o  gratifi- 
cación, cosa  alguna,  ni  ser  agentes  o  solicitadores  de  pleitos. 

Asimismo  ordenamos  que  todos  los  días  de  tribunal  concurran  una 
hora  antes  de  la  señalada  para  la  audiencia,  y  cuide  particularmente 
de  la  limpieza  y  aseo  de  las  salas,  y  de  que  todo  esté  en  debida  forma 
cuando  lleguen  los  auditores,  debiendo  entonces  estar  ya  cada  uno  a 
la  puerta  de  la  sala  donde  está  destinado.  Y  de  que  se  guarde  silencio 
y  buen  orden  cuando  se  despachen  los  negocios,  sin  permitir  que  entren 
con  gorros  o  cofias,  o  trajes  indecentes.  Que  estando  formados  los  tur- 
nos y  cerrada  la  puerta,  no  puedan  entrar  hasta  que  se  les  llame;  y 
cuando  tengan  precisión  por  alguna  causa  vigente,  no  deberán  hacerlo 
sin  dar  antes  un  golpe  y  esperar  a  que  se  haga  señal  con  la  camna- 
nilla.  Que  concluida  la  audiencia  deban  salir  delante  de  los  auditores 
y  ejecutar,  cuanto  les  prevengan  y  manden,  bajo  la  pena  de  que  fal- 
tando a  ello  pasaremos  a  privarles  del  oficio. 


2    En  el  documento  que  transcribimos  se  encuentra  en  blanco  lo  que 
entre  paréntesis  cuadrados.  Nosotros  lo  hemos  rellenado  valiéndonos  de  otros  do- 
cumentos. 
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